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PRÓLOGO A LAS ACTAS DEL TALLER

SOBRE POBREZA Y EXCLUSIÓN SOCIAL

EN AMÉRICA LATINA

GUILLERMO PERRY

Cuando se me solicitó que expresara algunas palabras acerca del tema

de la pobreza y la exclusión social en América Latina y el Caribe, lo prime-

ro que vino a mi mente es que sobre esta materia yo había tenido senti-

mientos ambivalentes. 

Al observar la pobreza en América Latina, parece obvio que los pobres,

especialmente los que se encuentran en extrema pobreza, experimentan al-

go más que solo bajos ingresos. En nuestras sociedades existe una correla-

ción aparentemente fuerte entre la distribución de los ingresos, la inciden-

cia de la pobreza y la raza, la organización social y la cultura. Una cierta

forma de relación causal se observa entre las características que indican

quién es uno –como el grupo étnico-racial–  y la posición que uno mantie-

ne en la estructura del ingreso de la sociedad. 

El análisis econométrico puede ayudarnos a ver que esta no es una co-

rrelación espuria, pero no está claro como se puede integrar este hecho evi-

dente en los análisis que usualmente hacemos. Las diversas ponencias que

se presentan en este libro intentan lograr tal integración. Estoy especialmen-

te complacido de que el Banco esté intentando convenir con estos dos con-

ceptos, acercando y reuniendo a economistas que trabajan en temas sobre

pobreza y profesionales en otras disciplinas de las ciencias sociales –como

antropología, sociología–, para intentar integrar estos puntos de vista en

una forma operacional.   

Me impresionan dos cosas que resultan de estas ponencias. La primera

es que hemos avanzado en la definición de un concepto de la exclusión

social –un concepto muy potente–, el que puede ser trasladado a un nivel

operacional. Exclusión social es un concepto multidimensional que tiene,

al menos, cuatro características. 



La primera es el hecho de que algunos grupos son excluidos, a través

de formas no económicas, del acceso a los bienes básicos y a los servicios

que determinan el capital humano. Hay grupos que no tienen el mismo ac-

ceso a la educación, a la salud y a otros servicios, incluso si uno solo toma

en cuenta las diferencias económicas de ingresos. Es claro que existe una

discriminación en los accesos, debida a otros factores que pueden ser par-

te de una definición de la exclusión social.

La segunda característica es el acceso desigual a los mercados de trabajo

y a los mecanismos de protección social de las instituciones tanto form a l e s

como de las informales. Aun para las personas con similares niveles de ca-

pital humano y calificación parece haber un importante elemento de discri-

minación que debemos considerar como parte  de lo que uno definiría co-

mo exclusión social, más allá de  consideraciones puramente económicas.

La tercera característica se refiere a la exclusión de los mecanismos par-

ticipativos, mecanismos que por medio de la participación de diversos gru-

pos sociales afectan el diseño, la implementación y la evaluación de pro-

gramas y proyectos del sector público.

Finalmente, la cuarta, y la más general de las características, es la exclu-

sión en el sentido del desigual acceso en la práctica al ejercicio completo

y protección de los derechos políticos y las libertades civiles, incluyendo la

negación de derechos humanos básicos. 

Obviamente, estas cuatro características están interrelacionadas. De algu-

na manera, la exclusión de las dos últimas puede explicar el por qué algu-

nos grupos de personas son excluidos de las dos primeras. Si una persona

no participa igualitariamente en los procesos políticos, o si no tiene la opor-

tunidad de participar en condiciones de igualdad dentro de un grupo so-

cial en el diseño de programas, no puede sorprender que él o ella sean dis-

criminados en el acceso a los programas y a las instituciones que controlan

la operación de los mercados de trabajo.

El segundo tema que me impresiona de estas ponencias es que ellas re-

flejan un avance significativo en nuestro entendimiento de quiénes son los

excluidos en Latinoamérica. Los grupos o sectores sociales excluidos pue-

den ser múltiples, pero son dos grupos amplios los que se observan de una

forma más intensa. Uno es el grupo de los indígenas, y el otro, en algunos

países, es el conformado por gente con ascendencia africana –los afrolati-

nos. Esto no quiere decir que no hayan otras líneas de exclusión, tales co-

mo sexo, edad o religión en algunos países. Lo que sí parece querer decir,

es que las diferencias étnicas y raciales se encuentran entre los factores más

evidentes de la exclusión social. 

Los estudios sobre pobreza en la región muestran que la incidencia de

la pobreza entre los grupos indígenas es aproximadamente del 80%, es

decir, cerca de 32 millones de personas, lo que representa una proporción
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muy grande comparada con el promedio de la región que es de un 30%.

En la ponencia de Adolfo Figueroa  –un economista que ha estado inten-

tando llenar activamente la brecha entre la investigación de los economis-

tas y la de otros científicos sociales–  hay cifras alarmantes tomadas de di-

versos estudios que indican que la incidencia de la pobreza entre las po-

blaciones indígenas de Guatemala es del 87% contra un 54% de la pobla-

ción no indígena; en México, 81% contra 18%, en Perú, 79% contra 50%; y

en Bolivia, 64% contra 48%. De la misma forma, una reciente Evaluación de

la Pobreza en Panamá, realizada por el Banco Mundial, muestra que cerca

del 95% de la población indígena en ese país es pobre, y que el 86% es ex-

tremadamente pobre. Finalmente, evidencias de trabajos recientes en el Pe-

rú indican que a pesar de los altos índices de crecimiento recientes, la si-

tuación de la población indígena no ha mejorado en forma significativa. 

Cuando observamos las pocas cifras existentes relacionadas con el acce-

so a los servicios públicos según origen étnico, nos encontramos con ha-

llazgos similares. La escolaridad de los grupos indígenas en Bolivia es de

menos de un tercio de la de los grupos no indígenas. Igualmente, son ob-

vias las diferencias en la participación política de las poblaciones indígenas

a través de la región. La participación en los órganos de elección popular

–para no decir gabinetes o similares–  es funesta, o simplemente no existe,

en la mayoría de los países de la región.

Estos hechos no pueden ser atribuidos a factores económicos casuales

en una población que de otra manera sería homogénea, una población que

sería discriminada solo por medios económicos. Así es que parece impor-

tante construir un marco coherente que ayude a explicar la persistencia de

los altos índices de desigualdad y pobreza en países que excluyen pobla-

ciones, como las indígenas. El reducido acceso de los grupos excluidos a

la escolaridad y los servicios de salud explica en parte la baja capacidad fu-

tura de aprendizaje, los menores salarios y la limitada participación políti-

ca. El bajo acceso a la escolaridad, a su vez, también puede ser explicado

por la baja participación política, la pobreza de los padres y una total dis-

criminación en el mercado de trabajo.

¿Pero qué pasa con los otros países, aquellos en que las poblaciones in-

dígenas no son las únicas excluidas?  En este aspecto, encontré una ponen-

cia muy interesante, preparada por Nelson da Silva en el Brasil, la cual pre-

senta evidencia muy fuerte de que algo muy similar ocurre con las familias

negras del Brasil. Aquí, los índices de pobreza entre los negros y mestizos

son el doble de magnitud que los de familias blancas. El analfabetismo en-

tre los blancos es cerca del 5%, pero es de 14% en otras razas, y la diferen-

cia en educación completada es de más de 11 años. De la misma manera,

las ponencias sobre Chile presentan un excelente análisis acerca de cómo

juventud y género interactúan con otros factores socieconómicos y
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culturales para generar exclusión en un contexto de crecimiento económi-

co sostenido. 

Pienso que es estimulante ver este intento riguroso de integrar la pers-

pectiva de la exclusión con el análisis tradicional de la pobreza, un análisis

de la pobreza que los economistas han venido haciendo en el Banco Mun-

dial y en otros lugares. Sin embargo, creo que todavía tenemos un largo ca-

mino por recorrer. Creo que hay al menos tres áreas donde se requiere más

trabajo. Una de ellas es desarrollar más construcciones teóricas, como la

que se vislumbra en la ponencia de Adolfo Figueroa. Sería útil seguir desa-

rrollando este tipo de modelos para mostrar cómo interactúan estos facto-

res y cómo determinan resultados sociales y económicos. Quizás sea toda-

vía más importante el intento de medir la exclusión social. Buenas medicio-

nes de la exclusión son importantes. Y, finalmente, se necesita realizar más

trabajo analítico y empírico sobre las formas en que estos factores se inte-

rrelacionan con los factores económicos en la determinación de la pobreza

y la distribución de ingresos.

Creo que este es un camino prometedor para el Banco Mundial, y que

realmente deberíamos seguir desarrollando. Creo que nuestros principales

documentos, como el de las Estrategias de Asistencia a Países, tanto como

nuestro programa de trabajo en la región, necesitan reconocer el tema de

la exclusión social y que debemos darle la debida relevancia al concepto.

Después de todo, nuestro objetivo final en el Banco Mundial es la reduc-

ción de la pobreza. De manera que si estos grupos excluidos no solo son

grupos de los más pobres sino que probablemente seguirán siéndolo, de-

bido a su exclusión a través de mecanismos distintos a los factores pura-

mente económicos, entonces tendríamos que tener un enfoque especial, y

programas especiales diseñados para atender estos asuntos. 

Para finalizar, me gustaría felicitar por esta iniciativa a mis colegas del

Departamento de Desarrollo Social y Ambiental Sustentable y Reducción de

la Pobreza, y del Departamento de Desarrollo Económico, así como a nues-

tros ponentes invitados, y deseo motivarlos a continuar en este fructífero

camino.
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INTRODUCCIÓN

POBREZA Y EXCLUSIÓN SOCIAL

EN AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE

ESTANISLAO GACITÚA

CON SHELTON H. DAVIS

Inicialmente el concepto de exclusión social se utilizó en Europa,

primero en Francia, Italia y los países nórdicos para hacer referencia a los

nuevos problemas sociales y económicos asociados a la globalización, co-

mo el empleo precario y el subempleo, la inserción económica, política y

cultural de los inmigrantes o la desintegración social producto de diferen-

cias étnicas.  Específicamente, se definía exclusión social como los meca-

nismos a través de los cuales personas y grupos son despojados de la par-

ticipación y titularidad de los derechos sociales, o como un proceso que ex-

cluye a una parte de la población del disfrute de las oportunidades econó-

micas y sociales1.  En ese contexto, la noción de exclusión social se presen-

taba más amplia que el concepto de pobreza ya que representa un fenó-

meno que corresponde a la exclusión de los mercados, pero también de las

instituciones sociales y culturales.  Sin embargo, también se indicaba que

era un concepto complementario ya que permite tratar aspectos asociados

a la pobreza que no derivan de la carencia de ingresos2.

Simultáneamente, la Organización Internacional del Trabajo ha venido

desarrollando un amplio programa sobre exclusión social.  La OIT ha utili-

zado la exclusión social como un fenómeno multidimensional de segundo

orden que involucra tres dimensiones: (i) económica; (ii) política y (iii) cul-

tura, que se acumulan para dificultar la capacidad de grupos sociales e in-

dividuos para cambiar su posición (en términos de ingresos y  jerarquía so-

cial) en la sociedad3.

1. Véanse los documentos de la Comisión Europea "Vers une Europe des Solidarites: Intensifier la lutte contre l’ex-

clusion sociale, promouvoir l’integrátion" . Bruxelles 1992; también el Libro Verde (1993), la sección sobre políti-

ca social. 

2. Consultar al respecto el reporte de la Comisión Europea "Eurostat’s work program on poverty and social exclu-

sion –State of the Art" documento presentado en Lisboa (1997) en el Seminario sobre Social Exclusion: Non-Mo-

netary issues.

3. Para una visión detallada del trabajo de la OIT al respecto, véanse los reportes ILO/IILS "Social Exclusion in La-

tin America" (1995) y Social Exclusion and Anty-poverty Startegies" (1996) International Institute for Labour Stu-

dies and United Nations Development Program, Geneva International Institute of Labour Studies.
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En América Latina, el concepto de exclusión ha sido utilizado con algu-

nas variaciones en diferentes contextos para explicar los fenómenos de mar-

ginalidad y pobreza que se observan en el continente.  Sin embargo, una de

las limitaciones encontradas por los distintos autores ha sido que no existe

un marco teórico como tampoco los instrumentos metodológicos apro p i a-

dos al contexto latinoamericano.  Más bien lo que se encuentra es una se-

rie de explicaciones aisladas de cada una de las dimensiones o factores que

intervienen en la generación de la marginalidad desigualdad y pobre z a4.

La noción de exclusión social hace referencia a un conjunto de proce-

sos que contribuyen a aumentar la vulnerabilidad de ciertos grupos socia-

les frente a factores de riesgo que pueden llevarlos a una situación de po-

breza y vulnerabilidad social.  La exclusión social se puede definir como la

imposibilidad de un sujeto o grupo social para participar efectivamente a

nivel económico, social, cultural, político e institucional. El concepto de ex-

clusión social incluye al menos tres dimensiones: (i) económica, en térmi-

nos de deprivación material y acceso a mercados y servicios que garanti-

cen las necesidades básicas; (ii) política e institucional, en cuanto a caren-

cia de derechos civiles y políticos que garanticen la participación ciudada-

na y; (iii) sociocultural, referida al desconocimiento de las identidades y

particularidades de género, generacionales, étnicas, religiosas o las prefe-

rencias o tendencias de ciertos individuos y grupos sociales.

En este contexto, la exclusión social se puede representar como la acu-

mulación en el tiempo y el espacio de riesgos específicos que dificultan o

impiden la realización de ciertos derechos (civiles, económicos, sociales,

culturales y políticos) y la integración del grupo social afectado con su me-

dio o la sociedad.  La dimensión temporal indica que la exclusión es el re-

sultado de un proceso en el tiempo.  Esto es, la evolución y acumulación

de factores riesgo en circunstancias históricas particulares.  Lo anterior ne-

cesariamente nos lleva a la consideración de la dimensión espacial o terri-

torial, ya que la exclusión de ciertos grupos se hace posible y se manifies-

ta en tiempos y espacios determinados.  Al respecto, el ámbito territorial no

solo se refiere a que la expresión de la exclusión ocurre en un espacio de-

terminado, sino también a que existen fenómenos espaciales que se cons-

tituyen en factores de riesgo, generadores de exclusión.  El reparto espacial

de la población en riesgo de exclusión responde a la interacción de múlti-

ples factores (como son la integración a mercados, sistemas de producción,

4. Como se indicó en la nota anterior, la OIT (Op. Cit) desde inicios de los 90 ha venido aplicando y adaptando el

concepto de exclusión social al contexto regional a través de estudios de casos.  Por otra parte, FLACSO-Costa

Rica, en colaboración con la Universidad de Utrecht han desarrollado un trabajo que culminó con la publicación

del libro Pobreza, Exclusión y Política Social, (1997) Rafael Menjívar, Dirk Kruijt y Liete van Vucht Tijssen (Eds.).

Más recientemente y como resultado de un trabajo iniciado con el Banco Mundial, SIEMPRO (Argentina) ha de-

sarrollado con el apoyo del programa MOST de UNESCO un "observatorio" de Desigualdad y Exclusión Social.
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patrones de asentamiento, etc.) que en definitiva se articulan en un territo-

rio determinado5.

Al mismo tiempo, el concepto también contiene una dimensión objetiva

y otra subjetiva, en cuanto considera tanto las condiciones efectivas en que

se encuentran los sujetos como también la percepción que estos tienen de

dicha situación.  Por una parte, la exclusión permite identificar factores de

riesgo objetivos, como pueden ser la ubicación espacial, la dificultad o im-

posibilidad de acceder al mercado laboral, o la falta de dominio de un idio-

ma.  Por otra parte, el enfoque de la exclusión social introduce al análisis

la construcción social que hacen los sujetos referente a esos factores tanto

en cuanto a cómo ellos se perciben a sí mismos como a los mecanismos de

acción que ponen en marcha basados en esa interpretación del factor de

riesgo6.

Conceptualmente la perspectiva de la exclusión social representa un mo-

delo multidimensional y procesual para el entendimiento de los distintos

factores que contribuyen a la generación de pobreza y desigualdad social.

En ese sentido, el marco analítico de la exclusión social permite vincular

procesos de acumulación de riesgos (económicos, sociales, culturales, po-

líticos e institucionales) en una formación social determinada.  Dado lo an-

terior, la exclusión social está definida por los mecanismos institucionales y

procesos que determinan que ciertos sectores sociales no tengan las mis-

mas oportunidades de integración que otros.

La observación previa tiene una consecuencia de orden metodológico

muy importante ya que permite visualizar las fortalezas y debilidades que

tiene la noción de exclusión social.  Metodológicamente, el marco analíti-

co derivado de la exclusión social se concentra en los procesos y no sola-

mente en los resultados o situación de deprivación que experimentan los

sujetos sociales.  Es decir, el análisis enfatiza el entendimiento de los me-

canismos que generan exclusión.  Esto quiere decir que la exclusión social,

más que representar un estado, refleja un proceso que puede llevar a dis-

tintos resultados (pobreza, desigualdad, marginalidad).

5. Véase al respecto la discusión sobre regímenes de riesgo y territorialidad en Krimsky and Golding (Eds.) Social

Theories of Risk.Westport: Praeger, 1992.  Otro ejemplo de la dimensión territorial de la exclusión social se en-

cuentra en el análisis de los fenómenos catastróficos y la diferente vulnerabilidad espacial de distintos grupos

sociales.  Al respecto, consultar Blaikie, Cannon, Davis y Wisner (1996) estudio sobre Vulnerabilidad.  El Entor -

no Social, Político y Económico de los Desastres.Bogotá, Colombia: La Red.  También, véase el trabajo de Ru-

bén Katzman (1999) sobre "Segregación residencial y desigualdades sociales en Montevideo". Cuaderno No 2,

Observatorio de la desigualdad y la exclusión social. Buenos Aires: SIEMPRO/MOST-UNESCO

6. Véase al respecto en este volumen el trabajo de Clert en donde se discute la importancia de la apariencia física

como un factor de riesgo, la interpretación que hacen de dicho fenómeno los sujetos y su reacción ante dicho

proceso de discriminación.  Tan importante como la incorporación de una nueva variable (la percepción de los

sujetos) en el modelo explicativo, es la contribución que hace dicha percepción al entendimiento mismo del fe-

nómeno.  Es decir, la inclusión en el análisis de la percepción de los sujetos tiene una función exploratoria por

cuanto hace emerger significados que están ausentes desde la perspectiva del observador externo, tiene una fun-

ción analítica ya que permite visualizar relaciones y procesos y, finalmente, tiene una función explicativa toda

vez que ayuda a entender cómo los sujetos reaccionan frente a ciertos fenómenos.
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La perspectiva de la exclusión social lleva a la definición de un modelo

multidimensional, que permite entender con mayor claridad las relaciones

e interacciones entre diversos factores y el papel que juegan los actores

sociales en la generación de dicho resultado.  Esta es la gran ventaja de la

noción de exclusión.  Sin embargo, al mismo tiempo, esa misma caracterís-

tica apunta a las debilidades metodológicas de la perspectiva.  En primer

lugar, resulta difícil establecer claramente las relaciones entre las distintas

dimensiones o factores.  Al respecto, es necesario avanzar en la definición

de los modelos teóricos que permitan establecer dichas relaciones.  En se-

gundo lugar, también resulta difícil medir y evaluar el impacto que cada fac-

tor puede tener en el resultado final, por lo que es crucial avanzar en la de-

finición operacional y medición del impacto que pueden tener los distintos

factores en juego.

Desde el punto de vista político, la introducción de la perspectiva de la

exclusión social tiene un valor muy importante, precisamente porque se

concentra en los procesos institucionales y no solo sus resultados concre-

tos, como la persistencia de la pobreza e inequidad.  En términos muy sim-

ples, la fuerza del enfoque de exclusión social consiste en que a partir del

entendimiento de los factores de riesgo y, procesos institucionales que de-

sencadenan y mantienen una situación de vulnerabilidad, permite pensar

una matriz de políticas tendientes a intervenir en las causas que impiden la

inclusión social.  Al mismo tiempo, el enfoque de exclusión social toma en

cuenta la capacidad transformadora de los sujetos sociales.  Es decir, con-

sidera la capacidad de aquellos que han llegado a una situación de exclu-

sión para desarrollar acciones que les permitan recobrar o acceder a los de-

rechos que los definen como ciudadanos.

Dada la persistencia y heterogeneidad de la pobreza en la región de

América Latina y el Caribe, tanto científicos sociales y técnicos como admi-

nistradores han comenzado a utilizar el concepto de exclusión social para

explicar los procesos que generan pobreza y desigualdad en la región7.  En

ese contexto, se ha venido desarrollando un diálogo y colaboración cre-

cientes entre especialistas del Banco Mundial y de la región en torno a la

utilidad y aplicación del concepto de exclusión social.  Con objeto de avan-

zar en la discusión conceptual y metodológica necesaria para hacer del

concepto de exclusión social un instrumento operacional más relevante,

7. Para casos específicos de la aplicación de la perspectiva de exclusión social en el diagnóstico y elaboración de

propuestas de política, véase: Bustelo, Eduardo, Minujin, Alberto (Eds.). Todos Entran. Propuesta Para Socieda-

des Incluyentes. Unicef, Colección Cuadernos 30 Debate, Colombia: Santillana, 1998.  Carpio, Jorge e Irene No-

vacovsky (Comp.) De Igual a Igual.  El Desafío del Estado ante los Nuevos Problemas Sociales. Buenos Aires, Ar -

gentina: SIEMPRO-FLACSO, 1999; Figueroa Adolfo, Teófilo Altamirano and Denis Sulmont. "Social exclusion and

inequality in Perú" . International Institute for Labour Studies – Unites  Nations Development Programme, 1996;

Fundación Nacional para la Superación de la Pobreza, La Pobreza en Chile, Santiago, Chile, 1998. Clert, Carine

"El enfoque de exclusión social: Elementos analíticos y aportes para la discusión sobre la pobreza y el desarrollo

social en América Latina" en Pensamiento Iberoamericano, Revista de Economía Política, 31:425-436, 1997.



tanto desde el punto de vista analítico como propositivo, el Banco comisio-

nó una serie de trabajos de investigación a destacados investigadores de la

región.  Los trabajos fueron presentados en un taller técnico sobre

Exclusión Social y Pobreza en América Latina y el Caribe, convocado con-

juntamente por las unidades de Desarrollo Social y Medioambiental Susten-

table (LCSES) y Manejo Económico y Reducción de Pobreza (LCSPR).  En

el taller, realizado los días 27 y 28 de mayo de 1999, en Washington, DC,

participó un grupo interdisciplinario de expertos de la región y del Banco

Mundial que ha estado trabajando en asuntos relacionados con la supera-

ción de la pobreza y la exclusión social.

Esta publicación reúne los trabajos presentados en el taller.  Desde su

presentación inicial se ha dado un largo proceso de dialogo entre los auto-

res y el equipo del Banco.  Esta publicación refleja los resultados de dicha

búsqueda, representa un paso más en la definición de un marco concep-

tual y metodológico que nos permita avanzar en el entendimiento de los

procesos que causan pobreza y exclusión social y, en la elaboración de ins-

trumentos de política tendientes a su superación.

Los siete trabajos que siguen a esta introducción exploran desde distin-

tas disciplinas (economía, antropología, sociología, ciencias políticas, cien-

cias jurídicas) la noción de exclusión social en el contexto de América Lati-

na y el Caribe.  Todos los trabajos parten de una pregunta común re f e r i d a

a la aplicabilidad de la perspectiva de exclusión social para el entendimien-

to de los fenómenos de pobreza, es inequidad y marginalidad pre v a l e n t e s

en la región.  Es decir, qué elementos analíticos adicionales trae como be-

neficio la perspectiva y cuáles son las implicancias en términos del diseño

y evaluación de políticas que se desprenden de su utilización.  A partir de

dicha pregunta básica, cada uno de los trabajos desarrolla una pro p u e s t a

conceptual y metodológica y presenta antecedentes que permiten visualizar,

ya sea en términos de modelo de sociedad o de casos específicos, la apli-

cación de dicha propuesta analítica tanto en la identificación y caracteriza-

ción de la situación de exclusión social a que se re f i e ren, como también en

la evaluación de instrumentos para una política social inclusiva.

Si bien todos concluyen en la relevancia y necesidad de adoptar la pers-

pectiva de la exclusión social como un instrumento analítico-propositivo,

también indican la necesidad avanzar en la definición de un marco concep-

tual más desarrollado y en la elaboración de metodologías (modelos, varia-

bles, instrumentos de medición) que permitan "mapear" con mas precisión

las relaciones que existen entre las distintas dimensiones, sus interacciones

y el peso específico que tiene cada una de estas en la generación de pro-

cesos excluyentes.  Solo así, recapitulan los autores, será posible utilizar

plenamente el marco analítico de la exclusión social en el diseño y evalua-

ción de políticas sociales inclusivas.
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En el primer trabajo, Adolfo Figueroa propone un modelo para analizar

y entender la persistencia de la desigualdad en la región, basado en el con-

cepto de exclusión social.  Figueroa parte preguntándose por qué existen

desigualdades en nuestras sociedades y cómo se explica su persistencia en

el tiempo.  Para responder, Figueroa desarrolla un modelo analítico en el

que los individuos participan en el proceso económico con una dotación

desigual de tres tipos de bienes: (i) económicos, (ii) políticos y (iii) cultu-

rales y, que existe una jerarquía de mercados, con los mercados de traba-

jo, de crédito y de seguros jugando un papel esencial en la generación y

reproducción de la desigualdad.

Esta predicción básica es confrontada con los datos empíricos de Lati-

noamérica, utilizando la situación de los grupos indígenas como un indica-

dor del acceso desigual a bienes y la participación subordinada en los mer-

cados.  Figueroa concluye que la evidencia latinoamericana es consistente

con las predicciones que indican que la exclusión social es el rasgo parti-

cular del modelo de sociedad y desarrollo hoy en día dominante.  Final-

mente, desde el punto de vista metodológico, señala que la exclusión so-

cial se refiere a los mecanismos que generan pobreza, siendo esta la varia-

ble endógena; y la exclusión las variables exógenas.  Razón por la cual la

pobreza debe ser analizada como función de la exclusión social para po-

der explicar sus orígenes y para diseñar políticas para reducirla. 

Carlos Sojo nos lleva a analizar las características de la exclusión social

en su dimensión política-institucional.  El punto de partida es un marco

conceptual en el cual se vincula la problemática de la exclusión a los de-

rechos y la cuestión de la ciudadanía, la participación en los mercados con

el marco institucional que posibilita la integración social.  En ese sentido,

Sojo analiza en el contexto latinoamericano factores socio-políticos y cultu-

rales que ilustran cómo los procesos de exclusión social se refieren a las

tendencias negativas en la transformación de los regímenes institucionales

que limitan o desestimulan la posibilidad del ejercicio ciudadano pleno, de

los derechos políticos y civiles elementales.

A nivel conceptual, Sojo argumenta que la utilización del prisma de la

exclusión social permite entender los fenómenos de desigualdad social y

sus implicaciones sociopolíticas ya que: (i) es sensible a la observación de

carencias materiales y simbólicas; (ii) responde a las especificidades histó-

ricas y a la dinámica de los antagonismos sociales y (iii) genera una visión

heterogénea no dualista de la desigualdad social.  En forma similar a lo que

plantea Figueroa, Sojo también enfatiza que la perspectiva de la exclusión

social muestra el proceso que la genera y no el dato que indica una des-

ventaja social relativa. Comprendida entonces como la sumatoria de los

procesos institucionales y prácticas que discriminan o erosionan la satisfac-

ción de ciertos derechos, Sojo concluye que la noción de exclusión resulta
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esencial para el diseño de una política de integración social ya que permi-

te identificar formas y prácticas institucionales que generan exclusión y de-

sarrollar los mecanismos que permitan superarla, aun cuando las desigual-

dades puedan persistir.

En el tercer artículo, Jaime Ordóñez continúa desarrollando a nivel con-

ceptual la relación entre derechos (civiles, políticos, económicos, sociales y

culturales), exclusión social y el ro l del Estado.  Ordóñez argumenta que la

c a rencia de esos derechos indica una situación de exclusión, y re p re s e n t a

un parámetro para definir la cuestión de los umbrales de ciudadanía y el pa-

pel que le cabe al Estado en asegurar dichos derechos.  Utilizando dicho

m a rco, Ordóñez avanza en la discusión de indicadores que permitan verifi-

car la ausencia o disfrute de los derechos económicos, sociales y culturales

y concluye que en la actualidad no se cuenta con indicadores apropiados y

que es necesario definirlos con mayor precisión conceptual y metodológica.

El trabajo de Ordóñez representa una propuesta para avanzar en la de-

finición de políticas de Estado tendientes al establecimiento de mecanismos

institucionales que permitan en lo fundamental asegurar los mínimos exigi-

bles referidos a los derechos económicos, sociales y culturales.  La conclu-

sión básica a que apunta el trabajo de Ordóñez es el rescate o valoración

del rol del Estado como gestor de política y garante de la equidad.  Al res-

pecto, señala que, a diferencia de lo que ocurre con los derechos civiles y

políticos, en el caso de los derechos económicos sociales y culturales se re-

quiere con frecuencia una acción decisiva del Estado para su protección y

desarrollo, las cuales corresponden generalmente a los programas de inver-

sión social universal.  Desde luego, las circunstancias de cada país defini-

rán las características de este proceso y de las políticas públicas que se im-

plementen.  Sin embargo, previene Ordóñez, para que las políticas tendien-

tes a garantizar los derechos como una forma de expresión de la ciudada-

nía logren su objetivo, es esencial contar con una fuerte inversión social en

el ámbito de las capacidades sociales; es decir, en la generación de sujetos

sociales capaces de exigir sus derechos ciudadanos.

El cuarto trabajo sobre exclusión social en el Caribe, preparado por Mi-

chel-Rolph Trouillot, representa una transición desde una perspectiva de

modelos analíticos y propositivos generales a estudios de casos en los cua-

les se utiliza el marco de la exclusión social.  Trouillot utiliza el concepto

de exclusión social para esclarecer algunos procesos estructurales que ha-

cen que ciertos grupos en la región del Caribe se mantengan en una des-

ventaja relativa. 

A nivel conceptual el trabajo distingue tres dimensiones de exclusión: (i)

socieconómica; (ii) sociocultural; e (iii) institucional.  Estas dimensiones

son utilizadas más como recursos heurísticos que como dominios

independientes, formas de mirar procesos intermediarios y acumulativos.
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En la misma línea de lo planteado por Sojo, aquí los elementos que entran

en la ecuación de la exclusión no están vinculados en causalidades linea-

les sino en un proceso complejo de influencia recíproca.  El fenómeno

económico juega un papel en las otras dos dimensiones y viceversa  Cada

una de las dimensiones, así como todo el proceso generalizado de exclu-

sión social, se analizan a través de una causalidad circular.  Esto significa,

como también lo señala Figueroa, que no se pueden separar claramente los

factores económicos, socioculturales y políticos de la exclusión social.  Da-

do lo anterior, Trouillot propone que las políticas de Estado tanto para re-

ducir o revertir la exclusión deberían focalizarce en las articulaciones o in-

teracciones que ocurren entre los distintos factores o dimensiones condu-

centes a situaciones de exclusión social.

Analizando la experiencia del Caribe, Trouillot expone los mecanismos

de exclusión que han operado en las tres dimensiones identificadas, hacien-

do especial énfasis en los aspectos institucionales y políticos y demostran-

do cómo estos han operado en los distintos contextos nacionales.  Al mis-

mo tiempo, se van dando ejemplos de políticas de Estado para demostrar

cómo (a pesar de ciertos éxitos, como por ejemplo en educación) la caren-

cia de una política institucional (articulada) ha reproducido los mecanismos

de exclusión a través del tiempo.  Finalmente, el trabajo concluye al res-

pecto que si bien los instrumentos de política deben ser enfocados a com-

ponentes específicos, todas las intervenciones deberían considerar, en su

diseño, las potenciales interacciones entre los diferentes factores que gene-

ran exclusión social. 

El artículo de Nelson Do Valle Silva nos presenta el caso de la exclusión

racial en Brasil.  A partir de un detallado análisis de los fenómenos de ads-

cripción e identificación racial, Do Valle Silva va analizando, con apoyo de

gran cantidad de datos, los mecanismos de discriminación racial en la so-

ciedad brasilera, desde acceso a servicios, participación en los mercados de

trabajo, patrones de asentamiento, a prácticas de matrimonio interracial.

Contrario a lo que la ideología de la democracia racial predominante en

Brasil sugiere, el trabajo va develando las fuertes diferencias raciales que

existen y los mecanismos que operan en su génesis.  Por un lado, existen

mecanismos institucionales de exclusión y, por otro lado, a nivel de rela-

ciones interpersonales la interacción entre los grupos raciales es intensa y

no conflictiva, envolviendo un nivel relativamente elevado de mestizaje.

Un elemento central que surge del trabajo de Do Valle Silva es que la

exclusión social no se puede equiparar o reducir a instancias de discrimi-

nación –en cuyo caso no se requeriría de ningún nuevo concepto.  Más

bien, la exclusión basada en la identidad racial es fluida, relacional y

socialmente determinada por un sistema institucional que se apoya en la

legitimación de la asimetría de tratamiento a partir de clases sociales.
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Sobre ese telón de fondo, Do Valle Silva discute finalmente las políticas de

combate al racismo y concluye que existe una necesaria complementarie-

dad entre los instrumentos de acción afirmativa y aquellos que optan por

políticas universales ya que en el caso de Brasil, es extremamente comple-

jo, si no imposible, definir quién hace parte – y, sobre todo, quién no ha-

ce parte – del grupo a ser favorecido, lo que es consistente con la idea de

políticas tendientes a la reafirmación de los derechos económicos, sociales

y culturales, esenciales para alcanzar la situación de ciudadanía plena indi-

cada por Ordóñez como la frontera de la exclusión.

Los dos casos que siguen a continuación se refieren a Chile.  Ambos uti-

lizan la perspectiva de la exclusión social para explicar como en un con-

texto de sostenido crecimiento económico y de reducción significativa de

la pobreza, se ha consolidado una significativa desigualdad entre los secto-

res de mayores y menores recursos8.  Los casos de Chile ilustran lo que se-

ñalara Guillermo Perry en su prólogo, que pese al crecimiento económico,

hay barreras (más allá del acceso a ingresos) que impiden en la sociedad a

ciertos sectores sociales acceder a mecanismos de integración social.

Carolina Tohá presenta un detallado estudio sectorial sobre jóvenes y

exclusión social en Chile.  Primeramente, Tohá hace un exhaustivo análisis

de la situación de los jóvenes desde el punto de vista educacional, laboral,

político y cultural.  Tohá sostiene que para los jóvenes más allá de no te-

ner acceso a ciertos derechos (políticos, civiles, económicos, sociales y cul-

turales), la exclusión social significa el poder transitar con autonomía en to-

dos esos ámbitos. A consecuencia de lo anterior, se encuentra una juven-

tud que no comparte una identidad común debido en parte a las fuertes di-

ferencias que existen entre ellos en los ámbitos antes mencionados y que,

además, tiene serias dificultades para construir redes sociales que le facili-

ten el transito a la vida adulta.

Luego, la autora resume críticamente las políticas desarrolladas por el

gobierno de Chile en los últimos años para producir integración social ju-

venil, deteniéndose especialmente en el ámbito educacional y de la capa-

citación laboral.  A este nivel señala que los programas implementados han

apostado a producir un proceso gradual de inserción.  Así han logrado re-

sultados diversos ya que si bien pueden haber mejorado la llegada y cali-

dad de ciertos servicios a ciertos grupos de jóvenes, la limitada pertinencia

de los programas ha derivado en un limitado impacto en cuanto a equidad

y sustentabilidad social e institucional se refiere.

8. De acuerdo con antecedentes provenientes de MIDEPLAN y el Banco Mundial, la distribución del ingreso entre

1990 y 1998 ha permanecido igualmente concentrada o ha empeorado (como lo indica un coeficiente de Gini

de 0,58) lo que pone a Chile entre los países con mayor desigualdad en la distribución del ingreso en la región.

Al respecto, ver los resultados de la encuesta CASEN 1996 en el informe sobre Ingreso y Pobreza (1998), de la

División Social de MIDEPLAN el reporte del Banco Mundial (1997) "Chile Poverty and Income Distribution in a

High Growth Economy 1987 – 1995 (Vols. 1 & 2).



En las conclusiones Tohá presenta lo que ella identifica como las prin-

cipales causas de exclusión social juvenil que arrojan los antecedentes

presentados en el estudio y con base en ello concluye que en Chile no ha

habido una política pública que apunte a dar un salto cualitativo que per-

mita afrontar en forma articulada los mecanismos que impiden la integra-

ción social de los jóvenes en los ámbitos examinados (socioeconómico, po-

lítico y cultural). Solo así, propone, se podría generar el umbral mínimo que

otorgaría las condiciones que les permitan tomar decisiones sobre su vida

y sobre la sociedad en que viven y llegar a tener ciudadanía plena.

A continuación, el trabajo de Carine Clert es un interesante estudio de ca-

so sobre exclusión social y género en la comuna de H u e c h u r a b a, en el sec-

tor norte de Santiago.  El estudio de Clert analiza a nivel micro social cómo

operan los mecanismos de exclusión y la percepción que tienen los sujetos

de dicha situación y de los impactos de algunos instrumentos de política so-

cial.  A nivel conceptual, el trabajo de Clert apunta a establecer cuál es la

especificidad de la perspectiva de la exclusión social, argumentando que es-

ta se re f i e re a la capacidad de analizar instituciones y agentes en forma di-

námica. En otras palabras, la fuerza analítica de la perspectiva radica en que

vincula procesos y prácticas sociales que determinan, habilitan o re s t r i n g e n

el acceso de sujetos sociales a  diversos bienes materiales y simbólicos.

Los resultados del trabajo de campo presentan en forma concreta como

operan los mecanismos de exclusión a nivel local  Para esto se examinan

tanto antecedentes cuantitativos referidos al mercado laboral, capital huma-

no, derechos civiles, el sistema judicial y recursos institucionales.  De par-

ticular interés resulta la forma en que Clert combina la información cuanti-

tativa con la percepción que tienen los sujetos de dichos fenómenos y sus

implicaciones políticas.  Finalmente, Clert concluye que las políticas socia-

les que han sido implementadas presentan una serie de problemas tanto

conceptuales como operativos.  A nivel conceptual-metodológico, Clert in-

dica que la definición de instrumentos focalizados, por definición, deja fue-

ra a sectores sociales que también experimentan exclusión ya que esta no

es unidimensional (como ocurre con el caso de los programas focalizados).

Por otra parte, desde el punto de vista operativo, Clert coincide con Tohá

en que los instrumentos de focalización y los mecanismos de entrega de los

servicios pueden verse desviados por prácticas excluyentes que restan per-

tinencia y efectividad a las políticas sociales que se han implementado.

Finalmente, en la sección de conclusiones se presentan las principales

lecciones sugeridas por los autores en cuanto al valor analítico del concep-

to de exclusión y sus repercusiones para el diseño e implementación de po-

líticas sociales.  En torno a la validez y utilidad de la perspectiva, se con-

cluye que aporta una mirada integral acerca de la situación de un determi-

nado grupo social y, por lo tanto permite ver cosas que otro tipo de
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aproximaciones no contemplan.  En primer lugar, establece un contexto, el

de los derechos y los umbrales sociales mínimos en el cual analizar las po-

líticas sociales.  En segundo lugar, contribuye a colocar a los sujetos en el

centro de las intervenciones y, por tanto a tener una visión más integral ya

que pone en evidencia los procesos que conducen a los sujetos a empo-

brecerse o les impiden participar en igualdad de condiciones en la socie-

dad.  Desde el punto de vista de diseño de políticas, se concluye que la uti-

lización del concepto de exclusión social es de gran utilidad ya que tiene

como punto focal la articulación de los distintos elementos que impiden la

integración social de los sujetos, por lo que permite diseñar y priorizar ac-

ciones que apunten a disminuir la vulnerabilidad y aumentar la participa-

ción de los grupos sociales más afectados.
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LA EXCLUSIÓN SOCIAL

COMO UNA TEORÍA DE LA DISTRIBUCIÓN*

ADOLFO FIGUEROA

¿Por qué los países varían en su grado de desigualdad? La respuesta a

esta pregunta ha provenido, generalmente, de la literatura económica sobre

crecimiento y distribución. Algunos economistas enfatizaron el vínculo des-

de el producto a la distribución (Kuznets 1955), y otros de la distribución

al crecimiento (Lewis, 1954; Kaldor, 1957). Sin embargo, estos vínculos tie-

nen un defecto teórico; producción y distribución son variables endógenas

en las conocidas teorías del equilibrio general (neoclásica, clásica y keyne-

siana).

Aun si estas hipótesis pudieran ser generadas por un sistema teórico, la

evidencia empírica es estadísticamente débil. Un reciente artículo de Fur-

man y Stiglitz (1998) muestra que hay muy poca evidencia sobre la relación

estadística entre desigualdad y crecimiento (o niveles de ingreso), ya sea de

datos de series cronológicas o información cruzada. Su conclusión se basa

fundamentalmente en un nuevo conjunto internacional de datos compila-

dos por el Banco Mundial, al cual caracterizan como “el más comprensivo

y más cuidadosamente construido” (p. 226).

De acuerdo con ese conjunto de datos, países con niveles similares de

ingresos muestran diferencias significativas en sus grados de desigualdad.

Este es claramente el caso de los países del Tercer Mundo. Por ejemplo,

América Latina aparece como la región con el más alto grado de desigual-

dad de ingresos en el mundo. La región ha mantenido esta posición desde

la década de 1950 (Deininger y Squire, 1996).

¿Por qué los países del Tercer Mundo o las regiones varían en desigual-

dad? El objetivo de este artículo es desarrollar un marco teórico que inten-

ta explicar tales diferencias. La idea básica consiste en examinar el rol que

las condiciones iniciales juegan en el proceso de crecimiento y distribución.

* Esta es la versión revisada de una ponencia presentada en el taller del Banco Mundial sobre “Exclusión Social y

Reducción de la Pobreza en Latinoamérica y el Caribe”, realizado el 26 y 27 de mayo de 1999. Deseo agradecer

a los participantes del taller por sus valiosos comentarios, los que me fueron de mucha ayuda. Estoy especialmen-

te agradecido de Estanislao Gacitúa y de un árbitro anónimo,  por sus fructíferos comentarios.



Algunos países “nacieron” con más desigualdad, más heterogéneos que

otros. Las teorías comunes han hecho abstracción de este factor. Estas teo-

rías han asumido sociedades donde todos los individuos son homogéneos

en todo aspecto, excepto en su dotación de activos económicos. Ningún

otro bien puede existir en la economía. Aquí se abandona este supuesto, y

se construye una sociedad abstracta, heterogénea, a la que denomino la

economía Sigma.

El documento se organiza de la siguiente manera. La construcción teó-

rica se presenta en las secciones 1 a 3. La sección 4 contiene verificación

empírica de algunas de las predicciones de la teoría. Para este propósito se

utilizan datos de los países latinoamericanos. El documento finaliza con una

sección de conclusiones.

UNA SOCIEDAD HETEROGÉNEA

Sigma es una democracia capitalista. Las personas están dotadas de tres

tipos de activos: económicos, políticos y culturales. Los activos económicos

incluyen diversas formas del capital: físicas, financieras y humanas. Las for-

mas física y financiera del capital están altamente concentradas en un gru-

po social, los capitalistas.

Los activos políticos se definen como la capacidad para ejercer dere-

chos. De aquí se sigue que la ciudadanía es un activo político, el que da

lugar a derechos y obligaciones. Debido a la desigualdad en la distribución

de activos políticos, en la sociedad  se crea una jerarquía de ciudadanos. Y

como consecuencia, los grupos ubicados en los niveles más bajos de la je-

rarquía tienen un acceso relativamente limitado a los derechos económicos

establecidos por la sociedad. Los derechos económicos toman la forma de

bienes públicos, tales como educación, servicios de salud y sistemas de se-

guridad social.

Sigma es una sociedad multicultural. Los grupos varían en su cultura. Sin

embargo, estas culturas distintas no tienen la misma valoración social. Es-

tán ordenadas en una jerarquía social de acuerdo con una valoración his-

tóricamente construida. Por ende, los grupos sociales están dotados de di-

ferentes activos culturales, los que son valorizados de acuerdo con una je-

rarquía que atribuye un valor distinto a su cultura. Las características suje-

tas a valoración pueden incluir raza, lenguaje, género, religión, casta, ori-

gen regional y costumbres.  Los activos culturales proporcionan a las per-

sonas, ya sea prestigio o estigma social, lo que conduce a la discriminación

y segregación. Esta valoración desigual de los activos culturales implica la

existencia de grupos con distinta posición social en la sociedad. En resu-

men, mientras que los activos económicos indican lo que una persona tie-

ne, los activos políticos y culturales indican lo que una persona es.
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Al revés de los activos económicos, los activos políticos y culturales son

intangibles; no son negociables, y por ende no tienen valor en el mercado.

No obstante, y como en el caso de los bienes económicos, sí pueden ser

acumulados. La lucha por derechos civiles es el mecanismo por el cual los

derechos políticos son acumulados. Es claro que los activos culturales tam-

bién pueden ser acumulados por personas y grupos a través de la educa-

ción, la migración, la organización social y el matrimonio entre personas de

distinta raza o entre parientes, entre otros.

LAS CARACTERÍSTICAS DE LA ECONOMÍA SIGMA PUEDEN SER

RESUMIDAS POR EL SIGUIENTE CONJUNTO DE SUPUESTOS

Contexto institucional. Normas: Existe propiedad privada de los bienes

económicos, y las personas pueden intercambiar los bienes sujetos a las

normas del intercambio en el mercado y fuera de él. También existen nor-

mas formales e informales de discriminación y segregación en el acceso a

los bienes culturales y políticos. Las organizaciones incluyen los hogares,

las empresas capitalistas y al gobierno. El gobierno controla la oferta de di-

nero y de bienes públicos.

Racionalidad de los agentes. Los individuos se ajustan a la noción del

Homo economicus. Buscan maximizar su propio bienestar material. Actúan

persiguiendo el interés personal.

Relaciones del mercado. El sistema de mercado opera con mercados

walrasianos y no walrasianos1. Hay una sobrepoblación en el mercado la-

boral lo que significa que la tasa walrasiana de salarios está por debajo del

ingreso de subsistencia del trabajador.  Por esto, el mercado laboral no es

walrasiano. No hay mercado para los servicios del capital físico; es decir,

los propietarios no dan en arriendo su capital físico, y prefieren las utilida-

des en vez de rentas.

Condiciones iniciales. Los individuos están dotados con cantidades de-

siguales de bienes económicos, políticos y culturales. Los grupos más ricos

tienen más de cada activo, o los más valiosos.

1. Un mercado es walrasiano cuando el precio de equilibrio clarifica el mercado, eliminando cualquier exceso de

demanda o de oferta (como en el mercado de la papa). De aquí que el racionamiento de bienes de mercado ope-

ra a través de los precios. En contraste, un mercado no es walrasiano cuando el precio de equilibrio no clarifica

el mercado. Este mercado opera con un racionamiento cuantitativo. Por eso, en este mercado la gente no puede

realizar el intercambio de bienes en las cantidades que están dispuestos a intercambiar a los precios del mercado

prevalecientes. Esto no ocurre en un mercado walrasiano.   



UN MODELO DE LA ECONOMÍA SIGMA

Con el fin de deducir de esta teoría hipótesis empíricamente comproba-

bles, se debe establecer un modelo de la economía Sigma. Hay cinco

tipos de bienes en la economía: capital físico, capital humano (alta o baja

calificación), bienes políticos y bienes culturales. Hay tres grupos sociales:

los capitalistas y dos clases de trabajadores. Los capitalistas concentran la

propiedad del capital físico. Los trabajadores con altos niveles de califica-

ción serán llamados “trabajadores-y” y los de baja calificación serán llama-

dos “trabajadores-z”. Los capitalistas y los trabajadores-y tienen la misma

dotación de bienes políticos y culturales, pero estas son más bajas en el ca-

so de los trabajadores-z. Las empresas capitalistas emplean trabajadores-y

para producir el bien “B”, la única mercancía producida en esta economía.

Hay sobrepoblación de trabajadores-y. La disponibilidad total de capital es

insuficiente para emplear a toda la oferta de trabajo.

Los trabajadores-z están dotados de menores cantidades de todos los

bienes. En particular, son trabajadores con poco capital humano para la tec-

nología utilizada en el sector capitalista. Por lo tanto, su provisión de capi-

tal humano no es adecuada para el empleo asalariado. No son empleables.

No son parte de la oferta de trabajo en el mercado laboral; es decir, tien-

den a ser excluidos del mercado laboral. Las empresas capitalistas no pue-

den obtener ganancias al emplearlos, ya que habría que invertir mucho en

su capacitación, mientras que al mismo tiempo hay una abundante oferta

de trabajadores-y. Es la falta de lucro lo que está detrás de la exclusión to-

tal de los trabajadores-z del mercado laboral.

EL MERCADO LABORAL

Las empresas capitalistas procuran maximizar sus ganancias. Con el fin

de lograr este objetivo, las empresas necesitan aplicar incentivos para ex-

traer la optima intensidad de trabajo de los trabajadores-y (Shapiro y Sti-

glitz, 1984; Bowles, 1985). Para hacer que la falta de trabajo sea más costo-

sa para los trabajadores, la tasa de salarios del mercado tiene que ser más

alta que el costo de oportunidad de los trabajadores. En la economía Sig-

ma, este costo de oportunidad está dado por el ingreso que los trabajado-

res puedan lograr como productores auto-empleados en el sector de sub-

sistencia. Se supone que la productividad marginal del trabajo en el sector

de subsistencia está sujeta a retornos cada vez menores. Cuanto mayor la

cantidad de trabajadores auto-empleados, menor el ingreso marginal en es-

te sector, alternativamente, cuanto menor la cantidad de mano de obra  en

el sector de subsistencia, mayor será el ingreso marginal. Por lo tanto, cuan-

do las empresas quieren emplear más trabajadores-y, manteniendo la
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misma intensidad del trabajo, necesitan pagar mejores salarios porque el

costo de oportunidad de los trabajadores aumenta.

En el plano salario-empleo, ahora habrá tres curvas, en vez de las tradi-

cionales curvas de oferta y demanda en los textos sobre economía. La cur-

va de demanda de trabajo muestra una pendiente negativa, la curva de ofer-

ta (dada por la curva de productividad marginal del trabajo en el sector de

subsistencia) muestra una pendiente positiva, y la curva de extracción de

esfuerzo (que yace  por sobre la curva de productividad marginal del tra-

bajo en el sector susbsistencia-y) también muestra una pendiente positiva.

El salario equilibrio se determina por la intersección de las curvas de de-

manda y extracción de esfuerzo. En esta tasa de salarios del mercado ha-

brá exceso de oferta de trabajo. Este exceso no puede ser eliminado auto-

máticamente por una caída en la tasa de salarios real. El mercado laboral

no es como el mercado de la papa; no es un mercado walrasiano.

Como una solución “secundaria mejor”, los trabajadores que son exclui-

dos del trabajo asalariado elegirán entre desempleo y auto-empleo. El tra-

bajador evaluará la expectativa de salario –cuando enrolado en la activi-

dad de buscar empleo (convirtiéndose en  desempleado)– contra el ingre s o

s e g u ro que puede lograr si es auto-empleado en el sector subsistencia.Si el

salario esperado  del trabajador es mayor, elegirá la búsqueda de trabajo; si

el salario esperado es menor, elegirá el auto-empleo. Asumamos que el sa-

lario esperado es igual al salario del mercado multiplicado por la pro b a b i l i-

dad de encontrar trabajo. Así, dada esta probabilidad, el salario esperado es

una fracción del salario de mercado. Una vez que ya se conoce el salario,

el salario esperado también queda determinado. Los trabajadores buscaran

trabajos hasta que el salario esperado sea igual al costo de oportunidad en

el sector subsistencia; es decir, hasta que sea igual a la productividad mar-

ginal del trabajo en el sector subsistencia. Entonces, la cantidad de trabaja-

d o res en el desempleo y auto-empleo también queda determinada. Los in-

g resos de los auto-empleados son más bajos que los salarios de merc a d o .

Los trabajadores-z son auto-empleados en unidades pequeñas de pro-

ducción, en las cuales producen el bien B con una tecnología tradicional.

Entonces, los trabajadores-z producen el bien B con menor productividad

comparados a los trabajadores-y auto-empleados. En la economía Sigma

hay dos sectores de subsistencia, uno para cada tipo de trabajador, con dis-

tintos niveles de productividad. 

EL EQUILIBRIO GENERAL

El modelo de la economía Sigma presentado aquí tiene tres sectores:

el capitalista, y dos sub-sectores –el sector subsistencia– y y el sector
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subsistencia-z - donde los trabajadores pueden obtener ingreso como pro-

ductores auto-empleados. Tiene dos mercados, el laboral y mercancía B2.

Dada la relación tecnológica (input - output) entre trabajo y producción

de la mercancía B, resulta suficiente establecer las condiciones de equilibrio

del mercado laboral para llegar al equilibrio general. Estas condiciones ya

se mostraron arriba. Así, el mercado laboral determina el salario, el nivel de

empleo y el exceso de oferta de trabajo-y. Dada esta solución en el merca-

do laboral, la distribución del exceso de trabajo entre el desempleo y auto-

empleo también queda determinada, y lo mismo con respecto al ingreso

medio en el sector subsistencia-y.

En el sector-z, los trabajadores procuran maximizar el producto total con

el uso de toda su oferta laboral, la cual está dada. Debido a que no hay in-

teracción entre el sector-z y el resto de la economía, la solución del equili-

brio general es separable en el sector subsistencia-z con respecto al resto

de la economía Sigma. 

El equilibrio general se ilustra en la Figura 1. El producto por trabajador

se mide en el eje vertical y el número de trabajadores en el eje horizontal.

El número de trabajadores-y es igual al segmento OO’, y O’Z es el núme-

ro de trabajadores-z. MR representa la curva de productividad marginal del

trabajo en el sector capitalista, mr es la curva de productividad marginal en

el sector subsistencia-y (medida desde el origen O’ hasta el origen O) y m’r’

es la curva de productividad marginal en el sector de subsistencia-z. La cur-

va E mide la curva de extracción de esfuerzo. El  salario equilibrio (w°) se

determina por la intersección entre la curva E y la curva MR, que también

es la curva de demanda laboral. El exceso de oferta laboral es igual a AO’.

Este salario determina al salario esperado we, el que, a su vez, determina la

distribución del exceso de oferta laboral en desempleo (AB) y auto-empleo

(BO’). El ingreso total en el sector capitalista es igual al área bajo  la curva

MC, el ingreso total en el sector subsistencia-y es igual al área bajo la cur-

va m’F, y el ingreso total en el sector subsistencia-z es igual al área bajo la

curva m’G. Su suma completa el ingreso nacional de equilibrio. 

El ingreso nacional (Y) de equilibrio y su distribución pueden ser repre-

sentados por la siguiente ecuación:

Y = P + W + Vy + Vz
= P  + w Dy + vy Ly + vz Lz

Las utilidades (P), la planilla de salario (W) y el ingreso total en los dos

sectores de subsistencia (Vy y Vz) integrarán el ingreso nacional. Los ingre-

sos del trabajo pueden ser desglosados en dos ingresos medios (w, vy, vz)

2. En lo que sigue, se pondrá énfasis en las relaciones entre el sector capitalista y los sectores de subsistencia a tra-

vés del mercado laboral. De esta manera, y sin perder seguridad, podemos ignorar a otros mercados que son ne-

cesarios para establecer el equilibrio general en su conjunto. 
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y en cantidades empleadas de trabajadores en cada sector (Dy, Ly, Lz). La

condición de equilibrio en el mercado laboral es w>vy y la exclusión so-

cial conduce a w>vy>vz. Los trabajadores-z constituirán el grupo más po-

bre de la sociedad. (Veáse Apéndice  para una presentación formal de la

solución del equilibrio general).

La estructura del ingreso nacional nos dice que en la economía Sigma

hay diferentes fuentes de ingreso, que conducen a la desigualdad. Hay de-

sigualdad entre capitalistas y trabajadores, pero también hay entre los tra-

bajadores. No todos los trabajadores-y tienen los mismos ingresos; no to-

dos los trabajadores-z tienen los mismos ingresos.

Las variables exógenas del sistema incluyen las reservas de capital y el

conocimiento tecnológico, y también la distribución inicial de los bienes

económicos políticos y culturales entre los individuos. Las políticas estata-

les y los impactos externos a la economía también son exógenos. Las va-

riables endógenas incluyen el nivel del ingreso nacional y su distribución.

Si las variables exógenas no cambian, los valores de equilibrio del ingreso

nacional y su distribución se repetirán período tras período. Los cambios

en las variables exógenas modificarán los valores de equilibrio de las varia-

bles endógenas en direcciones específicas, y se podrán lógicamente inferir

predicciones empíricas desde este modelo teórico. 

Figura 1
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LA EXCLUSIÓN DE LOS MERCADOS DEL CRÉDITO Y DE LOS SEGUROS

El mercado laboral genera desigualdad entre los trabajadores-y. Los tra-

bajadores-y que se encuentran excluidos del mercado laboral tienen las

mismas calificaciones de aquellos que se encuentran incluidos; por lo tan-

to, ¿por qué los primeros tendrían que permanecer relativamente pobres?

Para establecer una nueva empresa, o para incrementar la productividad en

las unidades existentes del sector subsistencia, se requiere financiamiento.

Debido a que los propietarios no dan en arriendo su capital, los trabajado-

res no pueden establecer empresas mediante el alquiler de capital. Tienen

que comprar capital. Los trabajadores no tienen suficientes ahorros para fi-

nanciar la acumulación de capital. Requieren crédito bancario.

Sin embargo, la lógica de los bancos es tal, que los trabajadores son ex-

cluidos de este mercado. Los bancos buscan un doble objetivo: maximizar

las utilidades y minimizar los riesgos. Debido a que el costo unitario por

dólar se reduce según la magnitud del préstamo, los bancos prefieren otor-

gar préstamos grandes; más aún, dado que la información es incompleta,

los bancos minimizan los riesgos pidiendo garantías cuyo valor depende

positivamente del volumen del préstamo. Es por esto que los bancos esta-

blecen umbrales de magnitud de préstamo y riqueza, con lo que se deter-

mina quiénes serán sus clientes. La lógica de los bancos excluirá a los po-

tenciales prestatarios cuyo capital sea inferior al valor del umbral o a aque-

llos que simplemente no lo posean. El mercado del crédito no es walrasia-

no; y tampoco es como el mercado de papas.

También existe el riesgo de destrucción de las reservas de capital. Este

riesgo puede ser asegurado por medio del mercado de seguros, un instru-

mento para diluir el riesgo. Sin embargo, el mercado de seguros tampoco

es walrasiano. Las razones son similares a las del mercado de crédito. Los

costos de operación para asegurar empresas pequeñas son demasiado al-

tos. Las empresas aseguradoras prefieren hacer negocios con grandes em-

presas. Por consiguiente, los productores en el sector subsistencia están su-

jetos a riesgos individuales no asegurados. Son vulnerables a los impactos

negativos a su provisión de capital.

En resumen, como resultado de la racionalidad económica de los ban-

cos y de las entidades aseguradoras, y de los costos de la información, los

trabajadores-y que son excluidos del mercado laboral, también son exclui-

dos de los mercados del crédito y de los seguros. No pueden escapar de

su pobreza relativa; el auto-empleo y el desempleo son sus únicas posibi-

lidades “secundarias mejores.” Los trabajadores-z también son excluidos

de los mercados del crédito y los seguros. Los factores que explican la
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exclusión de los trabajadores-y de estos mercados, operan con mayor in-

tensidad para los trabajadores-z. Estos últimos tampoco pueden escapar de

su pobreza3.

LAS REGLAS DEL INTERCAMBIO EN MICROSOCIEDADES

Debido a la exclusión del mercado de seguros que sufren los trabajado-

res-z, ellos buscan formas individuales para auto-asegurarse contra los ries-

gos, y también buscan formas colectivas de esparcir los riesgos. Y debido

a su exclusión del mercado de crédito, ellos buscan préstamos a su altura.

De este modo, las redes sociales son creadas como un mecanismo que pro-

vee protección social y oportunidades. Como resultado de su exclusión de

los mercados financieros y de seguros, los trabajadores-z viven en comuni-

dades encapsuladas o microsociedades.

Dentro de una microsociedad cerrada, el intercambio económico no

puede tomar la forma de mercado de intercambio. En una sociedad tan pe-

queña, la interdependencia individual es muy alta y predomina el intercam-

bio múltiple. De ahí que las relaciones de intercambio no pueden ser im-

personales. La microsociedad está compuesta de redes creadas para resol-

ver el problema de riesgos individuales no asegurados, un problema que

no puede ser solucionado por el sistema de mercado. La racionalidad del

interés propio no puede ser la única motivación de las personas, ya que las

consecuencias económicas pueden ser negativas para todos. Los comporta-

mientos individualistas basados en este razonamiento pueden generar pér-

didas económicas para el resto de los miembros de la comunidad. Enton-

ces, el individuo podría sufrir una sanción social por ese comportamiento.

Dado el hecho de que ese intercambio múltiple prevalece en la comunidad,

la persona podría ser excluida de algunos de los tipos de intercambio y

también sufrir pérdidas económicas.

Pero, ¿cuáles son las reglas del intercambio fuera del mercado? Las re-

glas pueden ser resumidas de la siguiente forma. El intercambio continúa

siendo voluntario y basado en la lógica del interés propio, pero no es im-

personal. Los individuos están restringidos por las normas de la red social,

en adición a las restricciones que les impone su limitada dotación de recur-

sos. Estas normas incluyen reciprocidad y redistribución. “Hoy por ti,

3. La economía Sigma tendrá un segmento de la fuerza laboral que no es asalariado. Este segmento incluye parte de

los trabajadores-y,  y a todos los trabajadores-z. Ellos son excluidos del mercado laboral y del mercado de crédi-

to, que son los dos mecanismos a través de los cuales se puede explotar a los trabajadores, como lo ha desmos-

trado Roemer (1982). Los asalariados - aquellos trabajadores-y que se encuentran totalmente integrados en el sis-

tema capitalista - son los más ricos entre todos los trabajadores. Los excluidos son más pobres, y a causa de que

el grado de exclusión es más alto para los trabajadores-z, estos constituyen el grupo más pobre. El muy conoci-

do aforismo de Joan Robinson “La única cosa ques es peor que ser explotado, es no ser explotado” se aplica con

mucha fuerza a la sociedad Sigma.



mañana por mí” es un principio de intercambio. El balance económico de

la relación se obtiene a largo plazo, no en cada transacción. De ahí que la

ley de un precio para cada bien no tenga vigencia. El dinero no puede

comprar todo dentro de las redes sociales.

La red social construida por los pobres es una estrategia de superviven-

cia, no es una estrategia de desarrollo. A cada trabajador le permite redu-

cir el riesgo. Es un mecanismo que provee una red de seguridad. Ningún

individuo se convertirá en hambriento o indigente por un golpe negativo

externo sobre sus posesiones. Sin embargo, al mismo tiempo, ningún indi-

viduo puede escapar fácilmente de la red –esto es, de la pobreza– aunque

se le presente una oportunidad externa. Las reglas de la reciprocidad y la

redistribución establecen límites para sus opciones. Esta es la otra cara de

la moneda de la protección social. El intercambio fuera del mercado prote-

ge a los individuos contra los riesgos, pero los condena a compartir la po-

breza de todo el grupo. Por contraste, el intercambio de mercado no pro-

tege a los individuos colectivamente  contra el riesgo, pero les permite es-

capar a la pobreza, individualmente.

Si las microsociedades se abren al sistema económico mayor, como la

economía capitalista, las reglas del intercambio serán duales. Los individuos

tendrán acceso al intercambio en el mercado. Por lo tanto, las normas so-

ciales dentro de la comunidad no serán tan ceñidas como en el caso ante-

rior. Mientras más desarrollados sean los mercados, más débiles son las res-

tricciones determinadas por las normas sociales. En la economía Sigma, se

asumirá que los trabajadores-z  viven en una microsociedad cerrada, don-

de las reglas de intercambio fuera del mercado predominan en todas las

transacciones. El intercambio en el mercado será ignorado en este punto.

(Este no será el caso de los trabajadores-y: ellos viven en sociedades más

abiertas y participan en el intercambio con las reglas del mercado).

LA REPRODUCCIÓN SOCIAL

Mientras los trabajadores-y que están auto-empleados en el sector de

subsistencia pueden adoptar las nuevas tecnologías que están siendo desa-

r rolladas en el sector capitalista, y, de esa manera, también podrían incre-

mentar la productividad laboral, ellos no lo hacen. Dadas las diferencias en

tecnología, y dado que las innovaciones tecnológicas no pueden ocurrir

continuamente, pero su adopción sí, el sector de subsistencia-y debería ser

capaz de cre c e r, e incluso crecer más rápido que el sector capitalista. Dado

su retraso tecnológico, hay mucho espacio para el crecimiento de la pro d u c-

tividad en el sector de subsistencia-y. Para la adopción de nuevas tecnolo-

gías, el empleado por sí mismo no podría quedar limitado por la falta de

capital humano, puesto que el trabajo es homogéneo. Bajo estas
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c i rcunstancias, el factor principal que evita que el sector de subsistencia-y cre z-

ca, es el acceso al crédito. El proceso de adopción tecnológica re q u i e re finan-

ciamiento. Sin embargo, los trabajadores de este sector carecen de ahorros, y,

como ya vimos, están excluidos de los mercados de crédito y de seguro s .

Los trabajadores-z también permanecen pobres, aunque su existencia en

una sociedad capitalista les debería dar oportunidad para adoptar innova-

ciones tecnológicas y así incrementar la productividad. En realidad, el sec-

tor-z  también debería poder crecer más rápido que el sector moderno, en

el que las innovaciones solo ocurren intermitentemente. En este caso, la li-

mitación proviene de la dotación de capital humano de los trabajadores-z,

la que es muy baja para la actual etapa de desarrollo tecnológico. Y

aunque hubiera un subconjunto de nuevas tecnologías que ellos pudieran

adoptar, no lo podrían hacer ya que necesitarían financiamiento externo y

medios para esparcir el riesgo. Pero, al igual que los trabajadores-y, ellos

también son excluidos de los mercados de crédito y de seguros.

¿Por qué los trabajadores-z están incapacitados para acumular capital hu-

mano? En primer lugar, son pobres. Carecen de la capacidad financiera que

se  requiere para acumular capital físico y humano. En segundo lugar, es-

tán excluidos del acceso a derechos económicos (en cantidad y calidad) en

la forma de bienes públicos, como la educación, la salud y la protección

social. Este es el problema de la exclusión política. En tercer lugar, son se-

gregados, lo que hace que el aprendizaje de habilidades para la tecnología

moderna sea muy costoso. Este es el problema de la exclusión cultural.

Debido a la desventaja acumulativa que los trabajadores-z  tienen en la

sociedad, su capacidad para autoorganizarse y demandar acceso a los de-

rechos es limitada. En este caso la acción colectiva queda limitada por el

problema de la exclusión, no por el problema olsoniano - o el problema

del “viaje gratis”. Olson intentó responder la pregunta de  ¿Por qué hay tan

poca acción de clase en el mundo real?  Su teoría es que la acción colecti-

va no ocurrirá si los individuos que integran el grupo actúan guiados por

la lógica del interés propio (Olson, 1965). En las microsociedades, sin em-

bargo, los viajeros gratuitos sufrirán sanciones sociales. El problema olso-

niano no aparecerá. Los limites de la acción colectiva provienen del pro-

blema de la exclusión. Los trabajadores-z están demasiado mal dotados de

bienes económicos, políticos y culturales para participar ampliamente en el

juego democrático. La transformación endógena de una sociedad heterogé-

nea, en una sociedad homogénea –la transformación de los trabajadores-z,

en trabajadores-y– ocurrirá a un paso muy lento.

Por lo tanto, los trabajadores-z constituirán la “parte principal” de la ex-

clusión. Como consecuencia, se convertirán en el grupo más pobre de la

sociedad, y se mantendrán así. En la sociedad Sigma, los grupos más po-

bres no están constituidos solo por personas con los ingresos más bajos,
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sino que también contienen a personas diferentes –gente muy mal dotada

de bienes económicos.

Tres mercados juegan un rol  crucial en la reproducción de la desigual-

dad en la economía Sigma: el laboral, y los de crédito y seguros. Estos mer-

cados pueden ser llamados mercados básicos. Dada la inicial condición de

desigual distribución de los bienes económicos, políticos y culturales en la

sociedad Sigma, la desigualdad será reproducida en el proceso de acumu-

lación  de  capital  en el sector  capitalista.  Un  segmento de los trabaja-

dores-y será excluido de los mercados básicos. Los trabajadores-z se que-

dan detrás en el proceso de crecimiento económico, ya que son excluidos

no solo de los mercados básicos, sino que  también de los bienes políticos

y culturales. Esta última exclusión –la que denominaremos “exclusión so-

cial”, a diferencia de la exclusión económica– les pone a los trabajadores-

z aún más restricciones para la acumulación de capital, en particular para

la acumulación de capital humano. Lo que es particular en la sociedad Sig-

ma –como una democracia capitalista– es la exclusión social. 

Aunque la distribución de bienes es individual, los mecanismos de ex-

clusión no operan sobre bases individuales. Los individuos representan gru-

pos sociales. La exclusión es sistemática con respecto a los grupos sociales,

aunque puede tratarse de un proceso aleatorio entre los individuos que

pertenecen a un grupo en particular. En esta teoría, el concepto de exclu-

sión se refiere a la exclusión social, por contraste a la exclusión individual .

La exclusión social es el resultado de un evento histórico, un impacto fun-

dacional en la sociedad. Este conjunto de supuestos puede ser denomina-

do teoría de la exclusión social. De ahí que la teoría Sigma (la construcción

lógica de la Sociedad Sigma) incluye la teoría de la exclusión social.

La sociedad Sigma nació heterogénea; surgió muy desigual en términos

de bienes económicos, políticos y culturales y así se mantendrá, o cambia-

rá  lentamente. Esta será la característica del equilibrio a largo plazo. En la

sociedad Sigma el grado de desigualdad a largo plazo dependerá básica-

mente de la distribución inicial de los bienes. Hay dependencia del deve-

nir  en esta sociedad; esto es, la historia importa. Para modificar significati-

vamente esta vía de equilibrio, tendría que ocurrir, otro impacto exógeno

que cambiara las condiciones iniciales. Las otras variables exógenas ten-

drían, ya sea,  efectos menores o solamente efectos de corto plazo. 

ALGUNA EVIDENCIA EMPÍRICA: LOS PAÍSES LATINOAMERICANOS

Las teorías se construyen con el fin de ser empíricamente comprobadas,

así es la teoría sigma. ¿Cuáles son las predicciones empíricas que pueden

derivarse de la teoría sigma? En esta ponencia se les da mucho énfasis a

aquellas predicciones empíricas de la teoría que se refieren al sector-z.
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Estas son las inferencias más simples, y plantean el problema de la pobre-

za más directamente.

Los efectos que los cambios en las variables exógenas del sistema pro-

ducen en el sector-z pueden ser resumidos de la siguiente manera:

(a) La acumulación de capital, unida al cambio tecnológico en el sec-

tor capitalista (un cambio hacia arriba en la curva de demanda de

trabajo), tendrá el efecto de elevar tanto la tasa de salario y el ni-

vel de empleo, reduciendo en nivel de auto-empleo de los trabaja-

dores-y, al tiempo que el cambio en el desempleo quedará indeter-

minado. No se producirán efectos en el sector de subsistencia-z.

Eventualmente, el proceso de acumulación de capital puede elimi-

nar el exceso de oferta de trabajo tipo-y, pero el de tipo-z se man-

tendrá incólume.

(b) El  incremento de la población-z tendrá el efecto de reducir la pro-

ductividad marginal del trabajo en el sector-z, y luego reducirá el

ingreso promedio. La desigualdad general de ingresos se elevará. 

(c) Un incremento en la productividad del sector-z no tendrá efectos

en el sector capitalista.

(d) Entre las sociedades con una dotación similar de capital y tecnolo-

gía, la desigualdad de ingreso será mayor  en las sociedades Sigma

que en las sociedades homogéneas4.

En las Ciencias Sociales la falsación empírica de una teoría se hace uti-

lizando análisis estadísticos. Ninguna observación simple  puede refutar o

confirmar una teoría. La validez de una teoría es entendida en términos es-

tadísticos, dentro de la ley de los grandes números. Desafortunadamente, los

datos empíricos sobre la distribución del ingreso nacional en los países en

desarrollo no son abundantes. La mayor parte de los datos sobre desigual-

dad se refieren al ingreso del trabajo, no al ingreso nacional, debido a que

ellos provienen de encuestas de hogares; además,  ellos solo muestran in-

formación para unos pocos años por país. De ahí que el requisito para la

falsación no se pueda cumplir.

En este estudio persigo un objetivo más modesto. Utilizaré algunos

fragmentos de evidencia sobre los países latinoamericanos para comprobar

la hipótesis de que los países con una amplia proporción de población

4. Considérense otras dos sociedades abstractas que se definen como sigue: la Sociedad Omega, donde los trabaja-

dores-z no existen, pero en la que hay sobrepoblación de trabajadores-y; y la sociedad Épsilon, donde los traba-

jadores-z no existen, y no hay sobrepoblación de trabajadores-y. Supongamos que las tres sociedades son simila-

res en tecnología y reservas de capital; en otras palabras, supongamos que las tres sociedades tienen la misma

curva de demanda de trabajo. Es claro que estas sociedades mostrarán un cierto tipo de desigualdad. La sociedad

Sigma será la más desigual, seguida por la Omega,  y la Épsilon será la sociedad menos desigual. En general, las

sociedades más sobrepobladas y heterogéneas mostrarán los grados más altos de desigualdad.
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indígena funcionan como si fueran economías Sigma, en las que la pobla-

ción indígena representa  trabajadores-z. Parece indiscutible el hecho de

que esta población está dotada de la menor cantidad de bienes económi-

cos, políticos y culturales (según la valorización de  la cultura predominan-

te). La proporción de población indígena se utilizará como indicador para

determinar a  “países indígenas”. Las proposiciones que siguen parecen es-

tar garantizadas por los datos existentes y, por lo tanto, brindan respaldo

empírico a la hipótesis.

PAÍSES EN DONDE LA PROPORCIÓN DE POBLACIONES INDÍGENAS

ES MÁS ALTA Y MÁS DESIGUAL

En América Latina existe una diversidad de países en términos de rasgos

etnoculturales. Se pueden distinguir dos grupos extremos. El grupo más ho-

mogéneo incluye a Argentina, Uruguay, Venezuela y Costa Rica. El grupo

más heterogéneo incluye a México, Guatemala, Colombia, Ecuador, Perú y

Bolivia. La conquista puede ser considerada como el impacto fundacional.

Hoy en día las poblaciones indígenas constituyen una significativa pro p o r-

ción de la población total de estos países. Los miembros de estas poblacio-

nes aún mantienen parte de su cultura ancestral y viven en su mayoría en

comunidades campesinas rurales. El Caribe y Brasil también pueden ser in-

cluidos en este segundo grupo. La presencia de negros, los que fueron traí-

dos como esclavos desde el  África, sumado al hecho de la presencia de co-

munidades indígenas,  ha creado una sociedad que es multiétnica y multi-

cultural, lo que también es el caso de  los restantes  países del grupo.

Estudios realizados en los 70 sobre la distribución del ingreso nacional

–no solo sobre el ingreso del trabajo– mostraron que la desigualdad de in-

gresos en el segundo grupo  era consistentemente más alta que en el  pri-

mer grupo durante los cincuentas y sesentas. Como se muestra en la Tabla

1 los coeficientes Gini promedios para Costa Rica y Argentina fueron 0,37,

0,43; mientras que para el Perú, Brasil, Colombia y México fueron del ran-

go de los 0,54 a 0,62; y la cifra para Chile fue 0,50. Chile aparece como un

caso intermedio, en términos de heterogeneidad y desigualdad social. 

La tabla 1 también muestra la más reciente y completa información sobre

la distribución del ingreso nacional, con base en cinco o más observaciones

en el período 1950-1993. Este conjunto de datos se presenta para sólo cin-

co países. Esta información estadística también confirma la alta y positiva co-

r relación que parece existir entre heterogeneidad social y desigualdad. El ba-

jo valor del coeficiente de variabilidad de Pearson para cada país sugiere

que la distribución de ingresos no ha variado mucho dentro de cada país.

Esta persistencia de largo plazo tanto en el grado de desigualdad así co-

mo en la categoría de desigualdad por países es impactante. Considerando
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los dos grupos de países mencionados más arriba, el segundo grupo nació

más heterogéneo y más desigual que el primero, y así se ha mantenido. Es-

te resultado empírico es consistente con la teoría Sigma. El grado de desi-

gualdad de ingresos parece ser una característica estructural de un país. El

naturalista alemán Alexander Humboldt escribió, en su Viaje , que la desi-

gualdad económica y social fue la característica que más le impresionó en

su visita a la región ahora conocida como América Latina. Ese trabajo

fue publicado alrededor de 1850. Ciento cincuenta años después, la

desigualdad todavía es una característica clave de la región.

Se puede demostrar que el mayor grado de desigualdad en el segundo

grupo de países se debe, en gran parte, a la alta proporción de su pobla-

ción indígena. Si recalculáramos el ingreso nacional omitiendo la participa-

ción de la población indígena, el resultado sería un nivel ligeramente más

bajo del ingreso nacional, pero una sociedad significativamente más iguali-

taria. La razón es simple: una gran cantidad de personas y un pequeño

monto de los ingresos serían rebajados del ingreso nacional original.

Tomemos el caso del Perú. En la mitad de los setentas, el decil más al-

to de la población recibió el 50% del ingreso nacional, mientras que tercio

inferior solo recibió el 5% (Webb, 1977). La población indígena constituia

la gran mayoría de este grupo bajo. Con el recálculo, la razón entre el de-

cil más alto y el tercio inferior se reduce de 10 a 4 veces. El ingreso pro-

medio se incrementa en un 40%.

Tabla 1

AMÉRICA LATINA: DESIGUALDAD EN OCHO PAÍSES, EN AÑOS 

SELECCIONADOS ENTRE 1950-1993

Weisskoff-Figueroa Altimir

1950 - 1970 1950 - 1993

País Número de Coeficiente Número de Coeficiente Pearson

observaciones Gini observaciones Gini c.v 

(años) Valor medio (años) Valor medio (%)

Brasil 2 0,58 7 0,62 4,0

Perú 1 0,62 - - -

México 3 0,54 8 0,55 4,0

Colombia 1 0,58 6 0,50 6,7

Chile 1 0,50 - - -

Argentina 3 0,43 - - -

Venezuela - - 5 0,42 9,8

Costa Rica 1 0,37 9 0,42 4,1

-  No disponible

Fuente: Weisskoff y Figueroa  (1976), p. 91; las  estimaciones de Oscar Altimir aparecen en Thorp

(1998), Tabla de Apéndice VIII.1, p. 352. 



38

Las poblaciones indígenas se encuentran en la base de la pirámide de in-

g resos en todos los países de la región. En los 80, la incidencia de la pobre-

za en las poblaciones indígenas de Bolivia era de 64% (contra 48% entre los

no indígenas), en Guatemala era de 87% (contra 54%) en México, 81% (con-

tra 18%), y en el Perú, 79% (contra 50%) (Psacharopoulos y Patrinos 1994).

El núcleo de la pobreza se encuentra en las poblaciones indígenas.

Parece muy claro que las poblaciones indígenas constituyen los grupos

más pobres en América Latina. Y como están dotadas de los más bajos

montos de bienes económicos, políticos y culturales, las poblaciones indí-

genas parecen poseer los atributos de los trabajadores de categoría-z.

LA PERSISTENCIA DE LA ECONOMÍA CAMPESINA

EN LOS PAÍSES INDÍGENAS

Como lo predice la teoría Sigma, el crecimiento económico en el sector

capitalista no ha eliminado la economía campesina en América Latina. La

economía la componen en su mayoría las poblaciones indígenas. Estas po-

blaciones han estado sujetas a los mecanismos de exclusión durante el pro-

ceso de crecimiento económico que ha tenido lugar en el sector capitalis-

ta. Esa exclusión es lo que podría explicar el por qué la expansión del ca-

pitalismo en Latinoamérica no ha hecho la gran transformación del trabajo

campesino en trabajo asalariado, como sí lo hizo en Europa5.

El hecho de que en los países no indígenas haya campesinos, puede ser

el resultado de un proceso diferente: tales países comenzaron sobre p o b l a-

dos pero no socialmente heterogéneos. En cualquier caso, esto no refuta a

la teoría Sigma. La teoría sí fracasaría si los países que empezaron el desa-

r rollo capitalista como países indígenas ahora fueran no indígenas; o si en

ellos, manteniendo su condición de indígenas, la composición de los gru-

pos sociales en el sector agrícola como campesinos, asalariados y capitalis-

tas no estuviera asociada a la etnicidad. La presencia de grupos étnicos en

la estructura social se distribuiría aleatoriamente. En este caso, contrariamen-

te a lo que la teoría Sigma predice, las condiciones iniciales no contarían.

5. Al final de los setentas, el distinguido historiador Eric Hobsbawm dio una conferencia en mi universidad, la que

inició haciéndole la siguiente pregunta a la audiencia: ¿Por qué todavía observamos un campesinado en los An-

des peruanos?  Nadie respondió. Entonces nos explicó el caso de Escocia. En el siglo XVIII las montañas de Es-

cocia también estaban pobladas de campesinos-aldeanos. Menos de un siglo de desarrollo capitalista fue suficien-

te para transformar al campesinado en fuerza de trabajo asalariada. Hoy día, esas montañas están vacías, conclu-

yó. Muchos años después, creo que ya tengo la respuesta a su pregunta. Perú nació como sociedad Sigma (del

mismo modo que todos los países latinoamericanos con civilizaciones antiguas importantes), donde el campesi-

nado ha estado sujeto a los mecanismos de exclusión social. Este no fue el caso en Europa. Los antiguos países

europeos se asemejan a la sociedad Omega, esto es, sobrepoblada, pero sin trabajadores-z. Estos países se desa-

rrollaron mucho más fácilmente para convertirse en sociedades Épsilon. Las sociedades Sigma deben convertirse

primero en sociedades Omega, antes de que puedan alcanzar el nivel de sociedades Épsilon.



En las recientes décadas, una significativa emigración de la población ru-

ral ha tenido lugar en América Latina. Generalmente esto se explica por la

gran diferencia de ingreso promedio entre las zonas urbanas y las rurales.

Si bien este proceso de emigración rural no tiene nada de sorpresivo, lo

que sí es inesperado es que la gente siga viviendo en las zonas rurales. ¿Por

qué continúan allí si las diferencias con el ingreso de las zonas urbanas per-

sisten?  Una posible explicación proviene de la teoría de la exclusión: la

mayor parte de la población indígena no es parte de la oferta en los mer-

cados urbanos de trabajo.

Bajo otras modalidades de producción en el pasado, las poblaciones in-

dígenas suministraban la fuerza de trabajo básica, y para los terratenientes

resultaba provechoso emplearlas. Pero ese sistema de producción (el

sistema de la hacienda) no funcionaba con mercados laborales. Además,

con el tiempo la tecnología cambió y la producción capitalista se expandió,

requiriendo particulares habilidades, incluyendo el dominio del español y

una nueva ética del trabajo. Los trabajadores aptos para la producción ca-

pitalista, los trabajadores-y, aumentaron con el tiempo. Pero, como ya se

mostró más arriba, las poblaciones indígenas fueron dejadas atrás.

EL SISTEMA DE MERCADO ESTÁ MENOS DESARROLLADO EN LAS

ZONAS DONDE PREDOMINAN LAS POBLACIONES INDÍGENAS

La mayor parte de los estudios empíricos han encontrado que las comu-

nidades campesinas de América Latina desarrollan el intercambio moneta-

rio con el mundo externo. Económicamente no son comunidades aisladas.

Sin embargo, dicha evidencia empírica no puede ser tomada como una in-

dicación de que ellas se encuentren completamente integradas en el sector

capitalista. Un estudio detallado del presupuesto familiar de las comunida-

des campesinas indígenas en los Andes peruanos, realizado por Figueroa

(1984), mostró cuatro hallazgos:

(a) El intercambio económico de los bienes y el trabajo era realizado a

través del intercambio dentro y fuera del mercado.

(b) El intercambio económico con otras comunidades indígenas y con

los productores auto-empleados en aldeas provinciales era muy sig-

nificativo.

(c) En tanto oferta de trabajo, los campesinos intercambian parte de su

fuerza laboral con otros campesinos sobre bases de re c i p rocidad, una

parte es vendida a las fincas y hogares locales, y otra parte es vendi-

da como trabajo ocasional en los mercados formales de trabajo.
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(d) En términos cuantitativos, este estudio calculó que, en promedio,

las familias campesinas intercambian la mitad de su producto total,

y que el ingreso del trabajo representa un 25% del ingreso total.

El bien conocido argumento desarrollado por Schumpeter (1934) de que

“el campesino vende su ternero tan astuta y egoístamente como el corredor

de la bolsa vende su portafolio de acciones” (p 80), no parece ajustarse con

lo que uno observa en las comunidades rurales indígenas de América Lati-

na. Ese tipo de conducta se refiere a campesinos vendiendo sus productos

en un mercado urbano a unos compradores que ellos escasamente cono-

cen. Pero esta no es su usual forma de intercambio. Dentro de su comuni-

dad y dentro de su red social, los campesinos rara vez se comportan como

corredores de bolsa. Allí predomina el intercambio fuera del mercado.

El alto grado de integración entre los autoempleados rurales y urbanos

(entre los dos subsectores dentro del sector de subsistencia) parece ser un

perfecto calce entre oferta y demanda. Dadas sus dotaciones de bienes eco-

nómicos, incluyendo el capital humano, estos grupos solo pueden produ-

cir bienes de baja calidad; y dado sus bajos ingresos, estos son los bienes

y servicios que gozan de la más alta demanda. Esto es consistente con la

observación de que los sectores de subsistencia producen, más que nada,

“bienes inferiores”, como fue apreciado en una escala nacional de preferen-

cias reveladas.

Si estos subsectores producen bienes inferiores y son pobres, son eco-

nomías complementarias. Para mostrar esto, se requeriría de un modelo teó-

rico con más de una mercancía. En un mundo con una sola mercancía, el

s e c t o r-z y el sector-y no podrían intercambiarla. Por lo tanto, en este mun-

do simple, esos sectores podrían ser considerados como si fueran econo-

mías separadas, o dos sectores sin interrelación. Esto último es pre c i s a m e n-

te el supuesto que se hace en este modelo de la economía Sigma. Ese in-

t e rcambio es ignorado, en la medida en que se considera no esencial en el

p roceso de crecimiento de la productividad en estos sectores subsistencia.

Debido a que el campesinado participa en el intercambio de bienes en

el mercado y en el del trabajo ocasional, su ingreso real también tendría

que depender de los precios relativos del mercado. Pero la teoría ignora el

efecto de estos precios relativos; no son considerados esenciales en el pro-

ceso de crecimiento económico de la economía campesina. Aunque sí hay

intercambio de mercado en la economía campesina, la teoría hace abstrac-

ción  de él, como si no lo hubiera. La teoría asume que los cambios en los

precios relativos pueden tener un efecto de nivel sobre el ingreso (un sal-

to), pero no un efecto de crecimiento (un crecimiento continuo en la pro-

ductividad del trabajo y el ingreso)6.
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Lo que está muy claro en Latinoamérica es el hecho de que el sistema

del mercado está menos desarrollado en las zonas rurales donde las pobla-

ciones indígenas son predominantes. Para el campesinado, los costos de

transacción con el mercado parecen ser más altos que aquellos dentro de

sus redes sociales. Los bienes públicos (sistemas de transporte y comunica-

ciones) son necesarios para el desarrollo del mercado. No obstante, los go-

biernos invierten muy poco en la provisión de esos bienes públicos en zo-

nas donde la población indígena es predominante. Esto es consistente con

la hipótesis de la exclusión política. Y sin mercados desarrollados será muy

caro para el campesinado lograr crecimiento económico.

LAS INNOVACIONES TECNOLÓGICAS SON LIMITADAS EN LAS ZONAS

EN QUE PREDOMINAN LAS POBLACIONES INDÍGENAS

Estudios empíricos sobre el campesinado latinoamericano han encontra-

do que hay limitaciones de oferta y demanda en lo que concierne a la

adopción de innovaciones tecnológicas. Solo una pequeña fracción del

campesinado ha adoptado nuevas tecnologías. Un estudio llevado a cabo

dentro del Programa ECIEL7 investigó trece microrregiones con comunida-

des campesinas, en cuatro países (Brasil, México, Paraguay, Perú), con el

fin de explicar esa baja tasa de adopción. La conclusión fue que dichas

adopciones requieren altos niveles de capital de trabajo y capital humano,

de los que carecen los campesinos. La nueva tecnología es más intensiva

en capital de trabajo y en capital humano. El incremento de la productivi-

dad utilizando tecnología moderna requiere  capacidad de cálculo numéri-

co, alfabetismo y dominio del español. Pero toma de 6 a 7 años (más que

toda la escolaridad primaria) para lograr tales calificaciones. La adopción de

innovaciones, entonces,  requiere niveles de educación que la mayoría del

campesinado no posee. Los campesinos con educación superior a la prima-

ria -mayormente ofrecida en las ciudades-  son los adoptadores de la nue-

va tecnología (Figueroa, 1986).

La segregación de las comunidades campesinas rurales hace del apren-

dizaje en la escuela una experiencia muy costosa en términos de recursos

y tiempo. Y no solo ocurre que la escuela rural es de baja calidad, sino que

los ambientes de la cultura nativa hacen muy difícil el logro de las destre-

zas numéricas y el dominio del idioma español,  necesarias para participar

en el proceso de modernización tecnológica. Como resultado, el cambio

tecnológico en las comunidades campesinas procede a paso muy lento.

6. Lucas (1988) hace un supuesto similar en su teoría del desarrollo. Por ejemplo, él arguye que la liberalización del

comercio -un cambio en los precios relativos originado por una reducción de las tarifas-  tendría un efecto de ni-

vel y no un efecto de crecimiento en el ingreso nacional. 

7. ECIEL son las siglas de Estudios Conjuntos para la Integración Económica Latinoamericana. Esta fue la red de in-

vestigación más importante de la región durante los setentas y ochentas. 



Los jóvenes  tratan de escapar a la segregación trasladándose a la ciudad,

acumulando capital humano allí, e integrándose en el mercado formal de

trabajo. El hecho es que la cantidad y calidad de las escuelas públicas es

muy baja en las zonas donde predominan las poblaciones indígenas. Por

eso, el bajo nivel de escolaridad que se observa en esas zonas es consis-

tente con la hipótesis de exclusión política y cultural. En consecuencia, la

teoría de la exclusión social explica por qué es tan difícil reducir el núcleo

de la pobreza rural en América Latina.    

En resumen, y de acuerdo con la teoría Sigma, lo que es esencial para

el crecimiento del ingreso en el sector de subsistencia rural de América La-

tina es el aumento de la productividad del trabajo, lo que requiere inver-

sión en el capital humano y para la adopción de innovaciones tecnológi-

cas. Los precios relativos del mercado, incluyendo el salario real, no son

factores esenciales. Aunque las poblaciones indígenas participan parcial-

mente en el intercambio de mercado, este es ignorado, excepto en lo que

se refiere al intercambio en los mercados de crédito y de seguros, los que

son muy importantes para la acumulación de capital y las innovaciones tec-

nológicas. Lo que resulta crucial es el desarrollo del sistema de mercado en

las zonas rurales, en vez de cambios en los precios relativos. Este es uno

de los supuestos que hace el modelo de la teoría Sigma presentado aquí.

Las predicciones empíricas derivadas de este modelo han probado ser con-

sistentes con los hechos básicos de la realidad latinoamericana. No hay ra-

zón para rechazar este modelo teórico por este lado. 

¿Es Latinoamérica la región del mundo donde la heterogeneidad social

es más pronunciada? Si así fuera, el hecho de que su grado de desigualdad

es también el más alto del mundo sería consistente con la teoría Sigma. ¿Se

podría decir que los países del Primer Mundo nacieron con mayor igual-

dad, y que es por eso que hoy en día ellos muestran el más bajo grado de

desigualdad? Se necesita más trabajo empírico para responder a estas pre-

guntas.

CONCLUSIONES

En este estudio se ha desarrollado un nuevo enfoque teórico, introdu-

ciendo dos supuestos a las comunes teorías económicas:

(a) Los individuos participan en el intercambio de mercado, dotados

no solo de cantidades diferentes de bienes económicos –como di-

cen las teorías clásicas– sino que también con distintas cantidades

de bienes políticos y culturales.

(b) Existe una jerarquía de mercados, con los mercados de trabajo, de

crédito y de seguros jugando un papel esencial en la generación y
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reproducción de la desigualdad. Estos han sido denominados mer-

cados básicos. Y no todos los individuos son homogéneos, así co-

mo tampoco todos los mercados juegan el mismo rol.

Este conjunto de supuestos constituye lo que en este estudio se ha de-

nominado teoría Sigma. Al supuesto (a) se le llamado teoría de la exclusión

social. De este modo, la teoría Sigma incluye la teoría de la exclusión so-

cial. La exclusión social es el rasgo particular de la sociedad Sigma entre

otras sociedades capitalistas abstractas. La teoría Sigma se ocupa de los de-

terminantes de la desigualdad a largo plazo en una sociedad heterogénea.

La desigualdad inicial en la distribución de bienes es la variable exógena

más significativa en la determinación del grado de desigualdad en el futu-

ro. En la sociedad Sigma, la historia cuenta. La sociedad tendrá fuerzas que

tienden a reproducir las condiciones iniciales de la desigualdad social. La

teoría Sigma no intenta explicar las variaciones de la desigualdad en el cor-

to plazo, las que pueden ser atribuidas a otros factores exógenos, como los

impactos externos y las políticas macroeconómicas. 

La evidencia de Latinoamérica que ha sido presentada aquí parece ser

consistente con un conjunto de predicciones de la teoría Sigma. Los países

que son étnicamente más heterogéneos también son más desiguales. Den-

tro de los países, las zonas en que predominan las poblaciones indígenas

muestran una significativa economía campesina, un sistema de mercado po-

co desarrollado, y tasas muy bajas de modernización tecnológica. En todos

los países, la población indígena se ubica entre los más pobres. Estos re-

sultados empíricos parecen sugerir que la población indígena se ajusta a la

noción de trabajadores-z.  

Dada la dotación inicial de bienes, los activos de que hoy dispongan los

individuos son el resultado del proceso económico y social. Lo primero es

exógeno,  y lo segundo es  endógeno. Al igual que con los bienes econó-

micos y políticos, la distribución actual de los bienes culturales es una va-

riable endógena. La existencia de una diversidad cultural y étnica muestra

que los países latinoamericanos no operan como un “crisol”.  Pero la diver-

sidad cultural y étnica no es un problema per se; la jerarquía de esta diver-

sidad sí lo es. Esta jerarquía se ha convertido en parte de los mecanismos

de segregación o exclusión social. Aquellos con bienes culturales subvalo-

rados por la cultura dominante fueron excluidos ayer, como resultado de

su incapacidad para acumular capital humano, y por esa razón todavía son

excluidos hoy, y continuarán siendo excluidos mañana, en la medida en

que se mantenga la cultura jerárquica8. Tal como lo predice la teoría Sigma,

8. Durante mi estadía como Profesor Visitante en la Universidad de Texas en Austin, en el otoño de 1997, asistí a un

acalorado debate nacional sobre el racismo en EE. UU., iniciado por un profesor de leyes de esta universidad. Él di-

jo, “Los americanos negros y los méxico-americanos no pueden competir con los americanos blancos en térm i n o s

académicos, debido a que sus culturas no condenan el fracaso”.  Yo estaba sorprendido de que nadie intentara

explicar por qué esta cultura era así. La teoría de la exclusión social diría que esta cultura es endógena; es decir,



en América Latina la transformación de las sociedades heterogéneas en so-

ciedades homogéneas ha ocurrido muy lentamente. 

En general, la desigualdad en una sociedad capitalista es el resultado

tanto de la integración social como de la exclusión social. La desigualdad

se genera no solo a través del intercambio de mercado. La exclusión de los

mercados básicos también es un importante mecanismo de generación de

desigualdad. En algunos casos (como en la sociedad Sigma), la desigualdad

también puede reflejar exclusión social, como resultado de lo cual los

pobres están escasamente integrados en el intercambio de mercado. En es-

te sentido específico, la desigualdad refleja el fracaso del mercado.

En el Primer Mundo, como decía Okun (1975), los derechos fueron esta-

blecidos para redistribuir los bienes y poner límites a la desigualdad. De ahí

que la conducta del gobierno está sujeta no solo a las restricciones del pre-

supuesto, sino que también al  cumplimiento con la provisión de esos de-

rechos. Por contraste, en el Te rcer Mundo, la conducta gubernamental pare-

ce ser conducente hacia la persistencia de la exclusión de los trabajadore s .

Es políticamente más provechoso gobernar a través de relaciones de clien-

telismo que establecer y asegurar los derechos. Por el lado de la demanda,

y debido a que los pobres se encuentran fragmentados y tienen org a n i z a-

ciones débiles –a causa de su baja dotación de bienes económicos, políticos

y culturales– su voz es demasiado débil para exigir sus derechos. En este

particular sentido, la desigualdad también refleja el fracaso del Estado. 

En este estudio, la exclusión social se ha referido a los mecanismos del

proceso económico, en tanto que la pobreza se ha referido a los resulta-

dos del mismo. La pobreza es variable endógena; las variables de la exclu-

sión son exógenas. En la literatura, sin embargo, la exclusión es usualmen-

te presentada como un sinónimo de pobreza. Incluso, algunos autores han

desarrollado mediciones de los indicadores de exclusión como parte de la

construcción de indicadores de pobreza. Al hacer esto, a la luz de la teoría

presentada aquí, mezclan los indicadores de causa y efecto, de variables

exógenas y endógenas.

La pobreza solo se puede comprender en relación con la situación de

riqueza. Como problema social, la pobreza existirá mientras exista la desi-

gualdad. Si los ricos se hacen más ricos y los pobres se mantienen en las

mismas condiciones económicas, la pobreza se incrementará. Los actores

sociales pueden ver la pobreza en términos relativos. El uso de la  bien

conocida “línea de pobreza” como un instrumento para medirla, solo tiene
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un resultado del proceso de segregación. Por esos días leí un libro sobre multiculturalismo en América, de Glazer

(1997), el que, implícitamente, da un gran respaldo a este punto de vista; un libro que también me mostró que la

s e g regación de los negros en los EE. UU. tiene muchas similitudes con el caso de las poblaciones indígenas en

América Latina. Glazer utiliza al matrimonio entre razas como un índice de segregación, y encuentra que el 97%

de las mujeres negras se casan con hombres negros. El hecho de que el coeficiente Gini de EE. UU esté por sobre

el promedio del Primer Mundo, es también consistente con la teoría de la exclusión.



validez en el corto plazo. A medida que se desarrolla el crecimiento eco-

nómico y nuevos bienes son creados y consumidos por los ricos, el con-

cepto social de la pobreza cambia, y la línea de pobreza debe ser elevada.

Cuando la pobreza se deriva de la desigualdad –como ocurre en las so-

ciedades capitalistas– no puede ser analizada aisladamente ni para explicar

sus orígenes ni para diseñar políticas para reducirla. Como se muestra en

este estudio, hay mecanismos de exclusión en la generación de la desigual-

dad. La modificación de tales mecanismos puede reducir la desigualdad y

la pobreza. La implicación de política más importante que se puede deri-

var de la exclusión social es que, en sociedades heterogéneas, los bienes

políticos y culturales deben ser redistribuidos junto con los bienes econó-

micos. A la luz de esta conclusión, es inquietante que la pobreza sea usual-

mente discutida independientemente de la desigualdad.

APÉNDICE

DISTRIBUCIÓN DEL INGRESO NACIONAL EN LA ECONOMÍA SIGMA

La determinación del producto, la tasa de salario real y el empleo en el

sector capitalista se obtiene del siguiente conjunto de ecuaciones. 

Función de producción en el sector capitalista y sector de subsistencia-y:

Sector capitalista Q = F(Dy, K), F1>0, F11<0 (1)

Sector-y Q = G(Ly, Ky), G1>0, G11<0 (2)

El equilibrio del mercado de trabajo se determina por las siguientes

ecuaciones:

Demanda de trabajo Dy = f1(w, K), f1<0, f2>0 (3)

Oferta de trabajo Sy = H(w, Ky), H1>0, H2>0 (4)

Extracción de esfuerzo Ey = m H(w, Ky), m>1 (5)

El símbolo w representa la tasa de salario real, K es la reserva de capi-

tal en el sector capitalista, Ky es la reserva de capital en el sector de subsis-

tencia-y. Ambas reservas de capital son dadas exógenamente. Debido a que

las empresas capitalistas buscan maximizar sus ganancias, la productividad

marginal del trabajo debe ser igual a la tasa de salario en un mercado com-

petitivo. De ahí que la curva de la productividad marginal del trabajo en el

sector capitalista también sea la curva de demanda de trabajo. La curva de

oferta es la curva de productividad marginal del trabajo en el sector de sub-

sistencia-y, el costo de oportunidad del trabajo. La función de extracción de

esfuerzo se obtiene por una inclinación hacia arriba de esta curva de
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productividad marginal; es decir, de la curva de oferta. La condición de

equilibrio en el mercado de trabajo es:

Dy = Ey (6)

A la tasa de salario de equilibrio la representamos como w°, y a la can-

tidad de equilibrio del trabajo demandado Dy°.

La cantidad total de trabajo-y es Ly*>Dy
0. Por lo tanto el exceso de ofer-

ta de trabajo se determina. ∏ (un número positivo menor que uno) repre-

senta la probabilidad de encontrar un trabajo en el mercado laboral. Enton-

ces, la tasa de salario esperado we es igual a:

we = ∏ w° (7)

La distribución de los trabajadores-y  -excluidos del mercado laboral-  en el

desempleo (Uy) y el autoempleo (Ly) se determina por la siguiente ecuación.

we = G1(Ly, Ky) (8)

Entonces, Ly* = Dy° + Ly° + Uy° (9)

La función producción en el sector de subsistencia-y se representa por:

Qz = N(Lz*,  Kz) (10)

La oferta total de trabajo de los trabajadores-z (Lz*) es autoempleada en

el proceso de producción. Esta ecuación por sí misma determina el produc-

to total, así como la productividad promedio del trabajo en este sector. A

causa de las diferencias en tecnología y capital humano, la productividad

promedio en este sector es menor que el valor correspondiente en el sec-

tor de subsistencia-y.

Por lo tanto, el ingreso nacional (Y) es igual a

Y° = Q° + Qy° + Qz° (11)

La distribución del ingreso nacional puede ser representada así:  

Y° = P° + w° Dy° +v Ly° + vz Lz* (12)

Aquí P son las ganancias totales; vy y vz representan el ingreso prome-

dio en el sector de subsistencia-y  y en el sector de subsistencia-z.  Se si-

gue que w>vy>vz. Hay desigualdad entre  capitalistas y  trabajadores,  y

también entre los propios trabajadores. 
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DINÁMICA SOCIOPOLÍTICA Y CULTURAL

DE LA EXCLUSIÓN SOCIAL

CARLOS SOJO

INTRODUCCIÓN

El propósito de este artículo es indagar en la problemática de la exclu-

sión social desde la dimensión sociopolítica y cultural del fenómeno.  Para

ello se propone rescatar a partir de algunas formulaciones conceptuales, las

posibilidades explicativas de la problemática de la exclusión derivadas del

recurso a la lógica de los derechos en el marco de la cuestión de la ciuda-

danía.  El artículo parte de constatar que la reflexión sobre exclusión social

es a menudo un ejercicio de orden cuantitativo e institucional que pone el

acento en  datos que enuncian desigualdad respecto de determinados indi-

cadores (satisfactores materiales) claramente sujetos a ponderación numéri-

ca.  Es el propósito del análisis llamar la atención sobre la necesidad de ob-

servar otras dimensiones del fenómeno, no relacionadas con lo que común-

mente se considera “satisfactor material” (ingreso fundamentalmente), pero

que inciden plenamente en el acceso real de los individuos a las oportuni-

dades que genera el funcionamiento institucional tanto público como pri-

vado. En este sentido, lo que se propone es una ampliación del “espacio

evaluativo” (Sen, 1995) de la exclusión social desde una noción dominada

por el ingreso  a otra multidimensional.

El artículo se  compone de tres partes.  En la primera se examina la di-

mensión conceptual a fin de organizar una propuesta de análisis de la ex-

clusión social que permita relacionarla con la cuestión de la pobreza por

una parte, y por la otra con un conjunto de procesos sociales vinculados

con la dinámica política y cultural.  Aquí la intención es demostrar la utili-

dad del análisis de la desigualdad social a partir de la multidimensionalidad

que introduce la cuestión de la exclusión frente a las limitaciones derivadas

de la descripción dicotómica de la desigualdad medida en términos de lí-

nea de pobreza.  Además, se procura en un segundo momento mostrar la

utilidad de la noción de ciudadanía como punto de referencia para la ob-

servación de grados de exclusión sociopolítica y cultural. En la segunda

parte se analizan las dimensiones políticas y socioculturales con mayor

detalle y se proponen matrices de análisis que permitan la visualización de
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las variables que entran en la ecuación.  El objetivo es proponer modelos

analíticos que permitan orientar sobre los aspectos que indican exclusión

en dimensión política y en dimensión sociocultural.  En la tercera parte, por

último, se observan algunas implicaciones de orientación de política públi-

ca en el enfrentamiento de la exclusión social centradas en la propuesta de

un enfoque multidimensional de la intervención pública con propósitos de

integración social.

COORDENADAS CONCEPTUALES

Exclusión social y pobreza

A riesgo de sobre-simplificar, es preciso pensar la cuestión de la exclu-

sión social en términos lógicos básicos.  Exclusión social significa que en

grupos sociales particulares hay unos que están incluidos y otros que que-

daron fuera.  ¿Fuera y dentro de qué?  Es obvio que con la excepción de

los individualismos ermitaños o monacales, la humanidad convive en for-

mas diversas pero genéricas de comunidad.  Aun los excluidos de una de-

terminada jurisdicción territorial pueden mantener vigentes entre sus miem-

bros condiciones de inclusión.  La pertenencia a una comunidad es condi-

ción de la vida humana.  Los diversos grados de integración que esa perte-

nencia otorgan indican que, en principio, la exclusión social es una catego-

ría relativa; nunca una condición absoluta, ahistórica o desvinculada de

condiciones sociales específicas.1

Si formalmente existen niveles mínimos de integración por pertenencia

a comunidades particulares, se sigue entonces que el fenómeno al que la

exclusión social  se refiere no alude a la  pertenencia a comunidades, sino

a la calidad o intensidad de esa pertenencia.  Exclusión social indica enton-

ces la existencia de una mala vinculación, o de una vinculación parcial –de-

ficitaria– a la comunidad de valores que identifican a una sociedad, en el

sentido más genérico de lo social, o a la disposición de medios que asegu-

ran una adecuada calidad de vida, en el sentido más acotado de compren-

sión de lo social.  En cuyo caso puede hablarse también de exclusión eco-

nómica, política, de género, étnica y ambiental para citar solo las dimensio-

nes más gruesas del pensamiento social contemporáneo.

Se ha señalado, además, que la idea de exclusión no alude a la disposi-

ción particular de ciertas condiciones, sino a la existencia de mecanismos

1. Entre las definiciones iniciales destaca la de la Comisión de las Comunidades Europeas.   Definía exclusión so-

cial como un proceso y como un  resultado concreto.  Señalaba que la exclusión se refiere a “los mecanismos

por los cuales las personas y los grupos son rechazados de la participación en los intercambios, las prácticas y

los derechos sociales constitutivos de la integración social, y por  lo tanto, de la identidad” (FLACSO et al., 1995).

Véase, también,  Minujin, 1998.  



institucionales que gobiernan la posibilidad de inclusión para unos y de ex-

clusión para otros.  La cuestión de la exclusión social entonces está más

cercanamente relacionada con la dimensión institucional que con el resul-

tado concreto; se relaciona con las oportunidades de integración que crea

el sistema y no solamente con los resultados de exclusión que experimen-

tan los individuos concretos.

La cuestión de la exclusión social se vuelve relevante en el pensamien-

to sobre el desarrollo en América Latina hacia comienzos de la década de

los noventa.  En la base de la argumentación regional sobre el tema se en-

cuentra la identificación de mecanismos institucionales que regulan la ca-

pacidad de cohesión social de una sociedad y que se empiezan a desarro-

llar en el marco de los procesos de democratización que tienen lugar en la

región desde inicios de la década. (Figueroa, Altamarino y Sulmont, 1996;

ILO-IILS, 1995)   En el centro de la formación de arreglos institucionales de-

mocráticos está la idea de cohesión social que alude a la existencia de un

régimen de oportunidades de participación de los individuos y sus colecti-

vidades en todas las expresiones de la vida social, económica, política y

cultural.  Se refiere al grado de participación en la comunidad material o

simbólica que conforma una sociedad.  

La cuestión de la exclusión social, o su antónimo conceptual positivo,

integración social, aparece por ello primero en las sociedades desarrolladas,

en especial en aquellas con importantes tradiciones de políticas de bienes-

tar social, en donde la superación relativa de niveles de pobreza por ingre-

so presenta como ámbito de atención prioritaria la identificación de otras

dimensiones de exclusión y desigualdad social.  La idea fuerza en la refle-

xión sobre la integración social o la exclusión, es que al margen de la dis-

posición de ingresos, existen un conjunto de comunidades sociales respec-

to de las cuales los individuos pueden ser sustraídos o débilmente incorpo-

rados. (FLACSO, 1995)

La primera contribución pues del desarrollo conceptual alrededor de la

noción de exclusión social es justamente la necesidad de complementar el

cuadro de las posibilidades de integración social más allá de las visiones de

desestructuración que se observan a partir de la identificación de niveles de

pobreza.

La pobreza aparece como componente central de la dinámica de la ex-

clusión social, pero en el tanto corresponde a un procedimiento metodoló-

gico basado en la estimación de ingresos y posibilidades de consumo, no

permite captar otros órdenes de incorporación limitada, incluso materiales

(el consumo de bienes primarios es por definición una elección acotada

más allá de la cual se desconoce el acceso de las familias a mercados de

bienes más extensos).  No ocurre diferente con las situaciones de exclusión

relacionadas con prácticas políticas o dinámicas sociales.  Una persona
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considerada pobre por referencia a sus ingresos, puede encontrarse en si-

tuación de inclusión debido a que su condición socioeconómica le garan-

tiza el acceso a redes familiares de subsistencia y apoyo, o a mecanismos

compensatorios de política pública.  En contraste, un individuo situado en

condiciones de ingresos superiores a la línea de pobreza puede considerar-

se excluido de comunidades específicas como la de la “población asalaria-

da” y sus beneficios colaterales, dado que sobrevive como resultado del en-

cadenamiento cotidiano de ocupaciones informales.2

Por otro lado, a diferencia del plano dicotómico en el que se coloca la

diferenciación de oportunidades sociales a partir de la observación de ni-

veles de pobreza, la noción de exclusión social supone desplazamientos

condicionados históricamente sobre un continuo.  En los extremos se en-

cuentran las situaciones tipo de exclusión o inclusión (difícilmente verifica-

bles empíricamente debido a la inexistencia de situaciones “absolutas” tan-

to de inclusión como de exclusión social).  En el centro de estos extremos

se encuentra una situación de vulnerabilidad, que puede conducir a grupos

sociales colocados en condición de inclusión relativa en riesgo de exclu-

sión social.

La idea de exclusión aún relacionada estrictamente con contenidos eco-

nómicos materiales, aparece condicionada histórica y socialmente.  Esto

quiere decir que la estimación de una situación de exclusión o inclusión es-

tá estrechamente vinculada a la determinación de los valores que desde la

perspectiva histórica de una sociedad concreta, la unifican y distinguen res-

pecto del exterior.  La expresión formal de ese conjunto de valores apare-

ce claramente en el debate alrededor de la noción de ciudadanía.  La cues-

tión de la exclusión social sería entonces el indicador del grado en que una

sociedad se aproxima a la realización plena de los derechos.  Los derechos

crean comunidad, y la comunidad produce integración y cohesión social.

Existe entonces una relación estrecha entre la condición social de exclusión

o integración y el desarrollo conceptual de la noción de ciudadanía.  

Resumiendo lo hasta aquí señalado, se advierte que el recurso a la cues-

tión de la exclusión social es útil para el análisis de los problemas de la in-

tegración social en sociedades complejas al menos por las siguientes razones:

p o rque permite una aproximación multidimensional, entiéndase material y

simbólica, al problema de la integración; porque es sensible a peculiaridades

históricas y finalmente porque permite una comprensión no dualista de la di-

námica social.  Los contenidos particulares de la cuestión de la exclusión que-

dan así referidos a la problemática de los derechos ciudadanos.

Cartalla, Magallanes y Domínguez (1997) señalan que el término de ex-

clusión es “evocador pero impreciso”.  En su recuento conceptual señalan,

2. Este aspecto ha sido ampliamente desarrollado por Minujin y Bustelo (1997) y Minujin (1998).



siguiendo a Silver,3 que la noción aparece ligada a las diferentes corrientes

de pensamiento sobre la cuestión de la ciudadanía.  Así identifican tres pa-

radigmas: la tradición francesa centrada en la “comunidad de valores”, en

donde la idea de exclusión alude a la reducción de vínculos sociales.  En

la tradición  cercana a lo que llaman el paradigma de la espacialización de

origen anglosajón, la ciudadanía se centra en la disposición individual de

derechos y deberes respecto de los cuales los individuos pueden sustraer-

se voluntariamente o son excluidos por distorsiones de mercado, discrimi-

nación o ausencia de derechos.  Finalmente, en la tradición “monopolísti-

ca” las comunidades aparecen como espacios conflictivos que procuran de-

fenderse del exterior “construyendo barreras y restringiendo el acceso a los

trabajos y las ocupaciones, recursos culturales, bienes y servicios.” (Gore,

citado por Cartalla, Magallanes y Domínguez, 1997:5)

Esta propuesta sirve de punto de partida para un intento de reflexión so-

b re el tema de la exclusión social, específicamente sus dimensiones socio-

políticas y culturales, con base en el marco conceptual y analítico que se de-

riva de la noción de ciudadanía.  Pero se procura una visión que integra as-

pectos de los tres enfoques señalados arriba y no corresponde por ello a una

sola tradición.  En este modelo se procura rescatar el valor integrador de los

d e rechos, con la comprensión de que se originan en comunidades conflic-

tivas, relativamente cerradas, y que comparten “comunidades de valore s ” .

La cuestión de la ciudadanía como parámetro de la exclusión social

La idea de ciudadanía ha estado presente desde el momento gestacional

de la forma actual del régimen republicano.  No será, sin embargo, hasta

mediados del siglo XX cuando la propuesta conceptual de T.H. Marshall

consigue una explicación satisfactoria de la dinámica de formación y desa-

rrollo de los derechos ciudadanos. Marshall partió de la revisión de los pos-

tulados del economista Alfred Marshall en una profunda reflexión sobre la

capacidad igualadora de los derechos ciudadanos en un entorno social que

crea desigualdad. Ciudadanía aparece así como “la arquitecta de la desi-

gualdad social legítima” (1992:7).  Todo su argumento posterior está orien-

tado a demostrar que esa relación entre ciudadanía y desigualdad social,

entre “status y contratos”, ha sido alterada por el desarrollo mismo de la

conciencia sobre los derechos.  Su conclusión, respecto del dilema de Mars-

hall, es que “la preservación de las desigualdades económicas ha sido obs-

taculizada por el enriquecimiento del status de ciudadanía” (pag. 45).

En lo esencial Marshall postulaba la distinción de tres niveles de dere-

chos ciudadanos.  La dimensión civil, la dimensión política y la dimensión
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social.   En su análisis el sociólogo británico advertía una relación de suce-

sión lógica en el desarrollo de los derechos ciudadanos durante los siglos

XVIII, XIX y XX.  Rechazando cualquier determinismo histórico, la idea cen-

tral es que los derechos civiles relacionados con las libertades de expresión,

asociación y creencias y libertades esenciales para el desarrollo y consoli-

dación de la forma capitalista de organización social, como el derecho a la

propiedad, a la conclusión de contratos y a la administración de justicia.

Los derechos políticos se relacionan con las oportunidades de elección y

representación política.  Los derechos sociales aluden finalmente a “un ran-

go que va desde el derecho a un “modicum” de bienestar y seguridad eco-

nómica hasta el derecho de compartir plenamente la herencia social y a vi-

vir la vida de forma civilizada de acuerdo con los cánones prevalecientes

en la sociedad” (pag. 8).

El desarrollo de los derechos ciudadanos así entendidos forma parte in-

tegral del avance de la democracia en las sociedades occidentales.  La am-

pliación de los derechos civiles fortaleció las condiciones para el desarro-

llo y la ampliación de los derechos políticos que, con el paso del tiempo,

han dejado de ser prerrogativa de minorías elitistas en el plano formal y se

han ampliado progresivamente primero a todos los varones blancos mayo-

res de edad, después a las mujeres y finalmente a grupos étnicos.  Solo una

vez que las sociedades han avanzado en la ampliación de sus escenarios

políticos, están en condiciones de generar espacios para la formación de

mecanismos institucionales y opciones de política relacionadas con  el de-

recho al bienestar social.  

Caben, sin embargo, dos observaciones:   No se trata de avances acu-

mulativos y tampoco de procesos inmutables, aislados de la dinámica so-

cial.  Los procesos de afirmación de derechos ciudadanos funcionan sobre

la base de lo que denominaremos déficits de satisfacción de derechos.  Es-

tos déficits expresan la existencia de situaciones sociales que eluden la afir-

mación de los derechos para todos los grupos sociales, independientemen-

te de su condición social, de género o de etnia.  Pueden observarse por

ello situaciones concretas en las que hay logros importantes en derechos

de ciudadanía social, pero con condiciones todavía claramente deficitarias

en términos de ciudadanía civil o política.  Es el caso del derecho al traba-

jo en sociedad de crecimiento sin empleo, o de las limitaciones todavía sen-

sibles para el acceso de las mujeres a los órganos de decisión en los espa-

cios tanto públicos como privados que todavía se observa en sociedades in-

dustrializadas con importante desarrollo de aparatos de bienestar.  Se ha se-

ñalado también cómo las experiencias políticas de los socialismos europeos

significaron desarrollos importantes en los derechos sociales, pero con li-

mitadas posibilidades de reconocimiento de libertades civiles y políticas. 
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En segundo lugar, debe reconocerse que la definición de lo que una so-

ciedad entiende por derechos, en cualquiera de sus dimensiones, es siem-

pre espacio de lucha social.  Los derechos se construyen sobre la base de

los antagonismos sociales.  De ahí que en la afirmación de los derechos ci-

viles, predominó el enfrentamiento a la vez económico y político entre el

antiguo orden feudal que unificaba creencia religiosa, poder político, pro-

piedad privada y riqueza y prestigio social; con un modelo que secularizó

la política, liberó el trabajo humano de la propiedad feudal y otorgó con-

diciones de igualdad simbólica en medio de la diversidad social persisten-

te y eventualmente creciente; los derechos civiles son la expresión socio-

política del enfrentamiento entre intereses sociales burgueses y feudales.  El

advenimiento de los derechos políticos amplió todavía más la posibilidad

del ejercicio democrático en especial para sectores de la población despo-

seídos.  La política socialista fue primero la afirmación de un espacio para

la apertura del escenario político y después creó condiciones para el desa-

rrollo de las políticas de bienestar social que caracterizaron el desarrollo de

los derechos civiles.  Pero no hay que olvidar que fueron antagonismos no

estructurales, como el de género, el que desarrolló a principios del siglo XX

las principales reivindicaciones relacionadas con la ampliación de los dere-

chos políticos al conjunto de la población.

Los ejes que articulan la reflexión moderna sobre la cuestión de la ciu-

dadanía sirven de soporte para la identificación sociopolítica y cultural de

las condiciones de exclusión social.  Pero el planteamiento original de

Marshall debe ser complementado a la luz de la evolución de las democra-

cias occidentales de los últimos años. 

Bottomore (1992) recomienda distinguir ciudadanía formal, definida co-

mo la membresía a un Estado Nación, de ciudadanía sustantiva, referida a

la disposición de derechos y a su capacidad de ejecución con cierto grado

de participación en los ámbitos público y privado, dentro de las tres áreas

definidas por Marshall.  Citando a Brubaker, señala que la ciudadanía for-

mal no es prerrequisito de ninguna forma de ciudadanía sustantiva, no es

condición suficiente ni necesaria.  No es condición suficiente porque como

las mujeres y los grupos étnicos subordinados lo saben muy bien, se pue-

de pertenecer a una comunidad nacional y al mismo tiempo encontrarse

excluido del disfrute de ciertos derechos acaparados por otros.  No es con-

dición necesaria porque se puede disfrutar de ciertos derechos sociales, ci-

viles y hasta políticos aun sin ser parte de una comunidad nacional. 

Esta contribución es trascendental porque permite sustraer el debate de

la cuestión de la ciudadanía del entorno legal-formalista y colocarlo en un

plano estrictamente sociológico. Según Bottomore, la dimensión formal de

la ciudadanía ha quedado en cuestión a partir de la expansión de tres

fenómenos:  primero la tendencia creciente a la emigración no solo de los

55



países periféricos a las potencias desarrolladas, sino entre polos de desarro-

llo dentro de las mismas periferias.  Ello ha implicado demandas crecientes

especialmente respecto de derechos sociales, que los Estados no pueden

desatender simplemente, aunque quienes así exigen no sean ciudadanos

formales.  Segundo, una tendencia a la internacionalización del trabajo le-

gal que exige facilidades de desplazamiento y de residencia legal a extran-

jeros, y tercero, el problema más general de la relación entre residencia y

ciudadanía así como la definición de “la nación” como el locus exclusivo

de la ciudadanía

La distinción entre ciudadanía formal y sustantiva permite un acerca-

miento no excluyente al problema de los derechos porque reconoce con-

dición de iguales en términos civiles, políticos y sociales para habitantes

que pueden incluso no ser acreedores de la condición formal de la nacio-

nalidad común.  Este tema es particularmente relevante para sociedades

que experimentan flujos migratorios significativos y constantes, en el pasa-

do relacionados con la inestabilidad sociopolítico y la represión y en el pre-

sente fuertemente referidos a dinámicas económicas y socioculturales.  Co-

mo veremos adelante, la cuestión de los migrantes es esencial, por ejem-

plo, en el reconocimiento de problemas de exclusión sociocultural.

Las implicaciones empíricas y metodológicas de esta distinción no son

desestimables.  Por ejemplo, en un reciente estudio comparativo, la rela-

ción  entre la condición de inmigración y el riesgo de pobreza parece im-

portante en San José, Costa Rica y no parece serlo en Rotterdam, Holanda.

(Cardona et al., 1999).   Rolph (1999) ha observado  que en el Caribe una

región donde el 12% de la población es migrante, esta se encuentra no en-

tre los grupos más pobres sino entre los más emprendedores.   Los migran-

tes no son homegéneos ni en capacidades, ni en inserción laboral, aunque

en términos generales favorecen el desplazamiento de la fuerza de trabajo

autóctona hacia niveles de ocupación de mayor ingreso o prestigio social

(Held, et.al, 1999).   En todo caso, independientemente de si la condición

de migración se relaciona positiva o negativamente con la generación de

ingreso, existen condiciones de segregación cultural que no pueden conse-

cuentemente ser captadas a partir de niveles de ingreso.  En otras palabras,

en ciertas condiciones la población puede ser objeto de integración en tér-

minos de ciudadanía sustantiva y experimentar simultáneamente discrimi-

nación por razones de ciudadanía formal o a la inversa, como es el caso de

condiciones sociales como género o etnia que encuentran limitación en la

realización de derechos en el marco de la disposición de una condición

normal de ciudadanía formal.  En su análisis sobre exclusión y raza en Bra-

sil, en este mismo volumen, Nelson do Valle Silva encuentra evidencia es-

tadística de la existencia de mecanismos de discriminación racial que se

manifiestan durante todo el proceso de realización personal y afirma que
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en Brasil la discriminación racial (negada formal e institucionalmente) a me-

nudo se encubre como discriminación de clase.  Por otra parte, Carolina To-

há muestra evidencia para el caso chileno de la existencia de situaciones

de exclusión para los jóvenes a partir de la deserción del sistema educati-

vo, la precaria inserción en el mercado laboral y problemas de formación

de identidad.  Advierte, además, que la situación de las mujeres jóvenes es

claramente más desfavorable que la de los hombres debido especialmente

a los efectos del embarazo temprano y a la discriminación salarial en igual-

dad de capacidades. 

Finalmente, la propuesta clásica modificada con la distinción formal-sus-

tantiva debe ser complementada con referencia al reconocimiento de los

derechos de ciudadanía cultural.  Turner (1994) considera que la ciudada-

nía en términos culturales alude a la capacidad de una sociedad para inte-

grarse a partir de la comunicación y el conocimiento.  El acceso de los in-

dividuos a los flujos de información es primero función de la disposición

de niveles significativos de capital humano y, segundo, expresión de la lo-

calización en la estructura social.  Así aparecen núcleos minoritarios inte-

grados globalmente por medios cibernéticos, más rápido y más barato que

nunca, en medio de masas que, imbuidas en la convivencia local en la mí-

nima expresión, desconocen aún los sucesos más generales de la comuni-

dad nacional.

La idea de exclusión social más allá de los componentes económicos

asociados a la privación humana resultante de la condición de pobreza, se

vincula así a una problemática crecientemente importante que se relacionó

con la cuestión de las identidades políticas y culturales.  Sobre estas dimen-

siones de la exclusión es que desarrollaremos el análisis subsecuente.  

DIMENSIÓN SOCIO-POLÍTICA Y CULTURAL DE LA EXCLUSIÓN SOCIAL

Es común que en la mayor parte de los estudios que explícitamente se

refieren a la cuestión de la desigualdad social en América Latina se centren

en el problema del acceso a las oportunidades económicas4.  Aquí se pro-

pone estudiarla en términos de derechos ciudadanos.  Algunos derechos

son esenciales para el desarrollo de las prácticas económicas de mercado.

Es el caso de los derechos civiles asociados a la disposición de capacida-

des de contratación, libre empresa, y libre acceso a los mercados incluido

el laboral, así como en el derecho a la justicia.   Pero no se trata de

analizar los derechos en términos de su implicación en el desarrollo de

oportunidades económicas, sino en términos sociopolíticos.  Es decir,

4. Para muestra, veáse el último informe del BID (1998) sobre la desigualdad social entendida en términos de dis-

tribución del ingreso. 
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comprender el efecto de la satisfacción o no de los derechos ciudadanos

en la capacidad de las instituciones (es decir, las entidades públicas y pri-

vadas con poder de transformación social) para disminuir los grados de ex-

clusión social.5

Los derechos crean un horizonte de integración social futura.  La reali-

zación de tales derechos en condiciones materiales concretas constituye

avance en la integración, mientras que la disminución de las posibilidades

de satisfacción o realización plena de los derechos indicaría grados de ex-

clusión social.

Examinemos el caso de los derechos civiles.  Formalmente, el Estado ga-

rantiza a los ciudadanos en el cuerpo constitucional y en normativas subor-

dinadas derechos de propiedad y contratación, esenciales para el funciona-

miento de los mercados.  Lo mismo proporcionan los mecanismos institu-

cionales para la resolución justa de controversias entre privados o entre

ellos  y el Estado.  Pero el funcionamiento mismo de los mercados supone

un terreno desigual dentro del cual algunos realizan sus derechos sin ma-

yores privaciones mientras que enormes segmentos de la población no ob-

servan posibilidades de satisfacción de tales derechos.  La propiedad em-

presarial es, como se sabe, un recurso altamente concentrado aun en las so-

ciedades industrializadas.  En los países pobres, el acceso a la vivienda que

es el régimen de propiedad elemental, no está garantizado para proporcio-

nes significativas de la población.  El derecho al trabajo, o la libertad de

emplearse en alguna actividad remunerada y estable, es un problema ten-

dencialmente crónico en las sociedades industriales y masivo, mitigado por

el autoempleo en los escenarios informales, en los países en desarrollo.  En

relación con la justicia, encuestas de opinión en escala latinoamericana han

señalado que la población percibe una relación indirecta entre la condición

de pobreza y la posibilidad de recibir juicio justo en los tribunales.  

Los derechos políticos enuncian la disposición de capacidades para la

elección de gobernantes o, en el caso de los electos, para el ejercicio acti-

vo de la representación política de intereses sociales.  En América Latina,

tras experiencias traumáticas de dominio autoritario ejercido por una aso-

ciación de intereses oligárquicos tradicionales y corporativos castrenses,  el

desarrollo de experiencias de redemocratización abrió la escena política

para poblaciones acostumbradas a vincular la gestión pública con la repre-

sión antes que con el desarrollo de medios activos, institucionales, de

5. Este aspecto es esencia porque traduce una de las fortalezas analíticas más importantes derivadas de la noción

de exclusión social.  Clert (1997) ha señalado que el concepto de exclusión genera interés por su capacidad de

comprensión de la “desventaja” social como expresión de múltiples procesos incluidos los de orden políticos y

sociocultural.  Pero advierte que esta condición multidimensionen también puede encontrarse en otras nociones

como la privación y la vulnerabilidad.  Respecto de estas, centradas en el estudio de los individuos o los gru-

pos, la noción de exclusión se muestra útil como complemento en el tanto apunta al estudio del “entorno de es-

tos grupos, a los procesos y a las prácticas de exclusión”.
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integración social.  Con el tiempo las democracias latinoamericanas de la

tercera ola han revelado avances sustanciales en el ejercicio de los derechos

políticos, aunque afrontan igualmente nuevos desafíos.

Los derechos sociales en este caso aluden a la idea de la aspiración al

logro del bienestar.  En América Latina la crisis económica de la década de

los ochenta y las sucesivas reformas económicas adoptadas para superarla,

han concentrado mucho la atención en el mantenimiento de instrumentos

de control macroeconómico, especialmente relacionados con la contención

de las actividades del Estado.  Pero han limitado su interés respecto de las

condiciones sociales de vida de la población.  El empleo, los índices de po-

breza y de distribución del ingreso, en términos generales, no han mejora-

do para toda la región.

La exclusión política

La exclusión política se re f i e re en su sentido más a c o t a d o, a los límites

de definición y satisfacción de derechos políticos:  elegir y ser elegidos.6 L a

cuestión no formal de la capacidad de hacerse elegir es, sin embargo, lo

que enuncia  la condición de exclusión social en el plano político.  La afir-

mación de prácticas mercantiles en la contienda electoral, con recurso a

costosos medios publicitarios, no está al alcance de todos los grupos de la

sociedad en la misma pro p o rción.  La disposición de recursos para conso-

lidar una oferta política es pues la primera línea de exclusión en la re a l i z a-

ción del derecho universal de ser elegidos que existe en  las sociedades de-

mocráticas.  La desigualdad socioeconómica induce exclusión sociopolítica.7 

También es evidente que el deterioro de las condiciones socioeconómicas

y las disposiciones de bajos umbrales de equidad social, no aumenta la con-

fianza de los ciudadanos en el régimen democrático y eventualmente puede

conducir a su enajenación y a la aceptación de opciones autoritarias.  Como

lo señala el informe más reciente del BID dedicado al tema de la desigual-

dad “la concentración del ingreso puede debilitar la aceptación de las insti-

tuciones y los  principios democráticos” y esto puede conducir a otros fenó-

menos como la ampliación de las dificultades para la agregación de intere-

ses y la mayor probabilidad de que el Estado experimente aumentos en la

p resión de intereses específicos, la corrupción y la ineficiencia. (1998:26).8

6. En un plano más general, la exclusión política enuncia “la exclusión de la ciudadanía” (Figueroa, Altamirano y Sul-

mont, 1996) que alude a ausencia de garantía para los derechos de los individuos por parte de una autoridad legí-

tima.  Esta acepción por extensa, sin embargo, re q u i e re de especificación, en nuestra opinión referida al ámbito ciu-

dadano de toma de decisiones y a los derechos de ciudadanía política en el sentido marshaliano.

7 . Nótese que eludimos una relación causal.  Justamente la idea de exclusión social supone causalidad circular (Rolph,

1999) donde la relación entre y dentro de las variables que originan el análisis es múltiple y multidireccional.  Clert

(1997) precisa que no se trata de una clasificación exhaustiva de las formas de exclusión sino más bien del análisis

de su interrelación y como ella conduce a la desventaja.



En situaciones democráticas el enunciado de condiciones de exclusión

es problemático porque confronta en la base la naturaleza misma del régi-

men político.  Hay un primer nivel de exclusión natural al sistema, deriva-

do de la imposibilidad de ejercicio de formas de democracia directa, y que

consiste en la separación de las mayorías de población del ejercicio direc-

to de la gestión política, en cualquier nivel, local, provincial o nacional.  No

todos pueden tener acceso a los cargos de elección, pero, más aún, no to-

dos tienen acceso a los medios de elección; no todos pueden aspirar a ser

elegidos.

Las causas de este nivel de exclusión política están legitimadas en el dis-

curso de la democracia representativa, en donde los individuos delegan (no

renuncian) en los representantes su poder de decidir sobre asuntos públi-

cos.  Desde la proposición jusnaturalista del contrato social, se reconoce co-

mo principio de orden social y por lo tanto de integración social, la posi-

bilidad de los individuos de hacerse representar por otros en el ejercicio del

poder público.  Nadie queda así excluido de la soberanía del poder, que

tampoco pertenece a nadie en particular, sino a la construcción colectiva en

general, a menudo enunciada como “pueblo”.  Es así como la exclusión vo-

luntaria del ejercicio directo del poder, está en la base de la estrategia de

integración social de la república moderna, contemporánea en su evolución

con la sociedad de mercado.

En las democracias liberales, como en América Latina, esta expresión de

la representación adquiere su máximo grado de institucionalización con la

formación de sistemas competitivos de partidos, que ejercen de manera or-

denada y regular el ritual de la competencia cotidiana por la delegación del

poder popular soberano.

Pese a que la exclusión, al menos respecto de la dinámica ejecutiva del

poder, parece la precondición de la ciudadanía política, pueden observar-

se múltiples distorsiones de esta formulación y que a su vez enuncian gra-

dos de exclusión social.  Algunas de ellas aluden estrictamente al procedi-

miento y a los mecanismos de toma de decisiones, otras como se verá ade-

lante, están arraigadas en la dinámica sociocultural del fenómeno de la ex-

clusión.

La norma en América Latina es la expresión electoral de sectores mino-

ritarios de  la población, lo que quiere decir que la mayoría de los votan-

tes potenciales se excluye voluntariamente del proceso.  Si como en el

caso del contrato social representativo, la renuncia al derecho individual
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8 . El informe señala con bases en los datos del Latinobarómetro,  que  “Donde la concentración del ingreso es más

equitativa, como Uruguay o Costa Rica, una pro p o rción alta de la población considera que la democracia es pre-

ferible a cualquier otra forma de gobiern o.  En los países con más desigualdades hay una mayor tendencia a acep-

tar gobiernos autoritarios y son más los que  creen que da lo mismo un régimen democrático que uno no democrá-

t i c o”. (BID, 1998:26)
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crea comunidad, en el caso del abstencionismo político podría argumentar-

se que la autoexclusión de los deberes ciudadanos es un mal autoinfligido,

respecto del cual consecuentemente al Estado no le cabe responsabilidad.

No obstante, con excepción de la autoexclusión voluntaria, la afirmación

de prácticas políticas abstencionistas puede ser indicativa de malestar ciu-

dadano respecto de la calidad de las opciones, o bien de la efectividad mis-

ma del proceso electoral como mecanismo para avanzar mejoramiento ob-

jetivo en las condiciones de vida de la población.9

La cuestión de la calidad de las opciones política depende de la oferta

de opciones alternativas reales.  El período reciente de democratización en

América Latina coincidió con la adopción de un programa de reformas eco-

nómicas de cuyos contenidos los gobiernos no pueden desprenderse y que

por su naturaleza se convierte en el eje articulador de la gestión pública.

Al margen de la disputa electoral entre las fuerzas políticas de oposición

que acusan la orientación “neoliberal” de las políticas económicas y que

ofrecen programas centrados en el bienestar social y la superación de la po-

breza, los gobiernos de la tercera ola democrática en América Latina han

ejercido su administración con un programa único.  La ciudadanía recono-

ce la ausencia de opciones políticas y reacciona coyunturalmente a favor

de la oposición o se enajena del proceso electoral.

La opacidad del proceso de toma de decisiones

En parte como resultado de la ausencia de opciones políticas reales, en

parte como expresión de la persistencia de vicios de gestión política como el

clientelismo, o simplemente por exceso de celo burocrático, el proceso de to-

ma de decisiones políticas se presenta opaco al ciudadano común.  Este pro-

blema es esencial porque la garantía de integración social por ratificación del

e j e rcicio pleno de los derechos políticos, no depende, como lo señalamos,

de la adopción de formas de democracia directa, sino más bien de la cre a-

ción de mecanismos que otorguen transparencia al proceso de toma de de-

cisiones, a la gestión de las políticas y a la afirmación de los re s u l t a d o s .

Los siguientes fenómenos expresan dificultades para el logro de oportu-

nidades de integración social a través de los derechos políticos.

9. Nohlen (1994) considera que la participación ciudadana en las elecciones en América Latina es más bien baja.

Además, bastante desigual.  En la década de los ochenta, Uruguay, Argentina y  Costa Rica tenían los niveles de

participación más altos con porcentajes de votantes respecto de la población total del orden del 70%, 53% y 47%

respectivamente.  Los niveles más bajos en Colombia, Guatemala y Ecuador con proporciones de 25% en los pri-

meros dos casos y  22% en el tercero.  Otro indicador de exclusión sociopolítica relacionado con el acceso a las

elecciones es la población no empadronada en edad de votar.  (Quinti, 1999)  Este problema es especialmente

visible en sociedades que experimentan procesos de democratización reciente como en el caso de Centroamé-

rica. (Sojo,1999)
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Elitismo político: De la oligarquía a la tecnocracia

En América Latina, la gestión política está controlada por parte de mino-

ritarios grupos de interés.  Esto es válido independientemente de la natura-

leza democrática o autoritaria del régimen político.  En el pasado el acce-

so a las decisiones estuvo prácticamente copado por intereses sociales oli-

gárquicos o por las corporaciones militares.  En el presente parte esencial

de la mecánica decisional de los asuntos públicos descansa en la compe-

tencia técnica de reducidos círculos de expertos encargados de imaginar

modelos de gestión macroeconómica y social que garanticen el logro de las

metas concretas. Examinando la experiencia argentina, Camou (1998) pro-

pone que esta “nueva ligazón entre saber técnico y política” se manifiesta

en el escenario latinoamericano en tres dimensiones:  a) la mediación en el

proceso de canalización de intereses y definición de políticas de “circuitos

de expertise” con autonomía relativa tanto respecto del Estado como de la

sociedad; b) el hecho de que las entidades que conforman el circuito se de-

sempeñan en un ámbito “semipúblico o semiprivado” y c) el hecho de que

la “gestión directa de la política económica” haya sido encargada a técnicos

sin filiación partidaria. 

La afirmación de la racionalidad tecnocrática supone la asignación de un

poder político de decisión al personal técnico, lo que implica no solamen-

te la proposición de opciones para las iniciativas a tomar, sino el acto in-

trínsecamente político de elegir entre las opciones disponibles un determi-

nado curso de acción.

Todo el proceso de formulación y ejecución de políticas, desde el diag-

nóstico hasta la identificación de metas y la ponderación de los resultados

alcanzados, se realiza dentro de los parámetros doctrinarios y discursivos

de las disciplinas científicas, especialmente económicas, que lideran la ges-

tión tecnocrática.  Por lo tanto, la ciudadanía difícilmente comprende los

términos de la discusión, mucho menos las implicaciones de la elección en-

tre las diversas opciones.  La política se vuelve “cosa de expertos”.

Este proceso enfrenta no solo a los ciudadanos comunes con las deci-

siones así emanadas, sino que está en el centro del enfrentamiento casi ge-

neralizado entre poderes legislativos y ejecutivos.10 Los parlamentos, saca-

dos de la efectiva toma de decisiones y convertidos en foros para legitimar

decisiones ya adoptadas, eventualmente se resisten debido a su mayor sen-

sibilidad ante las demandas sociales y generan así una disputa  con los rit-

mos y los contenidos de las decisiones derivadas de la gestión tecnocráti-

ca.  En el caso extremo ello ha conducido a la suspensión autoritaria de las

10. La disputa ha reactivado la discusión sobre las ventajas del parlamentarismo sobre los regímenes presidenciales

en muchos países de la región. Serrafero, 1998. Como ejemplo para el caso  ecuatoriano véase Pachano, 1998;

para México, Béjar, 1998 y Lanzaro (1998) para el Uruguay.
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garantías constitucionales como en los casos del Perú con Fujimori y de

Guatemala con Serrano Elías.  Pero en la mayoría de los casos ha conduci-

do al fortalecimiento de las expresiones políticas “sin partido” que han lo-

grado consolidarse en el poder, en ocasiones incluso colocando en el solio

presidencial a individuos que detentaron el poder de facto o que intenta-

ron quebrantar el orden institucional como en los casos de los militares re-

tirados que gobiernan Bolivia y Venezuela y que conducen fuerzas mayo-

ritarias de oposición en el caso de Guatemala.  

La gestión tecnocrática dura, o el enfrentamiento “tecnopopulista” con la

política tradicional  que conducen gobierno, son expresión de un fenóme-

no de exclusión política que expresa los límites de las formas representati-

vas de la democracia liberal.11 Silva (1999) considera que la expansión de

la presencia y el dominio político de las elites tecnocráticas en América La-

tina es la expresión de un proceso en el que confluyen una visión negati-

va sobre el pasado, la debilidad progresiva de la izquierda y su “desradica-

lización” como dato esencial de la formación de una nueva cultura política

en la región y finalmente la consolidación del modelo de reformas econó-

micas de orientación neoliberal iniciado desde la década de los ochenta.12

Todos estos elementos contribuyen a “cerrar” la arena política y a oscure-

cer el proceso de toma de decisiones.

Las posibilidades de confrontar estas tendencias, que en el extremo ame-

nazan con producir nuevas rupturas en la institucionalidad política o en to-

do caso una enajenación masiva de la ciudadanía de los asuntos públicos,

pasan por la afirmación de formas de lo que Habermas ha llamado “demo-

cracia delegativa”.  Se trata de activar mecanismos de participación ciuda-

dana que posibiliten la incorporación de intereses sociales plurales en la

identificación de problemas y opciones de política para el enfrentamiento

de asuntos de interés público.

Solo en este entorno es posible pensar escenarios nuevos para la  ges-

tión de transparente de políticas públicas y la adopción de instrumentos

avanzados y eficientes de rendición de cuentas.  La aspiración por el buen

gobierno, encarnada en ese desafío dual, no es fácilmente perceptible ais-

lada de una reflexión sobre la posibilidad de modernización de prácticas

políticas sobre dos elementos cardinales: la gestión local, por una parte, y

la participación ciudadana plural por la otra.

11. Para un análisis de los vínculos entre populismo, neopopulismo, clientelismo y reforma económica en América

Latina, véase el volumen editado por Burbano de Lara (1998).   

12. Silva recuerda y analiza parcialmente la tipología de liderazgo político en América Latina planteada por Kalman

Silvert (1977):  caudillos, oligarcas, profesional clase media, el militar aficionado ad hoc; el populista conserva-

dor; el totalitario de izquierda y de derecha.
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La incautación de lo público: Patrimonialismo político y corrupción

Cuando pocos manejan los asuntos públicos, con limitados procedi-

mientos de rendición de cuentas, hay riesgos mayores de corrupción.  La

percepción ciudadana sobre la corrupción generalizada en el ambiente po-

lítico deslegitima la gestión política y contribuye al aislamiento ciudadano

respecto de “lo político” definido como sinónimo de lo indebido, lo ilegal.

Así se cierra el círculo que mantiene contingentes ciudadanos importantes

viviendo al margen de la política, excluidos.

La cuestión de la corrupción se re f i e re a la incautación personal de bie-

nes públicos.1 3 Hay una dimensión formalmente legal, aunque éticamente

discutible de este fenómeno que denominamos p a t r i m o n i a l ,y otra dimen-

sión que constituye práctica ilegal y que enunciaremos como c o r r u p c i ó n.

Estos fenómenos no son privativos de los agentes e instituciones públicas,

p e ro aquí los examinamos en ese carácter en virtud de las implicaciones que

conllevan para el proceso que hemos denominado exclusión sociopolítica.

La forma más tradicional del patrimonialismo político se expresa en la ges-

tión pública por redes de parentesco.  El nepotismo, el linaje y sus derivacio-

nes son las formas más generalizadas de expresión de la incautación patri-

monial de la gestión pública.  Existen numerosas investigaciones que de-

muestran la organización de verdaderas dinastías familiares en el escenario

político latinoamericano, tanto en el plano nacional como en el local, espe-

cialmente en los parlamentos, aunque también en los poderes ejecutivos.  Es-

tas redes están encadenadas con grupos de interés económico que crean así

un vínculo dinámico, autorre p roductivo entre capital público y capital priva-

do.  En Venezuela por ejemplo, 57% de los parlamentarios entrevistados por

Ramos (1997) tienen o han tenido algún familiar dedicado a la política.14 

Muy cerca de este fenómeno la expansión de lo que Mcpherson deno-

minó el “individualismo posesivo”, junto con la presencia de la racionali-

dad de la empresa en buena parte de la filosofía actual de la administración

pública, conducen a la incorporación de la lógica del mercado en la ges-

tión pública.  Este fenómeno está en la base de la expansión de la corrup-

ción en la administración pública, porque estimula la búsqueda de rendi-

mientos individuales por la prestación de servicios.  La coima instituciona-

lizada, junto con el efectivo desbancamiento de instituciones públicas, es la

expresión de una tendencia a la “cleptocracia” que indudablemente atenta

en la base contra la estabilidad del sistema institucional, erosionando espe-

cialmente la confianza ciudadana en la gestión pública.

13. Johnston (1993) señala el peligro de la definición rígida de la corrupción (por ejemplo, en términos legales) de-

bido a la existencia de normas culturales que varían de país en país.

14. Existe abundante información sobre redes familiares y poder político y económico en América Latina.  Entre

otros, Casaus, 1992; Stone 1974 y 1990; Vilas, 1998 y Sojo, 1995.
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Las vinculaciones entre el proceso de disminución de la confianza ciu-

dadana en las instituciones políticas y las relaciones patrimoniales desarro-

lladas por los representantes políticos en el ejercicio de su función pública

tiene en el parlamento expresión clara.  En el marco de una encuesta so-

bre elites parlamentarias latinoamericanas, Mateos y Rivas (1998) demues-

tran que la voluntad de enriquecimiento personal es una motivación cen-

tral para el ingreso a la  carrera política.  Los parlamentarios consultados

sobre las razones que empujan “a una persona a dedicarse a la actividad

política” mostraron alto grado de acuerdo, del orden del 46% a la afirma-

ción “La política como forma de enriquecimiento personal”.15

La corrupción tiene un efecto deslegitimador en el plano político que

potencia exclusión sociopolítica.  Sin embargo, es un proceso que también

resulta funcional desde el punto de vista económica. Rose Ackerman

(1998:36-42)  ha presentado los elementos que resumen la racionalidad

económica de la corrupción en las sociedades de mercado.  Las “propinas”

tienen un conjunto de funciones entre las que señala: a) la igualación de la

oferta y la demanda, cuando los precios son determinados por criterios le-

gales;  b) la creación de estímulos de pago para el trabajo de los servido-

res públicos.  c) Reducción de costos por elusión de impuestos y regula-

ciones; d) Para obtener contratos y concesiones públicas o para favorecer

intereses específicos en procesos de privatización y d) Para comprar in-

fluencia política por parte de los representados; o para comprar votos por

parte de los representantes.16 e) Finalmente para favorecer o apresurar de-

cisiones judiciales.  El desarrollo de formas de control ciudadano, la moder-

nización de los regímenes de servicio civil y la creación de entidades de

control judicial anticorrupción, están entre la minuta de acciones que pue-

den desarrollarse para el control y la disminución del impacto económico

de la corrupción.

Independientemente de sus efectos económicos, no debe perderse de

vista que la  corrupción es esencialmente un fenómeno político.  Como ad-

vierte Johnston (1998:72), la corrupción institucionalizada (“entrenched”)

aparece cuando confluyen tres elementos: la extensión al grado en que

prácticamente imposible encontrar alternativas para lidiar con la corrup-

ción; el grado de organización  que supone la existencia de medios de

coordinación, intercambio de conocimiento e intercambio vertical de los

beneficios y el nivel de monopolización, cuando la corrupción no enfrenta

15. La investigación conducida por Manuel Alcántara de la Universidad de Salamanca, entrevistó a más de 1.000 par-

lamentarios en 18 países de la región.

16. Aquí se ubica el problema del clientelismo.  Banck (1999) analizando el caso de Brasil encuentra necesario dis-

tinguir las implicaciones del clientelismo en lo que corresponde a las relaciones interpersonales en la arena po-

lítica en cuyo caso prefiere acudir a la noción de patronazgo político.  El otro aspecto se refiere a la relación en-

tre políticos y votantes en donde acepta la utilidad de un término que alude a la mercantilización de la política.

Sobre clientelismo en Argentina véase Auyero, 1998.
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significativa oposición ni desde el ámbito político, ni del económico.   El

autor distingue por un lado corrupción política referida a la existencia de

coimas, extorsión, fraude electoral, “patronage” abusivo y prácticas de inti-

midación a los grupos de oposición; que afectan la política de masas y el

proceso de toma de decisiones.  Por otra, corrupción burocrática, que se

refiere a la dinámica en el nivel de las agencias gubernamentales  a menu-

do cercadas dentro de límites precisos de funciones (regulación laboral,

normas de salud, etc.).  Johnston propone un modelo para el alcance de

un “equilibrio de baja corrupción” cuyos puntos de partida son la disposi-

ción de garantías económicas creíbles (en especial los derechos a la pro-

piedad y a la subscripción de  contratos) y libertades civiles básicas (liber-

tad de prensa y asociación), junto con la construcción de una arena políti-

ca estructurada.  Interpretando la propuesta en los términos de Marshall so-

bre ciudadanía, podemos decir entonces que el fortalecimiento de los de-

rechos civiles y políticos constituyen la base para el desarrollo de cualquier

programa de freno y control de la corrupción. 

Los límites de la ciudadanía activa.  El control de los déficit

Los fenómenos que propician la exclusión social en el entorno sociopo-

lítico, o que no contribuyen a la función de integración social que se deri-

va del adecuado funcionamiento del régimen político, son prácticas socia-

les ampliamente generalizadas en la región.  Por esta razón, llevado al lí-

mite, el análisis de los indicios de exclusión sociopolítica puede inducir a

una subestimación de los beneficios creados en la región por el desarrollo

de los medios institucionales democráticos en las últimas dos décadas.

No debe abrigarse mayor duda respecto de los avances alcanzados en

la afirmación de una ciudadanía activa en el plano político en América La-

tina.  La pervivencia del proceso institucional, aun en medio de disputas

políticas que incluso han precipitado renuncias presidenciales como en los

casos de Collor en Brasil y Carlos Andrés Pérez en Venezuela, o el retorno

al orden institucional después de amenazas de quebrantamiento como en

el Perú y en Guatemala.17

Con todo el alcance de los derechos plenos en cualquier ámbito de la

comprensión ciudadana, es un horizonte utópico, porque los derechosson

construcciones sociales que están asociados a procesos históricos, antago-

nismos sociales, y capacidades diferenciadas de crear demandas por parte

de los distintos sectores sociales y de satisfacerlas por parte del Estado.  Por

definición entonces, los derechos son siempre un umbral que no se alcan-

za, porque el logro de unos crea nuevas necesidades y presenta nuevos

17. Sobre los sube y baja del proceso de consolidación de la democracia en América Latina véase Peeler (1998).
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en donde los derechos esten plenamente realizados, sino un escenario en

donde la ciudadanía dispone de recursos para confrontar los déficit obser-

vados y propiciar su superación.

Donde la mayor parte de los observadores de la exclusión social con-

vienen en señalar elementos políticos es en las limitaciones de ejercicio del

derecho de sufragio universal (Quinti, 1999; Clert, 1997)   Con el voto uni-

versal las elecciones dejaron de ser asuntos de hombres blancos con pro-

piedad y educación; pero es evidente que el umbral de acceso a los pues-

tos de elección es menor, todavía en la actualidad, para mujeres, grupos ét-

nicos y minorías sociales.  

La integración social en el plano de lo político no supone, en suma, la

satisfacción plena de los derechos ciudadanos, y mucho menos el estanca-

miento de las demandas sociales  de transformación.  Dicho en positivo, la

integración sociopolítica no requiere la eliminación de todos los déficit de

satisfacción de derechos civiles y políticos sino más bien del desarrollo de

medios institucionales que ofrezcan posibilidades de superación de esas

desventajas.

En resumen, los temas de la exclusión sociopolítica se presentan en el

siguiente esquema distinguiendo tres columnas.  En la primera columna se

aprecia la calidad de la integración social en un modelo no dicotómico.  En

la segunda columna se presentan las principales variables que enuncian las

calidades antedichas.  En la tercera columna se proponen indicaciones no-

minales para la orientación de políticas.

La calidad de la integración alude al grado de satisfacción de derechos

basado en la propuesta tridimensional de Minujin y Bustelo. (1997).  La si-

tuación de inclusión es propia de sociedades políticas estables, con alto

grado de institucionalización, con regímenes de partidos consolidados.  La

condición de vulnerabilidad puede interpretarse tanto como expresión del

deterioro de la condición de inclusión, o bien como manifestación de gra-

dos de avance todavía no sostenibles ni consolidados respecto de las prác-

ticas sociales que inducen exclusión.  Así se encuentran en condición de

vulnerabilidad regímenes políticos o regiones de ellos, que enfrentan un

conjunto de desafíos que disminuyen el alcance de una condición de ciu-

dadanía activa.  Finalmente, la idea de exclusión aparece fuertemente aso-

ciada con la condición de  regímenes políticos atrapados en redes patrimo-

niales y en círculos corruptos que disminuyen la confianza ciudadana en la

gestión pública y que por lo tanto  reducen la posibilidad de legitimación

del régimen institucional.

En la columna de las variables aparece el enunciado “ciudadanía activa”

como expresión de integración sociopolítica.  Ello supone un medio insti-

tucional que garantiza la definición y observación de los derechos civiles y

67
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políticos.  Este medio ofrece condiciones para que puedan plantearse de-

mandas sociales de dos tipos: para la definición de derechos nuevos o pa-

ra la denuncia de insatisfacción de derechos existentes.   Respecto de los

niveles de vulnerabilidad, proponemos que hay amenazas de exclusión

cuando se observan niveles altos de abstencionismo (o falta de registro) o

cuando  se observan tendencias excesivas al elitismo político o a la tecno-

cracia.  Estos elementos crean vulnerabilidad porque indican desapego ciu-

dadano, voluntario o inducido, a las formas más elementales de la partici-

pación política.  Finalmente, las variables que indican exclusión sociopolí-

tica, porque limitan la capacidad ciudadana de satisfacción de los derechos

civiles y políticos, son las relacionadas con la expansión de prácticas patri-

moniales y de corrupción.  

En la tercera columna se identifica el sentido general que habría de te-

ner una orientación de políticas dirigida a mitigar las limitaciones de cada

uno de los escenarios identificados.  Así, para impedir el deterioro de la

condición de integración y para garantizar el avance hacia umbrales más

avanzados, el mantenimiento de la ciudadanía activa precisa del desarrollo

de programas orientados a la disminución de los déficit observados.  El ca-

so paradigmático es el de las acciones afirmativas como instrumentos de

política para garantizar una mayor satisfacción de los derechos para grupos

sociales discriminados.  En el caso de la disminución de las tendencias que

crean vulnerabilidad, la fórmula privilegiada tiene  que ver con la adopción

de mecanismos de democracia participativa.  Estos mecanismos politizan el

proceso decisional en la medida en que lo acercan a las necesidades dife-

renciadas de los distintos sectores, y pueden desarrollarse con mejor sol-

vencia en el caso de la gestión de la política en el nivel local.  Para evitar

las tendencias a la exclusión social en el plano político, el mejoramiento de

los mecanismos de defensa ciudadana, de rendición de cuentas por parte

de los funcionarios y la mayor transparencia en todas las etapas del proce-

so decisional son acciones de primera importancia.

ESQUEMA DE INTEGRACIÓN SOCIOPOLÍTICA

Calidad de integración Variable Orientación de políticas

Inclusión Ciudadanía activa Disminución de déficit

Vulnerabilidad Abstencionismo Democracia participativa

creciente

Elitismo (Tecnocracia)

Partidocracia

Exclusión Patrimonialismo Transparencia

Corrupción Rendición de cuentas
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Exclusión cultural 

La exclusión cultural está relacionada con el acceso diferenciado de dis-

tintos sectores sociales a los beneficios del bienestar social y material, cuan-

do las causas de la diferenciación residen en la existencia de conflictos de

origen no estructural o en la  disposición desigual de bienes simbólicos.18

La idea de cultura remite a “la construcción social, la articulación y la re-

cepción de sentidos” (Held et al., 1999:328).  La globalización de la cultura

supone fortalecimientos y desplazamientos de bienes simbólicos y materia-

les, ideas y personas, que al mismo tiempo generan patrones de estratifica-

ción que establecen jerarquías y desigualdades. (331)

El enfrentamiento con tales patrones es justamente lo que caracteriza la

cuestión de la ciudadanía cultural.  La integración cultural es problemática,

sin embargo, debido a la existencia de sociedades multiétnicas y de fuertes

divisiones de clase, originadas en la desigualdad estructural.  En tales casos

la uniformidad cultural que crea la integración a una determinada naciona-

lidad, puede suponer imposición y atrofia de las particularidades de las cul-

turas no hegemónicas.  Este problema se agudiza por el efecto del proce-

so de globalización que hace difícil la adscripción de características especí-

ficas a una comunidad particular que la diferencian significativamente del

entorno global.  La globalización crea una cultura universal a la que en so-

ciedades altamente fragmentadas, al menos las capas superiores de la es-

tructura social tienen acceso.  Los rasgos de esta cultura universal no cam-

bian con desplazamientos geográficos.  Los iconos de este proceso son

acrónimos familiares tanto en los medios (CNN y MTV) como en todas las

demás actividades económicas y sociales (AMEX, VISA, IBM, INTEL).

La primera respuesta a la cuestión de la exclusión cultural es justamente

el reconocimiento de la diversidad.1 9 P e ro ello confronta de plano las posi-

bilidades integradoras de la cultura “global”.  De hecho como señalan algu-

nos autores, la postmodernización de la cultura ha revitalizado la importan-

cia de lo local en el afianzamiento de identidades culturales.  Steenberg e n

(1994) señala que existe una tensión entre el ideal integrador de la cuestión

de la ciudadanía con el proceso de diferenciación generado por la postmo-

d e rnidad.  A mi manera de ver, igual que con el territorio, la globalización

c rea condiciones para el desarrollo de una cultura universal, que al mismo

18. De modo semejante Figueroa, Altamirano y Sulmont (1996:4) definen exclusión cultural en dos sentidos: “...la

marginalización de ciertos sectores sociales que no participan de los códigos básicos para comunicarse e inte-

ractuar con la comunidad (lenguaje, alfabetización y educación escolar, adherencia a valores éticos y religiosos);

y segundo la discriminación contra ciertas personas consideradas de inferior categoría y, como resultado, suje-

tos a tratamiento diferenciado y humillante en las relaciones sociales.”

19. Uno de los componentes centrales de la estrategia de incorporación del análisis social y la participación en el

trabajo operativo del Banco (“social assessment”) es justamente el reconocimiento y la inclusión de la diversidad

de condiciones sociales.  (Social Development Department, 1998).



tiempo constituye un sujeto social (Robinson, 1997 lo llama elite transnacio-

nal) cuya identidad se construye en re f e rencia a procesos desterritorializa-

dos.  En el otro extremo, crea condiciones para el fortalecimiento de las

identidades básicas en el nivel local.

Podemos identificar dos parámetros dentro de los que se desarrollan  me-

dios de integración estratificación cultural.  Uno centrado en la especificidad

subjetiva y el otro en la capacidad de acceso a los medios simbólicos.

Respecto de la especificidad subjetiva, que se refiere a las condiciones

particulares que determinan las capacidades de satisfacción de distintos in-

dividuos o grupos,  existen condiciones de exclusión cultural al menos en

cuatro niveles:  la condición de género; el componente étnico racial; la ubi-

cación en la pirámide etaria y finalmente la pertenencia a grupos minorita-

rios con capacidades específicas: personas con limitaciones físicas, prefe-

rencias no heterosexuales, etc.  Todas estas expresiones de exclusión co-

rresponden a cualidades no estructurales; es decir, que no dependen de la

condición socioeconómica del individuo o de su ubicación en la estructu-

ra productiva.  Son en ese sentido posicionalidades culturales porque orga-

nizan la producción de una particular forma de sentido:  por ejemplo, en

el caso de género la discriminación de la mujer expresa la condición de ex-

clusión en las sociedades patriarcales. 

La atención de las tendencias de exclusión por género supone la aten-

ción de la cuestión de la visibilización como elemento cardinal (Guzmán,

1998).  En la atención de este proceso se procuran crear condiciones para

la ampliación de las oportunidades de las mujeres a partir del reconoci-

miento de la situación de discriminación que experimentan.  Una vez esta-

blecido ese propósito, la atención debe centrarse en el impacto sobre los

“mecanismos que traban la igualdad de oportunidades” para lo cual se re-

quiere de la formación y el fortalecimiento de entidades estatales encarga-

das de la eliminación de las desigualdades de género. En América Latina,

Guzmán (1998:64) identifica un proceso de transformación de la agenda

institucional de atención a la problemática de género, que va desde la aten-

ción de los problemas más agudos producto de la desigualdad, hasta el en-

frentamiento con los mecanismos que producen desigualdad, favoreciendo

el acceso a las oportunidades.

Barrig (1998) ha puesto particular atención al problema de la diversidad,

central en la reflexión feminista contemporánea.  La exclusión por género

penaliza de manera desigual a las mujeres en referencia a su ubicación es-

tructural, su localización en el núcleo familiar o su grado de educación pa-

ra señalar solo algunas variables que influyen sobre el nivel de ingresos de

las personas.  Pensando en la evolución de las estrategias de inclusión eco-

nómica basada en la promoción de la incorporación equitativa al mercado,

Barrig advierte que las mujeres pobres tienen muy pocas posibilidades
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reales de elección de los términos de su participación en el mercado:  “Las

opciones para ellas son tan limitadas o de tan pobre calidad que ni siquie-

ra se trata de libertad de opción entre varias alternativas” (1998:105).

Analizado el caso de Venezuela, Friedman (1998) ha señalado la existen-

cia de una paradoja doble en el desarrollo de las formas de discriminación

de las mujeres en condiciones de restauración democrática.  El movimien-

to de mujeres y la participación de las mujeres en los procesos de restau-

ración de la democracia fue significativo; sin embargo, su presencia como

actoras de la trama de la democratización es limitada.  Esa es la primera pa-

radoja; la segunda es que, debido a su ausencia en la construcción del nue-

vo orden, las mujeres quedan excluidas tendencialmente de los mecanis-

mos institucionales destinados a la toma de decisiones.  Sin embargo pese

a concluir que el proceso de democratización ha coincidido con la desmo-

vilización de las mujeres, la autora advierte que también se han creado con-

diciones para que las mujeres desarrollen estrategias de acción interpartida-

ria trianguladas con el uso de la entidad gubernamental responsable.

En sociedades multiétnicas, el prejuicio racial supone dos órdenes de ex-

clusión: de la población mayoritaria cuando el régimen institucional supo-

ne la imposición de una cultura dominante sustentada en valores sosteni-

dos por grupos minoritarios.  En América Latina los países con población

mayoritariamente indígena como Bolivia o Guatemala, son los mejores

ejemplos de este tipo de exclusión.  El segundo tipo penaliza la condición

étnica, cuando en vista del número reducido, prácticamente desaparece to-

da consideración política, económica o social: es el caso de las sociedades

radicalmente homogéneas (independientemente del grado de mestizaje)

que ignoran la condición específica de la minoría étnica en donde a menu-

do se concentran los índices más desfavorables de calidad de vida.20  Com-

plicados con una profunda diversidad, la situación de las comunidades y

pueblos indígenas empieza en la afirmación misma de derechos.  Se trata

de una especie de reconstrucción de una ciudadanía basada en la diversi-

dad cultural.  De ahí que muchos de los derechos reivindicados no alcan-

cen todavía reconocimiento pleno en las sociedades.  Se trata de formas de

comprensión y de interpretación alternativa de los derechos de tierra,

centrados en ocasiones en formas colectivas que tensionan la hegemonía

de la propiedad individual; derechos colectivos basados en el reconoci-

miento de la identidad cultural que propicia el desarrollo de políticas mul-

tiétnicas en áreas como la educación y la salud.  El derecho al propio

desarrollo entendido como autónomo y culturalmente determinado; el

20. Existen entre 33 y 40 millones de indígenas en América Latina distribuidos en 400 pueblos con identidad de len-

gua y cultura, 70% de los cuales está compuesto por menos de 5.000 personas.  La mayor parte de ellos (90%)

se encuentra en Mesoamérica y el área andina; 6% en la Amazonia y 4% en el Caribe y el Cono Sur.  En Gua-

temala y Bolivia alcanzan el 60 por ciento de la población y el 40% en Perú y Ecuador.  (Cárdenas, 1998).
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derecho a la propiedad intelectual y a la diversidad biológica y, finalmen-

te, el derecho a la participación política extensa.  (Cárdenas, 1998)

La exclusión por edad es un fenómeno que no puede ser ignorado.

Hasta muy recientemente la cuestión de la ciudadanía fue considerada una

condición de los individuos adultos.  En el mejor de los casos, la atención

de la niñez y la juventud suponía especialmente la preparación de condi-

ciones para el ejercicio futuro, no actual, de derechos ciudadanos.  En el

presente, niños y jóvenes viven en una especie de condición preciudadana

que, por esencia, es deficitaria.   Se ha avanzado mucho, sin embargo, en

la identificación de derechos para niños y adolescentes, aunque todavía

queda mucho territorio que recorrer en la afirmación de escenarios institu-

cionales y marcos de formulación  de políticas basados en la comprensión

de los derechos diferenciados para grupos de edad.  Como en el caso de

las mujeres, existe abundante evidencia documental y cuantitativa respecto

de la condición de exclusión y los riesgos de vulnerabilidad que pesan so-

bre la población infantil, especialmente en los balances anuales de UNICEF.21

La población joven experimenta, por otro lado, la mayor y más intensa

influencia cultural transnacional que se haya experimentado.  El mensaje

“pop” transnacional crea condiciones de desintegración y de exclusión para

las cohortes jóvenes respecto de los valores asociados con los adultos y la

cultura nacional desaparece en beneficio de una re f e rencia que depende po-

co de la ubicación geográfica.  Pero este proceso de desterritorialización de

la cultura joven, crea también condiciones para la comprensión de los me-

canismos que mueven el quehacer de una generación que, en especial en

América Latina, observa las vitrinas del siglo X X I, desde condiciones sociales

p ropias del siglo X I X.  Las oportunidades para la mayoría de ellos, aun en la

f o rma de empleo, pasan de frente a sus ojos pero no se detienen.2 2

Los adultos mayores han quedado excluidos del aparato productivo co-

mo los jóvenes que solo pueden aspirar a una integración precaria.  Esa ex-

clusión se agudiza con el deterioro de la capacidad del Estado para admi-

nistrar la supervivencia de los  jubilados, debido a la confluencia de la cri-

sis de los sistemas de pensiones con la mercantilización de estos.   En esas

condiciones, los adultos mayores ya no son capaces de encontrar medios

de inserción cultural porque han perdido o disponen de una precaria con-

dición de consumidores.  Los estudios sobre empobrecimiento reciente a

menudo se detienen en la consideración particular de la situación de los

adultos mayores, especialmente porque existe una situación de deterioro

21. Para un análisis de la relación entre infancia, pobreza y delincuencia en el caso de  México, véase Azaola (1994).

También Minujin, 1998.

22. Sobre las posibilidades de integración cultural de la juventud en Chile, Tohá, en este volumen,  ha observado

“falencia de referentes y espacios que representen y construyan una identidad juvenil amplia y, por otra parte,

una fuerte influencia transversal de las comunicaciones masivas y el consumo.”
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notoria una vez que se produce el retiro de la actividad laboral.23 En la ba-

se de esta situación está la precaria contribución de los regímenes de pen-

siones al bienestar de los adultos mayores. Según señala Rodríguez

(1998:16)  en Chile solo el 5% de los trabajadores independientes esta cu-

bierto por el régimen de pensiones. La cobertura respecto de la PEA es de

35% en México, 23% en El Salvador y 58% en Costa Rica.  Respecto de la

población trabajadora independiente, las proporciones son de 3% en Méxi-

co, 6% en El Salvador y 10% en Costa Rica.  “De los 67 millones de latinoa-

mericanos vinculados con la microempresa urbana, más de 60 millones es-

tán excluidos de los sistemas de pensiones.  El porcentaje de exclusión es

mucho más alto entre los campesinos.”

Existen por último categorías sociales que experimentan exclusión en la

medida en que son víctimas de segregación social por limitaciones físicas o

el padecimiento de enfermedades socialmente sancionadas (como el alco-

holismo o el SIDA) o por preferencias particulares como en el caso de la po-

blación homosexual.  También se encuentran en esta condición minorías

religiosas, y de manera peculiar, en tendencia creciente como subproducto

de la erosión de las fronteras en  el escenario económico de la globaliza-

ción, la población migrante.

La tendencia a la ampliación de las migraciones es notabilísima en los úl-

timos quince años.  Los migrantes documentados de México a Estados Uni-

dos, según cifras de la agencia de Inmigración y Naturalización de los Esta-

dos Unidos, pasaron de 430 mil en los años sesenta, a 680 mil en los seten-

ta y 3 millones en los ochenta.  Para la primera mitad de los años noventa

el desplazamiento alcanzaba 2,2 millones de personas. (Zenteno y Massey,

1999:76).  Esta tendencia es generalizada en la región respecto de los polos

de atracción intern o s .2 4 La importancia de la cuestión de los migrantes pa-

ra la reflexión sobre el tema de la exclusión social es importante en aten-

ción a las siguientes características: primero, porque una buena parte de los

migrantes lo hacen de manera ilegal y ello dificulta su capacidad de acceso

a  los beneficios de la ciudadanía formal.  Por otro lado, la ignorancia de

su condición por parte de  entidades públicas y privadas encargadas del

avance de los derechos, hace difícil la comprensión de sus necesidades y la

orientación correspondiente de los sistemas de atención.  Por último, la mi-

gración por razones económicas crea barreras culturales entre quienes se in-

sertan precariamente en condiciones de migrantes y la comunidad que los

acoge.  Estas barreras no son más severas necesariamente cuando se

23. Véase Minujin, 1992 para Argentina; Renzi y Kruijt (1997) para Nicaragua; Del Cid y Kruijt (1997) para Hondu-

ras y Sojo (1997) para Costa Rica.

24. Sobre la situación de los migrantes centroamericanos en México, véase Casillas (1992).  Sobre la situación de los

migrantes nicaragüenses en Costa Rica, véase Morales y Castro (1999).  Un estudio interesante porque vincula la

problemática de las mujeres adolescentes migrantes de origen nicaragüense en Costa Rica (que incluye tres lí-

neas de desigualdad) se encuentra en Morales y Cranshaw (1998).



observan diferencias raciales e idiomáticas, porque persisten en grados signi-

ficativos respecto de comunidades que comparten condición étnica y lengua.

El acceso desigual, socialmente fragmentado, a los medios simbólicos de

integración social constituye el segundo eje de la dimensión cultural de la

exclusión  social que aquí interesa examinar.   Entenderemos medios sim-

bólicos como los recursos infraestructurales que determinan el contenido y

la difusión de información, conocimiento y valores, junto a la  capacidad

individual de comprensión y adaptación a esa diversidad derivada del ac-

ceso a la educación.

El proceso de globalización ha impulsado una ampliación de las capa-

cidades de comunicación a nivel global regida por el espacio cibernético y

la televisión por cable.  Dentro de esas coordenadas ya no solamente se

distribuye conocimiento sino que también se crean condiciones para gene-

rar oportunidades de acumulación de capital.  El uso comercial de la tele-

comunicación es un hecho notorio y en fuerte crecimiento.

Al mismo tiempo la inserción de las sociedades latinoamericanas a la

modernidad no ha aumentado el potencial de acceso a estos medios de in-

formación e intercambio para la mayor parte de la población.  El universo

de los medios globales de información y conocimiento es prerrogativa de

la elite transnacionalizada. Mientras tanto, la mayor parte de la población

experimenta dificultades para informarse más allá de su hábitat inmediato.

El medio cibernético ha creado una realidad virtual que integra sectores

minoritarios de la población en todos los países.  En esto hay que recono-

cer elementos positivos.  La televisión por cable, por ejemplo, ha propicia-

do la circulación de noticias nacionales de cualquier país de la región en

otros países del área.  Las transnacionales de la información han generado

ofertas de información de alcance continental en idioma español que ofre-

cen, como nunca antes, la posibilidad de conocimiento de los aconteci-

mientos regionales en mayor medida y para mayor cantidad de personas,

al menos para las que pueden destinar un dólar diario al financiamiento de

la televisión.

Igualmente, Internet ofrece posibilidades ilimitadas, e indiferenciadas

socialmente, de acceso a un conjunto amplio de información, bienes y ser-

vicios.  La condición de acceso es la disposición de equipo y de conoci-

miento suficiente para comprender los códigos básicos de la comunicación

cibernética.

La base elemental de este proceso de integración vía comunicación re s i-

de en un elemento que produce  también integración en el plano nacional:

se trata de la educación.  El acceso universal a los recursos educativos es una

t a rea indispensable para el enfrentamiento de las necesidades de integración

cultural a largo plazo.  En este terreno aún queda mucho por hacer en Amé-

rica Latina, porque la cobertura básica es todavía un horizonte a alcanzar.
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Garantizar la permanencia de la población en el proceso educativo pa-

ra incrementar el promedio de años de educación es otra tarea importante

para avanzar el desarrollo del capital humano en el marco del fortaleci-

miento de la ciudadanía cultural.

La ampliación de la cobertura y el control de la deserción temprana y el

abandono de los estudios son demandas esenciales.  Pero existen desafíos

relacionados con la calidad de la educación.  América Latina experimenta

un proceso de segregación social de las oportunidades educativas derivada

de la disposición de recursos.  Los sectores sociales más acomodados dis-

ponen de posibilidades económicas para “salir” en el sentido de Hirshc-

mann de las desventajas de la oferta pública de servicios educativos, para

localizarse en sistemas privados que garantizan medios para la inserción

positiva en las exigencias de la modernidad globalizada.  El aprendizaje del

inglés y del uso de computadoras son contenidos mínimos de la educación

privada que distancian la disposición de oportunidades que, por otro lado,

se reducen para los beneficiarios de una oferta pública castigada por la cri-

sis fiscal y la demanda de equilibrio macroeconómico.

Este proceso de segregación cultural desde la escuela parece connatural

al desarrollo del capitalismo.  Pero el Estado tiene posibilidades de dismi-

nuir su efecto sobre el grado de exclusión social, mejorando las capacida-

des de los sistemas públicos para orientar la oferta educativa a las necesi-

dades del entorno.

Persisten otros problemas que desde el proceso educativo crean condi-

ciones culturales de exclusión social.  El control de los sesgos de género en

el proceso educativo es una actividad apenas en gestación e indudablemen-

te contribuirá a la superación de las desigualdades entre los sexos y a la

disminución de todas las formas de discriminación contra la mujer.  En

otros sentidos, en especial en relación con la cuestión étnica, el proceso

educativo siempre fue entendido como parte de la “civilización” de las co-

munidades originales en los pueblos colonizados y esa tendencia se man-

tiene.  La educación multicultural no parece entonces una moda antropo-

lógica, sino la precondición de un proceso de desarrollo social que debe

ofrecer condiciones tanto para la inserción económica positiva como para

el fortalecimiento de las identidades culturales locales, que crean legiti-

midad, favorecen la estabilidad política y mejoran en sentido general la ca-

lidad de vida de la población.
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LA EXCLUSIÓN Y LAS POLÍTICAS PÚBLICAS

El enfrentamiento político con el problema de la exclusión, parte del re-

conocimiento de que se  trata de una gestión cooperativa entre sociedad y

Estado.  No obstante, la protección de los derechos aparece como el pun-

to de partida para el logro de mayores niveles de integración social y esa

es primariamente una responsabilidad gubernamental.  El desarrollo de ac-

ciones de integración social requiere, como examinaremos, la evolución ar-

mónica de las capacidades del Estado; las cuales a su vez, son estimuladas

por una sociedad que sabe agregar necesidades para la construcción de de-

mandas sociales. Y que puede hacerlo en un escenario de respeto a los de-

rechos elementales.

Por esa razón, antes de examinar la cuestión de las capacidades públi-

cas y las demandas sociales, es imperativo destacar la cuestión de la pro-

tección de los derechos.  En América Latina, una región victimizada por la

arbitrariedad autárquica en la mayor parte de su historia, el tema de la pro-

tección de derechos ha sido una preocupación antigua, primero centrada

en el ámbito interamericano (Ayala Lasso, 1998 y Ayala Corao, 1998)25 y más

recientemente en la adopción de mecanismos nacionales de protección.

De ellos, la instalación de la institución del Ombusdman es de particular

relevancia.  García Laguardia (1998:92) considera que América Latina ha he-

cho particulares contribuciones a la institución del Ombusdman o defensor

del pueblo respecto de los modelos europeos que originaron la gestión

defensora.  A la función tradicional de control de legalidad en la gestión

MATRIZ DE INTEGRACIÓN CULTURAL

Medios simbólicos

Comunicación Educación

Especificidad subjetiva

Género

Grados de integración social

Etnia Inclusión-Vulnerabilidad-Exclusión

Edad

Dif. Particular

25. José Ayala Lasso (1998:16), Canciller del Ecuador, ha notado que la evolución de declaraciones orientadas a la

protección de los derechos en América Latina comenzó por el otorgamiento de garantías a los extranjeros y avan-

zó luego hacia “cuestiones  de nacionalidad, asilo, la paz y los derechos de la mujer”. 
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administrativa del Estado, en América Latina las instituciones de defensoría

desarrollan además “funciones explícitas y prioritarias en la defensa de los

derechos humanos (...) y competencia para que pueda transferir los expe-

dientes al Ministerio Público” elemento esencial en la formulación de un

mecanismo autorregulado de transparencia y control de la corrupción.

La identificación  de la dinámica sociopolítica  y cultural de la exclusión

social requiere finalmente la identificación de mecanismos institucionales

para la satisfacción de demandas sociales.  Este proceso de relación entre

demandas sociales y capacidades institucionales está en el centro de la pro-

blemática de la gobernabilidad.

Entendemos por gobernabilidad el efecto sobre la sociedad de la re l a c i ó n

e n t re las demandas generadas desde abajo con las respuestas institucionales

d e s a r rolladas por el Estado.  La gobernabilidad no supone un equilibrio per-

manente entre estas dimensiones, sino un proceso continuo de administra-

ción de desequilibrios específicos, generalmente temporales.  La ausencia sis-

temática de satisfacción de ciertas demandas, o la persistencia de determ i n a-

dos desequilibrios de modo estructural crea problemas de gobern a b i l i d a d .

La cuestión de la gobernabilidad requiere entonces del análisis diferen-

ciado de capacidades de respuesta por parte del Estado y posibilidades de

formulación de demandas por parte de la sociedad.  La resultante de este

proceso crea umbrales de derechos y necesidades nuevas de integración

social.  En otras palabras, hace visibles dimensiones de exclusión social o

integración limitada o precaria que se procura corregir.

Por el lado del Estado, la atención debe colocarse, como correctamente

ha observado Grindle (1996), en la evolución de sus capacidades diferen-

ciadas.  Esta autora define como “capaz” un Estado que puede establecer y

mantener en vigencia funciones económicas, técnicas, administrativas y po-

líticas.  Con arreglo al siguiente esquema: a) Capacidades institucionales:

entendidas como la posibilidad de regular los intercambios políticos y eco-

nómicos de la sociedad sobre la base de un conjunto de reglas de juego,

conocidas y cumplidas.  b) Capacidades técnicas: referidas a la definición y

adecuada ejecución de políticas macroeconómicas.  c)  Capacidades admi-

nistrativas: ligadas a la administración eficiente de una red de servicios e in-

fraestructuras considerados básicos, tanto en el plano económico como en

el social. Y d) Capacidades políticas relacionadas con la existencia de me-

dios adecuados para la formación de demandas sociales, la representación

de intereses y la resolución de conflictos.  Adyacente a estas capacidades

están los mecanismos de participación social y la posibilidad de rendición

de cuentas y responsabilidad de los cuadros políticos.  En síntesis, los ele-

mentos comúnmente referidos a la cuestión del buen gobierno.26

26. Sobre la relación entre desarrollo y Buen Gobierno, véase World Bank, 1992.



Las re f o rmas económicas desarrolladas en el marco de los pro g r a m a s

m e rcado-dirigidos, impulsados por los organismos financieros intern a c i o n a-

les, introducen distorsiones en la concreción de tales capacidades estatales.

Sus posibilidades de respuesta institucional se erosionan por la evidencia de

deslegitimación de la autoridad gubernamental, lo que favorece cre c i e n t e

conflictividad en torno a la definición y la interpretación de las reglas del

juego político y económico.  Las capacidades técnicas se han volcado hacia

el reinado de los economistas tecnócratas, lo que confronta la posibilidad

de desarrollo de formas participativas de gestión y definición de políticas.

La prestación de servicios y las funciones de intermediación se limitan y con

ello se afectan las capacidades administrativas del Estado y en cierto modo

sus capacidades políticas.  Se puede avanzar finalmente hacia un Estado cer-

cenado de sus capacidades políticas, dadas las dificultades para ejercer me-

diación efectiva y superar las tendencias autoritarias del dominio tecnocrá-

tico, produciéndose así una ilusión de fortalecimiento de la sociedad civil

que se “debe” hacer cargo de tareas abandonadas por el Estado.

Por el lado de la sociedad, como advierte Touraine (1996), el elemento

central concierne la capacidad de agregación de demandas que se presen-

ta como prerrequisito para la posibilidad de procesamiento político y fiscal

por parte del Estado.

La capacidad de influencia política de la sociedad, el fortalecimiento de

la ciudadanía política se enfrenta así  con un desafío múltiple.  Se requiere

reconstruir la capacidad representativa de los partidos, reorganizar las po-

sibilidades de agregación de intereses de las organizaciones sociales y con-

frontar un conjunto de prácticas “antisistema “ que pueden erosionar no so-

lamente las bases del acuerdo económico dominante sino también la legi-

timación misma del régimen político institucional.

Los actores se mueven en un nuevo espacio porque sus vínculos con el

entorno externo se han modificado sustancialmente.  La transnacionaliza-

ción es cada vez más una cualidad generalizada y ello induce una transfor-

mación sustancial de las capacidades políticas de los actores sociales y aun

del Estado.  Para Marshall, el elemento político de la ciudadanía se refería

“al derecho a participar en el ejercicio del poder político, tanto como miem-

bro de un cuerpo investido de autoridad política o como elector de los

miembros que integren dicho cuerpo”. (pag. 8)  En un entorno político dis-

minuido,  las posibilidades de ejercicio de la ciudadanía se limitan porque

el control de las instituciones del poder representativo respecto de los asun-

tos del gobierno de la sociedad es cada vez menor, en contraste con el po-

der creciente de los flujos transnacionales de recursos y decisiones políti-

cas, como es manifiesto en la condicionalidad de los organismos financie-

ros internacionales.
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El segundo aspecto central respecto de la cuestión de las políticas orien-

tadas a la integración social, se refiere a la relación entre la gestión públi-

ca y la gestión privada.  Como hemos observado, en América Latina la ges-

tión de políticas destinadas a la integración social (que es un ámbito más

amplio que el tradicionalmente relacionado con  la política social) se ha vis-

to disminuida por presiones fiscales y por la atención privilegiada de ma-

nifestaciones agudas de exclusión.  Las políticas de compensación social  se

orientan a resolver, por un lado, la presión fiscal  presionando por un uso

más eficiente de los recursos de inversión social, y por el otro lado, se con-

centran en las dinámicas sociales que presentan mayor privación relativa.

Ambas tendencias no ayudan a fortalecer las capacidades de atención de

necesidades de integración más universales o de las necesidades de grupos

que sin haber caído en condición de exclusión, se encuentran en situación

vulnerable.

Respecto de la gestión privada, se observa en los países de menor de-

sarrollo social relativo, una tendencia a la ampliación de la dependencia del

financiamiento externo.  Esta tendencia produce dos efectos: en primer lu-

gar, no estimula el desarrollo de capacidades endógenas y sostenibles para

el desarrollo futuro de programas de integración social; por otro lado, crea

tendencias a la substitución de funciones anteriormente localizadas en el

Estado.  Esta tendencia se manifiesta en la gestión desde organismos no gu-

bernamentales de áreas completas de políticas de integración social.  Ello

ha permitido en términos generales reducir los costos burocráticos y au-

mentar la proporción neta de recursos destinados a la satisfacción de las

demandas de los beneficiarios.  No obstante, la mayoría de estas activida-

des se desarrollan en el marco de experiencias microsociales, de alcance li-

mitado y de escasas posibilidades de replicación en espacios territoriales

más amplios.

Existen posibilidad de desarrollos positivos para la formación de políticas

de enfrentamiento con la exclusión social que se originan en la disputa en-

t re ONG y Estado.  Por ejemplo, Paz y Muguértegui (1998) señalan que la

i n t roducción de la perspectiva de género en las iniciativas de atención a los

p roblemas de las mujeres bolivianas fue la respuesta de las ONG feministas

a principios de los ochenta, luego de un par  de décadas de asistencialismo

desde el despacho de la Primera Dama.  Cerca de una década después, en

1993, el Estado y las ONG consolidan una respuesta institucional con enfo-

que de género en el marco de la Subsecretaría de Asuntos de Género.  Más

adelante, en 1996, se avanza en un programa para la inclusión del enfoque

de género en el ámbito municipal en el marco de un proyecto desarro l l a d o

por organizaciones no gubernamentales.  Aunque el desarrollo de estas ex-

periencias muestra todavía limitaciones (relacionadas especialmente con la

sostenibilidad institucional) indican la importancia de la cooperación
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E s t a d o - O N G - o rganizaciones sociales para la formación y desarrollo de polí-

ticas públicas orientadas a la superación de déficit de integración social.

En una sugerente propuesta analítica, Adelantado et al. (1998:151-152)

proponen distinguir esferas de actividad social dentro de las cuales funcio-

nan líneas de desigualdad que corresponden con los niveles de exclusión

cultural que aquí hemos propuesto.  Las esferas de actividad son mercan-

til, estatal, doméstica-familiar y relacional; las líneas de desigualdad se re-

fieren a antagonismos de clase, de sexo, de etnia y de edad.  La función de

las políticas sociales, orientadas a la integración social diríamos acá, es pro-

ducir desplazamientos entre las esferas:  “la política social define y gestio-

na las desigualdades; distribuyendo flujos de recursos de bienestar de un

sector (mercantil, estatal, familiar y voluntario) a otro.  Así la política social

mercantiliza y desmercantilización, pero también familiariza y desfamiliari-

za, estatiza y desestatiza y comunitariza y descomunitariza.”   

En suma.  A los contenidos específicos derivados de los campos en don-

de se puede observar tanto exclusión sociopolítica como cultural, es con-

veniente entonces generar condiciones institucionales para  la ampliación

de las posibilidades de respuesta pública, el mejoramiento de los recursos

organizativos de la sociedad en procura de la organización y formación de

demandas, y la convicción de que la respuesta pública alude a un espacio

multidimensional, tanto público como privado, que va mucho más allá del

tradicional enfrentamiento entre Estado y mercado como instrumentos de

asignación de recursos.

CONCLUSIONES

La noción de exclusión social es competente conceptualmente porque

permite captar procesos sociales que otros conceptos basados en la obser-

vación de privaciones materiales y de ingresos– especialmente la medición

de pobreza– no son capaces de observar.  La exclusión social es el resulta-

do de un proceso multidimensional, históricamente condicionado y sensi-

ble a variaciones en el ambiente político, económico y social. Los elemen-

tos que entran en la ecuación de la exclusión no están vinculados en cau-

salidades lineales sino en un proceso complejo de influencia recíproca.  La

noción de exclusión apunta más a la comprensión de los procesos y los

mecanismos institucionales que a la ponderación específica de la situación

particular.  Por último, los excluidos son colectividades, grupos sociales y

no individuos concretos.  

Lo que muestra exclusión es el proceso que la genera y no el dato que

indica una desventaja social relativa.  Esto es importante porque la idea

de exclusión o su opuesto positivo, integración social, no requiere de la



abolición de toda diferencia social.  Una política de integración social aspi-

ra a la eliminación de los mecanismos y prácticas institucionales que pro-

ducen exclusión social, pero no significa la superación de toda forma de

desventaja o desigualdad social.  En otras palabras, la medición del éxito

de las políticas para enfrentar las distintas formas de la exclusión social tie-

ne que ver con el desarrollo de un instrumental complejo de observaciones

cuantitativas y cualitativas, que permitan identificar formas y prácticas ins-

titucionales que generan exclusión y que indique los mecanismos que per-

mitan superarla, aun cuando las desigualdades persistan.

Comprendida entonces como expresión de la desventaja que grupos so-

ciales experimentan como resultado de la presencia de instituciones y prác-

ticas que discriminan o erosionan la satisfacción de sus derechos, la noción

de exclusión resulta esencial, en complemento de formas de medición de

desigualdad como la línea de pobreza y la distribución del ingreso,  para

el desarrollo de políticas de integración social.  Estas políticas, al igual que

el fenómeno que pretenden confrontar, son multidimensionales y heterogé-

neas:  se trata de la vinculación positiva entre formas de intervención, pú-

blica y privada, estatal y mercantil, familiar o comunitaria, que procuran la

disminución de la desigualdad o la desventaja social derivada de formas

institucionales y prácticas sociales. 

Algunas de estas prácticas y formas institucionales tienen efecto social

agregado porque no discriminan a los sectores sociales que afectan en ra-

zón de características específicas como el ingreso, la ocupación, el sexo.  La

exclusión sociopolítica tiene estas características.  Se trata de prácticas so-

ciales que disminuyen la satisfacción de los derechos civiles y políticos de

los ciudadanos porque niegan funciones básicas del ejercicio de la política

al sustraer la toma de decisiones del escrutinio público, evitar la supervi-

ción de la gestión institucional, distorsionar los propósitos de la función de

representación o simplemente apropiar recursos públicos para el bienestar

personal.  Incluso la exclusión autoinducida que se expresa en forma de

abstención electoral puede considerarse consecuencia de la valoración ne-

gativa de la ciudadanía respecto a la gestión política vigente.  Por otra par-

te, la exclusión política expresa una gravedad mayor por tratarse de una

forma de obstáculo a la posibilidad de incidencia de los distintos intereses

sociales respecto de la toma de decisiones sobre asuntos públicos; decisio-

nes que pueden al mismo tiempo generar otras formas de exclusión eco-

nómica o cultural.  Ello expresa con claridad la influencia circular, recípro-

ca, de las distintas formas de exclusión.

La exclusión cultural tiene que ver con un proceso mucho más comple-

jo y se manifiesta en efectos distribuidos socialmente.  Se trata, por un lado,

de la capacidad de acceso a las oportunidades derivadas de la revolución

de la información y las comunicaciones, posibilidad estrechamente ligada
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al desarrollo de las capacidades humanas por medio del proceso educati-

vo.  Pero el acceso a esta infraestructura y a esos medios simbólicos está

mediado, en lo cultural, no por razones de ingreso o clase social, sino por

desigualdades que no se originan en el proceso productivo: es el caso de

la exclusión en razón del sexo (género determinada), de la edad, la etnia

o especificidades como la religión o el país de origen.

Indudablemente la definición de estos órdenes de exclusión suponen

una mayor complejidad operativa porque algunos procesos simplemente no

son cuantificables o son difícilmente captables en encuestas de opinión.  Por

ello en términos metodológicos podemos advertir varias líneas de trabajo:

En primer lugar, la visibilización:  Una medición de exclusión supone la

observación de las distintas variables que entran en el análisis, su evolución

en el tiempo y su diferenciación por grupos específicos.  Así, por ejemplo,

el que las mujeres ocupen  alrededor del 12% de los puestos de elección

parlamentaria en América Latina indica un déficit en la satisfacción de los

derechos de ciudadanía política de las mujeres.  Pero ese déficit adquiere

la forma de exclusión cuando se constata su persistencia en el tiempo y la

ausencia de mecanismos correctivos.  

El segundo paso se relaciona con la formación de índices que perm i t a n

ponderar procesos políticos e institucionales.  Así, por ejemplo, el mayor

n ú m e ro de familiares en un gabinete presidencial o en fracciones legislati-

vas enuncia grados mayores de exclusión política.  La consulta del grado de

conocimiento de la opinión pública del significado de conceptos como dé-

ficit fiscal, inflación, tasas de interés, por ejemplo, puede ser indicativo del

grado de tecnocratismo de la toma de decisiones en política económica.

Del mismo modo, el número de decretos ejecutivos en pro p o rción de las

leyes aplicadas para la adopción de programas de re f o rma puede indicar

grados de transparencia y apertura a la búsqueda de opciones de política.

El tercer paso y final tiene que ver con la activación de mecanismos de

expresión ciudadana.  La exclusión social es también una categoría relativa

porque depende de la percepción de los grupos sociales.  Los excluidos en

una sociedad respecto de una determinada dimensión, pueden encontrarse

en mejor condición que los incluidos en la misma dimensión en otro país.

Por ello, la indagación directa de la percepción de exclusión, entendida co-

mo insatisfacción de derechos ciudadanos, es esencial para la orientación

de las políticas públicas orientadas a la integración social.  Lo mismo vale

para las opciones de política.  Lo que integra socialmente cambia de país

en país y de momento en momento.  Una política agresiva de alfabetiza-

ción puede ser inductiva de exclusión para grupos étnicos cuya superviven-

cia material y cultural depende mucho de la preservación de su lenguaje y

sus costumbres.

San José, 13 de agosto de 1999
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LOS DERECHOS FUNDAMENTALES COMO

REFERENTE DEL PARADIGMA DE CIUDADANÍA

CIVIL Y DE LA DEFINICIÓN DE LA FRONTERA

DE EXCLUSIÓN SOCIAL

JAIME ORDÓÑEZ1

HIPÓTESIS Y PROBLEMAS TEÓRICOS Y PRÁCTICOS DE LA PROPUESTA

Este trabajo procurar exponer el desarrollo de los derechos civiles y po-

líticos, así como los económicos, sociales y culturales en los últimos años,

tanto a nivel de su formulación normativa (tipicidad) como de los procedi-

mientos existentes para su exigibilidad por parte de los ciudadanos (justi-

ciabilidad) con el objeto de relacionar determinados niveles o umbrales de

verificación de tales derechos con los términos de ciudadanía civil.  

La hipótesis consiste en proponer la existencia de un conjunto de dere-

chos civiles y políticos, así como económicos, sociales y culturales (fijando

y definiendo índices mínimos de verificación) como parámetro para definir

la cuestión de los umbrales de ciudadanía.  El conjunto de esos índices mí-

nimos establecería una medida de vigencia fáctica de derechos ciudadanos

fundamentales que, a su vez, sentaría las bases para definir los términos de

inclusión-exclusión social.

1. El presente trabajo sintetiza dos esfuerzos conceptuales y técnicos.  Por un lado, desarrolla algunos extremos de

los resultados del Proyecto denominado ¨La igualdad de los modernos¨, en el cual el autor tuvo el honor de par-

ticipar, bajo la Dirección del Dr. Antonio A. Cançado Trindade, como parte del grupo de especialistas designa-

do por el Instituto Interamericano de Derechos Humanos (IIDH y  la Comisión Económica para América Latina

(CEPAL) para  el desarrollo de un estudio  sobre el desarrollo de los derechos económicos, sociales y culturales

en América Latina. Asimismo, retoma algunas investigaciones realizadas dentro del CES (Centro de Estudios Es-

tratégicos) durante 1997 y 1998 en relación con el eje temático tipicidad-exigibilidad desarrollado con motivo de

la investigación conjunta de A. Torrealba Navas y el suscrito,  dentro del marco del Proyecto sobre reforma del

Estado y descentralización.  En su última versión, se agradecen los aportes sustanciales de Vanessa Retana, in-

vestigadora del CES.  Esta comunicación retoma algunos de los desarrollos teóricos producidos por ambas in-

vestigaciones, de lo cual se deja constancia en las citas y créditos respectivos.  Adicionalmente, busca hacer una

propuesta integradora de los distintos elementos teóricos y prácticos para iluminar las relaciones entre indicado-

res fácticos y tipicidad y justiciabilidad jurídica, como un eje obligatorio para avanzar en la vigencia de los de-

rechos humanos económicos, sociales y culturales, así como en la construcción del llamado ¨paradigma de ciu-

dadanía¨ en la región.



La verificación y el ejercicio práctico de este conjunto de derechos fun-

damentales o derechos humanos, como se examina en páginas posteriores,

implica algunas dificultades y dudas de orden conceptual y fáctico, funda-

mentalmente en el ámbito de la tipicidad (formulación de la norma); esto

es, de los alcances de su protección legal y, en consecuencia, de su posi-

ble transgresión.  Esas dificultades son resultado de la distinta naturaleza de

los derechos civiles y políticos, por un lado, y de los  derechos económi-

cos, sociales y culturales, por otro lado.  Como se ha examinado profusa-

mente en la teoría de los derechos humanos, mientras los primeros impli-

can una obligación de no hacer por parte del Estado, los derechos econó-

micos, sociales y culturales implican justamente lo contrario:  una obliga-

ción de hacer por parte del Estado o la sociedad en su conjunto.  Ello im-

plica que ambos derechos tienen tipicidades, por naturaleza, esencialmen-

te distintas.  Por un lado, los derechos civiles y políticos protegen un esta-

do, situación y actividad completa, cuyo ejercicio y verificación no admite

límites ni dudas.  Por ejemplo, la libertad de reunión es plena o no es li-

bertad.  Igualmente, sucede con la libertad de expresión o las libertades po-

líticas .  En este sentido, se trata de una tipicidad completa, en el sentido de

que la norma jurídica (el artículo constitucional que tutela la libertad de ex-

presión, por ejemplo)  no admite duda en cuanto a su contenido, sus al-

cances y los hechos que podrían violar el valor tutelado.  

En el caso de los derechos económicos, sociales y culturales no es así,

pues su tipicidad resulta en muchos casos equívoca, elusiva o indeterm i n a-

da.  Veamos, por ejemplo, el caso del derecho a la educación.  Si acepta-

mos como cierto que la participación en el proceso educativo como estu-

diante es el hecho por medio del cual se realiza el derecho, lo cierto es que

la f ro n t e r a por medio del cual se realiza el valor protegido no es, sin em-

b a rgo, muy clara ni determinada.  Podría ser la educación primaria, o la

educación secundaria o, bien,  la educación universitaria, según el contex-

to o posibilidad económica de cada país.  De hecho históricamente ha sido

así en la evolución de muchas sociedades desarrolladas o en vías de desa-

r rollo durante el último siglo. Si la “frontera educativa” en muchos países

del mundo era la educación primaria hacia fines del siglo XIX, a inicios del

siglo XXI es la educación secundaria o, mejor aún en algunos otros países,

la universitaria.  Se trata de “fronteras cambiantes” , relativas al proceso his-

tórico, a los países específicos y sus posibilidades, a su evolución socioeco-

nómica e, inclusive, a su inserción o no en los bolsones de riqueza (o po-

b reza) de la nueva organización del poder económico mundial.  Por ejem-

plo, la “frontera educativa” en Suecia es hoy, a inicios del siglo XXI, sustan-

tivamente distinta a la de Haití o Paraguay. Esas fronteras tienen que ver con

las capacidades sociales que esos derechos o beneficios generan en cada

sociedad específica, lo cual implica un relativismo casi obligatorio de las
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f ronteras o los umbrales que verifican el disfrute de un derecho, así como

de la posible normativa (tipicidad ) promulgada socialmente para exigirlos.

Esta disgresión previa tiene un objetivo de orden metodológico.  Es ad-

vertir sobre las fortalezas y debilidades que tiene la teoría de los derechos

humanos (tanto los civiles y políticos, como los económicos, sociales y cul-

turales) como un instrumento que pueda contribuir para fijar límites o fron-

teras al fenómeno de la exclusión social.  Estas limitaciones tienen que ver

con las distintas facetas o perfiles de los valores que definen la ciudadanía.

Si la ciudadanía se puede definir como el disfrute de una serie de derechos

y valores que suponen integración y participación del individuo con su me-

dio, o bien del sentido de pertenencia a esa comunidad, ciertamente la teo-

ría de los derechos humanos parece haber desarrollado un nivel diferencia-

do en relación con los principales perfiles de la ciudadanía: el ámbito de la

libertad (derechos civiles y políticos) y el ámbito de la igualdad o el bie-

nestar material y del intercambio (derechos económicos, sociales y cultura-

les).  Mientras en el campo de los derechos civiles y políticos la comuni-

dad internacional ha desarrollado una frontera normativa que podríamos

llamar pétrea, con una tipicidad o formulación de la norma definida que

evidencia claramente los límites del derecho y su valor tutelado, en el ca-

so de los derechos económicos, sociales y culturales no es así.  Las zonas

de incertidumbre en muchos países en relación con los umbrales de esos

derechos (derecho a la educación, salud, vivienda, alimentación) constitu-

yen todavía una limitación que impide la exigibilidad social o justiciabili-

dad de estos.  

LOS DERECHOS HUMANOS (O DERECHOS FUNDAMENTALES

CIUDADANOS) COMO PARÁMETRO DE LA CIUDADANÍA CIVIL

La noción de derechos humanos se encuentra en evolución perm a n e n t e

y el debate relativo a su esencia ha sufrido una evolución y re - c o n c e p t u a l i-

zación constante y sucesiva.  Tres aspectos han sido, sin embargo, una cons-

tante analítica y axiológica de los derechos humanos:  la integridad huma-

na, la libertad y la igualdad. Los actuales sistemas normativos que contienen

d e rechos específicos y  sus correspondientes obligaciones para los Estados

han venido desarrollado una serie de producciones legales en el plano cons-

titucional, administrativo, del derecho civil y de familia, del derecho merc a n-

til y corporativo, el cual ha venido consolidando formas para re s g u a rdar su

p rotección. En términos generales, los avances sustantivos se han verificado

en el plano de los derechos civiles y políticos.  La gran tradición ideológica

del constitucionalismo francés y de su Código Civil, inspirada ideológica-

mente en la re f o rma política de la Ilustración, tiene que ser vista como la
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i m p ronta ideológica de una época que-desde la re f o rma republicana del si-

glo XVIII-marcó fundamentalmente el siglo XIX y los inicios del siglo XX.  

En este sentido, la visión tradicional de los derechos humanos los limi-

ta a su dimensión civil y política.  Se incluyen, en esta perspectiva, el de-

recho a la vida, libertad y seguridad; el derecho a no ser discriminado de-

bido a la raza, color, sexo, lengua, religión, clases social u opinión política;

el derecho a votar, la libertad de expresión y la libertad de prensa; el dere-

cho a no sufrir una invasión arbitraria a la privacidad, familia u hogar; y los

derechos legales como el derecho a un debido proceso y la presunción de

inocencia hasta que se demuestre la culpabilidad.

Los aspectos que conciernen a la dignidad económica y social del ser

humano han sido tratados de una forma más accesoria y, en consecuencia,

muestran un grado muy inferior de desarrollo.  Aunque debe evitarse efec-

tuar una distinción entre, por un lado, derechos civiles y políticos, y, por el

otro, derechos económicos, sociales y culturales (DESC), es definitivo que

los primeros son,  generalmente, conceptualizados como el grupo clásico

de derechos humanos, mientras que los segundos se asocian principalmen-

te con los desarrollos normativos y doctrinales que han tenido lugar desde

principios de este siglo.

LOS DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS

(LA DIMENSIÓN DE LA LIBERTAD EN EL PARADIGMA DE CIUDADANÍA)

La Declaración Universal de Derechos Humanos, adoptada por la Asam-

blea General de las Naciones Unidas en 1948, es, sin duda, el instrumento

en materia de derechos humanos más relevante a nivel internacional. A pe-

sar de carecer de carácter jurídicamente vinculante,  pues no es un tratado,

su valor moral y político es indiscutible2.

Durante el proceso de elaboración de la Declaración, se estimó conve-

niente emitir con posterioridad uno o varios textos de naturaleza conven-

cional que implicaran la obligación jurídica de respetar los derecho huma-

nos y, a su vez, crearan mecanismos internacionales para su promoción y

2. Máximo PACHECO indica que que “a pesar de las limitaciones e imperfecciones de la Declaración Universal de De-

rechos Humanos, ella ha ejercido durante cuarenta años una gran influencia.  Sus principios son considerados co-

mo un ideal que todos los pueblos deben alcanzar.  Es efectivo que en muchos países estos derechos no se cum-

plen, pero no por eso la Declaración deja de reconocerse como válida.” Véase “Los Derechos Fundamentales de

la Persona Humana”, in Estudios Básicos de Derechos Humanos II, San José, Instituto Interamericano de Dere c h o s

Humanos, 1995, p. 90.  Héctor GROS ESPIELL afirma, por su parte, que esto se debe a que “se le consideró como

una expresión de la costumbre internacional en la materia, o como una interpretación de la Carta a la que la co-

munidad internacional atribuyó reiteradamente fuerza vinculante, o como expresión de principios generales que,

por su naturaleza fundamental, poseían en sí mismos ese carácter. (...) La Declaración se ha transformado así en

un verd a d e ro mito, universal e intocable, en un texto siempre elogiado y en todas las ocasiones citado como ele-

mento de re f e rencia, cuyo obligatorio respeto se invoca y proclama constantemente.” Ver Estudios sobre Dere c h o s

Humanos II, Madrid, Editorial Civitas e Instituto Interamericano de Derechos Humanos, 1988, p. 31.
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protección.  Sin embargo, debido al tiempo transcurrido entre la Declara-

ción de 1948 y los dos Pactos, -uno de Derechos Civiles y Políticos, y otro

de Derechos Económicos, Sociales y Culturales-  ambos de 1966, la concep-

ción sobre lo que estos textos debían comprender también evolucionó.  El

resultado, producto de este proceso de maduración, fueron dos textos que

contienen derechos no incluidos originalmente en la Declaración, como el

derecho de libre determinación de los pueblos que se encuentra en las dos

Convenciones.  En la última fase de redacción de los Pactos, se decidió, asi-

mismo, elaborar un Protocolo Facultativo al Pacto de Derechos Civiles y Po-

líticos que, como innovación fundamental, comprendió un mecanismo de

comunicaciones individuales por violación de los derechos humanos3.

A pesar de que los dos Pactos son instrumentos relevantes en materia

de derechos humanos y han sido ratificados por Estados de diversas regio-

nes y sistemas políticos, ideológicos y sociales, el número de Estados Par-

te es aún muy bajo y, por otra parte, el sistema de aplicación y control del

Pacto de Derechos Civiles y Políticos no se ha revelado eficaz4.   Asimismo,

aunque existen diferencias entre los derechos civiles y políticos y los eco-

nómicos, sociales y culturales5, no debe olvidarse que se trata de meras ca-

tegorías formales,  pues los derechos humanos son integrales, interdepen-

dientes e indivisibles.  En efecto, de esta forma ha sido consignado en nu-

merosos textos internacionales y regionales en la materia6.  Asimismo, de-

bido a esta naturaleza, no es procedente efectuar una jerarquización de los

derechos humanos.

3. “El sistema de aplicación del Pacto de Derechos Civiles y Políticos reposa en la obligatoria remisión de informes

al Comité de Derechos Humanos que se establece en el Pacto (arts. 28-45).  Por medio de una declaración in-

dependiente de la ratificación o la adhesión, los Estados pueden reconocer la competencia del Comité para ac-

tuar en un contencioso interestatal por denuncias relativas a la violación del Pacto (arts. 41-42).  El Comité ejer-

ce, asimismo, respecto de los Estados partes en el Pacto que además lo sean del Protocolo Facultativo, la com-

petencia de recibir, tramitar y decidir las comunicaciones individuales por denuncias de violaciones (arts. 1-6 del

Protocolo).  La coexistencia de procedimientos internacionales, universales y regionales basados en estas comu-

nicaciones ha generado complejos problemas interpretativos, exitosamente salvados por la práctica internacional

de los útlimos años.” GROS ESPIELL (Héctor), op.cit. pp. 35-36.

4. “El contencioso interestatal previsto en el Pacto de Derechos Civiles y Políticos (art. 41) -solo dieciséis Estados

han hecho la declaración reconociendo la competencia del Comité para actuar en estos casos- no ha funciona-

do, como tampoco ha tenido aplicación en otros instrumentos universales y regionales, como es el caso de la

Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial (art. 11) y de la

Convención Americana sobre Derechos Humanos (art. 45).  Constituyen una excepción algunos ejemplos nota-

bles que han existido como consecuencia de la aplicación del sistema establecido por la Convención Europea

(art. 24). GROS ESPIELL (Héctor), op.cit. p. 37.

5. A sendas clasificaciones, se agregan actualmente los derechos humanos de la tercera generación o derechos de

solidaridad, como el derecho a la paz, el derecho al desarrollo y el derecho a un medio ambiente sano.

6. Héctor GROSS ESPIELL precisa que la noción holística de los derechos humanos “en cierta forma está implícita

en la Carta de las Naciones Unidas, se recoge amplía y sistematiza en 1948 en la Declaración Universal de De-

rechos Humanos y se reafirma definitivamente en los dos Pactos Universales de Derechos Humanos aprobados

por la Asamblea General en 1966 y en vigencia desde 1975, en la Proclamación de Teherán de 1968 y en la Re-

solución de la Asamblea General, adoptada el 16 de diciembre de 1977, sobre los criterios y medios para mejo-

rar el goce efectivo de los derechos humanos”, op.cit. p. 325.
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Los derechos civiles y políticos, a menudo denominados de la primera

generación, se encuentran en un nivel más consolidado en cuanto a su pro-

tección y definición de sus contenidos7. Se afirma que son derechos que im-

plican, en general, un deber de abstención por parte del Estado y, por con-

siguiente, requieren de una acción pasiva.  Indicar que la labor del Estado

requiere sólo de deberes de abstención no puede, sin embargo, hacerse de

forma categórica, porque, por ejemplo, esta significa no solo “el deber de

garantizar el orden público del que esos derechos pueden ejercer efectiva-

mente, de manera libre y no discriminatoria, sino también de establecer y

mantener las condiciones en que el orden -dentro del cual se ejerce la li-

bertad- exista efectiva y realmente.”  En este sentido, la obligación esencial

del Estado es la de no violar o lesionar los derechos civiles y políticos me-

diante la omisión o la acción, ya sea mediante un órgano o agente guber-

namental o a través de una persona que ejerza funciones gubernamentales

o administrativas. En el caso de los derechos civiles y políticos, el régimen

de protección internacional funciona –previo agotamiento de los recursos

internos– constatando si ha existido una acción del Estado que haya viola-

do el derecho protegido.

Cada uno de los Pactos Internacionales de Derechos Humanos contem-

pla distintos mecanismos de implementación de los derechos que protegen.

En el caso de los derechos civiles y políticos, al Pacto respectivo se le ha

adicionado un Protocolo Opcional citado con el procedimiento que permi-

te que los individuos presenten demandas por violación a sus derechos.   El

Pacto Internacional sobre Derechos Civiles y Políticos ha sido redactado

con más precisión jurídica e incluye más derechos que la Declaración Uni-

versal.  Verbigracia, el Pacto agrega el derecho de no negar a los miembros

de minorías étnicas, religiosas o lingüísticas, en conjunto con otros miem-

bros de su comunidad, de disfrutar su propia cultura, profesar y practicar

su religión y utilizar su lenguaje.  Otros derechos relevantes con los que in-

nova este texto, debido a que expresamente no son contemplados por la

Declaración Universal, son el derecho de no ser privado de libertad por la

imposibilidad de cumplir con una obligación contractual, el derecho de las

personas privadas de libertad de ser tratadas con humanidad y respeto por

su condición inherente de seres humanos, y el derecho de todo niño de ad-

quirir una nacionalidad y que se le acuerden medidas de protección con-

forme lo exige su condición de menor.  No obstante, la Declaración Uni-

versal también establece derechos importante no incluidos en el Pacto.  Es

el caso del derecho de propiedad, el derecho de buscar y disfrutar de asi-

lo y el derecho a la nacionalidad, en su dimensión genérica.  El derecho de

propiedad finalmente no fue incluido en el Pacto debido a que diferentes

7. Verbigracia, en el plano regional americano, la Convención Americana es profusa al declarar derechos civiles y

políticos, no así derechos económicos, sociales y culturales.



razones ideológicas y políticas, que representaban bloques en las Naciones

Unidas, no pudieron coincidir en su alcance y delimitación.

En las Américas, los derechos civiles y políticos protegidos regionalmen-

te son, esencialmente, aquellos consagrados en tres textos: la Carta Refor-

mada de la Organización de Estados Americanos (OEA), la Declaración

Americana de Derechos y Deberes del Hombre y la Convención America-

na sobre Derechos Humanos.  Los tres instrumentos se interrelacionan, mas

debe precisarse que la Declaración contiene tanto derechos civiles y políti-

cos, como también económicos, sociales y culturales, y es el documento

más amplio en cuanto a enumeración de derechos.  La Convención Ameri-

cana estipula fundamentalmente derechos civiles y políticos.  La Carta Re-

formada, si bien establece pocos derechos concretos, incluye “normas ge-

nerales económicas, sociales y culturales que, puede decirse, implican la

existencia de derechos en esos campos, cuya fuente de validez es la Decla-

ración Americana de Derechos Humanos (Buergenthal y Shelton, 1998).

Esta concepción clásica ha sido cuestionada.  Se afirma que su cobertu-

ra es muy limitada pues los derechos humanos re q u i e ren de un enfoque

más multidimensional y holístico.  En efecto, a los derechos civiles y políti-

cos se agregan decisivos derechos sociales, económicos y culturales (DESC),

que comprenden el derecho a un adecuado nivel de vida, el derecho a la

educación, el derecho al trabajo y el derecho a igual remuneración por igual

trabajo; el derecho de las minorías a disfrutar de su propia cultura, re l i g i ó n

y lenguaje.  Las minorías y aquellos grupos sociales que se encuentran en

desventaja, como las mujeres, los niños y los pueblos indígenas, adquiere n

una renovada importancia.  Esta evolución ha sido marcada por la celebra-

ción de tres recientes foros: la Cumbre Mundial sobre Desarrollo Social –ce-

lebrada en Copenhague en marzo de 1995–, la Conferencia de las Naciones

Unidas sobre Asentamientos Humanos (Hábitat II) –celebrada en Estambul

en junio de 1996-, y en la Cumbre Mundial sobre Alimentación –celebrada

en Roma en noviembre de 1996-.  Esto plantea con toda fuerza la impor-

tancia de los derechos económicos, sociales y culturales.

LOS DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES

COMO DERECHOS HUMANOS (LA DIMENSIÓN DE LA IGUALDAD EN EL

PARADIGMA DE CIUDADANÍA).

La interrelación entre los derechos civiles y políticos y los derechos eco-

nómicos sociales y culturales (DESC), como se ha dicho previamente,  no

permite una fácil analogía metodológica, desde el punto de vista de la crea-

ción normativa ni de su protección. Además de la diferencia sustantiva en

relación con el énfasis que confieren los derechos civiles clásicos y los
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DESC, se verifica también una diferencia fundamental en relación con el pa-

pel del Estado.  Los derechos civiles a menudo demandan, para su disfru-

te, una ausencia de interferencia del Estado, mientras que los DESC exigen

con frecuencia una acción decisiva del Estado para su protección y desa-

rrollo.  Desde luego que tampoco puede afirmarse categóricamente que los

derechos civiles y políticos requieran solo de obligaciones pasivas de abs-

tención por parte del Estado y, por el contrario, los DESC necesiten obliga-

toriamente la adopción de medidas activas por el Estado.

Aunque existe un grado de veracidad en la anterior aseveración, deben

efectuarse una serie de precisiones al respecto.  Por ejemplo, en algunos

aspectos del derecho a la educación, el cual constituye un llamado derecho

social, resulta altamente conveniente la inhibición del Estado, sobre todo en

aquellos casos que se busca preservar su libertad ideológica.  Igualmente

sucede con los derechos culturales, los cuales generalmente en América La-

tina fueron conculcados por el proceso aculturador del Estado centralista

que desconoció los particularismos étnicos, culturales, religiosos e ideoló-

gicos de muchos pueblos, al interior del Estado nacional.  Hay ejemplos so-

bre los derechos civiles y políticos en relación con los cuales el papel del

Estado es, más bien, conveniente y necesario para su desarrollo.  Un ejem-

plo son los derechos electorales que necesitan, para su efectividad, una de-

cisiva participación ordenadora y financiadora de las autoridades electora-

les para hacer posible su realización, actividad que no puede ser nunca de

interferencia ideológica pero sí de dotación de la infraestructura y recursos

para que la libre competencia electoral, la equidad y la participación ciu-

dadana sean posibles.  En síntesis, si bien la tipicidad normativa de ambos

derechos supone, en su esencia, un distinto rol del Estado, ello no implica

una distinción tajante y antipódica sobre su implementación y promoción.

Por otra parte, persiste el problema de si es posible procurar exigibili-

dad jurídica a los DESC.  No puede obviarse que deben superarse una se-

rie de problemas ideológicos, relativos a la función del Estado y la socie-

dad, así como en lo relativo a los objetivos de redistribución y búsqueda

de la equidad social y la dignidad humana.  Comprometerse a ese nivel,

significa, en efecto, establecer un compromiso serio con la integración so-

cial, la solidaridad y la igualdad, incluyendo la discusión, siempre conflic-

tiva, relativa a la distribución del ingreso.  Los DESC implican una preocu-

pación esencial por los grupos más vulnerables, como aquellos menos fa-

vorecidos económicamente y,  de esta manera,  la decisión de promoción

de estos derechos corresponde al campo de las políticas económicas y las

políticas sociales.  El problema de su implementación se encuentra lógica-

mente ligado a las posibilidades materiales que tienen muchos Estados con

recursos limitados.  Esta es la razón por la que se estima, en muchas opor-

tunidades, que el concepto de aplicación progresiva implica en la práctica
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inexigibilidad de los DESC.  Esta noción únicamente permite que los Esta-

dos adquieran la obligación de incorporarlos en forma paulatina8.  De

acuerdo con las exigencias de los instrumentos internacionales de las últi-

mas décadas, los Estados tienen el deber de garantizar un umbral mínimo

de DESC, independientemente del nivel de desarrollo económico. Por otro

parte, a pesar del escepticismo reinante hace apenas unos decenios, los de-

rechos fundamentales han llegado a constituir, en el nivel nacional y regio-

nal, un instrumento de legitimación de los ordenamientos jurídicos de las

democracias occidentales.  Es difícil encontrar un cuerpo constitucional que

no contenga un capítulo o un conjunto de normas referidos a los DESC co-

mo un componente consustancial del conjunto de derecho ciudadano9.

En algunos casos, se presentan problemas de incertidumbre, no solo en

la clasificación sino, además, en los instrumentos de protección.  Los dere-

chos sindicales y los derechos de propiedad son a menudo citados como

de difícil clasificación en las dos categorías citadas.  En el sistema europeo,

el derecho a la educación y los derechos culturales se consideran en con-

junto con los derechos civiles y políticos.  Por ejemplo, el derecho a la edu-

cación se encuentra en el Protocolo 1 de la Convención Europea sobre De-

rechos Humanos y no en la Carta Social Europea.  No obstante, es claro

que los DESC requieren urgentemente de medidas creativas que formulen

métodos más precisos que permitan su consolidación.  En vista de la inte-

gralidad de los derechos humanos, el menoscabo en la implantación de los

DESC lesiona directamente el desarrollo de los derechos civiles y políticos.

Sin duda alguna, esta situación amenaza los principios fundamentales del

sistema internacional de derechos humanos.  En este ámbito se pugna ló-

gicamente por fortalecer el Pacto Internacional de Derechos Económicos,

Sociales y Culturales10.

8 . “Los DESC han sido comparados con los derechos civiles y políticos de acuerdo con ciertas características que pa-

recen diferenciarlos.  Generalmente los derechos civiles y políticos son considerados inmediatamente exigibles por

parte de sus titulares.  Los Estados no puede condicionar su vigencia a la escasez de recursos.  Es así como el de-

recho a la vida, a la integridad personal, a la libertad, entre otros, deben ser respetados y garantizados en su inte-

gridad y sin condicionantes.” RODRÍGUEZ PINZÓN (Diego), MARTÍN (Claudia), OJEA QUINTANA (Tomás), La Di-

mensión Internacional de los Derechos Humanos. Guía para la Aplicación de Normas Internacionales en el Dere c h o

I n t e rn o, BID y American University, Washington, D.C., 1999, p. 340.  No obstante, como se anotó previamente, es-

ta afirmación no es categórica en vista de que existen DESC que son inmediatamente exigibles.

9 . “Los derechos fundamentales, a los que Max Weber calificara con cierto aire de desprecio intelectual como ex-

presión de ‘fanatismo racionalista’, constituyen hoy, a pesar de no estar clara su fundamentación epistemológi-

ca y valorativa, una pieza clave de los órdenes jurídicos de las democracias occidentales.  Y lejos de encarnar el

dicho weberiano, se erigen, cada vez más, en columnas centrales del equilibrio político y social, a la par que

permiten mantener aún viva la distinción, típica de la mejor tradición liberal, entre la vida privada y la vida pú-

blica, entre la sociedad civil y la superestructura tecnocrática del poder.” ROBLES MORCHON (Gregorio), Los De-

rechos Fundamentales en la Comunidad Europea, Madrid, Editorial Ceura, 1988,  p. 11.

10. En 1996 se cumplió el trigésimo aniversario de la adopción del Pacto y el vigésimo aniversario de su entrada en

vigor. El Pacto cuenta con 135 Estados Partes. Ver Plan de acción para mejorar la aplicación del Pacto Interna -

cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Dere-

chos Humanos y el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, at http://www.unhchr.ch 
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Por otro lado, como se dijo, está el problema de la justiciabilidad.  Las

obligaciones asumidas por los Estados y, en consecuencia, por la comuni-

dad internacional, en los instrumentos internacionales referidos a los dere-

chos humanos deben ser implementadas de buena fe11.  Aunque este prin-

cipio se aplica en todo el sistema de derechos humanos actual, existen mu-

chos obstáculos para su aplicación efectiva, entre ellos, la negación de los

DESC y el lento proceso para clarificar su contenido y las correspondientes

obligaciones.  Los fundamentos que llevaron a la Asamblea General a incli-

narse por dos Pactos aún son razones -no siempre bien fundamentadas-

que se utilizan hoy en día acerca de la necesidad de separar esas dos “ca-

tegorías” de derechos.  En esa oportunidad, se estimó que los derechos ci-

viles y políticos eran absolutos e inmediatos, mientras que los DESC eran

programáticos y debían ser consolidados gradualmente; en consecuencia,

su naturaleza como derechos se encontraba claramente cuestionada.  

Una presunción similar, la cual fue ponderada también en aquella opor-

tunidad, está también relacionada con el problema de la justiciabilidad12.

En este sentido, se estimó que los derechos civiles y políticos eran justicia-

bles pues podían ser fácilmente aplicables por las cortes -y cuerpos judicia-

les de similar naturaleza-, mientras que los DESC tenían una naturaleza más

política.  Inclusive, se consideró que los derechos civiles y políticos eran

“gratis” pues no implicaban gasto alguno.  Se asumió, además, que su con-

tenido esencial se encontraba relacionado con las obligaciones de los Esta-

dos de no interferir con la integridad y libertades del individuo. Por el con-

trario, en cuanto a los DESC, su implantación se calificó como onerosa, al

entenderse como la obligación del Estado de proporcionar seguridad social

al individuo.  Los argumentos se centraron, entonces, en el problema rela-

tivo a las diferencias en las obligaciones estatales que emanan de los dos

conjuntos de derechos.  Se esperaba que aquellos Estados que no quisie-

ran asumir las obligaciones derivadas de los DESC, se comprometieran al

11. Esta es una disposición de carácter general incluida en el artículo 26 de la Convención de Viena sobre el Dere-

cho de los Tratados de 1969.

12. “La efectividad en la protección internacional de los DESC tiene dos dimensiones fundamentales:

1) La vigilancia y supervisión internacional de la adecuada implementación de los DESC en general, y 2) La apli-

cación en casos concretos de las normas que reconocen dichos derechos.

Los primeros generalmente están relacionados con las políticas legislativas y/o presupuestarias de los Estados, y

la segunda con la exigibilidad de ciertos DESC específicos en tribunales judiciales u otros órganos de adjudica-

ción de derechos.” RODRÍGUEZ PINZÓN (Diego), MARTÍN (Claudia), OJEA QUINTANA (Tomás), op.cit. p. 357.

El tema de la justiciabilidad -entendida como la posibilidad de reclamar ante un juez o tribunal de justicia el cum-

plimiento al menos de algunas de las obligaciones que constituyen el objeto del derecho- de los DESC resulta

problemático debido a la concepción de progresividad discutida.  Mas hoy en día se reconoce que algunos de

estos derechos son de aplicabilidad inmediata, por ejemplo, poseen esta naturaleza algunos derechos sindicales,

la igualdad de remuneración por trabajo igual y el derecho a la educación primaria obligatoria gratuita. Sobre el

particular, ver CANÇADO TRINDADE (Antonio), “Reflexiones sobre el Futuro del Sistema Interamericano de Pro-

tección de los Derechos Humanos”, in MENDEZ (Juan E.) y COX (Francisco)  (Editores), El Futuro del Sistema

Interamericano de Protección de los Derechos Humanos, San José, Instituto Interamericano de Derechos Huma-

nos, 1998, p. 578.
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menos a ratificar un instrumento que solo contuviera derechos civiles y po-

líticos. Sin embargo, las predicciones resultaron equivocadas en vista de

que casi todos los países que han suscrito el Pacto sobre Derechos Civiles

y Políticos han también adoptado el Pacto sobre Derechos Económicos, So-

ciales y Culturales.

Aunque los DESC están reconocidos en muchos de los principales trata-

dos internacionales en materia de derechos humanos, a nivel de Naciones

Unidas es pertinente destacar otros tres instrumentos relevantes en la ma-

teria: la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas

de Discriminación Racial, la Convención sobre la Eliminación de todas las

Formas de Discriminación contra la Mujer y la Convención sobre los Dere-

chos del Niño.  En el nivel regional, en la IX Conferencia Internacional

Americana, celebrada en Bogotá en 1948, se emitió la Declaración Ameri-

cana de los Derechos y Deberes del Hombre. El Protocolo Adicional a la

Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos

Económicos, Sociales y Culturales13, aprobado y firmado en San Salvador, El

Salvador, en la XVIII Asamblea General de la OEA el 17 de noviembre de

1988 (“Protocolo de San Salvador”), constituyó una señal de maduración en

la toma de conciencia de la importancia de los DESC en el plano regional14.

Los DESC, que han sido más directamente promovidos en los últimos

años por los instrumentos internacionales de derechos humanos, coinciden,

en general, con las políticas públicas en materias de inversión social den-

tro del llamado Estado de bienestar.  En algunos de esos casos, el proble-

ma consiste en la vaguedad terminológica, cuando se utilizan términos co-

mo –el derecho a una calidad de vida digna– o, bien, de orden normativo

para fijar las tipicidades, tal y como se ha reiterado con anterioridad.  

El derecho a una calidad de vida digna .  Esencialmente, tres instrumen-

tos internacionales en derechos humanos garantizan el derecho a la salud

y a un nivel adecuado de vida15.  Si bien el contenido de la expresión

13. Los principios y normas del sistema regional de protección de los derechos humanos se encuentra en la Decla-

ración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, en la Carta de la OEA, en la Convención Americana so-

bre Derechos Humanos -la base del sistema-, sus dos Protocolos (el Protocolo Adicional en Materia de Derechos

Económicos, Sociales y Culturales de 1988 y el Protocolo Relativo a la Abolición de la Pena de Muerte de 1990),

y las Convenciones sectoriales de protección (la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortu-

ra de 1985, la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas de 1994, y la Convención In-

teramericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer de 1994).

14. La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre establecía ya en su preámbulo que los pue-

blos americanos “tienen como fin principal la protección de los derechos esenciales del hombre y la creación de

circunstancias que le permitan progresar espiritual y materialmente.”  La Declaración incorpora también la no-

ción de incorporación progresiva de los derechos humanos en general. Asimismo, entre los derechos que pro-

tege el Protocolo de San Salvador se encuentran los artículos 11, 12 y 13 que garantizan los derechos a la salud,

a un medio ambiente sano, a la alimentación y a la educación, respectivamente. Ver RODRÍGUEZ PINZÓN (Die-

go), MARTÍN (Claudia), OJEA QUINTANA (Tomás), op.cit. p. 342.

15. Se trata de: (i) la Declaración Universal de Derechos Humanos, artículo 25(1) que dispone que todos tienen de-

recho a un nivel de vida adecuado para la salud y su bienestar y el de su familia; (ii). el Pacto Internacional so-

bre Derechos Económicos, Sociales y Culturales, cuyo  artículo 11 establece que los Estados Partes reconocen el
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“nivel de vida adecuado” no ha sido definido precisamente, el artículo 25

de la Declaración Universal de Derechos Humanos incluye una aproxima-

ción valiosa.  En efecto, este instrumento indica que ostentar un nivel de

vida digno significa tener comida, vestido, vivienda, atención médica y los

servicios sociales necesarios.  Por su parte, la Convención sobre los Dere-

chos del Niño también incluye un enfoque integral sobre la calidad de vi-

da.  El ser humano requiere, sin duda, satisfacer más que sus necesidades

básicas para aspirar a una condición de vida satisfactoria.  Ese contenido

tiene una arista cultural que no puede, en todo caso, precisarse ya que de-

pende de la sociedad a la que se haga referencia.  En términos materiales,

un nivel apropiado de vida ha sido dimensionado como aquel que se en-

cuentra sobre la línea de pobreza de la sociedad a la que se haga referen-

cia.  Los componentes fundamentales de este derecho son el tener acceso

a una alimentación apropiada -tal vez el componente que se consigna con

frecuencia como el más importante, asistencia adecuada –que, a su vez,

comprende la asistencia médica necesaria–, y una debida prevención y con-

trol de las enfermedades.

El derecho a la vivienda se ha delimitado como aquel que comprende

privacidad adecuada, espacio y seguridad, luz y ventilación apropiadas, in-

fraestructura y locación adecuadas con relación al lugar de trabajo y a las

facilidades básicas. En foros recientes se ha constatado que existe un dis-

tanciamiento entre los derechos relativos a la vivienda y la realidad. Inclu-

sive, en regiones del mundo desarrollado, como la Unión Europea, al me-

nos cinco millones de personas se encuentran sin hogar hasta el momento

y las políticas para dotar de vivienda a los individuos no son consecuentes

con el número de personas que la requieren.  Es abundante la cantidad de

instrumentos internacionales que contienen el derecho a la vivienda16.

Existen dos conjuntos de derechos que a menudo se imputan al dere-

cho a la salud. En primer lugar, su protección puede implicar legítimamen-

te la limitación de otros derechos humanos y, además, el derecho a la sa-

lud crea derechos para los individuos y correlativas obligaciones para los

gobiernos.  Asimismo, las limitaciones de otros derechos humanos, genera-

das por la aplicación de este derecho, han sido ampliamente desarrolladas

por la tradición de la salud pública, mas el escrutinio que se efectúa sobre

derecho a un adecuado nivel de vida para los individuos y sus familias y: (iii) la Convención sobre los Derechos

del Niño, en donde el artículo 27 consagra el derecho de todo niño a un nivel de vida adecuado para su desa-

rrollo físico, mental, espiritual, moral y social.

16. Entre ellos se encuentran la Declaración Universal de Derechos Humanos -en el artículo 25(1)-, la Convención

Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial -en el artículo 5(e)(iii)-, la Con-

vención sobre los Derechos del Niño -en el artículo 27-, la Convención sobre la Eliminación de Todas las For-

mas de Discriminación contra la Mujer -en el artículo 14(2), la Convención para la Protección de los Trabajado-

res Migrantes y sus Familias -en el artículo 43-.  Sin embargo, los derechos de vivienda aplicables a la sociedad

en su conjunto han sido excluidos de los principales instrumentos regionales en materia de derechos humanos

como el Protocolo de San Salvador.



su adecuada utilización es un campo nuevo.  El reconocimiento internacio-

nal del derecho a la salud no significa, lógicamente, que toda persona tie-

ne el derecho a ser saludable obligatoriamente.  Ni los gobiernos ni los in-

dividuos pueden asegurar un estado específico de salud pues este es influi-

do por la herencia del individuo y por el ambiente.

Asimismo, el derecho a la salud no goza de un reconocimiento intern a-

cional.  Una de las razones es de carácter económico, debido a que signifi-

ca una inversión onerosa para los gobiernos garantizar una satisfacción in-

dividual de este derecho.  El segundo motivo es que los factores que dismi-

nuyen o fortalecen el derecho a la salud abarcan aspectos complejos que

van más allá del sector salud y que comprenden, en el nivel social, el gra-

do de desarrollo y, en el ámbito individual, el acceso al empleo y/o la ge-

neración de ingresos, el acceso a la vivienda, a una nutrición adecuada, al

recurso agua y a un estado de salud apropiado que, de acuerdo con la Or-

ganización Mundial de la Salud, incluye bienestar social (Tomasevsky, 1992).

La relación entre el derecho de propiedad y los derechos económicos y

sociales es ciertamente polémica.  Sin embargo, si se considera que un efec-

tivo desarrollo de los derechos sociales requiere de una efectiva redistribu-

ción de la riqueza y del acceso a los recursos, el derecho a la propiedad

protege los derechos adquiridos y se encuentra, en consecuencia, en con-

cordancia con los primeros.  En su concepción clásica, el derecho de pro-

piedad se circunscribe a resguardar la institución de la propiedad privada

de las intervenciones arbitrarias.  No obstante, el derecho de propiedad, en

un sentido general, que contribuya a ensalzar una adecuada calidad de vi-

da para los individuos no entra en conflicto con la protección de los dere-

chos económicos y sociales.  El artículo 17 de la Declaración Universal de

Derechos Humanos consagra el derecho de toda persona de gozar de la

propiedad, tanto individualmente como en asociación con otros. Sin embar-

go, durante la redacción del Pacto Internacional sobre Derechos Económi-

cos, Sociales y Culturales y del Pacto sobre Derechos Civiles y Políticos,

considerables esfuerzos se llevaron a cabo para procurar incluir el derecho

de propiedad, mas los intentos fueron infructuosos.  Sin embargo, en ins-

trumentos regionales sí ha sido posible incluir el derecho de propiedad por-

que las condiciones legales y sociales son más similares.  Por ejemplo, el

artículo 1 de la Convención Europea sobre Derechos Humanos garantiza el

derecho de toda persona física o jurídica de gozar pacíficamente de sus po-

sesiones y delimita las condiciones necesarias para las interferencias en el

disfrute del derecho de propiedad.

Por su parte, el derecho al trabajo y los derechos laborales constituyen,

en criterio de muchos, no únicamente derechos socioeconómicos sino tam-

bién derechos fundamentales cuyo común denominador es el trabajo.   En

su sentido tradicional -y además limitado- el trabajo ha sido concebido
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como una forma de mera supervivencia económica.  En el siglo XX, sin

embargo, esta noción ha evolucionado para ser adaptada a una visión más

integral.  En efecto, en la actualidad el trabajo es dimensionado en su in-

terdependencia con las condiciones laborales, la justicia social y la paz uni-

versal.   Inclusive, las percepciones más modernas lo ubican como un va-

lor humano, una necesidad social y un medio para la realización personal

y el desarrollo de la personalidad17. La legislación laboral internacional sur-

gió mucho antes de que se estableciera un marco integral de los derechos

humanos, aunque limitada a algunas categorías de trabajadores y con ob-

jetivos fragmentarios en cuanto a la amplitud de la protección proporcio-

nada.  Este tipo de legislación ha sido ampliamente desarrollada por la Or-

ganización Internacional del Trabajo (OIT).  Después de la Segunda Gue-

rra Mundial, los esfuerzos por legislar a escala internacional los problemas

relativos al trabajo emergieron en el Derecho de los derechos humanos,

tanto a nivel universal como regional. Hoy en día el derecho al trabajo y

los derechos laborales se encuentran en instrumentos diversos emitidos

por las Naciones Unidas, por la OIT, así como por sistemas regionales en-

cargados de la protección de los derechos humanos en Europa (bajo la tu-

tela del Consejo de Europa), en América (Organización de Estados Ameri-

canos, OEA) y África (Organización por la Unidad Africana, OUA).

Se ha afirmado, tentativamente, que el espectro de los derechos relacio-

nados con el trabajo se puede dividir en las siguientes subcategorías: de-

rechos relativos al empleo (libertad de trabajar fuera de un marco de es-

clavitud y/o de no tener un trabajo forzado y obligatorio, libertad de tra-

bajo, etc.); derechos derivados del empleo (como el horario de trabajo, va-

caciones anuales remuneradas, etc.); igualdad de tratamiento y derechos

de no discriminación; derechos instrumentales (libertad de asociación, li-

bertad de organizarse, etc.).  Por último, por ser un tema de actualidad,

conviene subrayar que una de las dificultades singulares que han debido

afrontar los derechos relativos al trabajo, cuando su positivización no se ha

alcanzado, ha sido el argumento que alega su supuesta incidencia en el de-

terioro de la competitividad.  Este tema surgió con renovado vigor duran-

te las negociaciones relativas al dumping social y las cláusulas sociales de

la Ronda Uruguay del Acuerdo General sobre Aranceles y Tarifas (Gene-

ral Agreement on Trade and  Tariffs, GATT).

17. DRZEWICKI (Krysztof), “The Right to Work and Rights in Work”, in Economic, Social and Cultural Rights. A Text-

book., op.cit. p. 169.
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LOS DERECHOS ECONÓMICOS COMO INSTRUMENTO

PARA DEFINIR EL UMBRAL DE CIUDADANÍA Y

SU CARÁCTER DE INDICADOR MÍNIMO DE INCLUSIÓN SOCIAL

Los derechos humanos constituyen un referente para fijar los límites o

fronteras del umbral de ciudadanía.  El paradigma de ciudadanía, o disfru-

te de los derechos fundamentales esenciales, fijaría el ámbito o espacio en

el cual las personas verifican los valores de integración, participación y/o

pertenencia que supone la inclusión social versus exclusión social (al res-

pecto, véase el trabajo de Sojo en este volumen).  De esta forma se propo-

ne, adicionalmente,  el concepto de umbral de ciudadanía como aquella

frontera de disfrute fáctico de una serie de derechos civiles y políticos, así

como  económicos, sociales y culturales que permiten el desarrollo de los

llamados derechos y valores ciudadanos. 

El proceso de construcción de esos derechos ha sido el resultado de un

amplio proceso de consolidación histórica de exigencias ético-jurídicas de

carácter universal.  Como ha sido desarrollado en los últimos años18, se tra-

ta de un conjunto de valores de realización interactiva y sistémica, lo cual

significa que la satisfacción de sus objetivos solo resulta posible a partir de

la simultánea realización de los valores y objetivos de los otros derechos

que forman parte del sistema.

En la siguiente tabla, las columnas A, B y C expresan áreas de derechos-

valores económicos, sociales y culturales que constituyen los pilares del

1 8 . Ver CEPAL-IIDH, La igualdad de los modern o s (Reflexiones acerca de la realización de los derechos económicos,

sociales y culturales en América Latina)  San José-Santiago, 1998. Para un trabajo integrativo, véase CANÇADO

TRINDADE, Antonio, La relación entre el desarrollo sustentable los derechos económicos, sociales y culturales: ten-

dencias re c i e n t e s . Estudios Básicos de Derechos Humanos, IIDH, SanA José, Costa Rica. 1995.

Tabla 1

Conjunto de Derechos Humanos y

Valores Componentes del Umbral de Ciudadanía

Umbral de Ciudadanía

Derechos-Valores

Económicos

• D e recho a la participación

económica, 

• Derecho al comercio, 

• Derecho a la satisfacción de

necesidades básicas, 

• Derecho a la organización de

empresas, 

• Derecho a la afiliación sindi-

cal, organización cooperativa

o similar.

Derechos-Valores

Sociales

• derecho a la educación, 

• derecho a la salud, 

• derecho a la vivienda, 

• derecho a la alimentación,

• derecho al trabajo.

Derechos-Valores

Culturales

• Derecho al genérico acceso a

la cultura como resultado de

una prestación estatal,

• Derecho al desarrollo de ma-

nifestaciones culturales pro-

pias (religión, lengua) 

• D e recho a la expresión de

cualquier manifestación ideoló-

gica, estética, ética o filosófica.
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umbral de ciudadanía (en tanto zona de confluencia e interacción sistémi-

ca de las tres variables).

La correlación de los elementos que conforman cada grupo de dere c h o s

v a l o res, tiene también un carácter múltiple e interactivo (Canado 1992; Ord ó-

ñez y Vásquez 1991), según el cual los elementos de cada universo encuen-

tran relación con los otros en toda las relaciones posibles y funcionan como

constantes de  realización de  dere c h o - v a l o r, en  el tanto intersectan   los tre s

ámbitos (económicos, sociales y culturales), generando dinámicas de re a l i z a-

ción compartida (Sosnowski, 1999)1 9.  Esta característica es importante, por-

que desde el punto de vista de la construcción del umbral de ciudadanía,

pues no existen aquí derechos o valores con prioridad jerárquica, lo cual tie-

ne implicaciones prácticas y directas en las políticas de desarrollo social ya

que comprende la realización de consumos esenciales y la participación de

i n t e rcambios (Sen, 1981).  De lo anterior se deduce que existen dos factore s

operantes.  Por un lado, están los bienes que permiten participar en las re-

des sociales de intercambio, las cuales pueden expresarse en distintos nive-

les o capacidades.  Por otra parte, están los bienes que realizan consumos

esenciales, los cuales podemos denominar también como seguridades.

LAS SEGURIDADES O CONSUMOS ESENCIALES

Por un lado, las seguridades o consumos esenciales son categorizados

individual o familiarmente, para efectos prácticos y estadísticos.  Las segu-

ridades o consumos esenciales se refieren a aquellos satisfactores de nece-

sidad mínimas biológicas.  En términos generales, esos satisfactores (y los

indicadores de satisfacción de necesidades mínimas) tienen que ver con

aquellos requerimientos esenciales para la manutención humana, y cuya sa-

tisfacción es (o debería ser) imperiosa, independientemente del contexto

social o histórico en que se presenten.  Dentro de este ámbito, se compren-

den aquellos mínimos biológicos en materias como salud, alimentación,

vestuario, vivienda.   En este campo, se plantean fronteras de bienestar mí-

nimo con base en los cuales se busca establecer un indicador comparativo

(sobre la base de criterios establecidos) en función de un referente social

específico; es decir, una sociedad con sus propios patrones de normalidad.

Sin embargo, no existe todavía una tipicidad jurídica  a nivel internacio -

nal o, bien, nacional en el caso de los consumos esenciales.  La inexisten-

cia de tipicidades normativas que creen obligaciones en esta materia

19.   En tal sentido, debe verse la Resolución No. 41-128 de la Asamblea General de la ONU, especialmente el Artícu-

lo 6, Párrafo 2.– Todos los derechos humanos y las libertades fundamentales son indivisibles e interdependien-

tes, debe darse igual atención y urgente consideración a la aplicación, promoción y protección de derechos ci-

viles, políticos, económicos, sociales y culturales–.  



desnudan los amplios espacios de trabajo aún pendientes en el campo del

derecho internacional de los derechos humanos, así como en el derecho

constitucional y el derecho interno sustantivo de los países.

LA CREACIÓN DE CAPACIDADES O

LA PARTICIPACIÓN EN INTERCAMBIO-SOCIAL

El llamado umbral de ciudadanía tiene que ver con el establecimiento

de mínimos competitivos que permitan en lo fundamental la creación de

capacidades sostenidas en el largo plazo, a la par de las seguridades o con-

sumos esenciales.  Desde luego, las consideraciones de políticas públicas

deberán estar atemperadas por las circunstancias transicionales de cada país

y contexto determinado, lo cual puede obligar a grandes inversiones co-

yunturales en materia de seguridades o consumos esenciales.  Sin embar-

go, la sostenibilidad del modelo únicamente se garantiza por la inversión

social en el ámbito de las capacidades, las cuales corresponden general-

mente a los programas de inversión social universal.

A modo de conclusión la tabla siguiente resume un modelo de indica-

dores sintéticos, según la propuesta de CEPAL-IIDH. 

EL PROBLEMA DE LA TIPICIDAD Y LA EXIGIBILIDAD.
UN EJEMPLO EN EL ÁMBITO DE LA REFORMA INSTITUCIONAL.

Como ha sido planteado por parte de la comunidad científica jurídica en

los últimos años, el desarrollo de los derechos económicos sociales y cultur-

ales no será posible hasta que —a la par del desarrollo de un modelo de indi-

c a d o res sintéticos— se definan claramente los niveles tipicidad y exigibilidad

de las normas.  Por tipicidad re f i e ro lo que en idioma inglés se ha llamado

legal rights y por exigibilidad lo que se ha denominado como j u s t i c i a b i l i t y .
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Realización de Consumos Esenciales

(Satisfacción de Necesidades Mínimas Biológicas)

• Alimentación,

• Vivienda,

• Salud

• Seguridad social (contra amenazas a la vida).

Inversión Asistencialista

Creación de Capacidades y Participación

(Satisfacción del Umbral de Ciudadanía)

• Ingreso mínimo

• Educación

• Trabajo estable

• Acceso a información

• Participación política

Inversión potenciadora

Tabla 2

Indicadores Sintéticos de Consumos Esenciales,

Creación de Capacidades y Participación
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En términos generales la construcción normativa se puede describir de

la siguiente manera:  Una vez determinado el umbral fáctico al cual se

refiere el valor protegido (determinado por un indicador dado), inmediata-

mente procede realizar una suerte de ¨protección jurídica¨del umbral defi-

nido por el indicador.  Esta protección será posible únicamente a partir del

desarrollo de la definición de un umbral de protección legal (zona norma-

tiva) consistente en la tipicidad, o creación del tipo jurídico.  Posteriormen-

te, una vez cumplido este segundo paso de configuración de la tipicidad,

el proceso de construcción jurídica se completa mediante la creación del

mecanismo efectivo que —sustancial y procesalmente— permita la  recla-

mación del derecho; es decir, la activación de los mecanismos jurisdiccio-

nales para obligar a su vigencia o reparación cuando así se considere opor-

tuno.  Este último o tercer paso es lo que llamamos tipicidad o exigibilidad.  

El desarrollo de estos tres pasos supone una secuencialidad de orden

causal conceptual y, además, temporal.  La definición de la tipicidad (es de-

cir, de la característica legal del derecho) no es posible sin la definición pre-

via de un indicador y el análisis concreto de una especie fáctica en examen

que permita “activar el indicador”.  De la misma manera, la definición de

los mecanismos y los instrumentos de la exigibilidad o la justiciabilidad no

son posible sin la definición previa, a su vez, de la tipicidad o fijamiento de

la frontera jurídica del valor (véase abajo).  Las zonas donde se indican dis-

funciones o distorsiones ocurren por no atender correctamente las correla-

ciones entre valores u objetivos (de carácter técnico, político o económico)

y los indicadores  que puedan funcionar como parámetros para la medición

de resultados o definición de exigencias. Asímismo, existen disfunciones

también en aquellos casos donde, aún el evento de que se puedan haber

establecido aceptablemente las formas de tipicidad (definición del ámbito

jurídico que definen el derecho), no existe un adecuada solución al proble-

ma de las normas instrumentos (procedimentales) que garantizan la exigi-

bilidad o la justiciabilidad del derecho.  Estas disfunciones pueden ser ex-

plicadas también a partir de tablas analíticas referidas a la correlación entre

objetivos, categorías, concepto e indicadores (váse más adelante).
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Gráfico 1

Determinación del Indicador Funcional como

Presupuesto de la Tipicidad y la Exigibilidad-Justiciabilidad.

Zona de Disfunción

1 2

Definición Determinación

Del Valor del indicador que protege 

(Ámbito de reforma la realización del valor

constitucional)  UMBRAL DE CIUDADANÍA.

(Documento técnico. (World Bank,

IDB, UNDP,  fuente nacional eco-

nómica o estadistica, etc.)

3

Definición de la TIPICIDAD o ámbito de protección

jurídica del valor y del umbral del valor protegido

por el indicador (Desarrollo de la ley sustantiva: ley

de administración pública, ley de administración fi-

nanciera, ley de Reforma Tributaria, etc.)

Zona de Disfunción

4

P ropuesta de exigibilidad o justiciabilidad

(Creación de mecanismos específicos para acti-

var la gestión individual del ciudadano o, bien,

un derecho colectivo).
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CONCLUSIONES: UNA VALORACIÓN CRÍTICA.

El hecho de no poseer todavía indicadores específicos e internacional-

mente reconocidos para la medición de derechos económicos, sociales y

culturales, hace que la realización de un diagnóstico respecto de su cum-

plimiento deba asimilarse, en general, a los temas de la equidad en rela-

ción con los derechos económicos y sociales, y con los de la integración

social en el ámbito de los derechos culturales.  En consecuencia, los indi-

cadores socioeconómicos tradicionales pueden entregarnos solo una visión

parcial, concentrándose en aquellos aspectos fuertemente relacionados con

lo que podría denominarse derecho a la subsistencia: derecho al trabajo, a

la seguridad social, a la salud, a la alimentación, a la educación, al mante-

nimiento de un nivel de vida adecuado y una vivienda adecuada.  En la ma-

yoría de los casos, sin embargo, estamos ante indicadores que, con algu-

nas excepciones, en particular los desarrollados por el Programa de Nacio-

nes Unidas para el Desarrollo (PNUD) en su Informe Anual de Desarrollo

Humano, como el Índice de Desarrollo Humano (IDH)20, requieren mayor

definición conceptual, metodológica y operacional.

Ahora bien, aun en los casos en que se logren avances en esta tipicidad

internacional, los problemas de inclusión versus exclusión social dependen

en muchos casos, no del cumplimiento de un determinado nivel en el In-

dice internacional sino, fundamentalmente, de la verificación determinados

índices nacionales que actúan como correlato de otros elementos internos

de cada sociedad nacional.  Los términos, pues, de la exclusión o inclusión

social (esto es, la cuidadanía plena) dependerían no únicamente de la ve-

rificación de esos índices estandarizados internacionalmente sino, funda-

mentalmente, de la forma en que interactúan al interior de cada sociedad

los distintos disfrutes y capacidades en relación con los otros factores rela-

tivos.  En este segundo caso opera, por ejemplo, la línea de pobreza nacio-

nal, resultante del acceso a la canasta básica, que se desglosa como una ca-

nasta calórica, pero que también debería tener un correlato ambiental, cul-

tural, político, etc.  Estos parámetros son relativos a cada sociedad nacional

y será posible determinarlos mediante indicadores sintéticos, tal y como ar-

gumentan la CEPAL y el IIDH (1997)  En ambos casos —esto es, en lo re-

lativo a los avances en los Índices internacionales como en los indicadores

sintéticos nacionales— la teoría y la práctica de los derechos humanos po-

drá jugar un rol determinante para formular las normas exigibles que per-

mitan su exigibilidad y justiciabilidad.

20. El Índice supone un referente fáctico susceptible de ser comparado internacionalmente y abre paso, pues, a la

posibilidad de formulaciones normativas que fijen umbrales o fronteras internacionales de supuesto disfrute del

derecho y de los valores tutelados por él, como también de sus violaciones o transgresiones.
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EXCLUSIÓN SOCIAL EN EL CARIBE

MICHEL-ROLPH TROUILLOT

INTRODUCCIÓN

El concepto de exclusión social conlleva las ventajas y desafíos de todo

enfoque de procesos1. Su riqueza está dada por su multidimensionalidad;

pero esa misma riqueza deja un amplio espacio para divergencias, entre los

analistas, sobre las causas y orientaciones de los procesos que se estudian.

Las particularidades de las formaciones sociales específicas  –para no men-

cionar los supuestos de las analistas– inclinan el atributo de causalidad de

los mercados a las instituciones, hacia la cultura-historia. En estos términos,

el mapeo multidimensional de causas y  orientaciones, aun cuando sea den-

tro de los límites de un Estado nacional, es difícil. Y hacerlo en una región

tan compleja coma la caribeña es todavía más desafiante. En el caso del Ca-

ribe, hay dos dificultades específicas que incrementan el reto: el estado en

que se encuentra la investigación existente, y la heterogeneidad del área.

Son pocos los escritores que han utilizado explícitamente un marco de

exclusión social  –y sus conceptos asociados–, para analizar tanto el Caribe

como un todo, o cada territorio particular dentro de él. Para estar seguros,

la mayoría de los caribeanistas concordarían en que la región ha sido pro-

fundamente modelada por varias formas de exclusión, las que durante lar-

go tiempo han sido privilegiados objeto de estudio. Sin embargo, tales es-

tudios han usado un amplio rango de (a veces incompatibles) enfoques. En

la medida en que el Caribe continúa siendo el primo pobre dentro de los

estudios de Latinoamérica, la germinante literatura sobre exclusión social en

las Américas raras veces toma en cuenta las características del área (e.g. ILO

1995). De ahí que aún carezcamos de un puente empírico que pueda co-

nectar explícitamente la preexistente investigación cualitativa sobre el

Caribe con las cambiantes formulaciones en el conjunto de la literatura so-

bre exclusión social. Y aún más, los datos cuantitativos raras veces se

1. Agradezco a los organizadores del taller y a Clare Sammells de la University of Chicago, por su asistencia a la

investigación. Los comentarios de los participantes en el taller, y especialmente los de Estanislao Gacitua-Mario

sobre la primera versión de este artículo, me ayudaron muy positivamente a clarificar diversos puntos. 



desagregan hasta el punto en que pueden convertirse en significativos pa-

ra los estudios de exclusión social. Al contrario, muy a menudo, su presen-

tación sugiere la homogeneidad de las sociedades caribeñas. Por ejemplo,

más allá de lo demográfico es raro encontrar figuras que reflejen la división

rural-urbana, un aspecto clave en la mayoría de análisis cualitativos.

Consecuentemente, este trabajo no puede evaluar la literatura de la ma-

nera que hubiera sido posible si cada una de las variables del marco de la

exclusión estuviera presente en los estudios sobre el Caribe, o si los datos

cuantitativos estuvieran disponibles. Antes bien, la oportunidad y el desa-

fío que tenemos aquí consiste en aportar coherencia analítica a una amal-

gama de datos y estudios, y, más allá de ellos, a la región en sí misma. Por

eso es que, en este caso, los datos y las observaciones de fuentes diversas

se organizan de un modo que intenta desarrollar un enfoque regional co-

herente.  Empero, ¿dónde buscamos esa coherencia?  ¿No es cierto que el

Caribe es demasiado complejo para ser encasillado como un objeto de es-

tudio simple?

Para asegurarnos; estamos tratando con una cantidad de población rela-

tivamente pequeña  –alrededor de 36,5 millones para la cuenca en su con-

junto, y 20 millones en las islas (Baker, 1997; World Fact Book, 1999). No

obstante, un lugar en que la pequeñez coexiste con la diversidad. La región

comprende a casi 20 formaciones sociales distinguibles, la mayoría de las

cuales se concentra en una sola isla. Además de ello, seis grandes poderes

coloniales y neocoloniales– España, Gran Bretaña, Francia, Holanda, Dina-

marca, y los Estados Unidos han marcado profundamente a la región,

creando dinámicas sociales que con frecuencia han chocado.

La diversidad del Caribe se manifiesta lingüísticamente, y de manera prin-

cipal a través de los cuatro grandes bloques lingüísticos heredados del pa-

sado colonial  –español, inglés, francés y alemán– y los numerosos lengua-

jes criollos. Igualmente, se manifiesta a través de una mezcla de fenotipos,

ro s t ros humanos que evocan el África del sub Sahara, Europa, India, o Chi-

na, y todas las mezclas de ellos. Y también se manifiesta a través de la va-

riedad de las instituciones, y de estadísticas nacionales que testimonian pro-

cesos institucionales diferentes. El PNB per cápita varía desde menos de

US$300 en Haití, pasando por alrededor de US$1.500 en Jamaica, hasta

US$3.500 en Trinidad, el que por lo general clasifica delante de México y

Brasil en los cuadros económicos internacionales. (World Bank 1997: 214-5).

No obstante, y aún lo cuestionable que algunas veces puedan ser, las tasas

sociales cuantitativas de la estadísticas de salud, las tasas de pobreza urba-

no-rural, y los porcentajes de alfabetismo, en cuanto indicadores amplios de

mecanismos complejos, confirman la diversidad institucional.  No debe ex-

trañar que las distinciones sociales, linguísticas, étnicas y religiosas afecten

de manera diferenciada a los particulares territorios del Caribe. De igual
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manera, la exclusión económica no tiene la misma forma en todas partes

de la región. Y además, la participación política -en su más amplio sentido-

se encuentra fuertemente institucionalizada en algunas partes, y en otras

permanece muy débil. Y entonces,  ¿tiene algún sentido considerar al Cari-

be como una sola región con el fin de estudiar la exclusión social?

UN MODELO PARA UNA REGIÓN

Este desafío puede ser encarado si el análisis lo levantamos sobre la ba-

se de dos observaciones iniciales simples. La primera, de carácter teórico,

tiene que ver con la conceptualización de la exclusión social como un pro-

ceso acumulativo. La segunda, de carácter histórico, refiere a las particula-

ridades de la región caribeña.

La Exclusión Social como un Proceso Acumulativo

y Multidimensional

Comienzo con la extendida noción de que la exclusión social es “el pro-

ceso a través del cual las personas y grupos son total o parcialmente ex-

cluidos de su completa participación en la sociedad en que viven” (Euro-

pean Foundation, 1995:4). Empero, esta forma de expresión no debe escon-

der el hecho de que la exclusión social es, a fin de cuentas, tanto un pro-

ceso acumulativo como circular. Esto significa que, si no reducimos la ex-

clusión social solo a instancias de discriminación -en cuyo caso no se re-

queriría de ningún nuevo concepto-, entonces solo puede ser entendida co-

mo la culminación de la combinación de varios otros procesos, de los cua-

les no todos son inherentemente causantes de  exclusión. En este sentido,

lo que puede ser denominado el proceso generalizado de exclusión social

se comprende mejor como un flujo de múltiples fuentes y afluentes, con di-

versas tendencias y contradicciones.

En consecuencia, un problema teórico de la mayor importancia es cómo

ordenar los procesos componentes que atraviesan, contribuyen, o contie-

nen a dicho flujo. Si la exclusión social es tanto un proceso como un he-

cho multidimensional (de Hann, 1998), cómo hacemos para descomponer-

la.  Y, en realidad,  ¿debemos descomponerla?  En esto, tenemos que en-

frentar varias opciones. Para simplificar, le podríamos dar el mismo peso a

todos los flujos contributivos, al menos al comienzo, en cuyo caso perde-

remos una gran parte de su complejidad, y hasta podríamos descontar la

noción de proceso acumulativo. Llevado este enfoque al extremo, la exclu-

sión social resultaría una mera suma de indicadores. Alternativamente, po-

dríamos establecer una jerarquía que permita ordenar  contribuciones
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relativas, de acuerdo con una u otra teoría universal; si este fuera el caso

podríamos dejar por fuera la noción de proceso multidimensional. En este

extremo, la exclusión social sería como una aguada versión del análisis de

clases2.  Entre los extremos poropuestos hay muchas opciones.

La solución que aquí se propone consiste en enfatizar al carácter multi-

dimensional y  acumulativo de la exclusión social, como un proceso. Si la

exclusión social es un proceso acumulativo general, parte de la tarea po-

dría ser identificar dimensiones intermedias de tal acumulación dentro de

ese proceso generalizado. Lo que quiero decir es que es a través de estas

dimensiones que nosotros podemos ver una cantidad de pequeños proce-

sos que se unen para crear amplias tendencias, las que, a su vez, alimenta-

rán el proceso generalizado de exclusión. Yo veo a estas dimensiones co-

mo recursos heurísticos  -no como unidades con límites naturales-,  las cua-

les enfatizan procesos pequeños que se van acumulando dentro del proce-

so generalizado de exclusión. Obviamente, el develamiento de estas dimen-

siones es en parte un ejercicio teórico, pero los resultados concretos de tal

ejercicio variarán conforme a las particularidades fundamentales de las po-

blaciones en estudio. ¿Cuáles son esas particularidades fundamentales del

Caribe, comprendido como una sola región?   Para responder a esta pre-

gunta tenemos que regresar a la complejidad de la región.

Una Región Conformada por la Exclusión

La región del Caribe, tal como la conocemos, fue en realidad creada por

la exclusión (Brathwaithe, 1971; Knight, 1990; M.G. Smith, 1965, 1984; R.T.

Smith, 1970, 1987, 1988).  Y, ya sea que nuestro enfoque de la exclusión

enfatice la falta de solidaridad, la excesiva especialización, los monopolios

de acceso, o combine varios de estos paradigmas (ILO, 1996; de Haan and

Maxwell, 1998), tenemos que incorporar una comprensión del hecho de

que el perfil moderno de la región del Caribe está profundamente modela-

do por la exclusión de la mayoría de sus habitantes.

Aquí tenemos que tomar en consideración no solo la destrucción de la

población nativa, sino que también el surgimiento y mantenimiento del sis-

tema de las plantaciones, durante y después del período de la esclavitud.

Por varios siglos, el sistema de las plantaciones constituyó la forma

dominante de integración del Caribe en la economía capitalista mundial.

2. En el primer caso, nuestro principal énfasis tendrían que ser los indicadores nacionales, pero perderíamos la vi-

sión de los mecanismos detrás de esos indicadores. La agenda de investigación se vería fuertemente marcada

por un individualismo metodológico, y la respuesta de políticas solo podría enfocar partes sin evaluar su rela-

ción con el conjunto. En el segundo caso, nuestro énfasis primario tendría que ponerse en las relaciones teóri-

camente aseguradas, pero así perderíamos visión acerca de las condiciones específicas bajo las cuales toma for-

ma la exclusión. La agenda de investigación podría estrechar el análisis comparativo y el grado en que las so-

ciedades se ajustan a un modelo prefijado.  Las respuestas de políticas serían universales sin atención a las par-

ticularidades históricas de una sociedad o región.
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Esa modalidad de incorporación global, vista en el escenario local, reque-

ría la exclusión de la mayoría. La inclusión global y la exclusión interna se

combinaron para convertir a la mayoría de las sociedades caribeñas en sor-

prendentemente similares en varios aspectos, en el tiempo –aunque no

siempre de la misma manera y al mismo tiempo.3 De este modo, el concep-

to de exclusión social nos acerca más a la realidad caribeña que lo que lo

hacen los enfoques alternativos que ponen un énfasis analítico en las per-

sonas o grupos de “pobreza”. Uno de los objetivos de este trabajo es el de

indicar cuánta más comprensión se puede ganar al enfatizar las relaciones

entre exclusión y pobreza. Las sociedades caribeñas no nacieron pobres en

realidad, se puede argumentar sobre lo contrario. Más bien, tales socieda-

des sí nacieron profundamente divididas.

Si las sociedades del Caribe estuvieron desde el comienzo basadas en la

exclusión, y si la plantación fue el vehículo original de tal exclusión, lo que

sigue es una cuenta regional sobre exclusión social y pobreza que debe in-

corporarse a, o consignar a esa línea basal. Esto no quiere decir que las so-

ciedades del Caribe estén condenadas a enfrentar un presente -o peor, a

heredar un futuro-  predeterminado por su trayectoria pasada. Y tampoco

quiere decir que los hechos y las formas que demuestran la actual exclu-

sión social son impermeables a las dinámicas más recientes. Más bien, el

futuro posible puede ser visionado si –y solo si– superamos en el presente

algunas de las limitaciones impuestas por las trayectorias pasadas. Para en-

tender los actuales hechos y formas como resultados de procesos, tenemos

que mirar a la exclusión social en relación con sus antecedentes en la his-

toria económica, social y cultural  –todo lo cual incluye la historia de las

instituciones que generaron la exclusión.

Dimensiones de la exclusión social

Si bien el sistema de plantaciones juega ahora un rol menor en la re-

gión, los procesos desencadenados por la transición, y las orientaciones ins-

titucionales modeladas por ella misma, afectaron directamente las estructu-

ras sociales del presente. En consecuencia, tenemos que investigar esos

procesos y esas orientaciones institucionales a través de tres dimensiones

superpuestas: i) la socioeconómica; ii) la sociocultural y; iii) la institucional.

Estas dimensiones evocan la clásica división de las sociedades en las es-

feras económica, política y sociocultural. Ellas también hacen eco de aque-

llas que se mencionaron antes, por parte de otros analistas que insisten en

el carácter multidimensional y procesal de la exclusión social (e.g. ILO

1995). No obstante, el énfasis que aquí se pone no es en la economía, la

3. La insistencia en el sistema de la plantación como factor tanto de integración global como de exclusión local es

lo que nos permite incluir territorios continentales como Suriname y Guyana dentro de este marco analítico.



cultura, las instituciones o la política como dominios independientes “ahí

afuera.”  Aquí, más bien, estas dimensiones se utilizan como recursos heu-

rísticos, formas de mirar a procesos intermediarios y acumulativos. El fenó-

meno económico juega un papel en las otras dos dimensiones y viceversa.

En realidad, cada una de estas dimensiones, así como todo el proceso ge-

neralizado de exclusión social, se caracteriza, en grados diversos, por la

causación circular. Esto significa que la causalidad traspasa los límites heu-

rísticos aquí utilizados, con frecuencia en múltiples orientaciones. En ver-

dad, el tratamiento de la dimensión institucional en particular demostrará

que uno no puede separar claramente los factores económicos, sociocultu-

rales y políticos de la exclusión social.

Causación Circular

En Caribbean Studies, el concepto de causación circular ha sido aplica-

do por el economista Mats Lundahl, quien utiliza la influencia recíproca  en-

tre erosión de la tierra y presión de la población, para explicar el crecimien-

to de la pobreza de los campesinos en Haití (Lundahl, 1979). Y más en ge-

neral, en los diversos dominios en que ha sido usada (de la economía a las

matemáticas y hasta la cibernética), la causación circular generalmente se

refiere a situaciones caracterizadas por la influencia recíproca de factores,

donde la relación causa-efecto asume múltiples orientaciones, donde el

“feedback” de un área influencia a otra área. En abstracto, dentro de la teo-

ría de la causación circular, no solo no hay ninguna secuencia simple o pre-

determinada de eventos, sino que tampoco hay ninguna orientación simple

o necesaria de causalidad. Es la flexibilidad y la riqueza de la noción lo que

la hace útil para aplicarse tanto al proceso generalizado de exclusión social

así como a las dimensiones dentro de él,

La causación circular es clave para el enfoque de exclusión social que

se desarrolla en este trabajo. Se aplica a las relaciones entre las tres dimen-

siones. Y también se aplica a las relaciones dentro de cada una de estas tres

dimensiones. Lo esencial del enfoque es que en cada una de las dimensio-

nes podemos ver una cantidad de pequeños procesos que se unen para

crear grandes tendencias, las que, a su vez, contribuirán a la generación del

proceso de exclusión específico en las sociedades caribeñas. Por lo tanto,

las políticas que se quieran dirigir a terminar con la exclusión deberían ser:

a) holísticas, en su perspectiva; b) relativas en su alcance;  y c) específicas

en su implementación, con el fin de modificar los factores específicos que

interactúan en cada caso.

Este enfoque presenta numerosas ventajas. Primero, y de acuerdo con la

literatura teórica sobre exclusión social, es inherentemente multidimensional.

Segundo, en la medida, en que hace hincapié en los procesos más que en
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el estado de las cosas, facilita el establecimiento de políticas que podrían re-

vertir los procesos que provocan la exclusión social. El enfoque también en-

fatiza el cómo los procesos particulares y los ordenamientos institucionales

hacen para que los grupos se conviertan en excluidos, en vez de considerar

a la exclusión social como un atributo de las personas (ILO, 1996).  Como

resultado, los instrumentos de política pueden focalizarse para dirigirse a

aquellos nodos. Finalmente, y más importante aún, este enfoque nos perm i-

te hablar del Caribe como un todo, sin descartar las particularidades de los

territorios específicos. No ignora las diferencias intracaribeñas. E incluso, po-

ne  esas diferencias dentro del contexto de una semejanza fundamental.4

LA DIMENSIÓN SOCIOECONÓMICA

La dimensión socioeconómica, según se conceptualiza aquí, se ocupa de

las transformaciones de la economía agraria y de los mecanismos desenca-

denados por tales transformaciones. En algunos países, hoy en día, la agri-

cultura basada en el campesinado provee una sustancial porción del PIB, o

proporciona ocupación a una significativa proporción de la población. En

otros, las actividades basadas en la economía urbana, tales como el turis-

mo, la industria ligera, y las finanzas especulativas se han convertido en

predominantes. Y aun en otros, la economía de la plantación todavía pros-

pera en enclaves especializados. Con todo, en la mayoría de los países don-

de la industria, la minería o los servicios ya contribuyen a incrementar su

participación en el PIB, la mayoría de la fuerza de trabajo tiende a mante-

nerse en la agricultura en el campo. Además, vista la región como un todo,

la vasta mayoría de los ciudadanos caribeños son rurales. Solo en seis paí-

ses de la región, en 1995, la población urbana sumaba más de un 50%.

La dimensión socioeconómica que aquí se ha delineado refleja la reali-

dad demográfica y las tendencias económicas esbozadas más arriba como

manifestaciones de procesos en desarrollo, e indicadores de las similitudes

y divergencias dentro y entre las sociedades del Caribe. Un aspecto clave

para la representación de esta dimensión como un recurso heurístico es la

proposición de que los procesos predominantes de la exclusión socioeco-

nómica en la región coexisten en la marginación de la poblaciones rurales.

Esto no quiere decir que todas las personas de origen rural están excluidas,

o excluidas en el mismo grado  y de la misma manera. Sin embargo, la

4. Para asegurarse, el modelo tiende, más de lo que dice, a favorecer analíticamente a las sociedades post-planta-

ción, Anguilla, Bahamas o las Islas  Caymán. Esto no es una debilidad. Primero, los territorios que no tenían

completa experiencia en el sistema de plantación puede decirse que fueron integrados como espacio sociocul-

tural del Caribe solo en la medida que servían a ese sistema. Segundo, y como se aclarará más adelante, la ex-

clusión social en el Caribe alcanza su cima en las sociedades post-plantación de varias clases. Tercero, la gran

mayoría de la población caribeña vive en sociedades post-plantación.



transición desde la economía de las plantaciones ha reforzado los vínculos

entre los procesos de exclusión social y la división urbano rural.

Tales vínculos varían a través y dentro de las sociedades. Por cierto, la

total marginalización de las poblaciones rurales no significa que estas no se

encuentren integradas en el sistema dominante de sus respectivas socieda-

des. Más bien, la marginalización de la mayoría de los actores rurales, co-

mo su vía de inserción, por una parte requiere su participación en el siste-

ma y, por la otra, garantiza su incapacidad para participar plenamente en

él. La economía de la plantación, tanto entonces como ahora, plantea una

dicotomía urbano-rural en la cual ambas partes  se entrelazan aunque de-

siguales. El auge y caída del campesinado, tanto ayer como hoy, solo re-

configura esa dicotomía. A medida que las poblaciones del interior (traba-

jadores rurales y pequeños agricultores independientes) incrementaron su

marginalización, se solidificaron los procesos conducentes a ella como un

modo de inserción desigual. La exclusión socioeconómica incluso en el ám-

bito urbano carga el peso de la marginalización actual y pasada de las po-

blaciones que viven o nacieron en el campo. Los habitantes citadinos con

orígenes rurales inmediatos, son atrapados por los mecanismos de exclu-

sión, lo que viene a duplicar, en el asentamiento urbano, la exclusión que

ellos y sus padres encontraban en las áreas rurales.

Si la plantación está en ambas partes, ambos por definición y en su re a-

lidad histórica un mecanismo de exclusión (Thompson, 1928, 1975), enton-

ces el flujo que aquí estamos tratando de delinear puede ser visto como ori-

ginándose allí y en la división urbano-rural que genera.  Podemos incluso

postular una gradación a lo largo de la cual podemos marcar a las socieda-

des del Caribe con relación a ese punto de partida; y esto podemos hacer-

lo de dos maneras: a) cuánto se han alejado ellas de ese punto; b) por me-

dio de cuáles mecanismos y en cuáles direcciones.  Esto significa –y el pun-

to es muy importante– que no todas las poblaciones rurales del Caribe sien-

ten o se relacionan de la misma manera a su correspondiente centro(s) ur-

bano(s) La organización de la agricultura (e . g .campesinado v s .p l a n t a c i o n e s )

y las resultantes estructuras social, institucional y económica, aquí importan.

Todavía podemos ver el parecido general entre sociedades donde la

transición desde el sistema de plantaciones condujo al surgimiento de un

campesinado independiente, como es el caso de Haití y de las Islas Wind-

ward. En el otro extremo del continuo se encuentran los países donde el

sistema de plantaciones nunca llegó a ser dominante (como en las Baha-

mas o en las Islas Vírgenes Británicas), o fue reemplazado con diversos gra-

dos de éxito por una economía orientada a lo urbano (como en Antigua y

en Barbados), o por una industria extractiva (como en Trinidad). Muchos

otros territorios pueden ser esquematizados entre estos dos polos, incluyen-

do y aquellos donde el sistema de la plantación mantiene alguna
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significación (como Cuba, la República Dominicana, o Guyana), o aquellos

donde hoy la minería contribuye con una cuota importante al PIB (como

en Jamaica u, otra vez, Guyana).

Estos amplios perfiles de países no invalidan importantes diferencias en-

tre varios segmentos y clases dentro de la población rural de cada simple

territorio caribeño. Incluso en Haiti, “una nación proverbialmente campesi-

na” (Lundahl, 1995), hay diferencias importantes entre los tipos de campe-

sinos (Murray, 1977; Oriol, 1992). La vecina República Dominicana ofrece

un tipo de diferenciación más formal entre el latifundio y el minifundio, con

una muy fuerte inclinación pro-plantación y anticampesina de parte del Es-

tado (Vedovato, 1986). La diferenciación interna dentro de la población ru-

ral asume otras formas en otros países, de los cuales aquí no podemos ana-

lizar todos.

No obstante estas grandes diferencias dentro o entre los países, una ma-

yoría de la gente del Caribe se encuentra dedicada a la agricultura y vive

en el campo, en el otro lado de una decisión urbano-rural cuyas disparida-

des son usualmente escondidas por las estadísticas nacionales. Por cierto,

podemos “hipotetizar” que la realidad detrás de tales estadísticas es más

alarmante que lo que muestran las cifras de promedios. Por ejemplo, la ex-

pectativa de vida, siendo tan baja como es a escala nacional, digamos en

Guyana o Haití, tiene que ser mucho más baja en el campo, dadas las co-

nocidas disparidades entre poblados y país.5

Áreas Rurales

La vida rural caribeña está marcada por accesos diferenciados y difere n-

tes agotamientos de recursos. La exclusión socioeconómica asume la form a

de acceso diferencial a los bienes básicos (incluyendo el capital y la pro p i e-

dad), a los mercados (incluyendo el trabajo y el crédito), y a los servicios

(incluyendo la salud y la educación).  También toma la forma de agotamien-

to diferenciado de los recursos (incluyendo la tierra y el capital humano).

Acceso Diferenciado a los Bienes

Ya sean campesinos independientes, mineros, o trabajadores de plantación,

los habitantes rurales del Caribe tienen un limitado acceso a la pro p i e d a d ,

comparados con sus contrapartes urbanas. En las zonas dominadas por

p redios agrícolas de campesinos, la repartición continúa, reduciendo la pose-

sión [o inquilinato] de muchos campesinos. En las zonas dominadas por

5. Sin mencionar el impacto de la disparidad misma sobre los promedios nacionales. Hay evidencia que indica que

el promedio de esperanza de vida en los países desarrollados no es más alto en las sociedades más ricas, sino

que en aquellas que presentan la menores diferencias de ingresos (Wilkinson, 1996)
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minas o plantaciones, la propiedad de los principales medios de producción se

limita al Estado o a las corporaciones transnacionales. Más aún, en varios paí-

ses las pequeñas propiedades rurales son inseguras, ya sea porque desde el

principio fueron tierras de familia y no pueden ser formalmente divididas (Bes-

son, 1987; Carnegie, 1987; Maure r, 1997), o simplemente porque los pro c e d i-

mientos establecidos por el Estado desalientan el re g i s t ro de títulos de terre n o s .

Acceso Diferenciado a los Mercados6

La mayor parte de las poblaciones rurales del Caribe también experi-

mentan un acceso diferenciado a los mercados, especialmente a los del tra-

bajo y del crédito. En cuanto al mercado de trabajo, en la mayoría de las

aldeas y pueblos del Caribe, virtualmente no hay empleadores competido-

res. En las zonas de plantaciones, la demanda estacional de trabajadores

tiende a ser controlada por la plantación dominante en la localidad, y los

administradores de plantación tienden a favorecer a los trabajadores que

vienen de regiones distantes (Lemoine, 1981; Martínez, 1995; Moya Pons,

1986). En las áreas predominantemente campesinas, las posibilidades de

trabajo estable fuera del predio familiar son inexistentes.

En las zonas campesinas, a lo menos el acceso al mercado crediticio po-

dría aliviar la situación de los autoempleados. Pero, desgraciadamente, el

crédito es extremadamente escaso en todo el Caribe rural. Vargas-Lundius

(1991) hace notar que el desigual acceso al crédito en la República Domi-

nicana afecta igualmente a los grandes y pequeños agricultores. Mientras

que la administración de las plantaciones y los agricultores más exitosos sí

proveen créditos –pero muy a menudo en cantidades pequeñas y casi siem-

pre a tasas usureras–, la agencia más cercana del banco nacional (la que

probablemente es un medio de bajo-servicio que no proporciona crédito)

puede estar en cualquier parte entre 37  y 100 kilómetros, y cubrir tales dis-

tancias puede tomar todo un día, dadas las pobres condiciones de los ca-

minos y el inadecuado transporte público. Además de ello, el acceso dife-

renciado a los bienes (e.g., propiedad registrada que podría servir como ga-

rantía) y a los financiamientos (lo que podría ayudar a legalizar los dere-

chos de propiedad) juegan uno con el otro.

A falta de un mercado formal de créditos, muchos habitantes rurales del

Caribe, así como en otros lugares del Sur, establecen asociaciones de aho-

rro y préstamos rotativos -ROSCAs (e.g. Kirton, 1996).  Estas asociaciones

asumen formas diversas, pero generalmente implican pequeños pagos

6. La distinción entre el acceso diferenciado a los activos permanentes y el acceso diferenciado a los mercados ha-

ce eco de la insistencia de Sen  (1981;1989) acerca del hecho de que, por una parte,  deberíamos distinguir en-

tre lo que la gente posee y lo que tales posesiones les permiten hacer, y, por otra, de que deberíamos estudiar

el resultado combinado de tales posesiones y capacidades.
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regulares por parte de todos los miembros participantes, con un miembro

diferente tomando el monto completo cada vez. Los miembros de cada aso-

ciación generalmente se conocen todos entre sí, y esta naturaleza persona-

lizada de las ROSCAs les permite ajustarse a las circunstancias individuales

de sus miembros  Muy pocos miembros son requeridos a proveer alguna

documentación formal, y aun así, el incumplimiento de obligacions no es

común, debido a la presión social. Con todo, y dado el pequeño monto de

dinero disponible para la mayoría de los miembros, los techos para las con-

tribuciones regulares son más bien bajos, y el monto total disponible en ca-

da oportunidad raramente puede sostener riesgos mayores. 7

Un grupo particularmente afectado por el acceso diferencial al crédito,

a pesar de su extraordinaria vitalidad económica, es el caribeño mercado

de las mujeres, tambien conocido como “buhonero”, “ambulante” , o “Ma-

dan Sara.”  Es bien sabido que el pequeño mercadeo interno -especialmen-

te el de comestibles y de pequeños bienes de consumo- ha estado domi-

nado por mujeres de origen rural, desde antes de la muerte de la esclavi-

tud (Mintz, 1972).  Entonces y ahora, a través de un trabajo muy duro, ellas

se las han arreglado para acumular algún capital, mediante pequeños pa-

sos y aventuras arriesgadas. Sin embargo, quienes así se las han arreglado

para acumular capital en cantidad suficientemente importante son igual-

mente excluidos de un mercado de crédito al cual su clara competencia

económica les debería dar un acceso favorable. La falta de acceso al crédi-

to hace imposible la expansión y la diversificación para la mayoría de ellas.

El aumento de los riesgos

La extrema confianza en el simple pago al contado o la exportación de

cosechas, combinados con la inseguridad inherente a las prácticas de la

agricultura crean una gran exposición al riesgo a muchas de las economías

de la región. Los riesgos incluyen cambios ambientales, reformas económi-

cas internas, cambios económicos inducidos desde el exterior (como la re-

ciente turbulencia en el mercado global de banano), inestabilidad política

interna, etc.  Un ejemplo de la acción recíproca de estos diferentes riesgos

son las reformas económicas implementadas en la República Dominicana a

mediados de los 90. Tales reformas (en curso) incluyeron la devaluación

del peso, un gran incremento en los impuestos a las ventas y una reduc-

ción en los impuestos al ingreso.  Si bien las reformas contribuyeron a un

sustancial crecimiento de las tasas del PIB, ellas también afectaron de

7. Una encuesta de adultos en hogares privados de Jamaica (incluyendo Kingston, St. Andrew, St. Catherine y St.

Thomas) mostró que el 65% estaban involucrados en ROSCAs durante 1993, y que este sistema “era identifica-

do somo una de las fuentes financieras más importantes para las personas de bajos ingresos, las  que no podían

acceder a los fondos del sector financiero formal” (Kirton 1996:202-203).  Por cierto, los pobres, los adultos jó-

venes, las mujeres y los trabajadores no calificados están desproporcionadamente representados.



manera desigual a diferentes sectores de la población. Las dos primeras me-

didas incrementaron el agobio sobre la fuerza de trabajo ocupada en la

agricultura, que vive principalmente en las áreas rurales, y que no tiene

fuentes externas de ingreso. La segunda medida escasamente tocó a los re-

sidentes rurales. Con todo, como quiera que alivie una obligación soporta-

da principalmente por los residentes urbanos que disfrutan de ingresos más

altos, también aumenta la brecha entre aquellos y la mayoría de dominica-

nos rurales. Por lo tanto, a despecho de las promesas de largo plazo de esas

reformas, o de su inmediato impacto positivo en las cifras nacionales, ellas

también pueden ser vistas como confirmando y reforzando los procesos de

exclusión.

El agotamiento diferenciado de los recursos naturales

La mayoría de los caribeños residentes en zonas rurales no solo deben

enfrentar más dificultades para el acceso a los bienes y los mercados, sino

que los bienes a su alcance sufren depreciación y agotamiento a una tasa

muy rápida.  Por cierto, el agotamiento diferenciado de los recursos es otro

de los grandes nodos del proceso generalizado de exclusión social.  El más

importante es el agotamiento general de las tierras agrícolas, su reducida

fertilidad, de un modo u otro la declinante fertilidad corre pareja con la de-

preciación en el mercado de los terrenos individuales. Ese fenómeno pan-

caribeño es exacerbado en las montañas por aceleradas tasas de erosión,

especialmente en territorios con, ya sea una cordillera central (una cadena

espinal central de montañas) o con una fuerte presencia campesina. En rea-

lidad, los dos fenómenos tienden a marchar juntos, y su combinación pue-

de ser una amenaza a la vida, como en el caso de Haití, donde la erosión

incrementa más aún la ya infamante pobreza (Lundahl, 1979).

El declinante abastecimiento de agua, tanto para la agricultura como pa-

ra los usos domésticos, es un cercano acompañante del agotamiento de las

tierras, a las cuales está atado. Nuevamente aquí, el agotamiento difere n c i a-

do marca particularmente a las tierras altas de campesinos, pero la contrac-

ción o desaparición del bosque lluvioso también afecta a las poblaciones ru-

rales de las tierras bajas. En los enclaves dominados por plantaciones o ac-

tividades mineras, el agua disponible tiende a ser conectada, primero, para

aquellas actividades, antes de hacerla accesible a los residentes locales.

Otras veces, el acceso diferenciado a los bienes y el agotamiento difere n c i a l

de los recursos se combinan para reforzar las desigualdades, como es el ca-

so cuando el agua del campo es primariamente conectada para urbanizar,

d i rectamente para usos domésticos, o, indirectamente para electricidad.
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La Migración como Pérdida del Capital Humano

El agotamiento diferenciado también amenaza al capital humano, parti-

cularmente a través de la forma de emigración rural (Besson and Momsen,

1987; Pessar, 1982). La migración caribeña es masiva. Se estima que en los

80, emigró una proporción del 20% del total de la población del Caribe. Tal

clase de éxodo reduce tanto las carencias humanas así como la tasa de ago-

tamiento de los recursos naturales8.  Mas tarde, las remesas de dinero de es-

tos migrantes son fundamentales. En los 80, tales remesas representaban el

6% del PNB en toda la región.

Todavía, la historia completa de las migraciones tiene que ver con el có-

mo los procesos particulares se nutren unos a otros. Ya sea que la migra-

ción se origine en las áreas rurales o urbanas, los migrantes internaciona-

les tienden a proceder no de entre los más pobres, sino que desde los seg-

mentos más emprendedores de la población local, algunas veces con bie-

nes por sobre los promedios locales, y casi siempre en la flor de la edad

productiva (Baker, 1997; Hope, 1986; Martinez, 1995; Pessar, 1982). Usual-

mente, sus remesas van hacia aquellos hogares que ya se encontraban me-

jor, con lo cual se incrementan las brechas locales.9 Además, con su parti-

da, la comunidad pierde en capital humano y social. Tales pérdidas, a su

vez, contribuyen a reducir más el ya limitado acceso de los residentes ru-

rales a los servicios estatales nacionales o locales, especialmente salud y

educación. Ellos también pueden llegar a reforzar la diferenciación dentro

del campo.

El trabajo de campo de Pessar (1982) sobre el impacto de la emigración

desde una comunidad rural en la República Dominicana hacia los Estados

Unidos revela conmovedoramente los impactos a nivel local. Los migrantes

rurales que ella estudió tendían a provenir de familias en mejor situación

que otras, las que podían darse el lujo de ayudar en el proceso de la mi-

gración mediante la concesión de préstamos, contactos para empleo en paí-

ses del extranjero, y apoyo para la obtención de visas. Los migrantes, a su

vez, proveían remesas que les permitía a las familias reducir la producción

agrícola.10 Las fincas más grandes contrataban a muy pocos trabajadores

8. El ejemplo más impactante es el caso de Dominica, donde los centenarios patrones de migración del campo a

la ciudad capital - Roseau;  y especialmente al extranjero, han contribuido a crear un resultado ambiental y eco -

nómico muy diferente al de Haití, a pesar de las fundamentales similitudes entre los dos campesinados (Cuadro

X3.1 sobre migración; Bob Myers sobre la migración de Dominica; Trouillot, 1988; 1990).

9. Por ejemplo, en Guyana y St. Lucia sólo el 10% de los emigrantes son pobres, debido al alto costo de la emigra-

ción.  Aunque un tercio de los hogares de Guyana recibe remesas, sólo el 13% de estos se encuentran en el

quintil más pobre.  A estos hogares pobres, sin embargo, las remesas proveen el promedio de un cuarto del in-

greso familiar. En la República Dominicana, sólo el 2% de hogares del  quintil más pobre recibe remesas, mien-

tras que en el quintil más alto esta cifra es del 6% (Baker, 1997:46).

10. Aunque en el tiempo del estudio de Pessar alrededor de la mitad de la República Dominicana era rural, menos

de un cuarto de los migrantes internacionales salía de las zonas rurales.
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agrícolas de entre los pobres, lo que conducía a un desempleo más alto.

Con frecuencia, los emigrantes compraban tierras a precios inflados, deján-

dolas yacer en barbecho, aun reduciendo la producción agrícola y el em-

pleo al mismo tiempo que incrementa el precio de las tierras  e induce a

los pequeños propietarios a vender. El sesgo nacional contra los pequeños

agricultores (Vedovato, 1986) era inconscientemente reforzado.

Algunos autores han señalado procesos similares para mostrar el lado

negativo de las remesas. Ellos argumentan que si bien las remesas pueden

ayudar a hogares específicos, también pueden dañar  la economía como un

todo (Baker, 1997; Brana-Shute and Brana-Shute, 1982; Pessar, 1982; Ru-

benstein, 1982). Otros se han ocupado de considerar las experiencias y el

impacto en las economías locales que producen los migrantes que retor-

nan, viendo  la inmigración no como un evento singular, sino como un ci-

clo, a menudo con varias etapas de salidas y retornos (Martínez, 1995; Mau-

rer, 1997; Muschkin and Myers, 1993; Thomas-Hope, 1999).  Sin embargo,

la migración -especialmente dentro de la región- tiene un largo precedente

histórico, y es vista por muchos como una común estrategia de superviven-

cia para la región (Duany, 1994; Richardson, 1983; Valtonen, 1996).

Siendo así, dado el perfil de la mayoría de los migrantes caribeños en

su país de origen, y su expediente de recorrido en Norteamérica, su parti-

da constituye una seria pérdida de capital humano. Un dicho haitiano co-

mún dice que hay más médicos haitianos en la ciudad de Montreal que en

todo Haití. Independientemente de su exactitud matemática, el dicho ex-

presa el sentido nacional de pérdida. Dada la desigual distribución de re-

cursos humanos entre ciudades y el campo en la región, tales pérdidas de-

primen más duramente a los residentes rurales. Ciertamente, ellas contribu-

yen a reducir aún más el ya limitado acceso de los residentes rurales a los

servicios estatales a nivel nacional y local, especialmente salud y educación.

Acceso Diferenciado a los Servicios

Por cierto, el desigual acceso a los servicios estatales puede que sea el

mecanismo más evidente de la exclusión económica de las poblaciones ru-

rales del Caribe. En general, a través del área, el gasto de los gobiernos se

orienta primeramente hacia los centros urbanos. Los gastos dirigidos a las

poblaciones rurales se integran al presupuesto nacional usualmente como

sobrantes - con excepción de algunos limitados campos (como educación,

por tiempos) y en unos pocos países (como en el caso de algunas ex co-

lonias británicas). Los servicios de salud, en particular, son defectuosos o

limitados. La norma suele ser enfermeras en vez de doctores, clínicas más

que hospitales, horarios limitados más que acceso constante. El desigual ac-

ceso a los servicios, lo que ya actúa en sí mismo como un gran mecanismo
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de exclusión económica de las poblaciones rurales, da así un nuevo ímpe-

tu al agotamiento de los recursos y se aceleran los ciclos entrelazados.

Las Áreas Urbanas

Como un resultado de la migración urbano-rural, lo que sucede en la es-

cena urbana suele consolidar la división urbano-rural. Las capitales caribe-

ñas han crecido enormemente durante la segunda mitad del siglo. A pesar

de algunos descensos, la tasa anual de crecimiento urbano ha mantenido

un ritmo estable entre 1970 y 1995. Con excepción de Bahamas, las tasas

de crecimiento más altas en la región, durante estos 25 años, pueden ser

atribuidas en gran medida a la migración rural-urbana, y especialmente a la

migración desde las zonas campesinas –como en San Vincente, República

Dominicana, Haití, Jamaica, y Dominica (Portes et al. 1997)  Como resulta-

do, las altas proporciones de residencia urbana raramente reflejan la forta-

leza de una economía basada en lo urbano (u orientada por lo urbano)–

como en las Bahamas o en Trinidad.11 Muy frecuentemente ellas son debi-

das a la migración en curso de personas del sector rural buscando mejores

oportunidades.

La Macrocefalia Urbana

La escena urbana del Caribe puede ser caracterizada como un caso de

macrocefalia urbana, en la cual las ciudades capitales, reluciendo como ca-

bezas gigantescas de pequeños organismos nacionales, sumergen a la ma-

yor parte de la población urbana. El desarrollo de nuevas actividades en

poblados provinciales secundarios, a veces alivia la carga demográfica de

la capital. El turismo en las ciudades costeñas del Norte, y la extracción de

la bauxita en el interior, han ayudado a reducir la primacía de Kingston en

Jamaica. Tendencias similares han afectado a la República Dominicana,

aunque en menor escala (Portes et al., 1993, 1997). No obstante, y muy a

menudo, ante la ausencia de un desarrollo turístico espectacular, la mayor

parte de los poblados provinciales pierden residentes o se convierten en un

escalón para flujos migratorios más largos, ya sea a la capital o hacia tierras

extranjeras.

Los residentes más pobres de las ciudades capitales, con mucha frecuen-

cia migrantes recientes, enfrentan procesos de exclusión social que son

ecos de aquellos que sufren sus padres y parientes rurales, incluyendo el

acceso diferenciado a los bienes, a los mercados y a los servicios. A

11. De igual manera, las altas cifras de residentes rurales pueden esconder la fuerza relativa de la economía urba-

na, como en Barbados.



menudo, el pobre de la ciudad se desenvuelve copiando estrategias simila-

res a aquellas utilizadas en las áreas rurales. Pero los mecanismos de exclu-

sión adquieren un impulso diferente en la ciudad, generados por las nece-

sidades de la vida urbana. Por ejemplo, la falta de servicios gubernamenta-

les en algunos de los barrios más pobres –como la carencia de agua co-

rriente, lo que afecta a más del 70% de la población de Puerto Príncipe (Ma-

nigat, 1991)– no puede ser aliviada por el ambiente natural.

Dos cambios cruciales impactan aún más en las vidas de los migrantes

de áreas rurales. Primero, pierden la red de seguridad tanto de su extensa

familia y la red de amistades basadas en la familia, los que son la última

protección contra el hambre en el campo. Segundo, ellos se encuentran en

un contexto caracterizado por la agobiante necesidad de transacciones de

pago al contado.

La Negación de los Derechos al Trabajo

El pobre de la ciudad que se las arregla para encontrar empleo debe en-

carar el acceso diferenciado a los derechos del trabajo, especialmente a la

luz de la general debilidad o ausencia de los sindicatos, particularmente en

las zonas francas orientadas a la exportación (Frundt, 1998). El acceso dife-

renciado a los mercados de trabajo adquiere por lo tanto el liderazgo entre

los procesos de exclusión. El desempleo se convierte en el problema más

inmediato, y en el mecanismo predominante de exclusión socioeconómica.

Safa (1995:99) reporta que las mujeres trabajadoras industriales en la zo-

na franca de La Romana, en la República Dominicana, corren el riesgo de

ser puestas en una lista negra de todas las fábricas de la zona, si intentan

sindicalizarse. El género, por lo tanto, se entrelaza con la negación de los

derechos laborales, en un país donde el trabajo organizado representa po-

co más del 10% de la fuerza de trabajo, y donde hay casos reportados de

trabajo forzado o coercitivo en las fábricas (U.S. Department of State,

1997b). El trabajo organizado es aún más débil en Haití. Solo en algunas de

las ex colonias británicas, y solo en ciertos sectores de actividad, una fuer-

te tradición de trabajo organizado tiende a proteger a los trabajadores (Tho-

mas, 1984, 1988).

En su búsqueda de efectivo, muchos de los pobres de la urbe se van a

la economía informal y de los servicios personales. Se requiere más inves-

tigación -tanto cualitativa como cuantitativa-  para evaluar los procesos es-

pecíficos de exclusión social en la economía informal per se. Sabemos que

los abusos y la negación de los derechos puede incrementarse.  Un caso la-

mentable es el del haitiano “restavèk,” niños rurales que son enviados a tra-

bajar como sirvientes domésticos no pagados que viven en hogares de eli-

tes y clase media urbana en Puerto Príncipe.
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IV. LA DIMENSIÓN SOCIOCULTURAL

La dimensión sociocultural de la exclusión fortalece los hallazgos y aná-

lisis de la dimensión socioeconómica.  Aquí, nuevamente, la similitud entre

los países con un campesinado extenso es golpeante. En otros países (e.g.,

Guyana y Trinidad) la inmigración de trabajadores obligados por contrato

a trabajar en las plantaciones creó una división étnica que todavía perdura

(Premdas, 1996; Munasinghe forthcoming). La exclusión aparejada a líneas

étnicas también ocurre en países que incluyen un sustancial número de in-

migrantes no ciudadanos atados a trabajos específicos subremunerados, co-

mo en los casos de las Bahamas o la República Dominicana (Lemoine,

1981; Martínez, 1995). El acceso diferenciado al idioma predominante, las

diferencias religiosas, el color de la piel, y otros atributos y marcas socio-

culturales también cuentan. Un aspecto clave para la coherencia heurística

de esta dimensión consiste en la proposición de que los procesos de exclu-

sión sociocultural coexisten en la segmentación de la población en grupos

que son inherentemente desventajosos debido a que sus orígenes cultural-

mente marcados les dan un bajo acceso al capital social y cultural. Tales

marcas socioculturales pueden incluir color, etnicidad, u orígenes naciona-

les; idioma, o género, como eventualmente veremos.

Prejuicios Socioculturales

La división rural-urbana también es relevante en la dimensión sociocul-

tural. Para comenzar, la ideología dominante refleja, al mismo tiempo que

refuerza la división. Un ejemplo extremo es el caso de Haití, donde la ex-

presión “mounn anderò” (indicando “gente de afuera” o “ajenos”), es utili-

zada para describir a campesinos o citadinos de origen campesino, compro-

bando la falta de cohesión sociocultural en la escala nacional. Expresiones

similares, aunque menos brutales (como la de “campesinos”), conlleva un

prejuicio implícito.

Color, Etnicidad y Orígenes Nacionales

La indisputada posición de testigos en la cúspide de la pirámide social

durante la esclavitud en las plantaciones ha tenido profundas consecuen-

cias en las relaciones entre los aspectos físicos (fenotipo) y la posición en

la estructura social caribeña. Cruzando varias líneas teóricas (Lowenthal,

1973; Smith, 1965; Stolcke, 1974), hay poca discusión acerca de la existen-

cia de una histórica aguda gradación de color, según la cual la negrura re-

duce el status social. Hoy día, y a pesar del auge de una retórica naciona-

lista del Haití del siglo XIX y el posterior, en toda la región la piel oscura
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tiene un bajo valor sociocultural en todos los países del Caribe (Nettleford;

Rubenstein, 1987:58). En la región, el prejuicio del color opera, con grados

diferentes, como un mecanismo de exclusión. Ni la presencia de un seg-

mento negro de la elite ni la fortaleza de un bloque político “negro” con-

tradice al hecho de que la piel clara posee un valor de intercambio, a me-

nudo captado en alianzas matrimoniales que mejoran las posibilidades so-

ciales y económicas de un recién nacido (e.g. Trouillot, 1988, 1995).

La exclusión aparejada a las apariencias étnicas (que suelen coincidir

con el color) también ocurre en los países que tienen un sustancial núme-

ro de inmigrantes no ciudadanos atados a trabajos subremunerados. Des-

cendientes de haitianos que nacieron en, y que son ciudadanos de la Re-

pública Dominicana son habitualmente tratados como extranjeros, y sujetos

a trabajos de bajo salario en las plantaciones de azúcar, y sujetos a depor-

taciones, e incluso a la destrucción de sus cédulas de identidad por parte

de los soldados dominicanos (Martínez, 1995:9-10; véase también Moya

Pons et al. 1986)  Inmigrantes recientes desde Haití y  Dominica también

enfrentan la exclusión sobre la base de sus orígenes étnicos y nacionales

en las Bahamas y en las Islas Vírgenes Británicas, donde a sus hijos se les

niega la ciudadanía (Maurer, 1997).

En otros países (e.g., Guyana y Trinidad) la mayor parte de la antigua

inmigración de trabajadores obligados por contrato provenientes de Asia

(India, en particular) condujo a una vertiente étnica que, primeramente, re-

produjo algunos de los rasgos de la dicotomía urbano-rural, a medida que

los descendientes de africanos se movilizaron a asentamientos urbanos  y

ganaron control sobre el Estado, los hindúes permanecieron en su mayor

parte en las áreas rurales. Sin embargo, en el transcurrir del tiempo, debi-

do al cambio de las instituciones nacionales y adicionales posibilidades

económicas, muchos hindúes ganaron formal movilidad socioeconómica y

posiciones políticas -especialmente en Trinidad. Más adelante, a medida

que el Estado llegó a ser menos intervencionista, decayó la posibilidad de

la elite política negra para nutrirse a sí misma desde el aparato del Estado

y,o, para controlar el discurso político (Maingot, 1996; Munasinghe, a pu-

blicar). En consecuencia, lo que podríamos estar enfrentando en Guyana,

y especialmente en Trinidad, es una situación en la que los dos mayores

grupos étnicos encaran la exclusión social sobre la base de la identidad ét-

nica, pero en dominios diferentes de la vida privada y de la pública. 

Cortes y Continuos  Lingüísticos 

El idioma es usualmente un marcador cultural central que conduce a la

exclusión de los “de afuera.” En varios países caribeños se desarrolló un

lenguaje autóctono diferente (creole), el que se convirtió no solo en el



idioma de la mayoría, sino que, en muchos casos, el único lenguaje de mu-

chos. Las lenguas creole han sido socialmente subvalorizadas durante si-

glos. Aún todavía, y a pesar de que ya han logrado reconocimiento oficial,

su valor como capital sociocultural continúa siendo absolutamente inferior

al idioma europeo predominante en el territorio. La mantención de este de-

primido valor sociocultural, no solo refuerza el prejuicio per se, sino que

también afecta las oportunidades económicas, como la del trabajo. La edu-

cación formal sí constituye una diferencia, pero como veremos más adelan-

te, el sistema educativo nacional tiene sus propios límites inherentes.

Los Roles de Género y la Exclusión

El tema de género pone de relieve el cómo causas múltiples pueden

contribuir a la exclusión de un grupo socialmente definido. El género es

una categoría central de exclusión en el Caribe, pero es diferente a la dife-

renciación de género en las naciones noratlánticas. La división del trabajo

según género en las áreas rurales y la independencia económica del mer-

cado de mujeres en muchos países caribeños -especialmente en aquellos

con fuerte campesinado-  desmienten la noción de que las mujeres del Sur

están necesariamente “detrás de las mujeres occidentales” en un continuo

unilineal de igualdad de género. No obstante, la comparativamente alta in-

dependencia del mercado y las campesinas para desarrollar sus propios ne-

gocios no significa la ausencia de una ideología patriarcal. Conforme al gra-

do en que esta ideología permea las relaciones sociales, la exclusión sobre

la base de género prevalece en una cantidad de situaciones en el Caribe,

tanto rurales como urbanas (Coppin, 1995, 1997; Ellis, Conway and Bailey,

1996; Mair, 1988; Ortiz, 1996). El acceso diferenciado a la propiedad a lo

largo de las líneas de género, lo que no era la norma en la mayoría de las

situaciones campesinas, ahora es exacerbado por la muerte de la economía

campesina. (e.g. Oriol, 1992).

Cuando las mujeres rurales pobres se trasladan a asentamientos urbanos,

confrontan dos tipos de fuerzas excluyentes que operan contra ellas. Du-

rante esta transición, ellas tienden a perder cualquier independencia eco-

nómica y redes sociales que hubieran tenido en las áreas rurales -incluyen-

do vínculos específicos de solidaridad de género. No obstante, los asenta-

mientos urbanos del Caribe no son más liberales sobre los temas de géne-

ro que lo que son en las áreas rurales. En realidad, en algunos puntos se

podría argumentar exactamente lo contrario, en la medida en que la ideo-

logía patriarcal aún predomina, y por lo tanto, la migración a las ciudades

refuerza las diferencias de género, crea nuevos patrones de exclusión y do-

minación, lo que a menudo pone a las recién llegadas mujeres migrantes

en peores situaciones que las de sus contrapartes noratlánticas o las de sus
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hermanas rurales que dejaron atrás. En general, las mujeres trabajadoras en

los asentamientos urbanos son subremuneradas, y no tienen más que una

leve protección legal con respecto a condiciones de trabajo inseguras, ba-

jos salarios, o contra el acoso y abuso sexual en el lugar de trabajo. Tal es

el caso de las trabajadoras industriales así como el de las trabajadoras do-

mésticas pagadas o semiobligadas por contrato.

Finalmente, la violencia doméstica contra las mujeres es penetrante en

toda la región. Hay muy poco recurso legal o protección para las víctimas,

y las actitudes sociales con respecto a este tema son en cierto grado permi-

sivas. De acuerdo con un reporte oficial de los Estados Unidos, en la Re-

pública Dominicana, “la violencia doméstica y el acoso sexual se encuen-

tran muy extendidos. No hay leyes que protejan a los ciudadanas del abu-

so de sus esposos, y las víctimas raras veces reportan tales abusos” (U.S.

Department of State, 1997b).12

LA DIMENSIÓN INSTITUCIONAL

La dimensión institucional enfatiza procesos que no solo contribuyen a

la exclusión política como tal, sino también a la exclusión de asuntos na-

cionales configurados por la presencia, la ausencia o el trabajo de institu-

ciones formales. Tomo la vida institucional en el sentido más amplio de par-

ticipación para incluir no solo los predilectos indicadores de la participa-

ción política formal en elecciones locales y nacionales sino que también la

fuerza institucional de la sociedad civil, su capacidad de organización, y su

habilidad para establecer canales entre el Estado y los ciudadanos.

En muchos territorios caribeños, especialmente en varias colonias britá-

nicas, la consolidación de instituciones políticas y civiles -como el Parlamen-

to, prensa independiente, sindicatos, servicio civil, o el sistema educativo-

se produjo antes de la independencia del sistema de las plantaciones, e in-

cluso muchas veces antes de la desaparición de ese sistema. Los países que

han podido construir sobre esa fortaleza institucional, ahora aseguran ma-

yor participación en los asuntos nacionales que aquellos que nunca     tu-

v i e ron esa base, o que se las arre g l a ron para debilitarla (Premdas, 1996). En

esto, una cuestión central es el grado en que la consolidación de las insti-

tuciones civiles y políticas en las sociedades del Caribe precede a las trans-

f o rmaciones de la economía basada en el agro. Igualmente importante es el

grado en que el alcance, la fortaleza y la independencia de las instituciones

ha facilitado o ha deteriorado la participación de significativos segmentos

12. Otro caso específico donde la exclusión se basa en el estilo de vida es el caso de los homosexuales, especial-

mente los masculinos. Las sociedades caribeñas son homofóbicas. Los diversos grados de penalización de la ho-

mosexualidad masculina van desde el ridículo público o la negación de empleo, hasta las palizas públicas, y has-

ta el castigo estatal como en Cuba.
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de la población en los asuntos nacionales. En este plano, tenemos que re-

gresar a la fragmentada génesis del Caribe. Muchas de las instituciones ca-

ribeñas nunca estuvieron destinadas a servir a toda la población de sus res-

pectivos territorios. La memoria, la historia y la práctica institucional  las

han pulido a lo largo de líneas de exclusividad. Aún hoy día, las institucio-

nes nacionales tienden a excluir más que a incluir a la mayoría de la po-

blación en el ámbito específico de sus actividades.13 Tienden a ser incapa-

ces de mitigar los procesos de exclusión. De manera general, ellas han em-

peorado más que facilitado la participación de amplios segmentos de la po-

blación en los asuntos nacionales, otorgándoles muy poco poder en las de-

cisiones que afectan su propio futuro. Vistas a la luz de su efectividad en

la integración de sus respectivas naciones, las instituciones caribeñas son

fundamentalmente débiles.

LA ESFERA POLÍTICA

La relevancia de la debilidad institucional en el nivel político puede ser

mejor vista cuando observamos la práctica democrática y sus resultados

concretos. Muchos países caribeños tienen sistemas democráticos formales.

Sin embargo, el grado en que ciertos grupos y personas realmente partici-

pan en la determinación de asuntos nacionales, es muy variable. Lo que

predomina es la política populista y clientelista, y las redes tradicionales de

poder, en la mayoría de los países (Gray 1994), funcionan incrementando

la separación entre derechos formales y derechos reales, que es la caracte-

rística de la mayor parte de la América Latina continental (ILO 1995:15).14

En resumen, la superficialidad de la norma democrática perpetúa tanto la

incapacidad de las personas para ejercer los derechos supuestamente ga-

rantizados por ley así como la incapacidad de las instituciones para confor-

mar relaciones independientes de las personas que se encuentran transito-

riamente en posiciones de gobierno.

Analizando la política jamaiquina, Lundahl (1995:344) hace notar que

los dos grandes partidos de Jamaica utilizan métodos diversos para obtener

votos, incluyendo el mecenazgo. Y agrega: “Todos estos métodos parecen

tener una cosa en común: están diseñados para exasperar, con el fin de

13. Hay dos resonantes excepciones a esta debilidad institucional, los militares y la Iglesia Católica, especialmente fue-

ra del Caribe de habla inglesa. Vale la pena hacer notar que estas instituciones fueron creadas desde el exterior

-como los ejércitos haitiano y dominicano, ambos creaciones del Cuerpo de Marina de los Estados Unidos- , con

la colaboración de los gobiernos nacionales.  Y así, en menor medida, hay una tercera institución, el sistema es-

colar nacional en muchos de los países de habla inglesa.  El hecho de que tales instituciones inducidas desde el

exterior y ayudadas por el Estado pretendan alcance nacional, dice algo acerca del ro l del Estado en la construc-

ción de una nación. El hecho de que otras instituciones no lo puedan hacer, es un signo de su debilidad.

14. O’Neill (1990) muestra la brecha entre los derechos formales y los reales en el caso extremo de Haití bajo régi-

men militar, cuando la extendida corrupción militar condujo a largos encarcelamientos sin cargos, sin abogados,

y con abusos físicos, todo lo cual se podía evitar mediante sobornos.  Sus argumentos se prolongan hasta los
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incrementar los costos de los oponentes y votantes en su intento de reve-

lar la verdades del gobierno.”  Esto no pretende sugerir que la garantía de

las prácticas electorales -bastante extendidas en muchos de los países de

habla inglesa en el Caribe-  esté desprovista de significación. Ni que carez-

ca de sentido disponer de jueces que muchas veces no reciben órdenes di-

rectas del Ejecutivo. El punto aquí -y la enseñanza de las observaciones de

Lundahl-  es que la debilidad general de las instituciones nacionales, aun-

que varía en sus grados, efectivamente limita la eficiencia final de cualquier

grupo de instituciones, incluyendo las políticas.

El punto se expone mejor si se empieza con el caso extremo de Haití.

La naturaleza ingobernable de la esfera política en ese país agudiza el pro-

ceso de exclusión social, debido a que restringe y algunas veces destruye

cualquier forma de interacción  -civil o política-   que pudiera desafiar a los

mecanismos de la exclusión. Por ejemplo, la politización extrema de los

sindicatos nos recuerda a los muchos territorios angloparlantes en la región.

La diferencia cualitativa consiste en que el completo predominio de la es-

fera política en el caso haitiano deja muy poco espacio para que los ya po-

líticamente parcializados sindicatos intervengan con algún grado de efecti-

vidad a nombre de los derechos de los trabajadores. Tienen poco espacio

para maniobrar fuera de las políticas estatales y, por lo tanto, solo pueden

abordar unos pocos temas laborales específicos que estén más allá del con-

texto político inmediato. Las debilidades institucionales se nutren unas de

las otras. A pesar de lo extremo que es el caso, el argumento aquí es que

los aspectos estructurales que sugiere no son raros en la región, aunque

ellos se presenten bajo formas variadas.

Los límites para la efectividad del sistema parlamentario en Trinidad nos

muestran un ejemplo diferente. Allí, las divisiones étnicas conducen a la di-

ficultad de formalizar cualquier cosa que se acerque a un amplio acuerdo

social, el cual es esencial para el funcionamiento de la institución del Esta-

do. Los programas pueden ser aprobados o vetados sobre la base de parti-

darismos étnicos, con poca relación a su eficacia nacional, como Premdas

indica (1996) que fue el caso del frustrado Programa Nacional de la Juven-

tud de Trinidad.

Otras Instituciones

Al mismo tiempo que generalmente muchas instituciones proveen un

pobre nivel de servicios y recursos, el cómo se distribuyen esos recursos

también revela procesos de exclusión.  En las zonas rurales hay carencia de

previos estados de las cosas cuando los derechos sólo existían en el papel. Después, similares discrepancias son

experimentadas por otras poblaciones excluidas en toda la región  -como los trabajadores migrantes, y las tra-

bajadoras industriales.
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instituciones que trabajen. Por ejemplo, la atención de la salud en la región

es una institución ampliamente urbana, y la elite más alta usualmente utili-

za las disponibilidades para la salud que están fuera de la nación.15 La fal-

ta de confianza en las instituciones públicas de salud conducen a una situa-

ción de creciente disparidad. Aquellos que tienen el poder para determinar

los presupuestos y las asignaciones de recursos para las instituciones nacio-

nales no tienen que hacer uso de ellas, ya que viajan al exterior para obte-

ner servicios de calidad.

Los sistemas de atención de salud en la región están desproporcionada-

mente localizados en las ciudades. Un informe reciente de CONFEMEL es-

tablecía que en la región latinoamericana y del Caribe como un todo, exis-

tía una concentración de médicos en las áreas urbanas. Y atribuía tal con-

centración al hecho de que los recursos necesarios para el ejercicio de la

profesión solo estaban disponibles en las ciudades. De este modo, mientras

la región como un todo (con la excepción de Haití) tiene un creciente nú-

mero de médicos, las zonas rurales pierden sus doctores que se van a la

ciudad (Inter Press Service, 1999; ver también: Guerra de Macedo, 1992).

En consecuencia, las políticas dirigidas a la salud rural deben considerar la

asignación de materiales y de recursos materiales. La apertura de clínicas

en las zonas rurales no será suficiente sin la garantía de que contarán con

un personal permanente

Allí donde las instituciones gubernamentales fallan en brindar los servi-

cios requeridos por sus ciudadanos, a veces otras organizaciones vienen pa-

ra intervenir.  En Haití, por ejemplo, donde “las instituciones del sector pú-

blico tienen todo pero están arruinadas”, 1,5 millones de personas  -más de

la mitad del país-  reciben servicios de atención en salud de ONG locales

e internacionales (Baker, 1997:41).

Aunque las enfermedades crónicas constituyen un importante problema

de salud en la región, las enfermedades contagiosas afectan desproporcio-

nadamente a los pobres, especialmente allí donde el sistema público de

atención en salud en el que ellos descansan solo dispone de muy limitados

recursos y reacciona muy lentamente (Hammer, 1996; Weil y Scarpaci,

1992:5-6). La crisis económica de los 80 probablemente creó grandes dis-

paridades en la atención de salud, en la medida en  que se redujo el gasto

público y que a través de los consejos directivos los subsidios públicos

para la atención en salud tendieron a ayudar más a los ricos, al tiempo que

aquellos que antes podían buscar atención privada se vieron obligados a

asistir a los servicios públicos (Guerra de Macedo, 1992:35). Final y obvia-

mente, la falta de seguros médicos  –especialmente para los segmentos más

pobres– conduce a grandes discrepancias en cuanto a atención (Hammer,

15. Como consecuencia de un fallido intento contra la vida de la hermana del  Presidente haitiano, ella fue enviada

a Cuba para una atención médica relativamente menor, en vez de recibirla en su país.
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1996:6-10).  Considerando estos hechos, algunos observadores han sugeri-

do que el sector público debería enfocarse en los problemas menos aten-

didos a través del sector privado y que afectan desproporcionadamente a

los pobres, como es el caso de las enfermedades contagiosas y la falta de

agua potable.

En general, la educación proporciona un buen ejemplo de un sistema

institucional que proclama ser nacional, pero que no sirve con igualdad a

las mayorías, y que contribuye a excluir de algunas formas de participación

a importantes segmentos de la población. Primero, los niveles de apoyo son

claramente ventajosos para los grupos que ya se encuentran en mejores

condiciones. Por ejemplo, las universidades de la región son en su mayo-

ría parcialmente públicas, y apoyadas con fondos públicas. Sin embargo, la

proporción de los segmentos de los más pobres de la población que asis-

ten a la universidad es muy baja. La matrícula en la educación terciaria del

quintil más pobre en Jamaica es 1,6%, mientras que en Guyana es de solo

1%.  Sin embargo, en la región caribeña, los gastos per cápita en la educa-

ción terciaria son 15 a 25 veces más altos que aquellos en la educación se-

cundaria, y 50 veces más altos que los de la educación primaria (Baker,

1997:137).

Los resultados de la educación primaria y secundaria son mixtos. Mu-

chos países del Caribe de habla inglesa, donde la educación primaria se de-

sarrolló como una institución nacional antes de la caída del sistema de las

plantaciones, permanecen como un ejemplo mundial. Entre aquéllos paí-

ses, Barbados marcha adelante.16 En otros, la educación tanto primaria co-

mo secundaria sirven de nodo institucional para reforzar la exclusión. Mi-

ller (1992) señala que aunque las reformas se dirigían originalmente a re-

ducir la exclusión, podían perversamente reproducirla. Por ejemplo, las re-

formas educativas de la escuela primaria de Haití, en 1978, dan cuenta del

proceso de exclusión como un nutriente y como un resultado del sistema

educativo. Tales reformas pusieron bajo un solo Ministerio a las que antes

eran administraciones separadas para la educación urbana y para la rural.

El creole se introdujo como idioma para la docencia, sustituyendo al

francés, lo que encontró alguna oposición de parte de muchos padres

acostumbrados a entender el idioma como una forma de capital social que

debía impartir la educación; el creole, como lengua excluida, solo serviría

para reforzar la exclusión de sus niños. En tanto las escuelas privadas no

implementaron esas reformas, muchos de esos padres trasladaron a sus

hijos desde las escuelas públicas a las escuelas privadas. Como

16. El gasto de Barbados en educación, como un porcentaje de todos los gastos del gobierno (19%) y del PIB (7,2%),

es alto para la región. Alrededor de la mitad de los niños van al pre-escolar. Todos los maestros se encuentran

mejor capacitados, como resultado de un mejor sistema educativo. Por ejemplo, los profesores de la escuela pri-

maria tienen, al menos, un certificado de secundaria, 73% tienen un certificado de maestro, y un 10% tienen gra-

dos de bachillerato. Este es un ciclo positivamente fortalecedor  (Miller, 1992:119-143).



consecuencia, en la misma década que se hicieron las mayores inversiones

en el sistema primario de educación de Haití, menos de la mitad de los es-

colares de escuela primaria se encontraban en el sistema público. Esta pre-

sión sobre el sistema privado de educación condujo a una reducción en la

calidad de las maestras y los maestros, con el fin de disminuir costos, lo que

conllevó al resultado de que los profesores del sistema privado llegaran a

ser menos calificados que los del sector público. La excepción la hicieron

las escuelas privadas para niños de las clases altas, en la medida que aque-

llas sí disponían de los fondos para mantener profesores de calidad. Estas

instituciones contribuyen a mantener las distinciones sociales de clase (Mi-

ller, 1992:145-167).  En una inalterada situación de exclusión, aun los inten-

tos para reformar pueden conducir a grandes diferencias.

CONCLUSIONES

El propósito de esta sección es sugerir maneras para considerar temas

de políticas, e indicar el tipo de investigación que se re q u i e re para guiar-

las, en vez de prescribir políticas “incluyentes” específicas. Durante la re-

dacción de este documento se hizo claro que la mayoría de los datos que

usualmente se recolectan -particularmente por el lado cuantitativo-  no brin-

dan la información necesaria para derivar instrumentos específicos de polí-

ticas para aliviar la exclusión social. Las estadísticas existentes desconside-

ran la heterogeneidad del Caribe, en términos de la división urbano-rural,

de la variedad de grupos étnicos, del sentido de género, etc. Dado que las

categorías de personas no son tan obvias, y que deben ser desagregadas en

diversos tipos de unidades para poder ver las múltiples vertientes de la ex-

clusión social en acción, aparecerá como obvio que los problemas tendrán

que ser igualmente desagregados. Unidades tales como “atención en salud”

o “derechos de la mujer” no pueden ser considerados independientemente

de las fuerzas que crean y mantienen estas formas de exclusión.

El enfoque de exclusión social indica que la reforma en algún área fun-

damental podría ser contrabalanceada por los impactos potenciales que

puede tener, o las restricciones que puedan existir, en otro dominio, y en-

tre ellos. Ningún monto de inversión en la educación de médicos, por ejem-

plo, puede por sí solo proveer de médicos para las zonas rurales, donde la

migración a las ciudades es una fuerza prevalente. Y tampoco, la capacita-

ción cívica de funcionarios individuales previene la corrupción allí donde

la estructura de las instituciones estimula tales prácticas. Lo relevante es la

interacción de estos factores.

La implicación clave de todo esto para la manera en que pensamos

acerca de la política social en el Caribe, es que necesitamos identificar los
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nodos en que los procesos de exclusión se entrelazan dentro de los am-

bientes institucionales que (re)producen la exclusión social. Si bien los ins-

trumentos de política deben ser enfocados a componentes específicos, to-

das las intervenciones deberían considerar, en su diseño, las potenciales in-

teracciones entre los diferentes factores que generan exclusión social. Para

dar un ejemplo, Haití está llena de problemas urgentes, uno de ellos pro-

viene de la relación entre la pobreza y el medioambiente (Lundahl, 1979).

Ninguna intervención material es más importante que detener la degrada-

ción ambiental. Esto no significa que otros problemas sean menos urgen-

tes. Pero sí significa que es más probable que el ataque a este problema

tenga más consecuencias serias y de largo plazo que otros. Pero al mismo

tiempo, y dada la debilidad institucional de Haití  y la marginalización de

su campesinado, los programas ambientales tienen que estar aparejados -o

en realidad integrados-  con intervenciones que permitan al campesinado

mejorar su poder de decisión en el nivel local. Por cierto, solo el logro de

los cambios institucionales que se requieren para incrementar la participa-

ción en el nivel local pueden garantizar el éxito de los programas ambien-

tales. Se trata de un caso singular, pero la lección puede ser generalizada.

En toda la región, la reforma tiene que hacer hincapié tanto en la fortale-

za, alcance y representación  institucional, como en su contenido.

Las instituciones oficiales en el Caribe no son instituciones nacionales.

Las denominadas instituciones formales son instituciones cuyo alcance na-

cional ha sido sostenido por el Estado, pero cuya eficacia nacional es du-

dosa. Se requiere que ellas se conviertan en nacionales en términos de al-

cance y representación, tanto en lo geográfico como en lo social. Esto no

se reduce a una cuestión de prestación de servicios. La cuestión clave es

participación versus exclusión. La mayoría de los ciudadanos caribeños se

encuentran excluidos de los procesos que se conjugan alrededor de estas

instituciones. Están excluidos como participantes. Están excluidos como ob-

jetivo. En tal sentido, las instituciones caribeñas tienen que convertirse en

realmente nacionales. Tal nacionalización, a su vez, solo puede ocurrir a ni-

vel local. 

Finalmente, a pesar del fracaso y debilidad absoluta de las instituciones

más visibles y formales, hay instituciones locales que, no obstante las fuer-

zas de exclusión operando sobre ellas, han mostrado una notable elastici-

dad y fortaleza. Su denominación de informales hace perder, en parte, el

punto de su eficacia. Uno considera el mercadeo interno de los bienes

habituales de consumo y alimenticios, y los en su mayor parte independien-

tes mercados de mujeres que sostienen el sistema. Uno considera las diver-

sas asociaciones de campesinos tan a menudo descuidadas por el Estado y

aquellos trabajadores de ONG que deambulan en el campo ansiosos de im-

poner su propio modelo acerca de lo que la sociedad civil debe hacer. Y,
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sin embargo, todavía se requiere más investigación para identificar a estas

instituciones, entender cómo es que trabajan, por qué operan, y cuándo y

dónde ellas vacilan. Las políticas deben enfocarlas sin reserva y apoyarlas,

con el fin de: a) fortalecer su alcance y sus nodos  -tan informalmente co-

mo sea necesario, si la investigación sugiere tal opción; o, b) permitirles

una fluida transformación hacia un nivel más formal, si ello es necesario y

posible. Esto también significa, por supuesto, que tenemos que adquirir la

mayor humildad posible para hablar menos sobre, o por, los excluidos de

la región, y escuchar muy cuidadosamente lo que ellos tienen que decir

acerca de su exclusión.
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RAZA, POBREZA Y EXCLUSIÓN SOCIAL

EN BRASIL

NELSON DO VALLE SILVA

La investigación sobre la exclusión racial en Brasil no es ni reciente ni

escasa. Ella surge al final de los años 70 como una reacción a la literatura

sociológica/antropológica hasta entonces dominante, literatura que llegaba

a rechazar la hipótesis de que la discriminación racial pudiese desempeñar

un papel de importancia de oportunidades en la sociedad brasilera.

En verdad, dos grandes hipótesis parecen caracterizar  esa literatura “clá-

sica” que trata sobre las relaciones raciales en Brasil. En el primer caso, la

raza no desempeña un papel significativo en el proceso de movilidad so-

cial y la actual situación de los no-blancos es explicada básicamente a par-

tir de su posición inicial de relativa desventaja (e.g. Freyre, 1933; Pierson,

1955). Es puesto mucho énfasis sobre el pasado esclavo de la población no-

blanca y, al adoptar una perspectiva básicamente de asimilación, se cree

que con el tiempo, los grupos de color serán incorporados al mainstream

de la sociedad brasilera. Aun los teóricos que admiten la existencia del pre-

juicio y de la discriminación racial en Brasil, creen que estas prácticas sean

reflejo de una discriminación de clase (Ianni, 1972) o una herencia cultural

del pasado (Fernández, 1972). Sería entonces un hecho en desaparecimien-

to, a ser desecho por la progresiva adquisición de capital humano adecua-

do por parte de los no-blancos.

La segunda hipótesis dominante se refiere a la posición supuestamente

privilegiada ocupada por la población de mulatos en la sociedad brasilera.

De acuerdo con esa hipótesis, y asociada a la idea de un mulato “escape

hatch” (Degler, 1971), los mulatos disfrutan de más oportunidades de mo-

vilidad que los negros, y llegan a lograr niveles educacionales, ocupaciona-

les y económicos más altos. El  mestizaje que se esparció por el Brasil fue

importante para disminuir la dureza de las relaciones raciales, porque la

discriminación contra individuos de “sangre mezclada” es supuestamente

menos que con relación a los negros. Hágase notar que este es supuesta-

mente el aspecto esencial que diferencia el sistema de relaciones raciales

brasilero del sistema estadounidense.



Estas ideas solamente empezaron a ser cuestionadas al final de la déca-

da de los 70. Hasenbalg (1979) y Silva (1978; 1980) llamaron la atención pa-

ra el hecho de que es probable que la discriminación basada en raza pue-

da representar un papel significativo en los procesos de mercado de traba-

jo como la exploración y la competencia. En vez de considerar el prejuicio

y la discriminación como una herencia cultural irracional del pasado, estos

autores sugirieron que la estratificación racial está enraizada en la actual

estructura social de Brasil, siendo que la discriminación racial es una reac-

ción racional al conflicto de grupos en competiciones por los recursos so-

ciales y económicos escasos.  En otras palabras, los que estos autores  ar-

gumentan es que raza (o en la terminología  brasilera, “color”) es un crite-

rio relevante en la definición de estrategias exclusivistas que configuran el

sistema de desigualdades característico de la sociedad brasilera.

Siguiendo ese camino, un buen número de estudios empíricos fueron

realizados para intentar cuantificar la extensión de la discriminación racial

en el mercado de trabajo brasilero. Silva (1978) analizó los diferenciales ra-

ciales de renta en la región de Río de Janeiro utilizando el censo brasilero

de 1960. Este estudio presentó varias conclusiones. La primera fue que, al

contrario de las hipótesis antes mencionadas, negros y “pardos” (morenos)

parecen presentar perfiles bastante semejantes. Esto es más verdadero aún

en lo que se refiere a la relación de patrones de regreso a la experiencia y

a la escolaridad, pero también ha habido resultados similares que fueron

obtenidos con relación a otras variables. Se llegó a la importante deducción

de que juzgar negros y pardos como componentes de un grupo racial “no-

blanco” homogéneo no constituye una excesiva violencia contra la realidad

estadística de estos grupos.

Una segunda conclusión fue el reconocimiento de las diferencias subs-

tanciales en el nivel económico entre blancos y no-blancos, mismo cuando

controlamos las variables relevantes al proceso de determinación de renta.

Aun cuando la variación de las diferencias de renta atribuidas a la discrimi-

nación en el mercado de trabajo pueda ser más baja que en otros lugares,

aun así, una parcela substancial de esas diferencias interraciales en Brasil

parece ser causada por prácticas discriminatorias. O sea, se mostró que aun

cuando los blancos aparentemente disponen de ciertas ventajas en los ni-

veles más bajos de realización, estas ventajas son superadas por los resul-

tados superiores de regreso a experiencia y a la escolaridad disfrutados por

los blancos. El resultado final es que los no-blancos solo disponen de una

ventaja relativa sobre los blancos luego al principio de su entrada en el

mercado de trabajo o en los niveles muy bajos de habilidad, normalmente

en ambientes pobres, como las zonas rurales. Los blancos son mucho más

eficientes en la conversión de experiencia e inversiones educativas en

retornos monetarios, al paso de que los no-blancos sufren desventajas
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crecientes a la medida que suben en la escala social. Estos resultados lleva-

ron al rechazo de las dos principales hipótesis en la literatura sociológica

brasilera: no es verdad que los pardos se comporten de manera diferente a

la de los negros, ni es un hecho que la raza de la persona sea poco impor-

tante en el proceso de alcanzar un determinado nivel de renta. Al contra-

rio, se descubrió que los blancos disfrutan de muchas ventajas en el mer-

cado de trabajo. Pero, los datos también llevaron a la sorprendente conclu-

sión de que, como mínimo, los negros eran un poco menos discriminados

que los pardos, lo que contradice la sabiduría convencional de la literatura

histórico-sociológica.

Más tarde, Silva (1986) amplió este análisis con el fin de incluir variables

y regiones adicionales, basado en datos de la PNAD de 1976. Los resulta-

dos confirmaron en gran parte aquellos obtenidos en el trabajo anterior. Se

estimó que para  Brasil como un todo en 1976, alrededor de 33% de la di-

ferencia de renta entre blancos y pardos podría ser considerada como dis-

criminación en el mercado de trabajo; el número correspondiente para los

negros fue de 26%. Entonces, una vez más, se llegó al resultado sorpren-

dente de que los negros parecen menos discriminados que los pardos.

Posteriormente, Lovell (1989) analizó la desigualdad racial de la renta de

los trabajadores en todas las regiones metropolitanas de Brasil. Utilizando

datos del censo de 1980, sus estimativas indican que la renta media de la

población no-blanca es de casi la mitad de la renta de la población blanca.

Lovell concluyó que para los negros 25% de la diferencia en la renta pue-

den ser consideradas como prácticas discriminatorias, y para los pardos un

32%. Ella observó que los no-blancos reciben tratamiento diferenciado en

el mercado de trabajo, pero, al contrario de lo concluido por Silva (1980),

que existen diferencias significativas entre negros y pardos. Además, se des-

cubrió que la discriminación de renta varia de acuerdo con la región, con

el sector industrial y con la posición ocupacional.

Lovell (1994) también muestra que los efectos de las desigualdades ra-

ciales y de género son bastante complejas, siendo las diferencias salariales

por género mucho más grandes que las diferencias raciales en algunas ocu-

paciones, al paso que en otras el factor racial es más importante. Así, las

diferencias por género en los rendimientos son mayores en las ocupacio-

nes de mayor status (como las ocupaciones técnico-profesionales) y en al-

gunas de status bajo (como los servicios personales sin calificación). En

contrapartida, en ciertos sectores como las ocupaciones de oficina y en las

ocupaciones manuales calificadas, las diferencias tienden a ser mayores por

el color o por el género. Así, en resumen, lo que estos estudios hechos a

lo largo de las dos últimas décadas han mostrado, es la importancia de fac-

tores exclusivistas de orden racial en la configuración de las desigualdades

sociales brasileras.



Ambigüedad Referencial, Raza Social y Mestizaje

Antes de comenzar a hacer un análisis más detallado de la situación ac-

tual de las desigualdades raciales en Brasil, es importante conocer algunos

temas que nos van permitir tener una visión más realista de una realidad

compleja. Se trata de los temas relativos a la peculiaridad del sistema de

identidad racial y del extenso e íntimo contacto interracial, características

fundamentales de las relaciones raciales en este país. Para eso, usaremos

los datos de una investigación nacional sobre raza y prejuicio racial, reali-

zada por el periódico Folha de São Paulo (Datafolha) . Esta investigación

puede ser considerada como la más grande y la más compleja ya hecha en

el país.

Primero, la penosa cuestión de la identidad racial. Como ha sido repeti-

damente demostrado por los trabajos antropológicos, los brasileros pueden

ser muy imaginativos con respecto a la terminología de raza/color.  La in-

vestigación del año de 1995 del Datafolha formuló dos preguntas sobre la

auto-identificación del color de los entrevistados: una abierta, en la cual el

entrevistado tenía la libertad para expresarse en sus propios términos; otra

con opciones predeterminadas, siguiendo el tipo de código oficial del cen-

so. Aunque la cuestión abierta suscitara decenas de términos para la desig-

nación del color de la propia piel, hubo una concentración bastante alta de

algunos términos. La distribución relativa de las respuestas fue la siguiente:

El principal problema aquí parece ser el hecho de que una gran propor-

ción de los brasileros se creen “morenos”, término no incluido en la termi-

nología oficial. Además de eso, existe mucha ambigüedad e incertidumbre

en cuanto a la aplicación de este término, usado por un 43 por ciento de

los brasileros. Cuando esos “morenos” se auto-clasifican usando los térmi-

nos oficiales, la mitad de ellos se califica entre los pardos y la otra mitad

esta distribuida en las categorías blanco, negro y otras.

Más preocupante que el uso de una terminología diferente de la oficial

es el efecto aparente de la condición socio-económica sobre la identidad

del color. La investigación del año de 1995 del Datafolha también incluía
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BLANCO

“Moreno”

“Moreno” claro

Pardo

Negro

39,0%

35,0%

7,0%

6,0%

4,0%

“CLARA”

Mulato

“oscura”

“Moreno” oscuro

Amarillo

2,0

1,0%

1,0%

1,0%   

1,0%

Tabla 1

Auto-Identificación del Color
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una clasificación del color del entrevistado, según el criterio del entrevista-

dor, y cuando comparamos las respuestas de los entrevistados con las de

los entrevistadores,  encontramos discrepancias significativas. Hay indicios

de que las discrepancias están relacionadas con la condición socio-econó-

mica de los entrevistados (Silva, 1994), en el sentido de que las respuestas

“aclaradoras” (relativamente con la evaluación de los entrevistadores) tien-

den a venir de entrevistados más educados o más ricos, mientras que las

respuestas “no-aclaradoras” tienden a venir de personas de condición so-

cio-económica inferior. Aun siendo de un reducido significado, este efecto

tiende a aumentar las correlaciones entre la auto-clasificación por el color

y por la condición socio-económica.

Otra cuestión importante es la del mestizaje y del matrimonio interracial.

Es un hecho conocido que el matrimonio interracial es más frecuente en

Brasil que en otras sociedades multirraciales, constituyendo el principal

proceso por el cual el mestizaje continúa sucediendo. A pesar de que el

matrimonio entre personas clasificadas en el mismo grupo de color ser es-

timado en un 80 por ciento del total de las parejas casadas (Berquó, 1991;

Lago, 1988; Scalon, 1992) –número más elevado de lo que se podría espe-

rar en el caso de que el color fuese irrelevante como criterio en la escogen-

cia de la pareja– los 20% residuales aun así constituyen una cifra relativa-

mente elevada. Una consecuencia curiosa e importante de esa alta tasa de

matrimonios interracial es que, a pesar de la población brasilera se auto-de-

fine mayoritariamente como blanca, la mayor parte de las familias cuentan

por lo menos con una persona, entre su jefe o la pareja de ese jefe, auto-

clasificada como no-blanca. Así, si clasificamos el “color de la familia” en

términos de los colores auto-declarados por la pareja jefe, obteniendo las

categorías blanca, no-blanca y mixta, obtenemos los valores presentados en

la Tabla 2. Como podemos ver, en un 58% de las familias brasileras, por lo

menos uno de los miembros de cada  pareja no es blanco.

Sumándose a eso existe una variación casi simétrica cuando considera-

mos la situación económica de la familia: si por un lado 78% de las fami-

lias en el quinto de rendimiento más pobre incluye por lo menos un miem-

bro no-blanco en la pareja, en el quinto más rico esa proporción es de 25%.
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La investigación del Datafolha también tiene informaciones interesantes

sobre esa cuestión. Por ejemplo, fue preguntado si el entrevistado ya había

tenido un(a)  novio(a) o pareja de matrimonio de color diferente del suyo.

Alrededor de 16 por ciento de los entrevistados habían casado con alguno

de color diferente y otros 42 por ciento tuvieron un(a) novio(a) de otro gru-

po de color sin que se casaran con él (ella). Siendo así, la mayor parte de

los brasileros tuvieron alguna relación íntima con alguna pareja de color di-

ferente al suyo.

Otra cuestión importante que la investigación del Datafolha nos permi-

te retomar, es la existencia del prejuicio y de la discriminación racial en la

sociedad brasilera. Contrario a lo que se podría esperar, teniendo en cuen-

ta la importancia en Brasil de la ideología de la democracia racial, cuando

se enfrentan con la pregunta “¿Los blancos son prejuiciosos con relación a

los negros?, casi un 90% de los entrevistados dijeron “Sí”, y 61% además de

la afirmación agregaron la palabra “Bastante”. Además de eso, esta respues-

ta no parece variar según el color, aunque haya evidencia de que las res-

puestas positivas aumentan con los niveles de escolaridad más elevados

(Hasenbalg y Silva, 1993).

La investigación del D a t a f o l h a también trató la experiencia real de la dis-

criminación (Tabla 3). Cuando fue hecha la pregunta “¿Usted se siente discri-

minado debido a su color?”, 77% de los entrevistados no-blancos indicaro n

que ellos propios jamás habían experimentado discriminación. 

Existen diferencias significativas entre los entrevistados negros y pard o s ,

estos últimos relatando mucho menos experiencias de discriminación que los

n e g ros. Tanto para los negros cuanto para los pardos, las circunstancias de

discriminación estaban distribuidas en un amplio espectro de situaciones,

desde la discriminación en el local de trabajo hasta los comentarios y chistes.

QUINTOS DE

RENTA

FAMILIAR

1°  (20-)

2°

3°

4°

5° (20+)

Total

Blanca

21,9

36,4

47,7

61,0

75,0

41,9

No-blanca

59,4

48,7

39,5

28,8

15,0

44,1

Mixta

18,7

14,9

12,8

10,2

10,0

14,0

Total

100%

100%

100%

100%

100%

100%

“COLOR DE LA FAMILIA”

Fuente:  PPV 1996/1997, Tabulaciones del Autor. Nota: Número total de familias es  25.466.291.

Tabla 2

“Color de la Familia” por Quinto de Renta Familiar
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Finalmente, creo que es importante hacer notar que los niveles elevados

de interacción entre los grupos raciales en Brasil al mismo tiempo reflejan

y causan los bajísimos niveles de segregación espacial en las ciudades bra-

sileras. Telles, (1995), utilizando los clásicos índices de disimilaridad, en-

contró un nivel de segregación espacial entre los grupos de color no con-

trolado por situación socio-económica, de la orden de 43 en Río de Janei-

ro y de 41 en São Paulo. Valores comparables en ciudades americanas os-

cilan entre 70 y 90. Adicionalmente, cuando se controla por el nivel econó-

mico de las familias, los valores entre los pobres en las metrópolis brasile-

ras son mucho más bajos que los valores mencionados anteriormente, al

paso que en los niveles de segregación en los EUA son similares en todos

los niveles de renta.

SOLAMENTE PARA

NEGROS Y PARDOS:

¿USTED YA SE SINTIÓ

DISCRIMINADO POR

CAUSA DE SU COLOR?

¿EN QUÉ SITUACIÓN?

Sí:

- p é rdida de oportunidad

de trabajo

- discriminación en el local

de trabajo

- discriminación en espa-

cios públicos

- no aceptado por la familia

del(a) novio(a)

- discriminación por alum-

nos y profesores

- comentarios / chistes, etc.

- otras respuestas

- no sabe / no se acuerda

No, nunca:

Total

Muestra (ponderada)

Fuente: Investigación Datafolha , 1995 - Publicada por la Redefolha

36

7

6

6

5

8

4

7

2

64

100

296

17

4

3

4

2

1

2

3

1

83

100

650

37

10

9

5

3

5

2

8

2

63

100

291

15

3

2

2

2

2

1

3

1

85

100

666

Total

22

5

4

4

3

3

2

4

1

77

100

1974

Hombres

Negros Pardos

SEXO

Mujeres

Negras Pardas

Tabla 3

Experiencia de discriminación

según la Auto-Clasificación y el Color



Demografía y condiciones de vida

El cuadro de las relaciones raciales en Brasil, combinando de manera

compleja la conciencia de la discriminación con una relación íntima entre

los grupos raciales debe ser completado con un panorama de desigualda-

des de orden socio-económica. Como intentaré demostrar, la literatura que

trata de esta vertiente de las relaciones raciales ponen en relieve una diná-

mica sociológica a través de la cual negros y pardos están sujetos a desven-

tajas que actúan acumulativamente a lo largo de las fases del ciclo de vida

individual y sus desventajas son transmitidas de una generación a la si-

guiente:

Comencemos con la composición racial de la población brasilera. Efec-

tuando un análisis a lo largo del tiempo, se observa que en 1890 la pobla-

ción blanca era minoría en la composición poblacional, con 44% de esta.

Pero, entre 1890 y 1940, hubo un aumento significativo de este grupo de

color, fruto de la fuerte migración de origen europea ocurrida alrededor del

cambio de  siglo, promoviendo lo que se denomina el “emblanquecimien-

to” de la población. Al observar el censo de 1940, verificamos que el gru-

po blanco llegó a representar un 63,5% de la población brasilera. Un fenó-

meno parecido ocurre con el grupo pardo en el periodo 1940-1980, cuan-

do se verifica una tendencia al aumento proporcional del mismo. Natural-

mente, como contrapartida, disminuyen las proporciones tanto de blancos

como de negros. En 1980 el porcentual de personas que se declararon par-

das fue de 38,5%, lo que representa un aumento de 9 puntos porcentuales

con relación a 1940, en cuanto a que en este mismo periodo las poblacio-

nes blanca y negra decrecieron entre 6,2 y 2,8 puntos, respectivamente.

Desde entonces se ha observado una cierta estabilidad en estas proporcio-

nes. Así, los datos de 1996 (PNAD), apuntan para una población que se de-

clara blanca en la orden de 55,2% (2.1%  a menos que en 1980), seguida

de los pardos con un 38,2%, de los negros con un 6% y de los amarillos

con un 0,6%.

Estas tendencias resultan de la combinación de tres factores básicamen-

te: la mortalidad diferencial, la fecundidad diferencial y del mestizaje. Cuan-

to al primer factor, como sería de esperarse, se verifican significativas dife-

rencias raciales en las probabilidades de sobrevivir a lo largo del primer año

de vida y en la esperanza de vida al nacer.  Así, en 1980, la mortalidad in-

fantil era de 77 por mil nacidos vivos entre blancos y de 105 para el con-

junto de no-blancos, esta última tasa corresponde al observado para los

blancos veinte años antes (Tamburo, 1987). Paralelamente, la expectativa

de vida al nacer de los negros y de los pardos en 1980 era de 59,4 años,

comparada con el valor de 66,1 años para los blancos. Esta diferencia es

muy próxima a la de 7,5 años observada entre estos grupos en 1950 (Wood
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y Carvalho, 1988; Tamburo, 1991). Las disparidades en la fecundidad son

también significativas, siendo que en el periodo del auge del crecimiento

poblacional brasilero ellas alcanzaron el valor de 5,6 hijos por mujer entre

pardas;  5,1 hijos por mujeres negras y solamente 3,5 hijos para las muje-

res blancas. En lo que dice respecto al mestizaje (véase Hasenbalg, Silva y

Barcelos, 1989) ya vimos su extensión cuando analizamos la composición

racial de las familias en la sesión anterior.

Así, Berquó (1988, pp. 21-22), analizando la dinámica de los factores que

determinan la composición racial de la población brasilera,  observó que:

Para la población clasificada como blanca:  a) La más baja mortalidad,

un compromiso más temprano de unión con su pareja y con menos infide-

lidad y la mayor fecundidad de la población blanca hasta 1960 pueden ser

consideradas como responsables por su predominio cuantitativo en la tota-

lidad de la población; b) El aumento del mestizaje, o sea, de matrimonios

entre pardos e negros, y la baja más acentuada de fecundidad a partir de

los años 60 (posiblemente debido al recurso más precoz a medios contra-

ceptivos más eficaces) pueden ser considerados como responsables por la

desaceleración de su tasa de crecimiento y por el descenso de su peso re-

lativo, no obstante aún mayoritario en el total de la población.

Para la población clasificada como negra: La más alta mortalidad, un

compromiso más tardío en la unión con  la pareja y con un elevado índi-

ce de infidelidad, principalmente en el sexo femenino, el aumento del mes-

tizaje, y una más alta esterilidad femenina y la más baja fecundidad hasta

1960 pueden ser consideradas como causantes de las bajas tasas de creci-

miento de esa población por el acentuado descenso de su peso relativo en

la población total.

Para la población clasificada como parda: Aunque sujeta a niveles ele-

vados de mortalidad, el mestizaje y las altas tasas de fecundidad, durante

todo el periodo 1940-1980, son los grandes determinantes de las elevadas

tasas de crecimiento de esa población y, consecuentemente, del aumento

sistemático de su peso  relativo en la población total.

Observando la distribución de la población por color y por regiones te-

nemos que en el Sur y en el Sureste –las regiones más desarrolladas– la po-

blación blanca es predominante. Por ejemplo, en 1996, 85,9% de la pobla-

ción del Sur es blanca y en el Sureste ese porcentual es de 65,4%. En las

regiones Noreste y Norte es la población parda que predomina, llegando a

un 62,9% en el Noreste y un 67,4% en el Norte. Analizando la situación en

las ciudades, se observa que, para el Brasil, la mayor parte de la población

urbana es blanca, sobre todo en las regiones Sur y Sureste, al paso que en

las regiones Norte y Noreste predominan los pardos, repitiendo para las

áreas urbanas el mismo patrón observado para el país como un todo. Por

otro lado, en la distribución de la población rural se observa que en el
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Noreste rural predominan mucho los pardos, mientras que en el Sur y Su-

deste, las regiones más desarrolladas, el grupo predominante es el blanco,

formando así la gran mayoría de la población rural en estas regiones. Así,

como un todo, esas informaciones demuestran que blancos, negros y par-

dos están distribuidos de manera muy dispareja por el país, con nítidas

“ventajas de ubicación”  para la población blanca. Obsérvese aun que, com-

parando las poblaciones negras y pardas, verificamos una ventaja de ubi-

cación para la primera, con una mayor incidencia en las regiones Sureste y

en las áreas urbanas. Estas ventajas de ubicación van a ser reflejadas en di-

versos aspectos de la vida socio-económica de esos grupos de color, tales

como las condiciones de morada, acceso a servicios prestados por el Esta-

do, educación y mercado de trabajo, entre otros.

Las condiciones domiciliares de la población brasilera constituyen im-

portantes indicadores de calidad de vida. Según datos publicados por el IB-

GE (Instituto Brasilero de Geografía y Estadística), con base en la PNAD de

1990, los diferenciales raciales en el acceso a servicios y a bienes de con-

sumo en Brasil tenían las siguientes dimensiones:

Tabla 4

Acceso a Servicios Públicos y a Bienes de Consumo

PROPORCIÓN DE

MORADORES CON: COLOR DEL MORADOR TOTAL

Blanco Negro Pardo

Recolección de basura en 

su domicilio 70,8 53,1 47,8 61,0

Domicilios con servicios

de agua entubada 84,2 61,6 56,1 72,1

Iluminación eléctrica 92,1 81,8 78,0 86,1

Domicilios rústicos como

cuartos o aposentos 3,2 11,9 11,6 7,0

Domicilios con neveras 81,0 58,5 54,1 69,4

Domicilios con televisión 82,9 64,1 59,4 72,8

Analizando esos datos, obsérvase que el grupo blanco presenta un per-

fil nítidamente superior a los dos otros grupos. Por otro lado, el grupo ne-

gro que, como ya hemos visto, disfruta de más ventajas de ubicación con

relación al grupo de los pardos, y presenta una situación ligeramente me-

jor que la del último grupo.
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Por supuesto que esta situación diferencial de carencias y de necesida-

des tiene reflejo en apropiaciones bien diferentes en las oportunidades de

vida de los miembros de estas familias. Con seguridad una dimensión

importante de estas diferencias, aquella que en gran medida se encargará

de la transmisión para las próximas generaciones de las desventajas en la

distribución de oportunidades, es la que dice respecto a la escolarización

de los individuos. Las investigaciones sobre educación indican que los ni-

ños no-blancos completan significativamente menos años de estudio que

los niños blancos, aun cuando son considerados niños de una misma ori-

gen social o de una misma renta familiar per cápita (Barcelos, 1992 y 1992

a;  Hasenbalg y Silva, 1990; Rosenberg, 1987, 1990 y 1991). Una  ilustración

de las disparidades educacionales entre blancos y no-blancos puede ser he-

cha al considerar el grupo de edades entre 15 y 19 años que, por el crite-

rio legal brasilero, ya deberían haber completado la enseñanza de primer

grado. En 1990 la proporción de analfabetos  en este grupo de edad aún

era de  4,9% para blancos y 14,4% para los negros y para los pardos. Sola-

mente 34,8% de los blancos y un 15,4% de los negros y de los pardos de

esa edad habían completado el primer grado. Las disparidades en el acce-

so a la enseñanza superior son aún muy acentuadas. En 1996 (véase la Ta-

bla 5), la proporción de personas de 20 años y más que habían completa-

do 11 o más años de estudio era de 20,6% entre hombres blancos, 7% en-

tre hombres negros y 8,3% entre hombres pardos. Las diferencias entre mu-

jeres, aunque menos acentuadas, tienen magnitud semejante. Como vere-

mos más adelante, la desigualdad educacional entre blancos y no-blancos

se reflejará posteriormente en patrones diferenciales de inserción de esos

grupos de color en la estructura ocupacional.

Tabla 5

Años de Estudio (%) por Sexo y Color del Entrevistado

AÑOS DE HOMBRE MUJER

ESTUDIO Blanco Negro Pardo Blanca Negra Parda

Sin instrucción / menos

de 1 año 16,2 24,0 23,4 11,2 25,5 21,0

De 1 a 3 años 17,0 23,8 25,8 15,7 21,4 23,2

De 4 a 7 años 36,6 33,9 32,0 35,5 32,3 33,7

De 8 a 10 años 15,6 11,2 10,5 15,3 11,5 11,5

De 11 a 14 años 14,4 6,1 7,1 16,4 8,2 9,2

15 o más años 6,2 0,9 1,2 5,9 1,1 1,4

Total 100 100 100 100 100 100

Fuente: PNAD 96, Tabulación del Autor.
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Un equivalente de este espantosamente bajo nivel de escolaridad gene-

ral, que también caracteriza el grupo blanco, es la entrada precoz para el

m e rcado de trabajo. Aquí los datos de la Investigación de Patrones de Vi d a ,

re f e rentes a los años de 1996 y 1997, nos ayudarán a demostrar la magnitud

de ese problema. Dicha investigación incluye una pregunta sobre si el indi-

viduo ya trabajó alguna vez, pregunta que es hecha a todos con más de 5

años de edad. Cuando estimamos los porcentajes correspondientes, verifica-

mos que este es un problema más masculino que femenino y que atinge de

f o rma muy significativa los niños no-blancos. Así, a los nueve años de edad,

nada menos que alrededor de 12% entre niños negros y pardos reportan ya

haber estado trabajando, mientras que entre blancos la cifra corre s p o n d i e n-

te es de la mitad. Al alcanzar los 14 años de edad, más o menos la mitad de

los adolescentes hombres no-blancos ya han trabajado, mientras que entre

blancos la pro p o rción atinge a 1/3 de estos; con 16 años alrededor de 3/4 de

los niños no-blancos y más de la mitad de los niños blancos ya han trabaj a-

do, dándonos una noción de la gravedad de este fenómeno. (Véase Tabla 6).

Pobreza

Por lo que fue dicho en la sesión anterior, existe una asociación clara

entre el color del individuo y su probabilidad de estar expuesto a una si-

tuación de pobreza. Que sea de mi conocimiento, apenas un estudio (Sil-

va, 1994) intenta enfocar esta relación. Así, a continuación presentaré las in-

formaciones constantes en ese referido trabajo, todas ellas relativas  a los

EDAD

9

10

11

12

13

14

15

16

Blanco

6,2

9,5

8,9

18,8

27,6

32,0

39,0

57,4                              

Negro

12,3

9,6

2,2

26,6

30,9

45,1

48,9

75,1

Pardo

12,0

26,4

28,4

34,1

51,5

19,8

60,5

70,9

Blanca

0,0

3,0

5,6

7,3

20,7

23,3

23,9

34,0

Negra

3,0

1,5

0,0

15,1

28,2

26,2

26,8

60,4

Parda

2,5

7,0

9,2

14,6

19,0

20,4

34,6

37,9

Tabla 6

Incidencia (Porcentaje) de Respuestas Positivas a la

Pregunta “ ¿Ya trabajó?” Por Sexo y Color del Entrevistado.

HOMBRE MUJER

Fuente: PPV 96/97 - Tabulaciones especiales



datos recolectados en la  PNAD de 1988, año de extraordinaria importan-

cia simbólica, por ser el del centenario de la abolición de la esclavitud en

Brasil. La Tabla 7 presenta la distribución de la renta familiar per cápita por

el color del individuo, las clases de renta definidas en términos de fraccio-

nes de salario mínimo. Concentremos nuestra atención en particular en la

primera clase, aquellos que pertenecen a familias cuya renta per cápita no

supera 1/4 del salario mínimo. Este es un punto de corte sin duda bastan-

te bajo e indica una situación socio-económica extremamente precaria.

Tabla 7

Renta Familiar per Cápita por el Color del Entrevistado

–Brasil 1988–

RENTA FAMILIAR COLOR DE LA PERSONA

PER CÁPITA BLANCA NEGRA PARDA

Hasta 1/4 salario mínimo 14,7 30,2 36,0

1/4 hasta 1/2 s.m. 19,2 27,4 26,8

1/2 hasta 1 s.m. 24,2 24,9 20,7

1 hasta 2 s.m 20,2 12,0 10,6

2 hasta 3 s.m. 8,2 2,7 2,9

3 hasta 5 s.m. 6,5 1,6 1,8

5 hasta 10 s.m. 4,5 0,8 0,9

10 hasta 20 s.m. 1,5 0,3 0,2

10 hasta más s.m. 0,3 0,1 0,0

Total 100% 100% 100%

Fuente: IBGE, PNAD-88 Tabulaciones Especiales.

Así, podemos constatar que la estimativa de la incidencia de individuos

en esta clase de renta para el año de 1988 es de 23,7% del total. Entretan-

to, la proporción de personas en esta situación es bastante desigual cuan-

do consideramos su color: mientras que la incidencia de blancos en esta

clase es estimada en un 14,7%, la proporción equivalente entre individuos

de color es más que el doble de este valor, siendo 30,2% entre negros y –un

tanto sorprendentemente dadas las nociones generalizadas de un status in-

termediario que ocuparían en la sociedad brasilera– 36% entre los pardos.

Un patrón semejante puede ser observado en lo que dice respecto a la cla-

se de renta inmediatamente superior, confirmando y delineando con niti-

dez la correlación entre destitución social y el color en nuestra sociedad.

En principio, algunos relatos de la situación de carencia –características

de la estructura familiar y de sus principales miembros– pueden intervenir

y, eventualmente, dar cuenta de estas diferencias por causa del color.
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Primeramente, la cuestión regional. Como ya fue dicho, el Noreste es la re-

gión más pobre del país. Pues examinando la distribución regional de los

grupos de color, se observa que la mitad de los pardos y casi uno en cada

tres negros, residen en esta región. En este sentido, los negros presentan

ventajas de ubicación con relación a los pardos, estando proporcionalmen-

te bien más presentes en las regiones más ricas del Sureste y del Sur. Ven-

taja semejante y más pronunciada es disfrutada por los blancos, 64,9% de

los cuales están localizados en estas regiones más desarrolladas. De esa ma-

nera, existe la posibilidad de que estas diferencias pronunciadas en la dis-

tribución regional de los grupos de color expliquen o califiquen las diferen-

cias en la incidencia de la carencia entre estos mismos grupos. Para

comprobar esta posibilidad se procedió a la tabulación de la renta familiar

per cápita por la región de residencia y el color del individuo (Tabla 8). Co-

mo ya vimos, las diferencias entre negros y pardos se miran insignificantes,

siendo que, exceptuando  Río de Janeiro y la región Sur, en las demás re-

giones el grupo negro demuestra una incidencia de carencia ligeramente

mayor que aquella en el grupo pardo. Estos datos sugieren que las diferen-

cias entre pardos y negros son esencialmente debidas a las diferencias en

la distribución espacial/regional entre estos grupos. El factor regional, en-

tretanto, no explica –por lo menos tomado aisladamente– la alta incidencia

de carencia entre los grupos de color oscuro.

Tabla 8

Incidencia de la Carencia (Renta Familiar per cápita hasta 1/4 s.m.)

por el Color del Entrevistado y su Región (1988)

REGIÓN COLOR  DE  LA  PERSONA

BLANCA NEGRA PARDA

Río de Janeiro 6,0% 12,7% 13,8%

São Paulo 4,0% 12,3% 8,7%

Sur 15,2% 23,8% 27,9%

Minas Gerais/Espíritu Santo 19,4% 37,7% 35,1%

Noreste 38,5% 51,3% 49,5%

Norte/Centro-Oeste 14,0% 26,9% 23,2%

Fuente: IBGE - PNAD - 88 Tabulaciones Especiales.

Otro aspecto eventualmente explicativo de la incidencia diferencial de

la carencia ligado al aspecto de la distribución espacial de la población es

el tipo de área de residencia. En Brasil cuanto más rural es el área de resi-

dencia, mayor es la incidencia de la carencia. En este sentido, el grupo
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localmente privilegiado es el negro: entre estos, 39% son residentes en

metrópolis, con fuerte concentración en Río de Janeiro. De hecho, existen

más negros en la región metropolitana de Río de Janeiro que en todo el

Noreste Rural. El grupo en mayor desventaja, más una vez, es el pardo con

uno en cada tres miembros de este grupo que residen en áreas rurales. Es-

ta característica es agravada por la combinación con aquella examinada

precedentemente, haciendo que el mayor contingente de pardos localícese

en el área rural de la región Noreste, abarcando casi una cuarta parte de

los individuos de ese color. Relacionándose el tipo de área con la inciden-

cia de la carencia entre los grupos de color, obsérvase el frágil  poder ex-

plicativo de esta característica. De hecho, mientras que las diferencias por

el color parecen reducirse en las áreas de mayor incidencia total –las áreas

rurales– ellas parecen, en contrapartida, se amplian en las áreas urbanas,

especialmente en las áreas metropolitanas. En estas últimas, mientras que

blancos presentan una proporción de carentes de 4,5%, la incidencia de la

carencia entre negros es de 13,5% y entre pardos 14,6%. Claramente, este

tipo de diferencia en la distribución espacial de la población no solamente

no da cuenta de la incidencia diferencial de la carencia, como en verdad

sugiere que estas diferencias son mayores relativamente cuanto más “urba-

na” es el área de residencia del individuo.

Además de los factores de ubicación, algunas características de la fami-

lia parecen estar asociadas a la condición de carencia. En primer lugar, las

familias pobres tienden a ser mayores y con mayor número de dependien-

tes no-activos económicamente. Bueno, cuanto a este aspecto también po-

demos constatar fuertes diferencias entre los grupos de color. Tomándose

como unidad de cuenta el individuo –y no la familia– verificamos que el ta-

maño medio para los individuos blancos, negros y pardos son de 4,6; 5,2

y 5,5 miembros, respectivamente. Cuando consideramos el número de de-

pendientes no-activos constatamos que los individuos en familias con me-

nor número de dependientes son los del grupo pardo, con 36,0% de ellos

viviendo en familias con un máximo de 2 dependientes. El valor correspon-

diente en el grupo blanco es de 50,1%, en cuanto a que entre los negros

es de 42,8%. En el otro extremo de espectro, 26,7% de los individuos par-

dos pertenecen a las familias con más de 5 dependientes, el correspondien-

te para negros es de 23,1% y de 11,9% para blancos.

Aunque la relación entre el número de dependientes y la condición de

carencia parezca ser clara y fuerte –nada menos que el 70% de los indivi-

duos en familias con 7 hasta 10 dependientes son carentes; la proporción

entre individuos en familias con 11 o más dependientes es de 87%– las di-

ferencias entre los grupos de color permanecen significativas, aunque tien-

dan proporcionalmente a reducirse conforme aumenta el número de de-

pendientes en la familia. Así, entre individuos en familias con 7 hasta 10
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dependientes, la incidencia de carencia entre blancos es de 66% mientras

que entre los pardos es de 71%, y entre negros 76%. Estas diferencias lle-

gan  a cambiar de sentido para individuos en familias con 11 o más depen-

dientes, donde la proporción de carentes entre los blancos hasta llega a su-

perar a la de los pardos.

Relacionándose la incidencia de la carencia de acuerdo con la edad y el

sexo del jefe de familia (Tablas 9 y 10), se verifica que el cuadro general

no es alterado: blancos con una incidencia alrededor de la mitad de aque-

lla para negros y pardos. Un hecho digno de ser mencionado es que la je-

fa  parece estar asociada en todos los grupos a niveles de carencia ligera-

mente más baja que en el caso del jefe masculino. Por eso es probable que

la jefa  esté asociada a etapas más tardías del ciclo de vida familiar  –jefa

viudas o separadas– en que la incidencia de carencia tiende a ser un poco

más baja.

Tabla 9

Incidencia Relativa (%) de la Carencia
(Renta Familiar hasta 1/4 s.m. per Capita) por el Color del

Entrevistado y la Edad del Jefe de Familia (1988)

EDAD DEL JEFE COLOR DE LA PERSONA

DE FAMILIA BLANCA NEGRA PARDA

Hasta 29 años 14,6 31,0 32,1

De 30 hasta 39 años 15,6 34,2 39,1

De 40 hasta 49 años 14,9 30,5 39,0

De 50 hasta 59 años 12,5 24,6 29,3

60 o más 12,7 23,7 29,8

Fuente: IBGE PNAD - 88 Tabulaciones Especiales.



Tabla 10

Incidencia Relativa (%) de la Carencia por el Color del

Entrevistado y por Sexo del Jefe de Familia (1988)

SEXO DEL JEFE COLOR DE LA PERSONA

FAMILIA BLANCA NEGRA PARDA

Masculino 14,6 30,5 36,2

Femenino 15,4 28,9 34,9 

Fuente: IBGE PNAD - 88 Tabulaciones Especiales.

En suma, los análisis antes mencionados de que las mayores ventajas

tanto de ubicación cuanto relativas a la estructura familiar tienden a perte-

necer al grupo blanco, al paso en que las mayores desventajas tienden a

caracterizar el grupo pardo. Pero, como ya vimos, ninguna de las variables

consideradas fue capaz de dar cuenta de las diferencias en la incidencia de

la carencia entre los grupos. Resaltemos que esta observación también es

verdadera cuando consideramos estas variables tomadas simultáneamente

(véase Silva y Hasenbalg, 1993). En particular, las diferencias entre el gru-

po blanco, por un lado, y los grupos negros y pardos, por otro lado, aun-

que reducidas con relación a su dimensión bruta, permanecen en niveles

muy sustanciales. Lo que nos lleva a considerar, naturalmente, que lo esen-

cial de las diferencias entre blancos y no-blancos tenga su principal origen

en la capacidad diferenciada de los individuos en estos grupos en genera-

ren su propia renta. En otras palabras, en una discriminación de base racial

en el mercado de trabajo y, eventualmente, en etapas que anteceden esta

fase del ciclo de vida de los individuos.

El tema de la participación de grupos raciales en el mercado de trabajo

es uno de los que está más extensamente estudiado y que más atención ha

recibido de los investigadores. No podría ser diferente, ya que el papel de-

terminante que las modalidades de inserción en el mercado de trabajo tie-

nen en la colocación de individuos y familias en la jerarquía de clases y es-

tratos sociales. La investigación ha distinguido dos etapas secuenciales del

ciclo de vida socio-económica individual en la fase correspondiente a su

participación en el mercado: primeramente, la cuestión de la realización

ocupacional - o “movilidad social” - etapa en que él entra en competición

por las oportunidades de colocación en posiciones mejor localizadas en la

jerarquía ocupacional; después, la transformación de estas ventajas o des-

ventajas cuanto a su posición en la apropiación de renta. En ambas etapas,

la evidencia disponible muestra los no-blancos en desventaja competitiva

con relación a los blancos, sujetos a las consecuencias de estrategias

exclusivistas en este proceso de competición. A continuación, intentaré re s u-
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m i r, principalmente con informaciones sacadas de mi propio trabajo, las evi-

dencias existentes a respecto de estas dos etapas del ciclo de vida individual.

Movilidad Social

Valiéndose de los datos de la Investigación Nacional en los Domicilios

(PNAD) de 1976, Hasenbalg (1985) examinó la movilidad social de los gru-

pos de color blanco y no-blancos, dividiendo el análisis en tres etapas: (1)

el patrón global de movilidad ocupacional entre las generaciones, (2) la

manera como la posición social de los padres influye en las realizaciones

educacionales de los entrevistados, y (3) la manera como la educación ad-

quirida por los entrevistados condiciona la ocupación de las posiciones en

la jerarquía ocupacional. La primera conclusión, derivada de la compara-

ción de las matrices de movilidad de los dos grupos, fue que los no-blan-

cos experimentan un déficit considerable de movilidad social ascendiente,

lo que permite rechazar la hipótesis de igualdad de oportunidades para los

diferentes grupos de color. Los patrones de movilidad entre las generacio-

nes demostraron que entre las personas nacidas en el extracto más bajo, de

ocupaciones rurales, los blancos tienen una pequeña ventaja en las opor-

tunidades de ascenso social. Pero, los diferenciales interraciales de movili-

dad ascendiente pasan a ser mayores al considerar las personas nacidas en

los extractos ocupacionales más elevados. Además de eso, no solamente los

diferenciales de movilidad ascendiente crecen al pasarse para extractos más

altos, sino también los no-blancos estaban expuestos a probabilidades mu-

cho más elevadas de movilidad social descendiente. En lo que se refiere a

la conversión de la posición social de origen en educación, la constatación

más notoria fue que los entrevistados no-blancos muestran una distribución

educacional más concentrada en la base, cualquiera que sea el extracto de

origen que se adopte como referencia de comparación. Por último, en lo

que dice respecto a la conversión de la educación adquirida en posiciones

de jerarquía ocupacional, se notó que cualquiera que sea el nivel educacio-

nal considerado, los no-blancos se concentran más que pro p o rc i o n a l m e n t e

en los extractos ocupacionales inferiores y que las magnitudes de las dife-

rencias en las distribuciones ocupacionales tiende a agravarse al pasar pa-

ra los niveles educacionales más elevados. Estas evidencias  perm i t i e ron lle-

gar a la conclusión de que los negros y pardos en Brasil:

...sufren una desventaja competitiva en todas las etapas del proce-

so de movilidad social individual. Sus posibilidades de escapar a las

limitaciones de una posición social inferior son más bajas que la de

los blancos de la misma origen social, así como son mayores las di-

ficultades para mantener las posiciones ya conquistadas (Hasen-

balg, 1988, p. 177).
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Caillaux, (1994) hace un análisis de movilidad ocupacional basada en las

informaciones estadísticas para jefes y parejas de domicilios provenientes

de las PNAD de 1976 hasta 1988. Sus resultados indican que, en los dos pe-

riodos observados, la apertura de mejores oportunidades beneficia sobre

todo al grupo blanco. Queda también claro que la expansión de la ense-

ñanza en Brasil continúa funcionando de manera discriminatoria, teniendo

los negros y pardos menos oportunidades de capacitación que los blancos,

lo que refuerza la desigualdad de la competencia antes de la entrada al

mercado de trabajo (Op. cit., pp. 60-61).

En trabajo reciente, Hasenbalg y Silva (1998) lanzan mano de dos datos

constantes del suplemento sobre movilidad social de la PNAD de 1996. En

términos de definiciones de los extractos ocupacionales utilizados en la

construcción de las matrices de flujos de movilidad, adoptaron la metodo-

logía propuesta por Pastore (e.g. Pastore y Haller, 1993), donde es utiliza-

do un agrupamiento en seis extractos obtenidos a partir de una escala so-

cio-económica métrica elaborada con los datos del censo brasilero de 1970.

En el Cuadro 1 abajo, tenemos una descripción sumaria de los diversos

extractos ocupacionales definidos, bien como el valor medio del índice de

status socio-económico para 1996, que combatió los procedimientos adop-

tados para los datos del censo de 1970. Obsérvese que el agrupamiento

ocupacional utilizado sigue criterios de distancia social (medida por el ín-

dice de status socio-económico), y, por lo tanto, podemos pensar en esos

extractos como midiendo estrictamente diferencias de posición socio-eco-

nómica. Conviene también resaltar que las distancias sociales inter grupos

aumentan en la medida en que se sube en la estructura social, lo que es

una característica bastante realista, teniendo en cuenta lo que se conoce

sobre las elevadas desigualdades en nuestra sociedad. Pero, conforme que-

da puesto en relieve por la descripción de los extractos, esta clasificación

también corresponde a otros criterios, particularmente a la distinción ma-

nual/no-manual. Es lógico que la forma de clasificación no es inconsecuen-

te en el nivel de los resultados obtenidos: por ejemplo, el hecho de que los

grupos ocupacionales 1 y 2 se distinguen esencialmente por la dimensión

urbana/rural, hace con que, por construcción, identifiquemos el proceso de

migración rural/urbano con una movilidad ascendiente. O sea, la urbaniza-

ción reciente de la sociedad brasilera está, de esa manera, necesariamente

asociada a una mejoría en la distribución de posiciones dentro de la estruc-

tura ocupacional.



Cuadro 1

Extractos Ocupacionales,

Valores Medios y Ocupaciones Representativas

G r u p o E x t r a c t o Ocupaciones Repre s e n t a t i v a s ISS Medio

O c u p a c i o n a l

1 Bajo inferior: P ro d u c t o res Agro p e c u a r i o s

t r a b a j a d o res rurales autónomos; otros trabajadore s 2 , 9 0

n o - c a l i f i c a d o s en la Agropecuaria; Pescadore s .

2 Bajo superior: C o m e rciantes autónomos;

t r a b a j a d o res urbanos vigilantes; sirvientes; carg a d o re s 6 , 4 9

n o - c a l i f i c a d o s sin especificación; vendedore s

c a l l e j e ros; empleadas domésticas.

3 Medio inferior: Motoristas; Albañil; Mecánicos

t r a b a j a d o res calificados de vehículos; Ebanistas; Carpinteros; Pintores y 8 , 6 8

y poco-calificados E n c a l a d o res; Soldadores; Electricistas de Instalaciones.

4 Medio Medio: Pequeños propietarios en la agricultura;

t r a b a j a d o re s a d m i n i s t r a d o res y gerentes en la agro p e c u a r i o ;

no-manuales, a u x i l i a res administrativos y de oficina; técnicos 1 7 , 0 1

p rofesionales de bajo de equipamientos; viajantes comerciales, vendedore s

nivel y pequeños con plaza fija; Soldados de rango inferior al de

p ro p i e t a r i o s segundo teniente en las Fuerzas Arm a d a s .

5 Medio Superior: C re a d o res de ganado bovino; Dire c t o re s ,

P rofesionales de nivel A s e s o res y Jefes en el Servicio Público; 2 7 , 1 9

Medio y Medios A d m i n i s t r a d o res y Gerentes en la Industria            

P ropietarios y en el Comercio; Jefes y encarg a d o s

de Sesión; Representantes Comerc i a l e s .

6 Alto: Profesionales de E m p resarios en la Industria; Administradore s

Nivel Superior y y gerentes de empresas financieras, 4 4 , 0 6

Grandes Pro p i e t a r i o s inmobiliarias y de seguros; Ingeniero s ;

Médicos; Contadores; Pro f e s o res de Enseñanza

Superior; Abogados; Oficiales

De las Fuerzas Arm a d a s .

Descomponiendo los flujos en términos de movilidad ascendiente, descendiente y

inmovilidad, los valores obtenidos para los tres grupos de color son los siguientes:
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Tabla 11

Movilidad ocupacional entre las generaciones

según el Color, 1996 (%)

TIPO DE COLOR

MOVILIDAD BLANCOS NEGROS PARDOS

Ascendiente 55,8 47,8 49,4

Inmovilidad 31,4 39,0 39,6

Descendiente 12,8 13,2 11,0

Nótese que los blancos tienen una ventaja significativa en términos de

movilidad ocupacional ascendiente. Por otro lado, los dos grupos no-blan-

cos experimentan un grado  mayor de inmovilidad o herencia del status pa-

terno. Por último, la proporción de los que tuvieron movilidad descendien-

te es muy semejante en los tres grupos de color. Esta semejanza en la mo-

vilidad ocupacional de negros y pardos, que los diferencia de los blancos,

permite que esos dos grupos sean agregados en una categoría de no-blan-

cos en los análisis que se siguen. La Tabla 12 abajo presenta los flujos de

salida de los grupos ocupacionales antecedentes (de padres) para los gru-

pos ocupacionales actuales (de los entrevistados).

Tabla 12

Movilidad entre las generaciones según el color, 1996

Grupo Ocupacional Grupo Ocupacional Actual

Padre Color 1 2 3 4 5 6 ∆
1 Blanca 30,3 21,6 28,5 10,8 5,5 3,3

No-Blanca 41,9 22,5 24,9 7,0 2,7 0,9 12,5

2 Blanca 3,3 25,7 27,6 21,0 12,9 9,6

No-Blanca 7,8 30,8 35,3 14,7 7,6 3,8 17,3

3 Blanca 1,9 17,3 40,7 17,8 13,8 8,4

No-Blanca 5,6 20,3 48,6 15,1 7,4 3,0 14,6

4 Blanca 4,3 16,1 19,3 27,2 18,3 14,7

No-Blanca 10,7 24,6 27,0 23,8 8,5 5,4 22,6

5 Blanca 5,3 12,4 12,8 17,7 28,9 22,8

No-Blanca 9,7 16,7 29,2 24,3 14,6 5,6 31,5

6 Blanca 2,1 8,5 9,4 18,3 23,1 38,5

No-Blanca 5,0 16,8 21,8 20,8 17,8 17,8 26,0

Total Blanca 16,4 19,9 27,9 15,9 11,1 8,7

No-Blanca 29,9 23,1 29,5 10,7 4,7 2,1 18,3
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Cualquiera que sea el grupo ocupacional de origen que se tome como

referencia, se nota que la distribución ocupacional actual de los no-blancos

está más concentrada en los extractos ocupacionales inferiores: Así, por

ejemplo, entre los hijos del grupo ocupacional 1, de trabajadores manuales

rurales, la proporcional de los no-blancos que hereda el status ocupacional

de los padres es significativamente mayor que la de los blancos: 41,4% y

30,3%, respectivamente. En ese mismo grupo de origen la proporción de

hijos que asciende a los extractos 5 y 6, los más elevados, experimentando

movilidad de larga distancia, es de 8,8% para blancos y solamente 3,6% pa-

ra los no-blancos. En el extremo opuesto de la jerarquía ocupacional, con-

siderando la distribución ocupacional de destino de los entrevistados que

son hijos del grupo 6, de profesionales de nivel superior y grandes propie-

tarios, se nota que la proporción de blancos (38,5%) que consigue preser-

var esa posición es mucho más elevada que la de los no-blancos (17,8%).

Esto significa que las personas de color negro y pardo que nacieron en fa-

milias de alto status están  mucho más expuestas al riesgo de experimen-

tar movilidad social descendiente y perder las posiciones conquistadas en

la generación anterior.

En lo que se refiere a la distribución desigual de las oportunidades de

movilidad social entre los grupos de color, los datos de la Tabla 12 indican

una tendencia semejante a la observada por Hasenbalg en 1976, o solamen-

te los no-blancos cuentan con menos oportunidades de movilidad ascen-

diente, como las dificultades para la ascensión social aumentan cuando se

consideran a las personas provenientes de extractos más elevados. Esto es

lo indicado, de manera sintética, por el índice ∆ de disimilaridad en la úl-

tima columna de la tabla. Este índice indica la proporción de los no-blan-

cos, dentro de cada grupo de origen, que debería cambiar de posición (en

este caso, más elevada) para que su distribución de destino fuese igualada

al del grupo blanco. El ∆ aumenta consistentemente desde 12,5 entre hijos

de trabajadores manuales rurales hasta valores entre 26 y 32% entre los en-

trevistados provenientes de los dos extractos más elevados.

Una manera aún más sintética de cuantificar estas diferencias en las

oportunidades de movilidad es a través del cálculo de la diferencia (esto es,

por el índice ∆ de disimilaridad) que sería observado en caso de que el gru-

po no-blanco presentara las mismas tasas de movilidad (o sea, los mismos

porcentuales en cada línea) que el grupo blanco. Haciendo esto, la disimi-

laridad observada sería aquella atribuida apenas al hecho de que los no-

blancos sean oriundos de familias en situación más precaria que la de los

blancos. Siguiendo este procedimiento, el  ∆  estándar por las oportunida-

des de los blancos sería de la orden de  ∆ = 6,2%.  Esta es la parcela de la

diferencia total atribuida a las diferencias en el origen familiar. Como el ín-

dice de disimilaridad total es de  ∆ = 18,3%, este resultado implica que 12,1
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puntos porcentuales pueden ser atribuidos a las diferencias entre blancos y

no-blancos en las oportunidades de movilidad, a favor del primer grupo:

En otras palabras, alrededor de 2/3 de la diferencia total se debe al hecho

de que los no-blancos presentan un déficit de movilidad con relación a los

blancos, siendo apenas un tercio atribuido a las diferencias de origen social

entre grupos.

En resumen, independiente de los cambios ocurridos en el régimen de

movilidad social de Brasil desde la década de 1970, los patrones de movi-

lidad social de los grupos de color presentan diferencias que van en la mis-

ma dirección de aquellas constatadas en 1976: los no-blancos están dis-

puestos a menos oportunidades de ascenso social; las dificultades para as-

cender aumentan junto con el nivel del extracto de origen; y los nacidos en

los extractos más elevados están dispuestos a mayores riesgos de movilidad

descendiente.

La segunda parte del análisis hecha por los autores consiste en observar

cómo la posición social de origen de los entrevistados es convertida en rea-

lizaciones educacionales, vista en términos de años de escolaridad formal

completados. La Tabla 13, con las matrices de transición de los grupos ocu-

pacionales de los padres para las etapas de escolaridad de los entrevista-

dos, presenta  la información pertinente.

Tabla 13

Años de Escolaridad por Grupo Ocupacional

del Padre, según el Color, 1996

GRUPO OCUP. AÑOS  DE  ESCOLARIDAD

DEL  PADRE Color Menos 1 1 hasta 3 4 años 5 hasta 8 9 hasta 11 12 o más ∆
1 Blanca 14,3 22,2 28,1 21,1 9,4 5,0

No-Blanca 36,1 26,5 17,2 14,4 4,4 1,5 26,1

2 Blanca 2,7 8,4 14,7 29,1 25,1 19,8

No-Blanca 11,0 15,2 17,6 29,9 19,6 6,7 18,6

3 Blanca 2,8 6,4 15,6 33,1 26,0 16,1

No-Blanca 7,0 13,1 19,2 35,8 18,4 6,6

4 Blanca 2,9 3,5 11,3 23,7 25,9 32,7

No-Blanca 8,0 11,8 16,0 26,2 26,7 11,3 21,4

5 Blanca 3,1 3,7 6,8 13,6 25,3 47,4

No-Blanca 7,1 9,0 10,3 32,9 23,3 17,4 32,0

6 Blanca 0,2 1,8 3,8 7,6 21,9 64,8

No-Blanca 4,7 3,7 9,3 19,6 38,3 24,3 40,5

Total Blanca 8,3 13,8 20,3 23,7 17,5 16,4

No-Blanca 26,3 21,7 17,3 20,3 10,4 4,1 25,9



172

Los datos de la Tabla 13 muestran claramente que para todos los extrac-

tos de origen, indicados por el grupo ocupacional del padre, las distribu-

ciones educacionales de los entrevistados no-blancos están considerable-

mente más concentradas en las etapas de escolaridad inferiores. Esto es

particularmente acentuado, por ejemplo, en el caso de los hijos de trabaja-

dores rurales no calificados, donde un 62,6% de los no-blancos no consi-

gue pasar de los tres años de escolaridad, mientras que solamente 36,5%

de los blancos se encuentran en esa situación. Por otro lado, cuando se

consideran los entrevistados oriundos de los extractos no-manuales (grupos

4, 5 y 6) se constata la existencia de grandes diferencias en las oportunida-

des de acceso a la enseñanza superior; en estos dos grupos los blancos

cuentan con oportunidades entre dos o tres veces más que los no-blancos

de tener acceso a los estudios universitarios.

El índice ∆ de disimilaridad, en la última columna de la tabla de los no-

blancos en los diferentes extractos de origen, llama la atención tanto los va-

lores elevados del índice como el hecho de que ellos se disponen en for-

ma de U, presentando los valores más altos en los extremos de la jerarquía

ocupacional de origen. En el caso de los hijos del extracto de trabajadores

rurales no-calificados, el valor alto de  ∆  (26,1) posiblemente está relacio-

nado con las desventajas de ubicación de los no-blancos, más concentra-

dos en las áreas rurales del noreste y del centro-oeste, que presentan los

más precarios indicadores educacionales del país. La desigualdad de opor-

tunidades educacionales entre los grupos de color disminuye entre los hi-

jos de trabajadores manuales urbanos (grupos de 2 y 3), aumentando con-

sistentemente entre los hijos de trabajadores no-manuales. Todo  indica que

las personas no-blancas nacidas en los extractos más altos son las que en-

cuentran más dificultades en la conversión de la posición de clase de ori-

gen en realizaciones educacionales.

Procediendo a la estandarización de manera similar a lo que ya fue he-

cha antes, los autores verifican que en la hipótesis de que los no-blancos

tengan las mismas oportunidades de escolarización que los blancos, las di-

ferencias de resultados educacionales entre los dos grupos se reduciría a

∆=7,3%. Esta es la parcela residual atribuida a las diferencias en los oríge-

nes sociales entre los dos grupos. Como la disimilaridad total es del orden

de  ∆ = 25,9%, hay una diferencia alrededor de 18,6 puntos porcentuales

atribuida a las diferencias en las oportunidades de escolarización entre los

dos grupos. O sea, casi 3/4 de la diferencia total en escolaridad puede ser

atribuida a la mayor eficiencia que los blancos tienen en convertir origen

social en realización educacional de que los no-blancos, siendo que sola-

mente un cuarto de diferencia puede ser atribuida a la peor situación de

origen social de estos últimos.



A continuación, los autores proceden al examen de la próxima etapa del

proceso de movilidad social individual, que es la forma como la escolari-

dad adquirida se traduce en la ocupación de las posiciones en la jerarquía

ocupacional. La Tabla 14 informa al grupo ocupacional actual de los entre-

vistados según el nivel de escolaridad.

Tabla 14

Grupo Ocupacional Actual por Años de Escolaridad,

según el Color, 1996

AÑOS COLOR GRUPO OCUPACIONAL ACTUAL ESCUELA

1 2 3 4 5 6 ∆
Menos 1 Blanco 48,9 25,9 19,3 4,5 1,2 0,2

Año escuela No-Blanco 58,3 21,6 16,0 3,1 1,1 0,0 9,4

1 hasta 3 años Blanco 31,1 23,5 35,5 6,2 2,7 0,9

No-Blanco 35,7 25,6 32,1 3,9 2,4 0,3 6,7

4 años Blanco 19,6 23,7 41,5 9,4 4,5 1,3          

No-Blanco 16,6 26,8 45,1 7,5 3,5 0,6 6,7

5 hasta 8 años Blanco 10,1 25,0 40,2 15,2 6,9 2,6

No-Blanco 7,2 28,2 44,2 14,7 4,3 1,4 7,2

9 hasta 11 años Blanco 2,4 17,9 21,3 31,5 19,4 7,5

No-Blanco 2,7 18,9 24,9 34,8 13,6 5,1 8,2

12 años o más Blanco 1,0 7,0 4,2 22,6 28,6 36,7

No-Blanco 1,0 7,4 8,1 26,8 27,3 29,3 8,7

Total Blanco 15,1 20,3 28,7 16,1 11,3 8,5

No-Blanco 27,2 23,8 30,9 10,9 4,9 2,3 17,8

Las informaciones de la Tabla 14 muestran que en todas las etapas de

escolaridad la distribución ocupacional de los no-blancos tiende a estar li-

geramente más concentrada en los extractos ocupacionales más bajos. En

el caso de las personas en la etapa de escolaridad más baja, de hasta 1 año,

58,3% de los no-blancos y 48,9% de los blancos se concentran en el extrac-

to 1 de trabajadores rurales. En la categoría de escolaridad más alta, de 12

años y más, la proporción de blancos en el grupo ocupacional más eleva-

do (36,7%) es poco más de 7 puntos porcentuales mayor que la de los no-

blancos. Pero, las diferencias en la distribución ocupacional de los grupos

de color según los niveles de escolaridad no son muy acentuadas. La mag-

nitud de esas diferencias es demostrada por los valores de ∆, en la última

línea de la tabla, que oscila entre un valor máximo de 9,4 y un valor
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mínimo de 6,7. Las informaciones de la tabla sugieren que los no-blancos

experimentan una desventaja en la conversión de su educación formal en

posiciones ocupacionales, lo que puede estar vinculado a procesos de dis-

criminación racial en el mercado de trabajo. A pesar de eso, no se observa

tan claramente en los datos sobre movilidad social de 1996 el patrón nota-

do en los datos de 1976, según el cual la magnitud de las diferencias en la

distribución ocupacional de los grupos de color tiende a agravarse al pa-

sarse para los niveles educacionales más elevados.

Siguiendo los procedimientos adoptados en las etapas anteriores, los au-

tores calculan un índice de disimilaridad para la diferencia entre los grupos

de color, asumiendo que los no-blancos tienen la misma eficiencia en la

conversión de educación en resultados ocupacionales de que los blancos,

de la orden de ∆ = 14,4%. Como la disimilaridad total es de ∆ = 17,8%, se

cree que apenas 3,4 puntos porcentuales de la diferencia total son atribui-

dos a las diferencias en la conversión de educación en ocupación. En otras

palabras, más de 4/5 de la diferencia total entre blancos y no-blancos en lo

que dice respecto a los retornos ocupacionales son explicables por las di-

ferencias entre estos grupos en la realización educacional alcanzada, y me-

nos de un quinto de la diferencia son atribuidos a diferencias en los regre-

sos ocupacionales a las inversiones educacionales hechas. De esta manera,

concluyen los autores (Hasenbalg y Silva 1998, p. 19) que la literatura so-

ciológica que trata de las diferencias socio-económicas por el color en Bra-

sil apunta para la existencia de un proceso de acumulación de desventajas.

En este trabajo constatamos, una vez más  la admisibilidad de tal caracteri-

zación. Además de eso, parece claro que en Brasil de hoy el núcleo de las

desventajas que negros y pardos parecen sufrir se localiza en el proceso de

adquisición educacional. Las diferencias en los retornos ocupacionales de

las inversiones en educación son relativamente modestas cuando compara-

dos con las diferencias en la realización educacional para cualquier  que

sea el extracto de origen. Diferencias que, como vimos, tienden a crecer

conforme aumenta la situación socio-económica de origen. Así, la cuestión

educacional parece estar constituyéndose en el dolor de cabeza de las de-

sigualdades raciales en nuestro país.

Rendimientos Individuales

Uno de los hechos empíricos más estables que han sido observados en

el análisis de las diferencias raciales en la distribución de rendimientos es

el hecho de que, sistemáticamente, la renta media de trabajo de negros y

pardos es poco menos de la mitad de la de los blancos (e.g. Bairros, 1986

y 1987); Bairros et al., 1992; Batista y Galvão, 1992; Castro y Guimarães,



1993; Chaia, 1988; Hasenbalg, 1992; Lovell, 1989 y 1992; Oliveira et al. 1983;

Porcaro, 1988; Silva y Lima, 1992; Silva, 1985; Telles, 1990 y 1994). No sor-

prende, pues, que los datos de la PNAD de 1996 más una vez confirmen

estas observaciones repetidas. Es interesante observar que las diferencias

por género son estables dentro de todos los grupos de color, con hombres

presentando rendimientos alrededor de 50% superiores a los de las muje-

res, y que tanto para hombres como para mujeres, las diferencias por el co-

lor también son estables, con blancos ganando aproximadamente el doble

de los negros y pardos. Entre esos dos últimos grupos, las diferencias se

encuentran alrededor  de 5% a favor de los pardos (Tabla 15).

Tabla 15

Medias de Rendimientos por Sexo y Color del Entrevistado 

SEXO TOTAL

COLOR Hombre Mujer

Blanco 757,51 459,20 630,38

Negro 338,61 227,13 292,05

Pardo 359,27 234,72 309,66

TOTAL 589,89 370,33 498,57

Fuente: PNAD 96, tabulaciones del Autor.

Cuando se examina en otros aspectos de distribución de renta individual

las diferencias raciales permanecen significantes. Por ejemplo, separándose

la distribución de rendimientos totales en grupos de diez y examinándose

su composición racial, obtenemos el siguiente cuadro:

Tabla 16

Distribución de Renta por Color en Deciles Brasil

(1990 %)

GRUPO DECIL

COLOR 1- 2 3 4 5 6 7 8 9 10+ TOTAL

Blanco 34,8 40,1 46,7 48,7 52,5 57,9 61,1 66,5 71,7 80,2 56,1

Pardo 58,0 51,3 44,6 43,3 40,9 36,3 33,7 28,7 24,0 15,9 37,6

Negro 7,0 8,4 8,6 7,8 6,2 5,5 4,8 4,0 3,0 1,4 5,8

Amarillo 0,2 0,2 0,1 0,2 0,2 0,3 0,5 0,8 1,3 2,5 0,7

(orientales)

TOTAL 100 100 100 100 100 100 100 100 100 100 100

Fuente: IBGE, PNAD 1990.
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Ese tipo de tabla de comparación  muestra un comportamiento unifor-

me, confirmando la oposición básica entre blancos, por un lado, y no-blan-

cos por otro. De hecho, conforme caminamos del “deci”  más pobre para

el “deci” más rico, crece sistemáticamente a la proporción de  blancos y de-

crece la de no-blancos. Así, mientras que en el “deci” inferior a la propor-

ción de blancos es poco superior a 1/3, al llegar al “deci” superior, la pro-

porción de los blancos es de 80%. Esta última información también nos su-

giere que no se debe exagerar en la radicalidad de las diferencias interra-

ciales de rendimientos. Aun cuando los separamos con mayores rendimien-

tos la proporción de no-blancos no es despreciable. Por ejemplo, Albuquer-

que (1994), examinando la composición racial del 1% de mayor rendimien-

to en 1988, concluye que los negros y los pardos llegaban a atingir un

10,3% del total del grupo. Alternativamente, podemos investigar la distribu-

ción de rendimientos dentro de cada grupo de color. Calculando la distri-

bución dividida en múltiplos enteros de un cuarto dentro de cada grupo de

color, a partir de los datos de la PNAD de 1996, obtenemos los siguientes

resultados, que eliminan el efecto de las diferencias en el tamaño de los

grupos de cada color:

Tabla 17

Distribución en 1/4 con Renta Positiva, según el Color

Un Cuarto (1/4)

COLOR 1- 2 3 4+

Blanco 19,4 21,3 27,1 32,2

Negro 34,6 28,9 22,4 14,1

Pardo 35,7 27,9 21,8 14,5

Fuente: IBGE, PNAD 1996

Aquí, una vez más, las semejanzas entre los negros y los pardos son evi-

dentes. Para ambos, los grupos alrededor de 35% de sus miembros se en-

cuentran en el primer re c u a d ro, al paso que alrededor de 14% de ellos es-

tán en el re c u a d ro superior. Pero esta última cifra contraste con el casi 1/3

observado para los blancos; aquel es un valor que no debe ser minimizado.

En la tentativa de capturar los mecanismos  transmitidos entre las gene-

raciones, responsables por las diferencias raciales en la distribución de ren-

dimientos individuales, Silva, (1994) ajusta una serie de modelos de tipo

econométrico a las diversas etapas del ciclo de vida socio-económico indi-

vidual. Los resultados obtenidos ofrecen algunas indicaciones importantes

sobre la naturaleza de esas diferencias.
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En primer lugar, el autor examina el papel del background de los pa-

dres en la explicación de las diferencias interraciales. El background de los

padres es, en gran parte, responsable por el nivel educacional de los indi-

viduos. Aun más importante, él afecta el nivel de renta de modo directo

mismo cuando la escolaridad del individuo está incluida en el modelo, lo

que indica la importancia de otros recursos familiares no-escolares en la de-

terminación de las consecuencias económicas. Estos otros recursos familia-

res pueden incluir factores como niveles de habilidad más altos, mejor po-

sicionamiento de redes sociales o herencia directa de propiedad.

La introducción del background de los padres en el análisis también tu-

vo dos consecuencias de destaque: primero, las diferencias interraciales en

lo relativo al retorno a la escolaridad, que presentaban inicialmente una

ventaja líquida para los blancos, parecen convergir para cero y tornarse no-

significativas. O sea, parece que las diferencias interraciales observadas for-

malmente pueden, en la verdad, ser explicadas por aquellos recursos fami-

liares no-escolares (cantidad) antes mencionados; en segundo lugar, el úni-

co contraste significativo fue aquel que diferenciaba los blancos de los no-

blancos cuanto a los retornos a la experiencia en el mercado de trabajo. Por

lo tanto, las ventajas de los blancos parecen estar relacionadas con mejores

trayectorias de carrera.

Al intentar descomponer la discriminación en el mercado de trabajo en

t é rminos de discriminación ocupacional y salarial, el resultado es que la re a-

lización ocupacional es determinada en gran parte por la escolaridad indivi-

dual, una indicación de la centralidad de las exigencias educacionales para

la incumbencia ocupacional. Del mismo modo, las diferencias interraciales

también dependen de las diferencias de los re t o rnos a la escolaridad, con-

f i rmando los resultados obtenidos por Hasenbalg y Silva (1998), menciona-

dos antes. Pero, en vista de los resultados obtenidos por la introducción de

los indicadores del b a c k g ro u n dde los padres, parece plausible pensar que

la mayoría de esas diferencias en re t o rnos ocupacionales sobre escolaridad

pueden ser contaminadas por diferencias de otros recursos familiare s .

Como un todo, la situación de Brasil parece ser muy similar a aquella

descripta por Blau y Duncan (1967) para los Estados Unidos, con la exis-

tencia de un “doble handicap ” para los no-blancos: estos no solamente son

menos “eficientes” en la conversión de sus realizaciones de capital huma-

no en mejores rendimientos, como también las ventajas en la realización

paterna no son tan bien convertidas en ventajas para la nueva generación

de hijos, mientras que los blancos sí lo logran hacer. La evidencia disponi-

ble apunta para claros indicios de la presencia de mecanismos discrimina-

torios, de base racial, que se dan a lo largo de todo el proceso de realiza-

ción socio-económica individual. Pero, es muy importante observar que

la mensuración de esta discriminación es, en verdad, sencillamente un
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diferencial no explicado entre coeficientes de ecuaciones para la determi-

nación de un status. O sea, es una cierta manera de cuantificar diferencias

entre los grupos raciales en el proceso de realización social. Esta cuantifi-

cación no solamente no brinda un modelo explícito de los m e c a n i s m o sc o n

el cual la discriminación es dada ni, sobre todo, como los grupos subord i-

nados a ella reaccionan. Por ejemplo, cuando se observa que existen dife-

rencias raciales en los re t o rnos a inversiones educacionales, no estamos se-

g u ros, de si esto es debido a mecanismos discriminatorios en el merc a d o

de trabajo o si estas diferencias expresan otros factores, tales como difere n-

cias en calidad de educación recibida. O aun, es posible que la menor es-

colaridad de los no-blancos exprese precisamente la falta de coraje frente a

los más bajos re t o rnos por ellos recibidos. Otro ejemplo: las diferencias en

el re t o rno a las experiencias observadas expresan una posición inferior en

una fila de promociones en general o ¿ se deben a una exclusión sistemá-

tica de ciertas ocupaciones de alto s t a t u s, como la Medicina y la Ingeniería?

O aun: ¿Cuál es el papel desempeñado por los recursos familiares extra-es-

c o l a res, como las redes de parentesco y amistad y el llamado “capital cul-

tural?”  En otras palabras, los modelos analíticos utilizados no nos perm i t e n

ni siquiera especificar el funcionamiento de los mecanismos exclusivistas en

que la discriminación opera ni tampoco especificar las maneras con que los

grupos subordinados reaccionan y toman decisiones frente a las expectati-

vas de un tratamiento discriminatorio que recibirán en el futuro. En este úl-

timo sentido, es bueno re c o rdar que parte de las desigualdades sociales re-

flejan, probablemente, mecanismos de adaptación para la precaución y pa-

ra la protección psicológica frente a lo que se anticipa como siendo un tra-

tamiento injusto a ser enfrentado en el discurrir de la vida.

Programas de Combate al Racismo

En las sesiones anteriores, intenté mostrar que el caso brasilero reúne in-

gredientes bastante peculiares. Por un lado, tenemos no solamente las evi-

dencias de operación de mecanismos racistas de exclusión social como

también una percepción generalizada de la realidad del prejuicio racial,

compartida por un 90% de la población e  independientemente del color

de la persona.

Por otro lado, la experiencia  personal con la discriminación parece so-

lamente afectar una minoría  de los no-blancos y la interacción entre los

grupos raciales es intensa y no-conflictiva, envolviendo un nivel relativa-

mente elevado de ínter matrimonios y de mestizaje. Estas características de-

finen un sistema de relaciones raciales específico que va a tener un efecto

definidor en las posibilidades y en los formatos de acciones y políticas de

combate al racismo.
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Diferentemente de otras sociedades multirraciales, en Brasil el racismo

se desarrolló con las pláticas sociales y en los discursos de lo cotidiano, pe-

ro sin el reconocimiento por el sistema jurídico y siendo negado por el dis-

curso oficial sobre la nacionalidad. Es lo que se llama “racismo de actitu-

des” (Guimarães, 1998). Este sistema se apoya en dos instituciones sociales

básicas: en primer lugar, en la subjetividad del sistema clasificatorio, en el

cual el color sustituye la noción de raza y la identidad racial es fluida, re-

lacional y socialmente determinada, basada no en categorías discretas pero

en un continuo de color. La ambigüedad y la contingencia son las marcas

de este sistema. En segundo lugar, se apoya en la legitimación de la asime-

tría de tratamiento en bases de clases sociales. Como recuerda Guimarães

(1998, pp. 108-9), “las clases sociales en Brasil, al contrario que en los Es-

tados Unidos, son consideradas bases legítimas para la desigualdad de tra-

tamiento y de oportunidad entre las personas ... el carisma de clase en Bra-

sil es predominante sobre todos los otros, puesto que a él están asociadas

actitudes y conductas discriminatorias ampliamente aceptadas y legitimadas

socialmente. Además, dadas las grandes desigualdades sociales entre blan-

cos y no-blancos, es posible discriminar abiertamente los negros, los mula-

tos o nordestinos sin recurrir explícitamente a la evocación de los estigmas

de raza, color o etnia.” En Brasil, el racismo puede siempre ser negado y

absorbido como una expresión de discriminación de clase.”

Es en este contexto que las acciones antirracismo se dan en Brasil. Muy

recientemente la cuestión de acción afirmativa y de la promoción de diver-

sidad étnico-cultural  han sido objeto de una serie de debates y artículos

(Guimarães, 1996; Telles, 1996 y 1997; Contins y Sant’Ana, 1996; Martins,

1996; Paes y Barros y Mendonça, 1996; Souza, 1997; Segato, 1998). Al nivel

del gobierno, diversas estructuras consultivas de apoyo a la población o a

la cultura afro-brasilera fueron puesta a prueba. El gobierno federal, por

ejemplo, creó la Fundación Palmares. En el plan estatal, surgen la Secreta-

ría Extraordinaria de la Defensa y Promoción de las Poblaciones Negras, del

Estado de Río de Janeiro (hoy ya extinta), y el Consejo de Defensa de la

Comunidad Negra, institución del gobierno de Bahia. Estas instituciones

han tenido un comportamiento relativamente inocuo desempeñando más

una función simbólica que efectiva.

Por otro lado, diversas organizaciones no-gubernamentales (ONG) se

han mostrado actuantes en el combate antirracista. Quizás  por estar inscri-

tas en el orden privado, y consecuentemente no enfrentar los dilemas in-

herentes a la formulación de políticas públicas, estas organizaciones son

dotadas de mayor dinamismo. Entiendo que dos temas han sido las princi-

pales vertientes de acción de estas organizaciones:

Asistencia Legal:  Acción destinada a proveer de orientación y amparo

jurídico a las quejas de tratamiento discriminatorio. El más conocido de
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estos programas, y que cuenta con un financiamiento de agencias extranje-

ras, es denominado SOS Racismo: El programa, creado por el Consejo Mu-

nicipal del Negro de Victoria (estado del Espíritu Santo en Brasil), dentro

de la Secretaría Municipal de Ciudadanía y Justicia, a pesar de su nombre,

no visa solamente atender a la población negra. El SOS Racismo abriga

algunas ONG de las cuales las más dinámicas son el Centro de Atención a

la Población Negra   (CEAP), en Río de Janeiro, y el Geledés - Instituto de

la Mujer Negra, de São Paulo. Estas ONG hacen inversiones para una com-

posición de acciones civiles  de indemnizaciones, por daños morales, para

casos de discriminación racial, en particular los actos que exponen a la vic-

tima a la execración pública, como es el caso de sospechas de hurtos en

supermercados o tiendas (Carneiro, 1998).

Las acciones legales contra actos prejuiciosos y discriminatorios tienen,

entretanto, más el efecto de hacérselo público y poner en discusión este

problema en la sociedad brasilera –lo que representa una novedad extre-

madamente benéfica en la lucha antirracista (véase la interesante análisis de

Guimarães, 1998)– de que el de hacerse cumplir a la letra de la ley. Como

es sabido, la discriminación racial es un crimen donde no se es permitido

aplicar la fianza en Brasil. Con una legislación tan draconiana y, como ya

fue mostrado anteriormente, existiendo siempre la posibilidad de transmu-

tar la discriminación racial en discriminación de clase, se torna difícil con-

denar a alguien por un crimen de racismo.

Apoyo Educacional:  Programas destinados a financiar los estudios, y

por esta vía promover la movilidad social y la creación de “role models”pa-

ra afro-brasileros.

Actualmente, existen diversas iniciativas de ese tipo. La primera en apa-

recer fue el “Pre - Vestibular (v e s t i b u l a r= concurso que se hace todos los

años en todo Brasil para que los estudiantes que terminan el segundo ciclo

tengan el derecho de un lugar en las diferentes carreras  impartidas en to-

das las universidades del país) de la Cooperativa Steve Biko”, programa de

p reparación al examen de acceso a la enseñanza superior, creado al prin-

cipio de la década de 90, en Salvador (Bahia, Estado de Brasil), por inicia-

tiva de un grupo de universitarios negros. Los propios alumnos imparten

las clases,  logrando los recursos de las contribuciones de los mismos alum-

nos a través de tasas simbólicas. Los profesionales envueltos en ese pro g r a-

ma no reciben salarios ni cualquier otra  forma de beneficio o re m u n e r a-

ción. El público al que está dedicado este programa son los alumnos ne-

g ros con bajos poderes adquisitivos, y con este criterio establecido en tér-

minos de una renta familiar no superior a dos salarios mínimos. El pro g r a-

ma actualmente atiende a 150 jóvenes, con una lista de espera de más de

300 candidatos.



Inspirado en este modelo fue creado también, en la mitad de la década de

90, el programa “Pre - Vestibular para Negros y Carentes” en Río de Janeiro .

Como el mismo nombre lo indica, no atiende exclusivamente a la po-

blación negra. Este sistema también fue copiado en otros estados, como São

Paulo y Minas Gerais. En esta misma línea, el gobierno federal anunció en

abril de 1999, un programa de refuerzo escolar para aumentar el número

de estudiantes negros en las universidades. Vinculado a la Secretaría del Es-

tado de Derechos Humanos, el programa parte del diagnóstico de que “el

bajo índice de aprobación de los negros en el Vestibular es una de las cau-

sas de las desigualdades raciales en el país” y pretende apoyar cursos pre-

vestibular destinados a los alumnos pobres, con prioridad para los negros.

Expresando claramente el dilema central de las políticas públicas antirracis-

mo en Brasil, el sistema de cuotas para estudiantes no-blancos fue descar-

tado porque “las cuotas incentivan a la manutención de prejuicios al esta-

blecer dos clases distintas de estudiantes... lo que necesitamos es de res-

puestas afirmativas que igualen las condiciones de cultura y de conocimien-

to entre los jóvenes de las comunidades negras y no-negras.” (Jornal do

Brasil , 29/04/99).

Como ya vimos, aunque estos programas oficiales o privados estén no-

minalmente dirigidos a la población afro-brasilera, ellos no excluyen indi-

viduos de otros grupos raciales o étnicos. Esto porque medidas de tipo de

acción afirmativa requieren nociones claras que definan quienes pueden

beneficiarse de ellas, suponiendo la existencia de grupos étnicos política-

mente definidos y activos. Ora, en el caso brasilero una de sus característi-

cas básicas es justamente la fluidez y la subjetividad de la identidad  racial,

diluida en un continuo de color –lo que han impedido la movilización en

torno de una identidad común que de origen a una acción políticamente

organizada. En este contexto, gana primacía en el debate de las acciones

antirracismo el dilema de orden ético que se refiere a la construcción de ca-

tegorías o grupos que pueden beneficiarse de políticas públicas en un país

formalmente regido por las leyes universalistas y democráticas. Como argu-

menta Sansone, en el caso de Brasil, es extremamente complejo, si no im-

posible, definir quién hace parte –sobre todo, quién no hace parte– del gru-

po a ser favorecido. “¿Quiénes serían los ‘negros’ que podrían ser contem-

plados por medidas inspiradas en la acción afirmativa en Brasil?   ¿Aquellos

que se auto identifican o luchan como tales?  ¿Aquellos que se sienten dis-

criminados racialmente? Además, crear una categoría rígida de negros no va

en la dirección contraria a la desestabilización de los significados a respec-

to de color, contribuyendo para fortalecer los estereotipos de que ¿todos los

negros son iguales’?”  (Sansone, 1998, p. 773).
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Para terminar, me gustaría indicar que creo que existe una razón de or-

den práctica que compele al carácter universalista de las políticas públicas

antirracistas en Brasil. Es un hecho que, como ya lo vimos, la definición de

un público destinado para estas políticas envolverá, probablemente, la in-

clusión de la gran mayoría de las familias brasileras. Como los programas

universalistas normalmente tienden a beneficiar los más carentes, la pobla-

ción destinada a recibir ese beneficio sería compuesta en su gran mayoría

por familias con miembros no-blancos. Recordemos que 80% de las

familias en el quinto de renta más bajo son del tipo no-blanco o mixto. Con

eso, en Brasil tal vez no sea compensatorio el establecimiento de acciones

afirmativas públicas, dada la necesaria amplitud en la cobertura de la po-

blación a beneficiarse. El costo político de definir una acción orientada pa-

ra el grupo no-blanco probablemente será mayor que el costo económico

de una opción por el universalismo.
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JÓVENES Y EXCLUSIÓN SOCIAL EN CHILE

CAROLINA TOHÁ MORALES

INTRODUCCIÓN

El uso del concepto de exclusión en Latinoamérica responde a la bús-

queda de visiones más amplias y comprehensivas para explicar y enfrentar

los problemas de la inequidad social. Ello obedece a la idea de que la óp-

tica de la pobreza utilizada hasta ahora no parece dar cuenta de la magni-

tud y heterogeneidad de las dinámicas que generan desigualdad social, ni

permite entender los procesos que la reproducen y perpetúan. 

Pobreza, según el concepto más aceptado, significa carencias en la sa-

tisfacción de necesidades consideradas básicas. El modo de medirla es es-

tableciendo un mínimo de ingresos que una familia o un individuo requie-

ren para satisfacer dichas necesidades, y definiendo como pobres a quie-

nes están bajo esa línea. Las diversas variantes que esta visión admite no

modifican la idea de fondo, pero sí la enriquecen y la complementan. Gra-

cias a ello, las políticas de combate a la pobreza no se agotan en comple-

mentar los ingresos monetarios de los pobres sino, también, procuran en-

tregarles instrumentos para hacerlo por sí mismos como el acceso a educa-

ción y salud de calidad.

A pesar de esto, existe amplia conciencia de que este concepto de po-

breza se hace estrecho para enfrentar el problema integralmente. No expli-

ca, por ejemplo, por qué el incremento de los ingresos a veces no produ-

ce una superación permanente de la condición de pobreza sino simplemen-

te un mejoramiento transitorio del nivel de vida o por qué determinados

grupos sociales no logran aprovechar las oportunidades de ascenso social

para salir de su situación de pobreza mientras otros sí lo hacen. Tampoco

da cuenta de las dimensiones distintas del ingreso (materiales e inmateria-

les) que producen la pobreza y permiten salir de ella.

Para responder a estas y otras limitaciones, se han adoptado diversos

caminos como, por ejemplo, la diferenciación de tipos de pobreza1 que

1. Así, por ejemplo, se habla de pobreza rural y pobreza urbana como situaciones diversas que de-

ben enfrentarse con distintos instrumentos. Se ha adoptado también el concepto de pobreza dura,
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responden de distinto modo a las políticas sociales. Otra vía consiste en uti-

lizar un concepto más amplio que el de pobreza, como es el de la exclu-

sión social. Aquí el énfasis no está puesto exclusivamente en las condicio-

nes de vida de las personas o familias sino en su relación con y su partici-

pación en la sociedad. 

En este estudio se utiliza el concepto de exclusión social para analizar

la situación de los jóvenes en Chile. Tratándose de un concepto de uso re-

ciente, existen todavía matices importantes en la manera de entenderlo y

abordarlo, y por ello se partirá por establecer conceptualmente cómo lo uti-

lizaremos en este estudio y cómo lo abordaremos metodológicamente . 

La relación entre los conceptos de pobreza y exclusión puede entender-

se de diversas formas. Siguiendo lo establecido en documentos de la OIT2

puede hablarse de exclusión social como una parte de la pobreza. En tal

caso, se podría considerar pobre a quien no tiene acceso a determinados

bienes básicos (concepto tradicional de pobreza) y a ciertas oportunidades

de participación económica o social (exclusión social). También exclusión

social puede entenderse como un concepto alternativo al de pobreza, ba-

sado en otros indicadores. También existe la opción intermedia, de ver a la

exclusión social como una noción amplia de pobreza, que contiene más di-

mensiones. Esta será la perspectiva aplicada en este estudio. En esta ópti-

ca, exclusión es un concepto multidimensional que contiene aspectos ma-

teriales e inmateriales de participación económica, política, social y cultural

en la sociedad, y es también un concepto dinámico, que permite observar

estas variables como procesos. 

La exclusión social consiste en la imposibilidad de un sujeto o grupo so-

cial para insertarse en la sociedad y en el mercado y ser, así, un ciudadano

pleno. Sobre esa base, en este trabajo se considerarán como factores parti-

cipantes de la exclusión social los siguientes elementos:

• La debilidad y escasez de los mecanismos de participación econó-

mica, social y política en la sociedad.

• La dificultad para influir en las decisiones políticas que afectan a los

propios excluidos.

• La dificultad de aprovechar las oportunidades de inserción social

debido a la situación general de marginación.  

• La condición de pobreza, o de riesgo permanente de caer en ésta.

que daría cuenta de una situación de deprivación mucho más profunda que inhabilita a las perso-

nas para aprovechar las oportunidades de inserción social (educación, trabajo, participación social

y política). 

2. International Labour Organization, “Social exclusion and anti-poverty strategies”, Geneva, 1996



Respecto del concepto de juventud que se utilizará podemos decir que

éste está bastante estandarizado si se lo considera exclusivamente como un

tramo de edad. Desde esta perspectiva, en Chile se reconoce como juven-

tud el segmento etáreo que va entre los 15 y los 29 años, mientras que Na-

ciones Unidas utiliza una definición más estrecha que alcanza solo hasta los

24 años. En este estudio se privilegiará la primera definición y frecuente-

mente se la subdividirá por subtramos de edad. 

Desde una perspectiva cualitativa, en cambio, la definición de juventud

resulta bastante más compleja puesto que varía considerablemente de so-

ciedad en sociedad y en diversos períodos históricos. En términos genera-

les, se puede definir como juventud la etapa que va desde la adolescencia

y el desarrollo de las primeras experiencias de sexualidad activa (fin de la

infancia) hasta la formación de una familia propia y la inserción laboral en

la sociedad. Esta definición, sin embargo, tiene una gran imprecisión espe-

cialmente respecto al momento de término de la juventud. Hoy en día se

acepta que una persona de menos de 30 años es joven pese a tener una fa-

milia formada y un trabajo estable. 

En la actualidad, cerca de un 20% de la población chilena está compues-

ta por jóvenes, porcentaje que ha tendido a disminuir levemente en el úl-

timo periodo, tal como se precia en la próxima tabla: 

Tabla 1

Población total y porcentual según tramos etáreos

(1989 -1993-1997)*

1989 % 1993 % 1997 %

Población Total 12.882.818 100,0 13.771.187 100,0 14.622.354 100,0

Población Menor de 15 años 4.640.057 36,0 4.819.867 35,0 4995154 34,2

Población 15 a 29 años 2.936.937 22,8 2.950.203 21,4 2925868 20,0

Población de 29 años

a 65 años y más. 5.305.824 41,2 6.001.117 43,6 6701332 45,8

* Elaboración propia según datos del Instituto Nacional de Estadísticas.

El tratamiento conjunto al problema de exclusión social y juventud que

se realizará en este estudio da una connotación especial a ambos térm i n o s .

La integración social para los jóvenes no es sinónimo de estar plenamente

insertado en la vida laboral, política, social o cultural, sino en transitar flui-

damente desde una situación de dependencia familiar en todos esos ámbi-

tos a una de autonomía, característica de la etapa adulta. En ese proceso de

p roducen múltiples ingresos en situaciones, mercados, instituciones, ro l e s,

experiencias afectivas, condiciones legales y culturales nuevas. En el caso de
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los jóvenes, entonces, la exclusión social implica la imposibilidad de desarro-

llar esos tránsitos propios de la etapa juvenil, pero determinantes de la futu-

ra vida adulta. Una preparación educacional incompleta, una inserción labo-

ral informal e inestable, una identidad formada desde la marginalidad son ex-

p resiones de exclusión propias de la etapa juvenil que tienen efectos defini-

tivos en las posibilidades de integración social futura de los sujetos.

A su vez, en la juventud se viven experiencias que son específicas de

esa etapa y que no tienen que ver con transitar a otra parte sino con el so-

lo hecho de ser jóvenes. También en ese ámbito pueden reflejarse situacio-

nes de exclusión social que no sólo afectan el desarrollo personal futuro si-

no que impiden o limitan a los excluidos la posibilidad de ser jóvenes. 

De especial significación es el estudio de la exclusión social de los jóve-

nes en el contexto chileno de los últimos años, caracterizado por el cre c i-

miento y modernización económicos y la transición democrática. Los cam-

bios ocurridos podrían constituir un contexto muy favorable para mejorar los

niveles de equidad social. Particularmente, podría ser un contexto óptimo pa-

ra que las generaciones más jóvenes hagan su tránsito a la vida con expan-

didas posibilidades de integración social, tanto desde el punto de vista mate-

rial como inmaterial.  Este estudio pretende indagar si los cambios operados

en la sociedad y economía chilena han facilitado estos cambios, y por qué.

Para abordar el tema en cuestión, en la primera parte del trabajo se ana-

lizarán tres dimensiones de la vida de los jóvenes consideradas determinan-

tes en las posibilidades de integración o exclusión social de los jóvenes: el

socio-económico, el político y el cultural.

En el primero, se analizará la situación de los jóvenes chilenos desde el

punto de vista educacional y laboral, abordando materias tales como la es-

colaridad, la calidad de la educación, las alternativas de educación superior

por una parte y, por la otra, la inserción laboral, la desocupación y la cali-

dad del empleo. En el ámbito político, se estudiarán la participación elec-

toral y social de los jóvenes, sus opiniones respecto de la vida política y las

condiciones en que se incorporan a la ciudadanía plena. En la dimensión

cultural, al concluir la primera parte, se observará el tipo de visión que im-

pera en la sociedad respecto de la juventud, y el modo en que los jóvenes

ven la sociedad y su inserción en ella. 

En la segunda parte del estudio se realizará un análisis de las políticas

desarrolladas por el gobierno de Chile en los últimos años para producir

integración social juvenil, deteniéndose especialmente en el ámbito educa-

cional y de la capacitación laboral. 

Por último, en las conclusiones se procurará articular las principales cau-

sas de exclusión social juvenil que arrojan los antecedentes presentados en

el estudio. Con base en ello se evaluará la pertinencia de las políticas

implementadas y se formularán recomendaciones para mejorarla. 
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El trabajo ha sido realizado con base en el examen de información se-

cundaria proveniente de los principales estudios cuantitativos y cualitativos

disponibles sobre la materia.

PRIMERA PARTE

INTEGRACIÓN Y EXCLUSIÓN DE LOS JÓVENES EN CHILE

La dimensión económico-social

Durante los últimos 10 años en Chile ha habido una disminución impor-

tante de la pobreza con un impacto directo entre los jóvenes. En 1990 el

12,9% de los jóvenes era indigente y el 25,7% era pobre no indigente, mien-

tras el año 1996 éstas cifras se habían reducido a 5,4 y 16,6% re s p e c t i v a m e n-

t e3. Esta realidad podría dar base a un análisis muy optimista de la situación

social de los jóvenes en Chile si no fuera porque junto a ella se ha consoli-

dado una significativa desigualdad entre los sectores de mayores y menore s

recursos. Esto significa que, pese a la reducción de la pobreza, hay barre r a s

que persisten en la sociedad chilena que impiden a los jóvenes mas pobre s

acceder a las opciones de integración social y parte importante de dichas ba-

r reras se establecen a través del sistema educacional y de la inserción laboral. 

La educación

Existe una convicción muy extendida de que la educación es el princi-

pal canal de integración y ascenso social en el mundo de hoy. En Chile, es-

ta afirmación es sostenida con igual convicción desde el mundo académi-

co y político, pasando por los medios de comunicación hasta llegar a la opi-

nión pública. En esa misma línea, el Gobierno del Presidente Frei ha sos-

tenido que su prioridad es la educación y ha hecho de la reforma educa-

cional su principal iniciativa junto con la reforma judicial. 

Sin embargo, al analizar la situación educacional de los jóvenes chilenos

se descubre una realidad con luces y sombras: una alta y creciente escola-

ridad y persistencia de una fuerte desigualdad.

Escolaridad

La escolaridad promedio de los jóvenes chilenos entre 15 y 29 años es de

10.8 años de acuerdo con la última encuesta CASEN del año 1996, cifra que es

seis décimas más alta que la del año 1990 (10.2). Estos niveles de escolaridad

3. Encuesta CASEN 1996.



son bastante altos comparados con los de otros países de la región y también

respecto de las generaciones de mayor edad dentro del país. En efecto, los chi-

lenos que hoy tienen entre 65 y 74 años tienen sólo 6 años de estudios pro-

medio, lo que significa que en los últimos 50 años la escolaridad casi se ha du-

plicado en Chile.

A pesar de la significativa caída en los niveles de pobreza y el incremen-

to en la escolaridad, un análisis más profundo revela que existen desigual-

dades significativas detrás de estas cifras puesto que entre los jóvenes de

15 a 29 años el quintil de ingresos más alto tiene un 50% más de escolari-

dad que el primer quintil (13,3 y 8,9 años de acuerdo con la Encuesta CA-

SEN, 1996).

Tabla 2 
Promedio de Escolaridad

Población de 15 años y más por Quintil de Ingreso 1996.

Quintil de Ingreso

Grupo de Edad. I II III IV V Total

15 a 24 años 9,1 10,0 10,7 11,5 12,7 10.7

25 a 34 años 8,2 9,6 10,9 12,2 14,4 10,9

35 a 44 años 7,3 8,7 9,8 11,3 13,6 10,0

45 a 54 años 5,5 6,3 7,9 9,1 12,2 8,5

55 a 64 años 4,2 4,8 6,1 7,5 10,9 6,9

65 a 74 años 3,4 4,1 5,1 6,9 9,9 6,0

75 y más 3,0 3,5 4,1 6,3 10,1 5,5

Fuente Encuesta CASEN - MIDEPLAN.

Las razones de esa desigualdad son múltiples. Por una parte, los secto-

res de menores recursos suelen enfrentar problemas de rendimiento esco-

lar que desincentivan la continuación de los estudios. De hecho, en la edu-

cación media municipalizada, que agrupa al 50,9% de los estudiantes de

menores ingresos, los años promedio requeridos para terminar la enseñan-

za media4 son 5,9 años, mientras que en la educación particular son solo

4,4 años5. Esto nos está indicando una incidencia de la repitencia más alta

en el segmento de menores ingresos, y debe ser aún mayor si se conside-

ran solo los quintiles más pobres. Es importante considerar también que pa-

ra dichos sectores el continuar estudiando tiene un costo alternativo mayor

respecto de la posibilidad de trabajar y aportar al hogar un ingreso más que
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4. La Educación Media corresponde a los 4 últimos años de enseñanza escolar.

5. Proyecto Institucional INJUV (Instituto Nacional de la Juventud) 1999, datos correspondientes al

año 1996
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puede ser significativo en relación con los recursos de una familia pobre.

Por último, la tercera explicación se refiere a la dificultad de acceder a la

educación superior, sea por las barreras académicas que por las económi-

cas que esta impone.

Más allá de estas desigualdades, la tendencia ha sido que la escolaridad

suba en todos los sectores. Detrás de este dato, sin embargo, existen impor-

tantes diferencias que deben ser consideradas . Si se observa la tabla 2 se

nota que, visto en el largo plazo, el aumento de la escolaridad ha benefi-

ciado especialmente al quintil más pobre. De hecho, los jóvenes entre 15 y

24 años de edad tienen tres veces más años de estudio que los mayores de

74 de ese mismo quintil mientras el quintil más rico sólo ha aumentado los

años de estudio en un 20% entre esas mismas cohortes. Esto se debe al sos-

tenido aumento de la retención escolar a nivel de la enseñanza básica y me-

dia, que ha beneficiado especialmente a los quintiles de menores ingre s o s .

Calidad de la educación

Sin embargo, una vez lograda la alta cobertura escolar básica y media,

la desigualdad comienza a expresarse de otros modos: en las diferencias de

calidad de la educación y en el acceso a la educación superior. Las diferen-

cias en la calidad de la educación escolar se pueden observar analizando

los resultados del Sistema de Medición de la Calidad de la Educación (Ta-

bla 3), que nos demuestran que, a pesar de las mejorías obtenidas los últi-

mos años, sigue existiendo una gran distancia entre los colegios particula-

res pagados y los municipalizados.

Tabla 3

SIMCE Matemáticas Octavos años 1997.

Resultados nacionales y dependencia del establecimiento.

Dependencia PMRC*

Municipal 59,49

Particular Subvencionados 65,37

Particular Pagado 80,86

*Puntaje medio de respuestas correctas
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Asimismo, se confirma la desigualdad educacional comparando los re-

sultados en la prueba SIMCE (Tabla 4) de acuerdo con la situación econó-

mica de las familias:

Tabla 4

Resultados en Castellano y Matemática prueba SIMCE 1996 según

nivel socioeconómico.

Nivel socioeconómico(*)

A B C D

Matemáticas 85,06 75,51 67,67 61,15

Castellano 85,67 76,73 68,16 60,62

(*) Las categorías A, B, C, D corresponden al nivel socioeconómico, según el gasto en educación que

realiza la familia, A correspondiendo al 25% superior.

Deserción escolar

Otra gran fuente de desigualdad educacional se produce por el acceso

diferenciado a la educación media y superior. Los datos (Tabla 5) muestran

que los niveles de cobertura de la enseñanza básica son muy altos en to-

dos los niveles socioeconómicos. Las diferencias se producen en la ense-

ñanza media y superior, donde las distancias son todavía significativas.

Tabla 5

Cobertura según nivel educativo y quintil de ingreso.

Nivel I II III IV V

Preescolar. 22,3 26,8 30,0 36,8 48,4

Básica. 96,5 98,4 98,0 99,4 99,7

Media. 75,3 81,0 89,3 95,3 97,2

Superior 8,5 15,1 21,5 34,7 59,7

Fuente: Encuesta CASEN 1996.

En el caso de la enseñanza media, se calcula que todavía existe un ni-

vel de deserción escolar en torno al 15%6, lo que equivale a más de 140 mil

jóvenes entre 14 y 17 años que se encuentran fuera del sistema escolar.

Las razones por las que interrumpen sus estudios se relacionan principal-

mente con problemas socio-económicos (46,75%) y con problemas de

6. Elaboración propia con base en encuesta CASEN y Boletín Estadístico del INE. Obedece a una re-

lación entre los jóvenes de 14 a 17 años fuera del sistema escolar respecto de la población total

de esas mismas edades. 
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rendimiento escolar (25,89%)7 que suelen estar aparejados con los primero s .

Sin ser alto respecto de otros países, este nivel de deserción escolar es deter-

minante en Chile respecto a la situación futura de esos jóvenes. Al ser un país

de alta y creciente escolaridad, es evidente que a futuro las personas que ten-

gan una formación escolar incompleta serán cada vez más una especie de

discapacitados sociales. De hecho, un 94,5% de los jóvenes reclusos del sis-

tema penal son desertores escolare s8 y un 60% de los jóvenes desempleados

e n t re 15 y 19 años también lo son9. Lo anterior sugiere que exista una cierta

causalidad circular entre deserción y marginalidad. De hecho, la deserc i ó n

viene a incorporarse como un factor más de marginalidad y vulnerabilidad

que incrementa los riesgos de verse sometido a dichas situaciones. 

Acceso a la educación superior

Respecto del acceso a la educación superior, efectivamente existe un

cuello de botella respecto a las posibilidades educacionales de la mayoría

de los jóvenes (véase tabla 6). La enseñanza superior ha tenido una expan-

sión muy significativa en los últimos años, pero no han sido los sectores de

menores recursos los que más se han beneficiado de este incremento. Se-

gún la encuesta CASEN, los jóvenes del primer quintil aumentaron su acce-

so a la Educación Superior de un 7 a un 8,5% entre 1990 y 1996 mientras

los del quinto quintil lo hicieron de un 37,2 a un 59,7%, que es significati-

vamente superior.

Tabla 6

Destino escolar de los jóvenes que completaron la enseñanza

media según dependencias administrativas de los establecimientos*.

Destino Escolar Dependencia Administrativa.

Municipalizado Subvencionado Pagado Total

No estudia 72,4 65,1 39,4 65,7

Estudios Superiores 18,0 21,9 47.,9 23,4

Estudios Técnicos Superiores. 9,6 13,1 12,8 10,9

Tipo de Establecimiento. 57,3 26,9 14,8 100

* 2° Encuesta Nacional de Juventud, Instituto Nacional de la Juventud.

7. Encuesta CASEN 1996

8. INJUV, “Jóvenes reclusos: realidad, derechos, mejoramiento de su situación y perspectivas de re-

habilitación”, 1999

9. “Desempleo juvenil: Caracterización y propuestas para la política pública”, Informe para el Minis-

terio de Economía, noviembre 1996.
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La segmentación del sistema escolar tiene también una fuerte influencia

en las distintas posibilidades de sus estudiantes de llegar a la educación su-

perior: Los datos muestran que la posibilidad de completar la educación su-

perior está fuertemente condicionada por el tipo de establecimiento educa-

cional de origen que, a su vez, depende directamente de la situación so-

cioeconómica de la familia. De acuerdo con la tabla 6, quienes hicieron su

ciclo escolar en el sistema municipalizado, que son la mayoría y los de me-

nores ingresos, solo logran terminar la educación superior en un 18% de

los casos, mientras los provenientes de colegios particulares pagados, que

representan el 14,8% más rico, lo hacen en un 47,9 % de los casos. 

Pese a estas diferencias, es necesario señalar que los estudiantes prove-

nientes de colegios municipalizados representan más de la mitad de los uni-

versitarios debido a que son mucho más numerosos. 

Otra característica relevante del sistema de educación superior chileno

es la debilidad y baja cobertura de la formación técnica y profesional no

universitaria, que podrían convertirse en una opción importante para mu-

chos jóvenes que no acceden a la universidad. Según las estadísticas del

Ministerio de Educación, de los 370.000 cupos que tiene el conjunto de la

educación superior, 259.000 corresponden a las universidades y solo

110.000 a la educación superior técnico-profesional. Además, esta última no

cuenta con acceso a recursos fiscales para créditos estudiantiles y no exis-

te una institucionalidad de evaluación, regulación y certificación que la con-

trole, razón por la cual su calidad y prestigio son altamente aleatorios. 

Las diferencias entre quintiles son significativas, pero lo más grave es que,

pese a que todos han incrementado sus posibilidades de escolaridad, las dis-

tancias entre unos y otros se han acortado sóolo respecto de la enseñanza

básica (8 años), mientras respecto de la media y la superior se han acre c e n-

tado (12 y 15 años). El cuadro que se presenta en los anexos (véase tabla 1

de anexo) da cuenta de modo sintético de las características excluyentes del

sistema educacional chileno. Allí se puede apreciar cuáles son las posibilida-

des que tienen los jóvenes de los distintos quintiles de terminar su educación

básica, media y superior.  En síntesis, se puede señalar que desde el punto

de vista educacional la situación de los jóvenes chilenos es ambivalente. Por

una parte, aumenta la escolaridad y se expanden las opciones de la educa-

ción superior. Por otra parte, las diferencias internas en calidad del sistema

educacional y las barreras de acceso dan lugar a procesos de exclusión que

afectan claramente a los más pobres. En consecuencia, la educación abre

oportunidades importantes para muchísimos jóvenes pero está lejos de ser

una vía accesible para la movilidad social y, por el contrario, tiende a re p ro-

ducir e incluso consolidar las desigualdades sociales de la sociedad chilena. 
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La inserción laboral

Actividad de los jóvenes

La inserción laboral puede ser un importante mecanismo de inclusión

social ya que otorga mayor autonomía y permite a los jóvenes ampliar su

ámbito de responsabilidades y participación social.  Sin embargo, la infor-

mación que se presenta a continuación sugiere que en definitiva los jóve-

nes tienen bastantes dificultades de inserción laboral, especialmente los

más pobres, los menores y las mujeres. Cuando logran encontrar empleo,

además, suele tratarse de empleos inestables y con una remuneración más

baja. Los empleadores tienen una baja predisposición a contratar jóvenes

por razones que, en gran parte, obedecen a estigmas. Se configura así un

cuadro laboral bastante hostil que, junto con el panorama educacional, con-

figura para los jóvenes más humildes una situación de exclusión socioeco-

nómica bastante clara.

Si se observa el tipo de actividad que desarrollan los jóvenes (Tabla 7)

se puede observar que trabaja un 40,1%, llegando al 52,4% en los hom-

bres10. Sin embargo, el porcentaje de jóvenes que estudia y trabaja es muy

bajo (2,7%), especialmente en los quintiles de ingreso más bajos, donde

más necesidad debiera existir de combinar ambas actividades. La inciden-

cia en Chile del trabajo part-time formal es bajísima y no existen normati-

vas laborales ni educacionales que fomenten o faciliten la combinación de

educación y trabajo. Las diferencias entre hombres y mujeres son menores

en todos los quintiles en el ámbito del estudio, pero muy significativas en

la inserción laboral, especialmente en el primer quintil, donde la inserción

laboral de los hombres es cuatro veces la de las mujeres, y en el segundo

quintil, donde la duplica ampliamente.

10. Este dato se desprende de la Encuesta CASEN 1996, pero según la 2 Encuesta de Juventud del año

1997 la cifra es sólo de un 30%. Se ha preferido ocupar el dato CASEN porque se basa en una

muestra de  mayor amplitud.
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Tabla 7

Población de 15 a 29 años, según Quintil de ingreso,

por Sexo y Tipo de actividad  (Porcentajes)

Sexo Tipo de Actividad Quintil de Ingreso

I II III IV V Total

Hombre Solo estudia 31,0 29,0 31,2 4,0 45,4 33,7

Solo trabaja 45,5 56.,9 57,0 56,3 44,3 52,4

Estudia y trabaja 1,1 2,3 2,9 5,1 5,2 3,2

Quehaceres del hogar. 2,4 1,3 0,6 0,1 0,2 1,0

No estudia ni Trabaja 20,1 10,5 8,2 4,5 4,9 9,7

Total 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0

Mujer Solo estudia 29,1 30,5 31,9 37,2 40,8 33,3

Solo trabaja 11,6 21,9 33,0 37,8 40,9 27,6

Estudia y trabaja 0,3 1,0 2,0 3,4 4,8 2,1

Quehaceres del hogar. 45,9 35,4 23,7 15,9 8,6 27,7

No estudia ni Trabaja 13,1 11,2 9,4 5,7 4,9 9,3

Total 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0

Total Solo estudia 30,0 29,7 31.6 35,5 43,2 35,5

Solo trabaja 27,3 39,0 45,7 47,3 42,7 40,1

Estudia y trabaja 0,7 1,6 2,5 4,3 5,0 2,7

Quehaceres del hogar. 25,8 18,8 11,5 7,8 4,2 14,3

No estudia ni Trabaja 16,3 10,8 8,7 5,1 4,9 9,5

Total 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0

*Se exluye el servicio doméstico puertas adentro y sus dependientes.

Fuente: MIDEPLAN, Encuesta CASEN 1996.

Hay un alto porcentaje de mujeres jóvenes que se dedican a las labores

del hogar (27,7%).  No obstante, las actividades predominantes varían am-

pliamente de acuerdo con la situación socioeconómica. Así, la incidencia

de esta actividad entre las jóvenes del primer quintil se quintuplica en res-

pecto del quinto (45,9 vs. 8,6%). Contrariamente, existe una diferencia no-

table de acuerdo con el quintil de origen en la cantidad de mujeres que tra-

bajan, que sube de 11.6% en el primero a 40,9% en el quinto quintil, lo que

indica las mayores posibilidades de inserción laboral que tienen las jóvenes

de los quintiles de ingreso superior.

El hecho de que las mujeres jóvenes de menores recursos tengan un ac-

ceso limitado al mercado del trabajo es preocupante por varios motivos. En

primer lugar, se ha demostrado en Chile que la superación de la pobreza

se produce en gran medida por la posibilidad de llevar un segundo ingre-

so al hogar y en ello el trabajo femenino, especialmente de la madre, tiene

un rol fundamental. En segundo lugar porque, tal como lo muestran los da-

tos, la escolaridad de las mujeres es casi tan alta como la de los hombres,

especialmente en los quintiles de menores ingresos, y el hecho de no
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acceder al trabajo teniendo la formación para hacerlo es una pérdida para

la sociedad y un motivo de frustración para estas jóvenes. 

Uno de los factores que inciden en esta dificultad para acceder al mer-

cado del trabajo es la alta frecuencia de los embarazos adolescentes entre

las jóvenes de menores ingresos. Los antecedentes señalan que entre los jó-

venes de clase alta, los hijos nacen en un 95% de los casos después de que

la madre cumple los 24 años mientras entre los de clase baja más de la mi-

tad de los hijos nacen cuando las madres tienen menos de 20 años11.

En el caso de los hombres, llama la atención el alto número de jóvenes

del primer quintil que no estudia ni trabaja (20,1%), número que es muy in-

ferior en el quintil más alto de ingresos (4,9%). Resulta también significati-

vo que el número de jóvenes que trabaja sea ostensiblemente más bajo que

el promedio tanto en el primero como en el quinto quintil. La diferencia es-

tá en que en el quintil más rico la menor inserción laboral se debe a la ma-

yor incidencia del estudio, mientras en el quintil más pobre, la compensa-

ción se produce con los jóvenes sin actividad, muchos de los cuales son

desocupados o cesantes.

Desempleo

El índice de desempleo en Chile se había mantenido bastante bajo du-

rante los últimos años, oscilando entre 4,5 y 7,5%12. Sin embargo, las cifras

del año 1999 han sido más altas como consecuencia del ajuste para enfren-

tar la crisis asiática, llegando al 9,8% en el segundo trimestre de 199913.

No obstante lo anterior, el desempleo juvenil ha mantenido índices que

duplican y hasta triplican los generales. Como se observa en este cuadro,

esta tendencia ha sido una constante durante los últimos años (véase Tabla

8).  La tendencia del desempleo juvenil es a oscilar de acuerdo con los ni-

veles del desempleo general, manteniéndose siempre por encima en una

proporción similar (véase gráfico 1 en anexo). El análisis más aceptado de

este fenómeno indica que no existe un mercado laboral juvenil14, sino una

participación de los jóvenes en el mercado laboral general donde son pre-

feridos los trabajadores de mayor edad y experiencia. La pregunta que ca-

be hacerse es a qué obedece esta postergación de la oferta laboral de los

jóvenes, particularmente en los casos en que hay oferta laboral equivalen-

11. “Desempleo juvenil: Caracterización y propuestas para la política pública”, Informe para el Minis-

terio de Economía, noviembre 1996.

12. Todas las cifras de desempleo que se presentan en esta parte provienen de la Encuesta Nacional

de Empleo que se efectúa trimestralmente en Chile. Cuando se hacen comparaciones, se hacen

respecto a trimestres equivalentes de distintos años.

13. Encuesta Nacional del Empleo, marzo-mayo 1999, INE.

14. Véase Patricio Escobar, “Desempleo juvenil: una aproximación al problema”, Informe anual n° 8,

Programa de Economía del Trabajo, 1998
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te entre jóvenes y no jóvenes. Entre las razones pueden encontrarse tres

fundamentales siguiendo lo planteado por Salas15:

Tabla 8 

Tasa de Desocupación Nacional y Juvenil:

1989-1997*.

Año Trimestre Desocupación Desocupación

Juvenil Nacional

1989 Oct-Dic1989 13,2 5,3

1991 Oct-Dic1991 12,7 5,3

1993 Oct-Dic1993 10,95 4,5

1995 Oct-Dic1995 11,5 4,7

1997 Oct-Dic1997 12,97 5,3

*Fuente: INE, Encuesta Nacional de Empleo.

Primero, se debe considerar la existencia de opiniones negativas respec-

to a la pertinencia de la educación formal recibida por los jóvenes. Los em-

pleadores piensan que la formación recibida en el sistema escolar es insu-

ficiente e inadecuada para la vida laboral, razón por la cual prefieren con-

tratar a trabajadores que cuenten con otros elementos formativos adiciona-

les, sea capacitación o experiencia laboral. 

Segundo, se producen problemas de certificación e información imper-

fecta de la situación educativa y de capacitación de los jóvenes. A pesar de

haber un mayor acceso a la educación media, no toda es considerada por

los empleadores de la misma calidad. Similarmente, en el caso de la forma-

ción técnica y capacitación laboral, cada vez es menos claro el valor agre-

gado de cada uno de estos títulos que muchas veces no cuentan con certi-

ficación oficial (o si la cuentan no son igualmente valorados en el merca-

do) por lo que se produce una situación de desconfianza generalizada res-

pecto de la utilidad y pertinencia de estos. 

Por último, tal como lo veremos en el capítulo dedicado a la dimensión

cultural de la exclusión juvenil, la sociedad chilena en general y los emplea-

dores en particular tienen una opinión prejuiciada respecto de la juventud

y, particularmente, respecto de los jóvenes populares, que hace que prefie-

ran la oferta laboral de otros grupos sociales y segmentos etáreos. 

Al observar los índices de desocupación de acuerdo con los grupos de

edad puede notarse que estos se incrementan en relación directa con la ju-

ventud de la población (véase gráfico 1).

15. Julio Salas, “Pertinencia y coordinación de la acción gubernamental dirigida a la integración pro-

ductiva de los jóvenes”,1999
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Gráfico 1

Comparación de tasas de desocupación según grupos de edad

Tr i m e s t re Noviembre - Enero 1998/1999*

* Elaboración propia con base en Encuesta Nacional de Empleo

En este mismo gráfico puede observarse que en el último año ha habi-

do un incremento sustantivo del desempleo. Datos posteriores, provenien-

tes de la Encuesta Nacional de Empleo de abril de 1999, muestran que el

desempleo juvenil llegaba a 20,4% en el tramo de 15 a 19 años, mientras el

año anterior en la misma fecha era de 15,9%.  Específicamente, es preocu-

pante la forma en que la desocupación juvenil afecta a los sectores de me-

nores ingresos, muy por encima de los índices generales.

Gráfico 2

Tasa de desocupación de la población de 15 a 29 años

según quintil de ingreso*

*Fuente: MIDEPLAN, Encuesta CASEN 1996; Elaboración de Salas, Julio. “Pertinencia y coordinación de

la acción gubernamental dirigida a la integración productiva de los jóvenes”.

Aquí puede observarse que los jóvenes de los quintiles más bajos y las

mujeres sufren la desocupación con una intensidad mucho mayor que el

resto. El año 96, en el primer quintil, el desempleo llegaba a un 25%, y
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hasta un 40% en el caso de las mujeres, lo cual constituye un cuadro muy

distinto del que muestran los datos generales. Comparando los números se

descubre que las mujeres tienen el doble de desempleo que los hombres

en casi todos los quintiles, y que el quintil más pobre lo quintuplica res-

pecto del más rico. Esto implica que el desempleo está reflejando y quizás

potenciando las diferencias de oportunidades que hemos notado en otros

ámbitos. 

Al analizar la composición de los jóvenes desocupados se descubre que

la mayoría de ellos tiene escolaridad incompleta. Según datos de 199616, en

el segmento de 15 a 19 años el 61% no ha terminado la educación media

y se encuentra fuera del sistema educacional, y en el segmento de 20 a 24

años el 43% está en esa misma condición. Considerando que los niveles

más altos de desempleo se producen en el segmento de menor edad, pue-

de afirmarse hay una alta relación entre escolaridad incompleta y proble-

mas de inserción laboral, relación que no ha sido tratada adecuadamente a

través de políticas públicas específicas.

Calidad del empleo

En relación con la calidad del empleo, hay que señalar que en el caso

de Chile, este es un tema con tanta o más incidencia que el desempleo en

el fenómeno de la exclusión social. En efecto, en el pasado se podía hablar

de una gran coincidencia entre exclusión social y pobreza, por una parte,

y falta de empleo por la otra. Últimamente, en cambio, de las personas con-

sideradas como pobres el año 96, más de un 80% tenía empleo17, lo cual

estaría significando que la integración social ya no depende tanto del acce-

so al empleo como de la calidad de este.

Desde esa perspectiva, la situación de los jóvenes empleados es desfa-

vorable puesto que sus condiciones laborales son peores que las de los de-

más trabajadores.

El vínculo laboral de los jóvenes suele ser más débil que el del resto de

la población, particularmente en el tramo de menor edad y en el estrato so-

cioeconómico más bajo (véase gráfico 3). En este último caso, los empleos

a plazo fijo, sin contrato o autónomos, que son los más precarios, suman

más del 60% del empleo total del segmento18.

16. “Desempleo juvenil: Caracterización y propuestas para la política pública”, Informe para el Minis-

terio de Economía, noviembre 1996.

17. Encuesta CASEN 1996.

18. 2° Encuesta Nacional de Juventud.
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Gráfico 3 

Relación de trabajo en el actual empleo,

Jóvenes v/s Población Total

*Fuente: MIDEPLAN, Encuesta CASEN 1996; Elaboración de Salas, Julio. “Pertinencia y coordinación de

la acción gubernamental dirigida a la integración productiva de los jóvenes”.

Respecto de las remuneraciones del empleo juvenil (véase gráfico 4) hay

que señalar que en todos los quintiles estas son inferiores a las del empleo

general. La distancia, sin embargo, es significativamente mayor en el quin-

til de mayores ingresos, porque hay mayores posibilidades de ir mejoran-

do los ingresos a medida que se acumulan años de trabajo, mientras en el

quintil más pobre los empleos tienden a tener un techo de remuneraciones

más bajo. 

Gráfico 4 

Ingreso promedio por quintil de ingreso, 1996

*Fuente: MIDEPLAN, Encuesta CASEN 1996; Elaboración de Salas, Julio. “Pertinencia y coordinación de

la acción gubernamental dirigida a la integración productiva de los jóvenes”.
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Este bajo techo de ingresos que afecta al quintil más pobre produce un

bajo incentivo a aceptar un trabajo estable entre los jóvenes de menos re-

cursos, puesto que dicho empleo no es visto como el inicio de una cami-

no de ascenso laboral. Por el contrario, los jóvenes observan que sus pa-

dres, después de años de trabajo, perciben un ingreso tan bajo como el que

reciben ellos al iniciar su vida laboral.

La Segunda Encuesta Nacional de Juventud de 1997 indagó acerca de las

opiniones de los jóvenes respecto de sus posibilidades laborales y sus res-

puestas están reproducidas en al gráfico 5. Un 89% sostuvo que hay traba-

jo pero se paga poco, porcentaje casi idéntico al de 3 años antes. Aumen-

tó considerablemente, en cambio, el número de jóvenes que piensa que

hay trabajo para los que tienen preparación (de un 74,4 a una 86,4%). Es-

to revela que los jóvenes, a pesar de las limitantes que enfrentan para en-

trar al mercado del trabajo, creen que las oportunidades laborales con el ni-

vel educacional aumentan. También hay un incremento entre los que pien-

san que existe discriminación laboral hacia el joven y los que creen que no

hay suficientes oportunidades de trabajo.

Gráfico 5

Jóvenes que opinan acerca de sus oportunidades laborales

Fuente: Primera y segunda encuesta  Nacional de la Juventud.

La dimensión política

Hace diez años desde que se inició en Chile el proceso de recuperación

democrática, los jóvenes fueron un actor importante del movimiento opo-

sitor a la dictadura militar y ello se expresó en el reconocimiento de las or-

ganizaciones y dirigentes juveniles como parte integrante de la elite políti-

ca. Sin embargo, paradojalmente, la participación política de los jóvenes,



que contribuyeron significativamente al retorno a la democracia, ha ido de-

creciendo en este período.

En los años 80 existía en Chile un régimen autoritario y todas las liber-

tades públicas estaban suspendidas o severamente limitadas. En ese con-

texto, el ejercicio de los derechos civiles y las posibilidades de participa-

ción política eran casi nulas para todos los sectores sociales, incluidos los

jóvenes. Sin embargo, dentro de ese contexto de restricciones, la juventud

era más influyente en la vida política del país que la juventud de hoy. Su

participación se canalizaba fundamentalmente a través de organizaciones

estudiantiles y políticas, aunque también existían organizaciones poblacio-

nales que agrupaban principalmente a los jóvenes de los barrios pobres de

las ciudades. 

Más allá de las instancias formales, los jóvenes participaron activamente

en el movimiento opositor de los años 80, en sus manifestaciones e inicia-

tivas, y fueron una pieza clave en la organización, el control electoral y el

resultado final del plebiscito de 1988, donde se decidió poner fin al gobier-

no de Augusto Pinochet e iniciar la democratización del país. Puede decir-

se, entonces, que, a pesar de que los jóvenes vivían con sus derechos po-

líticos conculcados y no tenían ninguna opción de participar en los proce-

sos decisionales que les afectaban, sí eran un actor político relevante, con

capacidad de hacerse escuchar y de influir en el curso de los acontecimien-

tos de la época. 

Transcurrida una década la situación de hoy es bastante distinta. A pe-

sar del mejoramiento sustantivo en el respeto de los derechos políticos y

en la vigencia de las instituciones democráticas, la condición relativa de los

jóvenes es de menor influencia en la vida política del país. En parte, esto

se debe a sus propias opciones e intereses, como también a las limitadas

posibilidades de participación real que se les ofrecen. La baja participación

política se produce por igual en todos los estratos socioeconómicos, pero

tiene un efecto más negativo respecto de los jóvenes de menores recursos

puesto que estos no cuentan con otros medios para hacerse oír por el res-

to de la sociedad. 

Inscripción y participación electoral

En democracia, el vehículo de participación política más común es el de-

recho voto. El sistema electoral chileno establece que todos los mayores de

18 años tienen derecho a ejercerlo, pero con el requisito de estar inscritos

en los registros electorales. Cuando se abrieron los registros electorales con

motivo del plebiscito de 1988 se inscribieron en ellos un 96% de los jóve-

nes. En 1999, en cambio, está inscrito menos del 55%.

205



206

Tabla 9

Población Juvenil, Población Inscrita y Población

No-Inscrita . 1989/1993/1997.

(Totales Y Porcentajes)

Tramos 1989 1993 1997

Total % Total % Total %

Población 18 - 29 años 2 . 8 2 1 . 3 1 4 1 0 0 2 . 9 5 4 . 4 5 2 1 0 0 2 . 9 2 4 . 4 2 9 1 0 0

Población Inscrita de 18 a 29 2 . 7 1 9 . 9 5 7 9 6 , 4 0 2 . 3 1 0 . 8 1 8 7 8 , 2 1 1 . 6 0 5 . 0 1 1 5 4 , 8 8

Población No Inscrita de 18 a 29 1 0 1 . 3 5 7 3 . 6 0 6 4 3 . 6 3 4 2 1 . 7 9 1 . 3 1 9 . 4 1 8 4 5 . 2 2

Los datos de esta tabla revelan que durante los últimos 10 años el inte-

rés de los jóvenes por inscribirse en los registros electorales y participar en

los procesos electorales ha ido decreciendo de manera sostenida y acelera-

da. Esta tendencia se aprecia claramente observando los datos de inscrip-

ción por tramos de edad que muestran que en el tramo de los más jóve-

nes, de 18 y 19 años, menos del 15%19 estaba inscrito en 1997. 

Gráfico 6

Porcentaje de jóvenes en los Registros Electorales*

* 2° Encuesta Nacional de la Juventud

19. Proyecto Institucional INJUV.
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Las características del sistema de registro electoral chileno explican có-

mo se ha llegado a esta baja inscripción electoral. Este se basa en una pe-

culiar combinación entre la inscripción electoral voluntaria de los ciudada-

nos y la obligatoriedad del voto para los inscritos. Es decir, el que se ins-

cribe está obligado a votar en todas las elecciones regulares y no tiene la

opción de desinscribirse.  Por otra parte, el que no se inscribe queda libre

de esta obligación; sin embargo, no puede ejercer su derecho a voto. En

este sistema, los adultos que ya están inscritos en los registros electorales

están obligados a votar. Los jóvenes, en cambio, al no estar aún inscritos

quedan desligados de la obligación cívica. 

Las razones que llevan a los jóvenes a no inscribirse son múltiples, pe-

ro entre ellas tiene un peso importante el carácter poco amigable del siste-

ma de inscripción electoral, que desincentiva y dificulta la inscripción juve-

nil. A modo ilustrativo, basta mencionar que el funcionamiento ordinario de

los registros se limita a una semana al mes entre las 9 y las 12 m, horario

que es prácticamente incompatibles con la actividad laboral o de estudio

que realiza la mayoría de los jóvenes. Además, los registros se cierran 4 me-

ses antes de las elecciones, lo que constituye una excesiva anticipación

puesto que es precisamente durante esos últimos cuatro meses cuando au-

menta el interés por la inscripción. Finalmente, no se contempla ninguna

forma de inscripción móvil que permita acercarse a los lugares de afluen-

cia de jóvenes, mientras en otro tipo de trámites se dan esas facilidades des-

de hace tiempo (por ejemplo, Registro Civil y Cantones Móviles para efec-

tos del Servicio Militar Obligatorio). En definitiva, el sistema no facilita la

inscripción y eso se refleja claramente en los datos disponibles, que mues-

tran una escuálida inscripción electoral de los jóvenes.  

La relación con la política

La baja participación de los jóvenes no se debe solamente a las dificul-

tades del trámite de inscripción. De hecho, también entre los jóvenes ins-

critos ha bajado la participación electoral a través de la abstención y el vo-

to nulo. Lo que hay en el fondo es un distanciamiento de los jóvenes res-

pecto de la vida política del país. 

En el segmento de 18 a 24 años más de la mitad de los jóvenes sostie-

ne que nunca habla de política y se declara poco o nada interesado en ella.

Asimismo, un 34,4 % dice que la política le produce aburrimiento, un 37,8%

indiferencia y un 39% desconfianza. Un 68% afirma estar no muy satisfecho

o nada satisfecho con la democracia y un 88,8% cree que quedan cosas por

hacer para que haya verdaderamente democracia20. Por último, como se

20. Latinobarómetro 1996.



208

aprecia del próximo cuadro, la confianza de los jóvenes en los políticos y

parlamentarios es la más baja entre una lista de instituciones relevantes de

la vida pública y ha tendido a disminuir en los últimos años.  

Sin embargo, la distancia, la insatisfacción y la desconfianza respecto de

la política no son actitudes exclusivas de los jóvenes, sino prácticamente

idénticas a las del resto de la población, tal como lo demuestra diversos es-

tudios como el Latinobarómetro, el Estudio Mundial de Valores y las en-

cuestas CERC. 

Pueden encontrarse diversas explicaciones de este distanciamiento, par-

tiendo por la transición política inconclusa y lo insuficiente de la democra-

cia que se ha logrado construir en Chile. Otra de las causas es la pérdida

de centralidad de la política en la vida de los ciudadanos, no solo respec-

to de los jóvenes. El Estado ya no es el ente principal en la asignación de

bienes y servicios ni los partidos son los únicos mediadores de los distin-

tos intereses de la sociedad. Esto ocasiona un mayor desinterés en la acti-

vidad política, que en el caso de los jóvenes se traduce en una marginación

electoral significativa comparada a la población general.

Respecto del tema, una reciente investigación de Garretón y Villanueva21

concluye que la baja inscripción entre los jóvenes no refleja una actitud

anti-sistema ni un radicalismo crítico respecto del modelo de sociedad im-

perante. Por el contrario, los jóvenes tienen aspiraciones funcionales al sis-

tema que se traducen en lograr una buena inserción social expresada en

poder estudiar, conseguir un buen empleo, formar una familia. Lo que hay,

en cambio, es la percepción de que la sociedad es poco acogedora y faci-

litadora respecto de las aspiraciones de integración de los jóvenes. La críti-

ca no es tanto al modelo de desarrollo como a la imposibilidad de partici-

par de él.  Es decir, los jóvenes, en particular los de sectores de menores

ingresos, desearían participar plenamente de los beneficios que están dis-

ponibles, pero a los cuales no tienen acceso ya que por multiples razones

quedan excluidos. 

El mismo estudio confirma lo que aquí se ha dicho en cuanto a que la

insatisfacción con la política no es privativa de los jóvenes sino que corre s-

ponde a una tendencia general de la sociedad. Lo que es peculiar de los jó-

venes es su baja socialización política y cultura cívica. Hay que re c o rdar que

Chile pasó por más de 15 años de autoritarismo en que la política pasó a

ser una actividad prohibida y esto, a diez años de la recuperación democrá-

tica, continúa presente en la sociedad chilena. La formación cívica de nivel

escolar es prácticamente inexistente y, al interior de la familia, la política

constituye uno de los temas en que, según los jóvenes, existe menor

21. Garretón Manuel Antonio y Villanueva Tamara, “Política y jóvenes en Chile: Una reformulación”,

Fundación Friedrich Ebert, 1999, Santiago.
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a c u e rdo entre padres e hijos2 2, lo que estaría demostrando que la familia no

está siendo un lugar efectivo para la socialización política de la juventud. 

De todos estos antecedentes, el estudio citado concluye que hay en cur-

so “un cambio estructural e institucional en la sociedad y la política y en el

paradigma de la juventud”23. La política tendría un rol menos totalizante y,

en el caso particular de Chile, estaría todavía limitada por una democracia

insuficiente. A su vez, los jóvenes ya no serían un actor colectivo, unifor-

me y organizado, sino un grupo diverso y segmentado. Como resultado, ha-

bría un desencuentro de fondo entre ambos.

La experiencia y expectativas de los jóvenes respecto de la política son

distintas y no se ven reflejadas en las prácticas y lenguajes que dominan di-

cha actividad. Mientras la política siga siendo impermeable a los códigos

culturales y las nuevas condiciones de la sociedad chilena, continuará sien-

do una actividad con poco sentido para la juventud. El problema es que, a

causa de la baja participación juvenil, existe también una baja capacidad de

las nuevas generaciones de influir en la vida política del país y, consecuen-

temente, se produce un creciente alejamiento entre ambas. 

Podría continuarse largamente el análisis de este fenómeno, pero para

los efectos de lo que aquí nos interesa es más importante entender qué

efectos ocasiona este fenómeno en la posibilidad de los jóvenes de influir

en las decisiones que los afectan y en las definiciones relativas a las políti-

cas públicas relacionadas con ellos. Lo primero que hay que constatar es

que hay una subrepresentación de los jóvenes en el cuerpo electoral tal co-

mo se observa en la tabla 10. En efecto, hoy hay un 1 joven por cada 5

electores mientras en 1988 había 1 por cada 3, todo esto habiendo ocurri-

do una baja variación de la proporción de jóvenes en la población (entre

1989 y 1997 han disminuido de un 35,6 a un 30,4% de la población). 

Esta subrepresentación juvenil produce una distorsión significativa del

padrón electoral porque lo envejece artificialmente. Sin lugar a dudas, esto

afecta el grado de prioridad y el tipo de tratamiento de los problemas que

interesan a los jóvenes. De hecho, para los políticos es cada vez menos ren-

table electoralmente atender las preocupaciones juveniles, lo que cierra un

circulo vicioso en el cual la falta de interés lleva a la poca participación y

por tanto a la no inscripción lo que a la significa que los jóvenes y sus

preocupaciones sean poco rentables para la política tradicional. 

Además de la subre p resentación electoral, los jóvenes no logran influir en

la vida política del país por las peculiaridades e insuficiencias de la demo-

cracia chilena. Por una parte, existen todavía restricciones para una demo-

cracia plena, como la persistencia de senadores designados y la excesiva

p resencia militar en la institucionalidad vigente. Esto ocasiona que las

22. Segunda Encuesta Nacional de Juventud, véase también próximo capítulo.

23. Pag. 70



mayorías electorales no vean reflejadas sus opciones en la composición del

parlamento ni en la posibilidad del gobierno de realizar las re f o rmas que se

p ropone. Si bien esta realidad afecta a toda la sociedad, los jóvenes de los

90 son escépticos buscan opciones claras y relaciones directas, no se sienten

convocados a participar de un proceso democrático que tiene esas re s t r i c c i o-

nes y limitantes, y que no responde en forma efectiva a sus pro b l e m a s .
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Tabla 10

Evolución de la  confianza en instituciones o personajes públicos,

según sexo, edad y nivel socioeconómico

(Encuesta Nacional de la Juventud 1994 -1997)

Encuesta

Instituciones/per- Tramos Nivel Socio-

sonajes públicos de Edad Sexo económico Total

15-19 20-24 25-29 Hombre Mujer Alto Medio Bajo

Iglesia

1994 81.0 75.6 85.9 81.6 79.5 80.8 77.9 81.1 80.5

1997 84.0 71.2 86.9 85.1 83.9 83.3 93.8 83.4 83.1

Medios de Comun. 

1994 75.0 71.0 79.0 75.0 76.0 73.3 74.5 75.0 75.0

1997 83.0 80.0 79.0 82.0 82.0 80.0 83.0 86.0 76.0

FF.AA y Policiales

1994 70.0 61.1 73.0 71.0 66.0 63.3 77.2 69.4 61.7

1997 70.0 67.3 71.7 72.4 72.3 64.4 84.1 72.0 65.0

Gobierno

1994 59.0 57.3 60.0 54.1 61.6 60.1 72.0 60.9 53.2

1997 52.0 52.2 51.6 48.0 57.8 49.8 69.6 51.8 48.9

Alcalde de la comuna

1994 58.0 54.8 60.7 56.2 58.2 58.8 75.9 59.9 51.8

1997 52.0 50.6 52.4 55.2 47.5 51.7 61.0 52.9 48.5

Empresarios

1994 47.0 46.4 48.1 46.3 49.0 46.3 66.3 50.7 39.6

1997 56.0 56.7 54.3 58.0 57.5 51.1 69.6 56.8 51.7

Sindicatos

1994 45.4 47.3 43.5 40.1 47.9 48.5 48.0 48.0 41.9

1997 44.4 44.7 44.1 37.8 49.5 46.0 51.6 45.4 42.3

Parlamentarios

1994 41.5 38.7 44.3 40.3 45.6 38.7 54.3 42.8 37.3

1997 32.4 34.5 30.4 32.3 30.7 34..3 45.6 36.1 26.6

Partidos Políticos

1994 30.5 29.7 31.3 31.0 31.9 28.5 44.3 30.4 27.7

1997 26.5 27.4 25.5 26.9 24.6 27.8 33.3 28.0 23.8
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Por otra parte, el clima político de la transición ha estado marcado por la bús-

queda de consensos entre los distintos sectores, eludiendo los temas más conflic-

tivos. Así, se ha aceptado el ordenamiento constitucional heredado de Pinochet y

no se han esclarecido a fondo las violaciones a los derechos humanos ocurridas

durante su gobierno. Esto ha respondido a la necesidad de estabilidad y entendi-

miento de la generación que vivió la crisis política de los 70 y las consecuencias

del golpe militar, pero resulta difícil de aceptar para los más jóvenes. Para ellos,

se aprecia una uniformidad de discursos y estilos entre los distintos sectores polí-

ticos, y se pierden los elementos valóricos y de identidad en relación con estos.

La participación social de los jóvenes

Más allá de la relación con la vida política del país, interesa ver las for-

mas de organización y participación que se dan los jóvenes respecto de sus

propios intereses.

En total, un 52,3%24 de los jóvenes menores de 25 años participa en al-

gún tipo de organización, porcentaje levemente superior al que se presen-

ta entre los adultos. Esto desmiente la idea altamente difundida de que los

jóvenes son apáticos y desinteresados en los asuntos públicos. El tipo de

organización preferido no coincide, sin embargo, de las clásicas organiza-

ciones juveniles que fueron fuertes en el pasado. De hecho, las secciones

juveniles de los partidos políticos han perdido la relevancia y la convoca-

toria de una época, y las organizaciones estudiantiles, que aún mantienen

cierta vitalidad, han enfatizado su carácter gremial, sin alcanzar (o buscar)

la convocatoria y el liderazgo nacional que tuvieron una época. 

Tabla 1I

Proporción de jóvenes inscritos según población

inscrita en los registros electorales*

Tramos 1989 1993 1997

18 - 29 años 35,99.% 28,58% 19,89%

30 -39 años 2,62% 25,66% 27,90%

40 - 49 años 16,15% 17,70% 20,56%

50 - 59 años 11,74% 12,28% 14,11%

60 - 69 años 8,08% 9,10% 9,86%

70 años y más 5,42% 6,68% 7,98%

*Elaboración propia con base en datos del INE y del Servicio Electoral

24. Latinobarómetro 1996.
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Han ganado terreno, en cambio, otro tipo de organizaciones. Se trata de

organizaciones de menor tamaño y menos institucionalizadas, centradas en

áreas de interés como el deporte, la música, la solidaridad o la religión.

Durante 1998 hubo dos eventos de masiva convocatoria juvenil que demos-

traron que hay un amplio interés en participar por parte de las nuevas ge-

neraciones. Se trató del Encuentro Continental de Jóvenes Católicos y del

Jamboree Mundial de Jóvenes Boy Scout. Este formato de participación ju-

venil es totalmente distinto del que existía hace 10 ó 20 años, pero sus te-

máticas son de contenido netamente social, aunque no político partidista.

Asimismo, año a año se produce una alto interés por participar en las acti-

vidades solidarias que organizan las federaciones estudiantiles, la Iglesia y

otros organismos privados. Lo mismo sucede con las postulaciones para

prestar el Servicio País, una especie de servicios civil solidario para los re-

cién egresados de carreras universitarias.

Sin embargo, en todos estos casos se trata de una participación dirigida

a objetivos específicos o, incluso, a actividades puntuales. Los jóvenes se

sienten identificados con una tarea o un tema de interés, pero no con una

o rganización juvenil que presuma re p resentarlos de un modo más amplio.

Más aún, se podría decir que en alguna medida son actividades “apro b a d a s ”

por los adultos y que no cuestionan necesariamente el orden establecido.

Las organizaciones de este tipo no tienen un origen político, pero se ven

confrontadas cotidianamente con ese mundo sea por las temáticas a que se

dedican, sea por su necesidad de recursos y apoyo institucional. No tienen

con la política un encuentro feliz por la mutua desconfianza y desconoci-

miento que existe entre ambos mundos. Las organizaciones gubernamenta-

les y locales, los partidos y los parlamentarios no saben lidiar con organi-

zaciones de este tipo, no entienden su informalidad y no respetan, realmen-

te, su autonomía. Es demasiado fuerte todavía el peso de la tradición, que

indicaba que las organizaciones sociales eran funcionales a los partidos. 

Las organizaciones juveniles, por su parte, por su misma informalidad,

no logran acumular experiencia y destreza para tratar con el mundo políti-

co e institucional y se tropiezan una y otra vez con los mismos obstáculos:

su dificultad para presentar proyectos, la renuencia de las autoridades a en-

tregarles espacios por temor al uso que puedan darles, el reclamo de los

vecinos respecto de sus actividades, etc. 

Entre los jóvenes más pobres, la organización toma formas aún más pre-

carias e informales. Se agrupan en tono a la concurrencia a una esquina o

a una plaza en ciertos horarios, o por la afinidad en los gustos musicales25.

En esos espacios comparten experiencias, crean lazos de amistad y pa-

san el abundante tiempo libre (recordemos que en el primer quintil hay un

25. Véase Cottet Pablo y otros, “La generación de los descuentos”, y Barril Claudia y otros, “Nuevas

modalidades de agrupamiento juvenil”.
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20% de los jóvenes hombres que declaran no estudiar ni trabajar). Ese tipo

de asociación no solo es desconocida por la institucionalidad política, sino

que además existe respecto de ella una fuerte estigmatización por vinculár-

sela al consumo de droga y a la formación de pandillas.

En resumen, la baja participación social está dada por una combinación

entre la debilidad de las formas de organización juvenil y la poca acogida

que les presta el mundo político y la sociedad en general.  Los canales ins-

titucionales del Estado y la política no son percibidos por los jóvenes co-

mo oportunidades para plantear sus inquietudes y buscar solución a sus

problemas, no son considerados, en el fondo, como posibilidades de par-

ticipación, sino como reglas de un juego hecho para otros y jugado por

otros, sea los políticos, sea los mayores. 

Tenemos, de consecuencia, una juventud con baja participación electo-

ral y con escasa interlocución con el mundo político y un Estado que no

ha logrado desarrollar una política coherente y sólida respecto de ellos. Di-

cho de otro modo, la sociedad chilena no abre muchas oportunidades de

participación política a los jóvenes (tiene una democracia restrictiva, un sis-

tema electoral poco amistoso y entrega poco reconocimiento a las organi-

zaciones juveniles) y las pocas que ofrece son rechazadas por estos (baja

inscripción electoral, rechazo de la política, poca credibilidad de las institu-

ciones interlocutoras de los jóvenes como las juventudes políticas o el Ins-

tituto Nacional de la Juventud).

La dimensión cultural

Para abordar el problema de la exclusión social de los jóvenes desde el

punto de vista cultural, podrían adoptarse diferentes caminos. En este tra-

bajo la entenderemos como consecuencia de los patrones valóricos y las

imágenes sociales de la sociedad, que sitúan a la juventud en una posición

determinada respecto del resto de la comunidad. Es decir, observaremos el

modo en que la sociedad chilena (la opinión pública, los medios de comu-

nicación, el discurso político) ve y trata a los jóvenes, y analizaremos si ello

favorece su integración o genera exclusión. En segundo lugar, se analiza-

rán los patrones culturales de los jóvenes para terminar cuestionando la

existencia de una identidad juvenil en el Chile de hoy.

¿Cómo ve la sociedad chilena a los jóvenes?

Lo primero puede decirse en esta dimensión es que la imagen social de

los jóvenes ha cambiado profundamente. Hace 10 años atrás el esterotipo

juvenil era el estudiante comprometido con ideales y luchando por un

mundo mejor. Esta visión obedecía a una historia marcada de imágenes
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positivas de la juventud dentro de una sociedad que se presumía integrada

y que pasaba por momentos difíciles debido a la dictadura militar.

La visión de hoy, en cambio, es una sociedad que se siente exitosa y se

sabe poco integrada, encasilla a los jóvenes entre dos imágenes contrapues-

tas, una negativa y otra positiva. La primera los define como indiferentes y

frívolos y los relaciona fuertemente con males sociales como la droga, la

violencia e incluso la delincuencia. En efecto, las principales noticias liga-

das a los jóvenes dicen relación con la participación en pandillas y la vio-

lencia en los estadios que involucran a muchachos a menudo drogadictos.

Desde el punto de vista de su participación social, lejos de ser los activos

y solidarios luchadores por la democracia de hace una década, hoy se co-

menta su abstención electoral, su escepticismo y su distancia de la política

asimilando todo esto con desinterés y distancia respecto de los problemas

públicos.

Al mismo tiempo, sin embargo, existe una segunda imagen optimista

que expresa una especie de veneración de la juventud. Desde esta visión

los jóvenes encarnan el éxito, la belleza y la modernidad a la que todos as-

piran. A diferencia de la imagen negativa, que tiene asidero en la crónica

noticiosa y en la imagen política de Chile, esta se basa en la publicidad y

en la visión económica del país. 

La conjunción de estas visiones polares deja un estrecho margen de ma-

niobra a la mayoría de los jóvenes que no se ven reconocidos por la socie-

dad en su identidad y sus inquietudes en ninguna de las dos. 

Para los jóvenes más pobres, en cambio, es muy claro que ellos repre-

sentan el lado oscuro de la moneda y se sienten estigmatizados y mal vis-

tos por el resto. Esos jóvenes marginados del éxito económico, además de

no acceder a las oportunidades laborales y educativas, saben que son per-

cibidos como peligrosos por la sociedad. 

Tal como señala Touraine26, pareciera que esta doble imagen de la ju-

ventud es el reflejo de la percepción que la sociedad chilena tiene de sí

misma y de su porvenir: un país que logra una transición política ordena-

da, se moderniza y progresa económicamente a la vez que se debe resig-

nar a una democracia incompleta y a una gran desigualdad social. Eso ge-

nera que la extensa clase media que empieza a beneficiarse del crecimien-

to económico vea con temor ese sector pobre que amenaza la imagen del

éxito y en la cual teme caer en cualquier momento. Los jóvenes que son

parte de esos sectores más humildes despiertan una particular reticencia

porque están visibles en las calles y porque pesa sobre ellos esa imagen co-

municacional negativa que antes describíamos. Esos jóvenes son particular-

mente sensibles a ese rechazo, entienden que la sociedad no los quiere y

sienten, a la vez, que no le deben nada a esa comunidad que los segrega. 

26. Alain Touraine, “Juventud y Democracia en Chile”, Revista Última Década , año 6 n° 8, 1998.
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Los jóvenes de escasos recursos no solo cargan con la imagen de peli-

grosos, sino también con la de fracasados. Los últimos 10 años de alto y

sostenido crecimiento económico han generado una imagen de éxito del

país de la cual todos quieren participar. En una sociedad así, hay valores y

normas que definen claramente al límite entre los que avanzan y los que

no, y dicen relación con la situación económica de las personas. A diferen-

cia del Chile previo al gobierno militar, donde la austeridad era una norma

general y existían posibilidades de ascenso y prestigio social no dependien-

tes del dinero (la educación gratuita, el empleo público, la participación en

política o en organizaciones sociales), hoy es muy claro que el que no lo-

gra una buena situación económica es un fracasado antes el resto de la so-

ciedad. Los jóvenes de clase media viven en ese temor y los pobres, por su

parte, se sienten condenados a esa condición porque las puertas para avan-

zar, educación y trabajo de calidad, les son poco accesibles.

Dispersión de la identidad y cultura juveniles

Años atrás, tenía amplia aceptación el análisis que planteaba que la ju-

ventud chilena, particularmente la de menores recursos, estaba sometida a

un proceso de desintegración cultural y a la aparición de conductas anómi-

cas27. Según ese análisis, los jóvenes no compartían los patrones culturales

de la sociedad, pero tampoco eran capaces de contestarlos con una visión

alternativa. Por eso se hablaba de actitudes anómicas y de conductas anti-

sociales más que revolucionarias.

Hoy, en cambio, la mayor parte de la literatura sobre el tema comparte

que los jóvenes chilenos, incluso los más pobres, no son ajenos a las orien-

taciones culturales y valores que ordenan a la sociedad chilena. En todas

las encuestas de opinión, incluso las realizadas entre jóvenes marginales

que participan en las barras futbolísticas, ante la pregunta de cuál es la prin-

cipal aspiración la mayoría de los jóvenes responde estudiar o encontrar un

buen empleo. La aspiración de los jóvenes es la integración social, es la po-

sibilidad de participar del desarrollo económico y la modernización del

país, de ser incorporados, de tener un lugar en la sociedad, y para lograr-

lo reconocen como principal camino la educación (véase gráfico 7).

27. Véase Cuadernillo Temático “Sociabilidad y Cultura Juvenil”, del Instituto Nacional de la Juventud,

1998.



Gráfico 7

Evolución del porcentaje de jóvenes que considera la educación el

factor principal para alcanzar el éxito (1994 -1997)*

* Segunda Encuesta Nacional de Juventud.

Según esos datos, correspondientes a la Segunda Encuesta Nacional de Ju-

ventud, los jóvenes consideran crecientemente que el estudio es la vía prin-

cipal para surgir u obtener éxito en la vida, aumentando desde el 29 al 52%

e n t re 1993 y 1997. Esto revela una importante adhesión al modelo de desa-

r rollo que contempla la educación como principal canal de ascenso social,

tanto en las políticas implementadas como en el discurso de todos los perso-

n e ros relevantes del sistema (autoridades, políticos, empresarios, Iglesia).

Otros datos muestran que los jóvenes no viven grandes conflictos gene-

racionales respecto de sus padres y, de consecuencia, respecto del mundo

adulto en general. Aquí se observa un alto grado de acuerdo en casi todas

las materias (véase Tabla 12).
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Tabla 12

Porcentaje de acuerdo de jóvenes con sus padres

(Encuesta Nacional de la Juventud 1994 -1997)

Aspectos Encuesta Total Sexo Tramos  Nivel

de Edad Socioeconómico

Hombre Mujer 15-19 20-24 25-29 Alto Medio Bajo

Planes y Proyecto

Futuros 1994 77.8 78.8 76.8 81.8 79.4 72.4 84.9 79.2 74.7

1997 76.2 75.2 77.1 80.8 82.2 65.7 80.8 80.6 71.1

Permisos en General

1994 73.8 79.9 67.4 70.3 78.6 71.8 80.0 76.3 69.7

1997 72.6 77.4 68.1 67.8 80.3 69.9 69.9 73.0 72.7

Diversión y empleo del

tiempo libre 1994 67.4 67.6 67.1 65.9 69.4 66.8 69.5 71.7 62.1

1997 69.8 69.9 69.7 68.2 74.9 66.4 75.2 71.3 67.4

Opiniones respecto

de la vida en 1994 68.2 71.0 65.2 70.5 70.7 63.1 73.1 70.8 64.2

pareja. 1997 68.6 69.2 68.0 69.8 74.8 61.3 75.3 70.4 65.7

Opiniones sobre

sexualidad. 1994 65.4 65.9 64.9 73.5 69.8 52.7 77.0 68.5 59.5

1997 67.5 68.2 66.9 72.6 71.8 58.3 82.6 69.6 62.9

Asuntos políticos 

1994 60.0 59.7 60.2 61.7 63.8 54.9 75.4 59.0 58.0

1997 58.2 58.2 57.8 51.8 68.1 54.3 66.0 59.8 54.9

Con base en estos antecedentes, vale la pena preguntarse si es correcto

hablar de una identidad generacional de los jóvenes del Chile actual. La di-

versidad de situaciones que estos viven de acuerdo, principalmente, con su

condición socioeconómica, y la carencia de referentes comunes que los

agrupen hacen pensar que, más que una juventud hay muchas juventudes,

tan distintas entre sí que difícilmente pueden ser consideradas como un

grupo social determinado. Los datos de la tabla 13, a continuación consta-

tan, pero también ayudan a refinar esta visión.

Aquí se observa que los jóvenes se sienten efectivamente distintos de los

adultos, a pesar de las coincidencias que observábamos en la tabla anterior.

Al mismo tiempo, sin embargo, no existe la percepción de que los jóvenes

piensen de manera parecida entre ellos. Por el contrario, hay un alto gra-

do de acuerdo en que los jóvenes tienen distintas formas de pensar según

sean hombres o mujeres, más ricos o pobres. Es decir, se reconoce una di-

ferenciación con los adultos, pero también al interior de los propios jóve-

nes. Tal como lo señala el análisis del INJUV de estos antecedentes, “las

prácticas de los jóvenes revelan la plasticidad de una situación de rápida
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movilidad social, en el cual los principios de una diferenciación interna del

grupo priman por sobre la diferenciación generacional o ideológica”28.

Se forman identidades bien diferenciadas entre distintos grupos de jóve-

nes, y entre ellas no hay comunicación ni sentido de pertenencia. No exis-

ten, por otra parte, espacios comunes donde estos distintos grupos de jó-

venes converjan: la ciudades son segmentadas entre barrios más o menos

ricos, no hay lugares públicos a los que converjan distintos grupos socioe-

conómicos; la educación es también segmentada, no hay líderes juveniles

amplios, salvo los que surgen de los medios de comunicación. La única ins-

titución participativa que contrarresta esta separación es, probablemente, la

Iglesia Católica, que es capaz de organizar y movilizar masivamente a los

jóvenes. Fuera de eso, los jóvenes están unidos solamente por la amplia

presencia de los medios de comunicación (radio y TV) y el creciente acce-

so al consumo. 

Un fuerte elemento de identidad entre los jóvenes está dado, efectiva-

mente, por sus patrones de consumo, que llegan a todos los sectores so-

cioeconómicos producto de la universalización de las comunicaciones y del

acceso crédito, de la expansión de las tiendas en cadena y centros comer-

ciales. Su importancia es enorme porque en el Chile de los 90 el consumo

no revela solamente la capacidad de compra de los individuos, sino que es

28. Op. Cit. Pág. 4.

Tabla 13

Porcentaje de acuerdo de jóvenes con afirmaciones

referidas a identidad juvenil según sexo, edad y nivel

socioeconómico (Encuesta Nacional De La Juventud 1994 -1997)

Afirmaciones Encuesta Total Sexo Tramos Nivel 

de Edad Socioeconómico

Hombre Mujer 15-19 20-24 25-29 Alto Medio Bajo

Los jóvenes piensan 

distinto a 1994 87.3 86.7 88.0 86.5 86.8 88.7 86.9 88.5 86.1

los adultos 1997 87.8 89.0 86.7 85.6 89.9 88.0 86.4 89.1 86.8

Los jóvenes piensan

y actúan 1994 50.1 46.1 54.2 53.7 49.7 47.6 42.9 48.7 53.1

parecido 1997 45.1 46.6 43.8 51.4 42.7 41.3 49.5 44.3 45.2

Los jóvenes pobres actúan y piensan

diferente a los 1994 73.5 75.0 72.0 67.2 74.7 78.8 68.2 74.2 73.8

de clase alta 1997 75.2 76.6 73.9 73.1 69.8 82.6 84.4 79.9 69.1

Las mujeres jóvenes tienen las mismas oportunidades que

los hombres 1994 57.6 59.8 55.3 56.8 55.7 60.5 48.0 54.9 62.5

jóvenes 1997 41.9 44.8 39.2 46.2 40.5 39.1 48.7 39.0 43.6
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también un canal privilegiado para expresar gustos, identidades y sub-

culturas, particularmente para los jóvenes que se han formado bajo esta ló-

gica. El sentirse marginado del acceso a ciertos bienes tiene entonces un

costo aún mayor que el no poseerlos: implica también el no poder expre-

sar una identidad y sumarse a un determinado grupo.  

Tenemos, en definitiva, una falencia de re f e rentes y espacios que re p re-

senten y construyan una identidad juvenil amplia y, por otra parte, una fuer-

te influencia transversal de las comunicaciones masivas y el consumo. Estas

últimas, si bien abarcan ampliamente a los jóvenes, no generan entre ellos

un sentido de pertenencia a algo más amplio que la propia individualidad.

Tener en común solo el acceso a los medios de comunicación y las expec-

tativas de consumo significa, en la práctica, estar solos, no ser parte de un

espacio común ni de una historia común, sea hacia el pasado o el futuro. 

Esta soledad propia de estos tiempos es mucho menos llevadera cuan-

do se es un excluido del sistema; es decir, cuando los canales privilegiados

de la integración, los mercados (del trabajo y de consumo ), no son acce-

sibles o lo son solo de baja calidad. Esa juventud no solo se siente exclui-

da de las oportunidades, sino de la posibilidad de ser un sujeto social con

algún rol o algún valor en la sociedad. 

Tal como señala Touraine:

“cuanto más se asciende en la jerarquía social, más intensamente se

identifica el individuo con los papeles sociales que desempeña, ya

que estos le aportan más satisfacciones...  La socialización es tanto

más fuerte cuando el papel que hay que aprender a desempeñar da

más satisfacciones. ¿Qué es, al contrario, un joven desamparado? Es

un muchacho o una muchacha que no siente que su auténtica per-

sonalidad tenga mucha relación con sus actividades, que sean estas

f a m i l i a res, escolares o profesionales... Por eso a los jóvenes desam-

parados les es muy difícil comportarse como actores sociales, o sea,

que modifican su entorno social para realizar objetivos personales...

En la mayor parte de los casos, manifiestan una rebeldía íntima y un

h i p e rc o n f o rmismo social, al no disponer de medios para concebir

los cambios que podrían introducir en el mundo que les ro d e a ”2 9.

En resumen, en el pasado, se entendía que los jóvenes encontrarían for-

mas de unirse y asociarse para plantear a la sociedad la necesidad de cam-

bios y constituirse en referentes de esperanza y cambio. Esa visión ha per-

dido sentido de realidad en un país como Chile, en que las organizaciones

29. Op.cit. págs. 77 y 78.
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sociales son tremendamente débiles, en particular las que representan pro-

yectos de sociedad alternativos30. La transición chilena, con sus altas dosis

de moderación y pragmatismo, ha dejado atrás esa idea de organización y

participación social, y los jóvenes son los primeros que han internalizado

esa desafección. En lugar de eso, tal como lo examinamos en el capítulo

anterior, los jóvenes prefieren organizaciones poco institucionalizadas y de

escala reducida a partir de temas y actividades de interés común, o bien se

asocian en torno a iniciativas concretas para luego volver a dispersarse. 

Esta dispersión social y cultural se suma a la falta de un sentido colecti-

vo respecto del pasado, causado por la discordia existente en Chile respec-

to a la historia de los últimos 35 años, y a la ausencia de proyectos de fu-

turo compartidos, ocasionada por la desafección política. De consecuencia,

tenemos una juventud que no comparte una identidad única, lo cual no es

en sí mismo un problema, pero que además tiene serias dificultades para

construir redes sociales que le faciliten el transito a la vida adulta.  

SEGUNDA PARTE

POLÍTICAS DIRIGIDAS A LA INTEGRACIÓN SOCIAL DE LOS JÓVENES

La llegada de la democracia trajo aparejadas las expectativas de distintos

grupos sociales que sentían que sus necesidades habían sido posterg a d a s

por largo tiempo. El grado de satisfacción respecto de esas expectativas es

variable, pero sí es una constante el que los acontecimientos no se hayan

p roducido en el modo esperado. En efecto, lo más significativo de los últi-

mos años ha sido el alto y constante crecimiento de la economía chilena, y

su correlato en términos de reducción de la inflación y de mantención de

bajos niveles de desempleo, todo lo cual ha estado mucho más allá de las

expectativas que existían en el país. Lo que no ha sucedido, en cambio, es

un cambio radical en la política económica ni una expansión significativa de

la intervención estatal en la economía o en la prestación de servicios socia-

les, cosas que sí eran esperadas tanto por los partidarios como por los de-

t r a c t o res de la coalición gobernante.  No es fácil establecer cuánto del  avan-

ce logrado se ha debido al ciclo positivo de la economía y cuánto a las po-

líticas sociales desarrolladas en este periodo. En esta parte del estudio ana-

l i z a remos las segundas, procurando establecer si ellas han atacado los prin-

cipales factores que generan exclusión social entre los jóven e s.

30. Véase Garretón y Villanueva, págs. 45 a 49.  
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La oferta de la democracia

La oferta de la democracia implicó para los jóvenes expectativas muy

ambiciosas, que consistía en pocas palabras libertad y oportunidades. El

cumplimiento de ese compromiso implicaba actuar en dos planos: prime-

ro, revertir el clima de represión abriendo espacios de participación y, se-

gundo, enfrentar las carencias sociales que vivía gran parte de los jóvenes. 

Como parte del impulso inicial que tuvo la política de juventud, a ini-

cios de los años 90, se desarrollaron un conjunto de iniciativas que fueron

emblemáticas:

• La creación del Instituto Nacional de la Juventud.

• La puesta en marcha del Programa de capacitación laboral ChileJoven

• La presentación al Congreso del Proyecto de Ley sobre Asociacio-

nismo Juvenil.

• El impulso de la Reforma Educacional.

• El desarrollo de un conjunto de iniciativas que pretendían ampliar

el acceso a la cultura.

• La formación de una agenda legislativa que incluía un conjunto de

proyectos de ley relativos a temas de interés juvenil.

El desarrollo de estas políticas e iniciativas gubernamentales fue diver-

so. No todas prosperaron ni tuvieron éxito. De hecho, la prioridad que par-

tió teniendo la problemática juvenil en los primeros años 90 no se mantu-

vo en el tiempo y lentamente fue quedando postergada en el debate polí-

tico y en las iniciativas gubernamentales. Sin embargo, dos de las políticas

mencionadas han sido impulsadas con persistencia y voluntad política: el

programa ChileJoven y la Reforma Educacional. Podría decirse que lo sus-

tantivo de la política de integración social de los jóvenes ha tenido sus pi-

lares en estas dos líneas de acción y, por esa razón, serán examinadas con

más detalle en títulos especiales. Respecto del resto de las medidas men-

cionadas, haremos a continuación un examen rápido asumiendo que no

han sido centrales en la política de juventud del Gobierno. 

El Instituto Nacional de la Juventud

El 1991 se creó el Instituto Nacional de la Juventud (INJ), que fue dise-

ñado como un organismo técnico y autónomo dependiente del Ministerio de

Planificación y Cooperación, para brindar asesoría y coordinar actividades y

p rogramas que tuvieran como destinatario a la población juvenil y que fue-

ran ejecutadas por otros organismos públicos o externalizadas a terc e ro s .



Este perfil técnico y coordinador más que ejecutor fue criticado por al-

gunos sectores ligados a las organizaciones juveniles y las juventudes polí-

ticas. Su postura era que el Instituto debería tener un papel más activo y di-

recto en la promoción de la participación de los jóvenes y en la represen-

tación de sus intereses. Este conflicto nunca terminó de zanjarse definitiva-

mente y el debate acerca de cuál debía ser el perfil de la institución las

acompañó permanentemente debilitando su identidad y su credibilidad res-

pecto de unos y otros.

E n t re las labores previstas para el Instituto, la principal consistía en ser-

vir de soporte técnico a otros ministerios y servicios públicos para diseñar

políticas y programas dirigidos a jóvenes y, a su vez, actuar como coord i n a-

dor de las acciones de dichos organismos en la materia. Sin embargo, en la

realidad es que dicho ro l no se produjo en la práctica porque las institucio-

nes que supuestamente debían ser asesoradas y coordinadas por el INJ eran

mucho más sólidas, poderosas y especializadas que este (Ministerios de Sa-

lud, de Educación, de Justicia y del Trabajo, Servicio Nacional de Menore s ,

Fondo Solidario de Inversión Social, Servicio Nacional de Capacitación y

Empleo, etc.). Lejos de coordinar la política de juventud, el INJ terminó sien-

do bastante marginal a las principales decisiones que se tomaban en la ma-

teria, que siguieron radicadas en los ministerios y servicios mencionados.

Fuera de este ro l c o o rd i n a d o r, el INJ desarrolló una serie de pro g r a m a s

cuya ejecución se encargaba a terc e ros. Entre estos los más relevantes fuero n

las Casas de la Juventud (sedes para el encuentro y las actividades juveniles),

el Sistema de Información Juvenil, Oficinas Municipales de la Juventud (a car-

go de impulsar políticas y programas juveniles a nivel municipal) y la Ta r j e-

ta Joven (que daba acceso a descuentos y oportunidades especiales). 

Este conjunto de iniciativas, pese a ser atractivas en su concepción, no

tuvieron la fuerza suficiente para incidir en la problemática de la exclusión

social de los jóvenes. Esto se debió, en primer lugar, a que los recursos de-

dicados al Instituto solo llegaron a sumar US$6,3 millones en su momento

más alto, en 1997, lo cual representa uno de los presupuestos instituciona-

les más bajos del área social.  

En segundo lugar, la acción del Instituto estuvo afectada por irre g u l a r i d a-

des administrativas y de gestión que term i n a ron en una profunda crisis ins-

titucional que se hizo pública a finales de 1997. Hubo acusaciones de co-

rrupción y varios funcionarios y autoridades del Instituto fueron sometidos

a investigaciones y sanciones. Eso se sumó a la baja influencia del INJ en la

definición de las políticas que afectaban verdaderamente a la juventud, dan-

do lugar a un cuadro general de debilidad institucional y baja credibilidad.  

A partir de la crisis entonces, se ha dado inicio a un proceso de reorga-

nización interno conducido por una nueva dirección. Como parte de ese

proceso, el año 1998 se redujo el presupuesto anual del Instituto a menos
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de la mitad de lo que era el año anterior. Junto con ello, se han cerrado un

conjunto de programas y líneas de acción privilegiando la reestructuración

y perfeccionamiento de aquellas consideradas fundamentales: 

Con este esfuerzo, se está procurando sanear el funcionamiento interno

y la imagen institucional del INJ, ahora denominado INJUV. El objetivo es

transformarlo en un instrumento ordenado y eficiente para aplicar el día de

mañana una política de juventud más eficaz. 

Proyecto de Ley de Asociacionismo Juvenil

El año 1991 el Gobierno presentó al Congreso un Proyecto de Ley so-

bre Asociacionismo Juvenil cuyo objetivo era fomentar la organización y

participación juvenil en la sociedad. 

Dicho proyecto creaba un mecanismo sencillo para lograr el reconoci-

miento y personalidad jurídica de las distintas formas de organización juve-

niles, desde las estudiantiles y políticas hasta las temáticas de más diverso

género. En segundo lugar, se fomentaba la coordinación de dichas organi-

zaciones a través de la creación de Consejos Juveniles a nivel comunal, re-

gional y nacional. Por último, el proyecto procuraba fortalecer las organi-

zaciones juveniles de diversa índole, dándoles acceso a los recursos de un

fondo destinado a financiar sus iniciativas en los distintos niveles.

El proyecto inició su discusión en el Congreso y llegó a ser aprobado en

general en el Senado, pero, posteriormente, en el año 1994, su tramitación

fue congelada por el Gobierno. Las razones no han sido dadas a conocer

oficialmente, aunque se ha sabido que había objeciones de varios sectores

políticos al carácter corporativo y centralizado de la propuesta. Esta indefi-

nición pública ha impedido que el tema se replantee y sea abordado a tra-

vés de otras iniciativas de más fácil implementación o menos ambiciosas.  

Acceso a la cultura y tiempo libre

Las políticas y programas impulsados en esta área han estado en manos

de diversas instituciones, sin mayor coordinación entre sí. Algunas de ellas

fueron ya mencionadas al revisar los antecedentes del Instituto Nacional de

la Juventud (Tarjeta Joven, Centros de Información de la Juventud). Junto

con ellas, hay un conjunto bastante amplio de programas todos ellos de pe-

queña escala y baja cobertura. Vale la pena mencionar algunas iniciativas

novedosas y que dicen relación directa con los jóvenes más pobres, como

las Escuelas de Rock y las Esquinas Culturales, que han procurando legiti-

mar y fortalecer espacios de encuentro y expresión juvenil normalmente

desconocidos por el aparato institucional del Estado. Otra iniciativa intere-

sante en esta materia ha sido la creación del Centro Balmaceda, un



organismo de apoyo y difusión de jóvenes talentos en el ámbito del arte y

la cultura.

Agenda legislativa sobre temáticas juveniles

Los dos gobiernos democráticos (Aylwin y Frei) han dado curso a un

conjunto de iniciativas legislativas relativas a temáticas de interés juvenil,

muchas de las cuales de incidencia directa en los problemas de exclusión

social de los jóvenes. Entre ellas destacan las iniciativas referidas a:

• La eliminación de la detención por sospecha. 

• La dictación de una Ley General del Deporte, que debiera ampliar

las oportunidades de los jóvenes de acceder a la práctica del de-

porte y a las instalaciones deportivas disponibles.

• La eliminación de las diferencias legales entre hijos legítimos e ile-

gítimos.

• La supresión de la censura cinematográfica.

• La prohibición de exigir test de embarazo a las mujeres postulantes

a empleos. 

• La promoción del asociacionismo juvenil, comentado más arriba.

En general,  el tratamiento de los proyectos de ley presentados en este

ámbito ha sido bastante lento. Hasta fines del año 1997, habían ingresado

al Congreso 130 proyectos relacionados con juventud y habían sido apro-

bados solamente 18; es decir, el 14%, y varios de ellos han sido de índole

más bien represiva, como la Ley de Drogas o la Ley de Violencia en los Es-

tadios. De acuerdo con estos datos, este ritmo de aprobación de las inicia-

tivas legislativas relativas a juventud es bastante más lento que el ritmo ge-

neral, que es de un 23%.

Pese a estos antecedentes, durante 1998 se produjeron avances en la tra-

mitación de proyectos de juventud porque tres de ellos, de gran importan-

cia, fueron aprobados. El primero fue la eliminación de la detención por

sospecha, que ha sido el mecanismo que tradicionalmente ha utilizado la

policía para justificar detenciones arbitrarias de jóvenes. El mismo proyec-

to estableció además una serie de garantías para el detenido. El segundo

fue el reconocimiento de la igualdad de los hijos ante la ley, que dejó sin

efecto una serie de diferencias que consagraba la ley entre los hijos naci-

dos dentro y fuera del matrimonio respecto a los derechos de herencia, la

asignación de cargas familiares y el vínculo de parentesco con los abuelos,

entre otras. El tercero consistió en la prohibición de exigir test de embara-

zo a las mujeres que postulan para un empleo.
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En el caso de los dos últimos, pese a tener, aparentemente, una vincu-

lación indirecta con la temática juvenil, estas dos iniciativas contrarrestan

mecanismos sociales que alimentan la exclusión y estigmatización de los jó-

venes de escasos recursos.

La política educacional

La reforma educacional

En Chile, al igual que en muchos países latinoamericanos, hay en curso

un amplio proceso de reforma de la educación cuyos objetivos principales

son elevar la calidad de esta, adaptar sus contenidos a los requerimientos

de la sociedad y economía actuales y mejorar la equidad del sistema. Para

avanzar en esta dirección, la reforma se ha planteado las siguientes líneas

de acción31:

• Programas de mejoramiento de la calidad y equidad:

Dirigidos a la renovación, la autonomía y la descentralización pe-

dagógica, entregando mayores recursos a las escuelas y liceos, en

especial los de mayor riesgo. 

• Fortalecimiento de la profesión docente:

Aumento gradual de salarios, perfeccionamiento y mejoramiento de

la formación e incorporación de incentivos y premios.

• Reforma curricular:

Modernización del marco curricular básico, a partir del cual se au-

menta la autonomía.

• Jornada Escolar Completa Diurna:

Ampliación de la jornada escolar incorporando mayor tiempo dife-

renciado por establecimientos (autonomía) y mejoramiento de la

infraestructura escolar.

El desarrollo de estas líneas de acción se ha traducido en la aplicación de

una serie de programas e iniciativas. Dentro de estos se destacan:

• El Programa de las 900 escuelas, iniciado en 1990, cuyo objetivo con-

siste en apoyar al 10% de las escuelas básicas de menor re n d i m i e n t o

e n t regándoles materiales e infraestructura, desarrollando talleres sema-

nales con los pro f e s o res y dándole atención intensiva a los alumnos

con problemas de re n d i m i e n t o .

• El programa MECE (Mejoramiento de la Calidad de la Educación)

que partió desarrollándose a nivel de enseñanza básica en 1992 y

31. Esquema elaborado por Juan Eduardo García-Huidobro en “La Reforma Educacional Chilena”;

VVAA, Editor Juan Eduardo García-Huidobro, Editorial Popular, Madrid.
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siguió con la enseñanza media en 1994. El programa contempla la

e n t rega de materiales para mejorar el proceso de aprendizaje y el

d e s a r rollo de innovaciones en el proceso educativo. Así, por ejem-

plo, se puso en marcha la Red Enlaces, que conecta inform á t i c a m e n-

te a las escuelas y se financian proyectos de mejoramiento educati-

vo de diverso tipo generados por las propias escuelas.

• El proceso de reforma curricular iniciado en 1996 con la aproba-

ción del nuevo marco curricular de la educación básica que se ex-

presó en la fijación de objetivos fundamentales y contenidos míni-

mos. Dentro de este marco, se otorgó mayor libertad a los estable-

cimientos para definir sus planes y programas. Asimismo, el año

1997 se sometió a una consulta nacional la propuesta ministerial

para un nuevo marco curricular para la enseñanza media, consulta

que incorporó a la totalidad de los establecimientos educacionales

del país. El cambio curricular en la enseñanza media ha apuntado

simultáneamente a producir una actualización en los conocimien-

tos y una actualización pedagógica. 

• En 1996 se dio inicio a la universalización de la Jornada Escolar

Completa, que implica terminar con el doble turno que todavía im-

peraba en muchos liceos y disponer de más tiempo para trabajo

lectivo y para actividades extraprogramáticas. 

• Por último, se han impulsado una serie de medidas para mejorar la

situación de los docentes tanto en términos laborales como profe-

sionales. Así, se han reajustado sus remuneraciones en un 125%

aproximadamente en los últimos 9 años y se ha dado curso a una

serie de iniciativas para promover su perfeccionamiento y mejorar

su formación de base (becas a estudiantes de pedagogías, cursos de

perfeccionamiento, pasantías en el extranjero, entre otras).

La implementación de esta reforma ha sido acompañada de un persis-

tente esfuerzo por incrementar los recursos públicos destinados al sector,

los cuales han tenido un crecimiento del 112% en términos reales entre

1990 y 1997, pasando de representar el 2,5% al 3,3% del PIB32.

Los jóvenes que hoy tienen 15 años han realizado la totalidad de su form a-

ción escolar durante el proceso de re f o rma, lo cual se evidencia en el mejora-

miento de su rendimiento escolar medido de acuerdo con el Sistema de Medi-

ción de la Calidad de la Educación (SIMCE3 3). En efecto, entre 1990 y 1997 el

rendimiento promedio de las escuelas ha mejorado en 11 puntos porc e n t u a l e s3 4. 

3 2 . Estadísticas de las Finanzas Públicas, 1988-1997, Dirección de Presupuestos, Ministerio de Hacienda.

3 3 . El sistema se basa en medir la calidad de la educación en términos de porcentaje de logro académico.

34. En el caso de los 8vos. básicos, la mejoría ha sido desde 53,3% de logro escolar hasta 64,1%.
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A pesar de estas cifras alentadoras, la distancia en el rendimiento esco-

lar de los sectores de mayores y menores recursos sigue siendo enorme. No

obstante, el Programa P9000, dedicado a apoyar las escuelas más pobres,

demuestra que cuando existe una política de discriminación positiva se

puede lograr un mejoramiento más acelerado que el resto. En efecto, las

escuelas que forman parte del Programa P9000, han mejorado sus puntajes

4 puntos porcentuales más que el promedio. 

Si dividimos a los estudiantes en cuatro categorías de acuerdo con lo

que gasta la familia para su educación nos encontramos que entre los que

más gastan y los que menos hay una diferencia de un 25% en los resulta-

dos de la prueba SIMCE35.

Simultáneamente, algunas de las políticas adoptadas han tenido efectos

secundarios negativos respecto con la desigualdad del sistema educativo. La

incorporación del financiamiento compartido, que permite que liceos que

eran gratuitos comiencen a cobrar cuotas a los apoderados con su consen-

timiento mayoritario, ha generado que a nivel de la enseñanza media la edu-

cación gratuita deje prácticamente de existir. Así, al interior del sistema edu-

cacional los establecimientos se van segmentando de acuerdo con la dispo-

nibilidad de recursos con que cuentan las familias y los estudiantes más po-

b res van siendo marginados a los liceos menos elegibles para el resto. 

Asimismo, la difusión de los resultados de la prueba SIMCE ha genera-

do algunos efectos indeseados. La medida fue tomada para perfeccionar el

sistema de subsidio a la demanda, generando información para que los apo-

derados privilegiaran los establecimientos con mejores logros educaciona-

les. Esto, sin embargo, genera un incentivo a establecimientos para que des-

carten a los estudiantes con mayores problemas de aprendizaje y conducta,

que son los que hacen descender los puntajes promedio de rendimiento. Se

p roduce así una especie de segregación de los niños con menor re n d i m i e n-

to escolar, lo cual tiene un impacto social directo puesto que estos coinci-

den en gran medida con los hijos de familias en situación de pobreza. 

En síntesis, la reforma educacional chilena tiene su epicentro en el me-

joramiento de la calidad más que en el problema de la equidad, y en eso

coincide la opinión de la mayoría de los expertos y analistas que han da-

do seguimiento a este proceso. Uno de sus exponentes, Juan Eduardo Gar-

cía-Huidobro36, considera que el bajo impacto de equidad de la reforma

educacional chilena se debe a lo insuficiente de las acciones desarrolladas

para responder a las necesidades educativas de los  pobres, como la edu-

cación de adultos, especialmente jóvenes adultos, el reforzamiento de los

últimos dos años de formación escolar en el mundo rural y la educación in-

dígena.  Respecto de lo primero, vale la pena señalar que, pese a la mayor

35. El resultado se refiere al rendimiento en matemáticas y castellano de los 4tos. Años básicos.

36. Op. cit.



escolaridad y retención escolar que hoy existe en Chile, hay más de un mi-

llón y medio de jóvenes entre 15 y 24 años que no han completado su edu-

cación y no están en las escuelas, y la mayoría de ellos son pobres y fre-

cuentemente integran el ejército del desempleo juvenil.

Según el mismo autor, estas deficiencias se producen por ciertos errores

en el diagnóstico y en tipo de políticas implementadas, particularmente

porque: (1) El diagnóstico ha subestimado la gravedad de las desigualda-

des. (2) Se han privilegiado políticas homogéneas destinándose pocos re-

cursos a políticas focalizadas en pobreza. (3) Se ha optado por la descen-

tralización y por el uso de herramientas de mercado, lo cual considera co-

rrecto, pero el error estaría en no compensar adecuadamente los efectos no

deseados en materia de equidad. (4) Se han desarrollado políticas restricti-

vamente escolares, sin abordar adecuadamente el problema del ambiente

externo a la escuela, partiendo por el clima familiar.

La educación superior

En la última década, la educación superior no ha sido objeto de una po-

lítica pública comparable con la aplicada a nivel escolar. Lo que ha habido,

en cambio, es un conjunto de intervenciones paliativas y de soluciones a

conflictos más que un plan ordenado de objetivos, estrategias y recursos. 

Independientemente de las políticas aplicadas, lo que ha sucedido en

los últimos años es una gran expansión de la matrícula universitaria, que

ha implicado que el número de plazas se duplicara entre 1990 y 1997.

Tabla 14

Educación Superior

Matrículas de Pre-grado*

Año 1990 1991 1992 1993 1994 1995 1996 1997

Universidades 127.628 143.526 163.426 188.253 205.738 223.889 244.494 259.790

U. del Consejo de 108.119 114.698 122.736 138.267 145.744 154.885 167.282 175.641

Rectores (tradicionales)

U. Privadas 19.509 28.828 40.690 49.986 59.994 69.004 77.212 84.149

Institutos Profesionales 40.006 37.376 43.203 38.076 38.252 40.980 52.170 56.972

Con aporte fiscal directo 6.472 6.802 6.802 7.246 0 0 0 0

Privados 33.534 30.574 38.076 38.076 38.252 40.980 52.170 56.972

Centros de 77.774 65.987 73.904 83.245 77.258 72.735 61.418 54.036

Formación Técnica

Total 245.408 246.889 280.533 309.574 321.248 337.604 358.052 370.798

* Datos del Ministerio de Educación.
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Ante esta expansión de la matrícula universitaria, vimos en su momen-

to que los jóvenes de menos recursos se han beneficiado escasamente. Es-

to se ha debido a dos razones fundamentales. En primer lugar existen obs-

táculos económicos que cierran el acceso a la universidad. En efecto, el sis-

tema universitario chileno es enteramente pagado y la mensualidad más ba-

ja de una carrera competitiva supera con creces el nivel de un sueldo mí-

nimo (alrededor de US$175). Para paliar esto existe un sistema de ayudas

estudiantiles consistente en becas y créditos universitarios. Los recursos

destinados a dichas ayudas ha aumentado de US$21 millones en 1990 a

US$81 millones en 199837. Sin embargo, al analizar el incremento de los pre-

cios de las matrículas universitarias vemos que estas han aumentado casi al

mismo nivel del incremento en el monto del crédito universitario38. Es de-

cir, el incremento de las ayudas estudiantiles, pese a ser significativo, no ha

permitido ampliar masivamente las oportunidades de acceso de nuevos jó-

venes al sistema universitario. 

Por otra parte, se observa que parte importante de la oferta de nuevas

plazas universitarias se concentra en las universidades privadas, que repre-

sentaban menos del 20% de la matrícula en 1990 y hoy casi llegan al 50%.

Pero esta expansión de las universidades privadas no ha podido ser apro-

vechada por estudiantes de bajos ingresos familiares porque dichas univer-

sidades no acceden al sistema de crédito fiscal. 

Además de la barrera económica, existe una barrera académica que im-

pide a los jóvenes pobres acceder a la universidad por la dificultad de ob-

tener buenos puntajes de presentación para postular a la universidad debi-

do a las bajas calificaciones obtenidas durante la educación media y la

Prueba de Aptitud Académica. En efecto, los resultados de dicha prueba

son fuertemente condicionados por el tipo de establecimiento educacional

de origen: salvo excepciones, los estudiantes de liceos municipalizados de

zonas pobres tienen resultados sistemáticamente inferiores a los de liceos

subvencionados o particulares pagados, y rara vez logran cumplir con los

puntajes mínimos para acceder a la universidad. 

La estrategia de política pública para enfrentar este problema ha estado

centrada en el mejoramiento de la calidad de la educación pública impul-

sado mediante la reforma educacional. Sin embargo, los resultados de esa

política solo serán visibles en el mediano plazo y difícilmente serán signifi-

cativos si la reforma no incorpora un mayor énfasis en equidad, que per-

mita no solo mejorar rendimientos generales sino también acortar distancias

entre los más altos y los más bajos.

37. Datos proveídos por el Ministerio de Educación, se trata de pesos de cada año.

38. En el caso de la Universidad de Chile, por ejemplo, la matrícula universitaria ha aumentado de

16,000 a 42,500 pesos entre 1990 y 1998; es decir, se ha multiplicado por 2,6.
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En lo que se refiere a la formación técnico profesional, la expansión ha

sido mucho más limitada, se han cortado los programas de ayudas estu-

diantes y no se ha avanzado en la regulación y modernización del sistema

que presenta graves problemas de certificación y pertinencia de la forma-

ción entregada. Esto afecta principalmente a los estudiantes de menores re-

cursos porque la formación técnico-profesional podría representar para

ellos una opción atractiva para mejorar su inserción en el mundo laboral, y

no lo está siendo plenamente debido a las debilidades del sistema.

Una posibilidad muy prometedora para enfrentar los temas pendientes

en materia de educación superior está dada por la puesta en marcha del

Programa Mejoramiento de la Calidad de la Educación Superior (MECE-

Sup). Este programa, puesto en marcha durante 1998 con el apoyo del Ban-

co Mundial, apunta principalmente, a mejorar la calidad, la articulación y

modernizar el sistema de educación superior. Pese a que la equidad no es

su principal objetivo, podría aportar en esa dirección fundamentalmente a

través de tres vías: primero, mediante la revisión y mejoramiento del siste-

ma de ayudas estudiantiles que el programa contempla realizar; segundo, a

través de la creación de un Observatorio del Empleo, que sirva de orienta-

dor para asegurar la pertinencia de la formación entregada en la educación

superior; y, tercero, a través del componente dedicado a la formación téc-

nico-profesional, que pretende articularla con los demás niveles educacio-

nales y con el mundo del trabajo y promover su revalorización pública. To-

do ello redundará en un fortalecimiento y modernización de la formación

técnica, que puede llegar a representar un nicho de oportunidades muy im-

portante para los jóvenes que no acceden a la universidad.

Política de capacitación laboral

Tal como lo comprobamos en el capítulo correspondiente, el desempleo

y el subempleo son problemas que afectan masivamente a los jóvenes de ba-

jos recursos, y constituyen uno de los obstáculos principales para que logre n

integrarse socialmente y acceder a los beneficios del crecimiento económico.

Para atacar este problema se han impulsado un conjunto de medidas y

programas39 que tienen como eje central el programa ChileJoven. El progra-

ma ChileJoven se puso en marcha en el año 1991 con el objetivo de abrir

oportunidades de inserción laboral a jóvenes de escasos recursos a través

de la capacitación, teniendo como base la asesoría técnica y el apoyo finan-

ciero del Banco Interamericano de Desarrollo (BID). En un primer momen-

to, ChileJoven pretendía hacerse cargo de un stock de jóvenes de baja

calificación laboral y mayoritariamente de escolaridad incompleta que eran

39. Entre ellas destacan: (1) Cambios curriculares en los liceos técnico-profesionales y selección de 13

especialidades para ser impartidas en estos. (2) Programa de Capacitación y Desarrollo de la Edu-

cación Técnica, consistente en asistencia  técnica para los liceos técnico-profesionales. (3) La re-
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desocupados a inicio de los 90 producto, se creía, de los efectos sociales

generados por las políticas de ajuste aplicadas durante la segunda mitad de

los años 80. El diagnóstico era que este grupo estaba condenado a la mar-

ginalidad si no se hacía un esfuerzo especial por insertarlo laboralmente y

mejorar sus condiciones para participar en el mercado del trabajo.

Posteriormente, sin embargo, las evaluaciones mostraron que el progra-

ma seguiría siendo un esfuerzo útil para mejorar la inserción laboral de los

jóvenes, incluso en un periodo de alto crecimiento y bajo desempleo, co-

mo ha sido la década de los 90. Por ese motivo, el programa ha continua-

do en vigencia financiado ahora con recursos internos y manteniendo sus

líneas generales.

ChileJoven se ha desarrollado en dos fases. La primera, entre los años

1991 y 1995, con una cobertura de 120.000 beneficiarios, fue evaluada co-

mo positiva y dio lugar a una serie de rediseños para mejorar su impacto.

Así, a partir de 1996 se puso en marcha la segunda fase del programa con

una meta de 70.000 destinatarios en tres años. Anualmente, el Programa tie-

ne un presupuesto aproximado de US$15 millones.

Características del Programa ChileJoven

El programa ChileJoven tiene como público objetivo a los jóvenes de es-

casos recursos que se encuentran fuera del sistema escolar y que desean

mejorar sus condiciones de inserción laboral. Se busca entregarle a estos jó-

venes una capacitación para oficios semicalificados a través de una meto-

dología que mezcla clases lectivas, formación de criterios y hábitos para el

trabajo y distintas formas de práctica laboral.

La capacitación se desarrolla a través de unidades ejecutoras privadas

que se adjudican la dictación de los cursos a través de procesos de licita-

ción públicos en que se evalúan las propuestas de acuerdo con su calidad,

pertinencia y precio. La adecuada focalización del programa es una condi-

ción indispensable para que cumpla su objetivo, puesto que se propone lle-

gar a los jóvenes de menores recursos, que son los que mayormente sufren

el desempleo y los que menores posibilidades tienen de acceder a otras for-

mas de capacitación. Para garantizar que el programa llegue al público ob-

jetivo, se utiliza un sistema de autofocalización basado en dos mecanismos:

el otorgamiento de becas a los participantes de un valor que solo es atrac-

tivo para jóvenes del perfil buscado y la determinación del tipo de oferta

de capacitación que está limitada a oficios semicalificados. 

forma al Estatuto de Capacitación que abre la posibilidad de acceder a la franquicia tributaria de

capacitación para contratar mediante contrato de aprendizaje a jóvenes menores de 21 años des-

contando impuestos hasta por un 60% de la remuneración pactada. (4) Las Oficinas Municipales

de Información Laboral, que entregan orientación a quienes buscan empleo u oportunidades de

capacitación laboral 



Más allá de esta definición general el contenido de los cursos no es es-

tablecido en el llamado a licitación, sino que es parte de la propuesta que

presentan los organismos concursantes. El mecanismo para evaluar la

pertinencia de los contenidos es la asistencia de los beneficiarios con base

en la cual se realizan los pagos al organismo capacitador, es decir, los cur-

sos operan de acuerdo con un sistema de subsidio a la demanda. A su vez,

la pertinencia de los cursos se garantiza también por la obligación que tie-

nen los organismos capacitadores de presentar ofertas formales de empleo

o práctica laboral. 

Los cursos ofrecidos por el programa ChileJoven se agrupan en cuatro sub-

p rogramas de acuerdo con el tipo de capacitación que brindan. Estos son:

Capacitación y experiencia laboral en empresas:  Es el subprograma más im-

portante porque agrupa la inmensa mayoría de los cursos (el año 1997 lle-

gó a re p resentar el 92% del programa). Consiste en la capacitación form a l

para un oficio seguida de la realización de una práctica laboral remunerada. 

Capacitación para el trabajo independiente:  Entrega instrumentos y habi-

lidades para desarrollar actividades por cuenta propia. Pretende llegar a ese

gran número de jóvenes que son reticentes a establecer relaciones labora-

les de subordinación y prefieren emprender actividades económicas de per-

fil microempresarial.

F o rmación y capacitación laboral: E n t rega capacitación laboral para un ofi-

cio y busca también crear hábitos y habilidades para desenvolverse en el

mundo del trabajo.  Sus destinatarios son los jóvenes en situación de marg i-

nalidad que tienen problemas para adaptarse y ser aceptados en ambientes

laborales. Incluye una práctica laboral en empresas o en talleres simulados. 

Aprendizaje alternado: Se basa en una capacitación desarrollada en el lu-

gar de trabajo combinada con la realización de clases lectivas. Los benefi-

ciados son contratados como aprendices a plazo fijo y remunerados con el

sueldo mínimo. 

Resultados del Programa ChileJoven

En relación con la focalización del programa, se puede apreciar que el

grupo de beneficiarios tiene una re p resentación de hombres y mujeres por

cantidades casi iguales, salvo en el componente de aprendizaje altern a d o ,

donde existe una subre p resentación de las mujeres. Esto es un gran avance

para ChileJoven puesto que es el resultado de medidas especiales tomadas

para incrementar la participación de las mujeres que era insuficiente en las
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primeras etapas del programa.  El perfil de edad corresponde en un 80% a

la población objetivo; es decir, entre 15 y 24 años. 

En cuanto a la situación socioeconómica de los participantes, el progra-

ma logra una focalización de acuerdo con los objetivos definidos. El pro-

grama Formación para el Trabajo, por ejemplo, que es el dirigido a jóvenes

más pobres, logra concentrar sus beneficiarios en un 64% entre los dos pri-

meros quintiles, lo cual es un buen logro de focalización. Por último, en re-

lación con la escolaridad de los beneficiarios, el programa se propone fo-

calizar en quienes no han terminado la enseñanza media y lo logra respec-

to de más de un 50% de los beneficiarios. 

El principal éxito del programa ha sido el lograr avances en la situación

laboral de sus beneficiados, tanto en términos de reducir su desempleo co-

mo de mejorar sus condiciones de trabajo. En efecto, los beneficiarios del

programa aumentan su nivel de ocupación entre un 25 y un 35%40 más que

el grupo de control. 

Dentro de ese cuadro general se aprecian, sin embargo, situaciones di-

símiles. Así, por ejemplo, la inserción laboral de las mujeres es en prome-

dio un 10% más baja que la de los hombres, lo cual sería reflejo de las ma-

yores dificultades para acceder al mercado del trabajo que enfrentan en ge-

neral las mujeres. Se aprecia, también, que la inserción laboral mejora con

la mayor edad de los beneficiarios del programa, lo cual sería también re-

flejo de la dificultad general de los más jóvenes de encontrar empleo. 

Respecto a las condiciones laborales se registran mejorías, aunque me-

nos evidentes: la formalización contractual evoluciona positivamente en to-

dos los subprogramas, mientras que las remuneraciones evolucionan nega-

tivamente en los subprogramas de aprendizaje alternado y de capacitación

y experiencia laboral. Probablemente, ello se debe a que la formalización

de los empleos tiene un impacto negativo en los salarios en el corto plazo.

De hecho, los egresados de estos programas que acceden a empleos infor-

males sí registran una mejoría en sus remuneraciones.

El impacto estudiantil es más bien deficiente. El programa procura esti-

mular la continuación de los estudios por parte de los beneficiarios o bien

la reinserción escolar en el caso de quienes tienen estudios escolares in-

completos. Los resultados muestran que la reinserción es marginal y que se

producen, al contrario, casos de abandono escolar durante la participación

en el programa.

En definitiva, se puede concluir que la evaluación del programa es po-

sitiva en relación con sus objetivos, pero insuficiente respecto de la dimen-

sión del problema de la desocupación y subocupación juvenil. De hecho,

40.  Los datos relativos a la evaluación del Programa ChileJoven tienen como fuente el estudio “Evalua-

ción de impacto del Programa ChileJoven Fase II”, realizado por Santiago Consultores Asociados

en noviembre de 1998. 
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el comportamiento de esos dos fenómenos ha continuado siendo práctica-

mente el mismo en estos ocho años de aplicación del programa, pese a que

se ha logrado capacitar a más de 150.000 jóvenes. Esto estaría indicando

que la desocupación y la subocupación de los jóvenes dependen de facto-

res estructurales, más complejos de los que abarca el programa, lo cual no

le resta validez a este, pero sí indica que una política pública en esta ma-

teria debe contener un conjunto de otros instrumentos.

TERCERA PARTE

CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES

Se han presentado los antecedentes disponibles acerca de algunas face-

tas de la vida de los jóvenes que son fundamentales para su integración so-

cial: (i) el estudio, (ii) el ingreso al mundo del trabajo, (iii) la participación

e influencia en la vida política, y (iv) la formación de los códigos cultura-

les que definen lo que es ser joven. Sobre la base de esos antecedentes, he-

mos podido observar cuáles son los mecanismos que bloquean las posibi-

lidades de integración de muchos jóvenes en el Chile de hoy. 

Es claro que en la sociedad chilena están operando un conjunto de me-

canismos que impiden la integración social de los jóvenes en los ámbitos

examinados (socioeconómico, político y cultural). Solo adoptando una vi-

sión de conjunto se logra apreciar verdaderamente el fenómeno de la exclu-

sión social y entender cómo se entrelazan los mecanismos que la generan.

Cuando se combina la falta de oportunidades educacionales y laborales,

el anulamiento político, la estigmatización social y la falta de identidad se

tiene algo más que falta de ingresos, algo más que pobreza, se tiene a un

sujeto que no logra constituirse como ciudadano. Desde ese estado de pre-

ciudadanía, es difícil dar un salto significativo en la integración social por

el solo hecho de lograr mejorías en uno de los ámbitos señalados. Por otra

parte, sin embargo, puede revertirse la situación de exclusión partiendo por

cualquiera de esos puntos, a condición de que se logre desencadenar un

proceso que los incluya a todos.

El contexto chileno de los 90, caracterizado por la expansión y estabili-

dad económicas y por la paulatina normalización política, se han dado las

condiciones ideales para producir una inflexión en las posibilidades de in-

tegración social de las nuevas generaciones. Existen, de hecho, una serie

de procesos que van en esa dirección, pero no parecen ser suficientes pa-

ra alcanzar ese umbral que permite dar un salto. En este caso, ese umbral

está dado por generar las condiciones de una ciudadanía mínima para los

jóvenes, que les permita tomar decisiones sobre su vida y sobre la socie-

dad en que viven.
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Si en Chile no se ha dado ese salto es porque no ha habido una políti-

ca pública que apunte en esa dirección. Se ha apostado a producir un pro-

ceso gradual de inserción laboral elevando la calidad de la educación y, en

el corto plazo, mejorando las posibilidades de inserción laboral de los jó-

venes más pobres a través de la capacitación. En definitiva, se ha privile-

giado una perspectiva solo económica y de acumulación cuantitativa. No se

ha buscado, en cambio, combatir de manera integral la exclusión social y

producir saltos cualitativos en la condición de los jóvenes. La negación par-

cial de la ciudadanía a la juventud es un daño irreparable para el futuro, no

tan solo porque los jóvenes no logran asumir en plenitud su adultez, sino

porque no se los logra integrar a la sociedad. A menudo, la falta de opor-

tunidades no es entendida como una situación anómala o como un proble-

ma de la sociedad, sino como un problema de los propios jóvenes. 

El contexto económico positivo de los últimos diez años ha hecho que

la situación de exclusión que viven muchos jóvenes resulte más incompren-

sible y disociadora para ellos de lo que sería en tiempos de crisis o inesta-

bilidad. Se podrían haber aprovechado plenamente las condiciones favora-

bles del periodo para generar una base mínima de derechos y obligaciones,

que estableciera para las nuevas generaciones un status de ciudadanía dis-

tinto, tanto en el plano educacional, laboral, cultural, social y político. 

Asumiendo todo lo dicho, las políticas hoy en aplicación en este campo

aparecen a todas luces como insuficientes. Además de obedecer a una pers-

pectiva demasiado estrecha, las políticas implementadas no tienen la mag-

nitud y la profundidad requeridas. Aparte del programa ChileJoven y la Re-

forma Educacional, no se vislumbran otras iniciativas de magnitud que ata-

quen focalizadamente los mecanismos de exclusión social que afectan a la

juventud. La cantidad de programas y medidas sobre el tema es enorme,

pero se trata de esfuerzos descoordinados, realizados con pocos recursos y

de baja cobertura. Su impacto, por lo tanto, no es significativo. 

Este se presenta, por lo tanto, como un campo de política pública dig-

no de ser explorado, pero para hacerlo con eficacia se requiere de una

voluntad política clara. Integrar a los jóvenes tiene un costo económico, y

tiene también un costo político y social porque son un actor incómodo,

sobre todo en un país como Chile donde no existe una ciudadanía fuerte. 

A continuación, se hace una revisión de algunos de los factores que hoy

generan exclusión social entre los jóvenes y se formulan también recomen-

daciones acerca de cómo enfrentarlos considerando las políticas que ya hay

en curso en cada caso.



Deserción escolar

En un país con alta y creciente escolaridad como es el Chile de hoy, el no

contar con una escolaridad completa transforma a un sujeto en una especie

de discapacitado social. Hasta en los empleos más humildes se exige el re-

quisito de la Licencia de Enseñanza Media y para acceder a cualquiera de las

f o rmas de educación superior, incluida la técnica-profesional, también. 

Las políticas hoy en aplicación en este campo abordan el problema so-

lo de forma indirecta. Se supone que a través del mejoramiento de la cali-

dad de la educación y de la atención preferencial a los estudiantes con pro-

blemas de rendimiento escolar se podrá reducir la incidencia de la deser-

ción. De hecho, esta ha bajado en los últimos años, pero ha tendido a es-

tabilizarse en tono a las cifras que se presentaron aquí. 

Tratar el problema de la deserción de forma específica requiere abordar

a los menos tres líneas de acción:

• Establecer incentivos que operen como factor de retención dentro

de la enseñanza media para los jóvenes más pobres, que son los

que pagan un costo alternativo más alto por el hecho de seguir es-

tudiando cuando tienen la opción de trabajar y llevar dinero adicio-

nal a la familia. Lo más sencillo parece ser un bono de retención a

las familias pobres que mantienen a sus hijos en la enseñanza me-

dia, sistema que ha sido probado en países como Argentina con ex-

celentes resultados. En Chile existe un bono similar, pero de bajísi-

ma cobertura.

• Crear un sistema de seguimiento y apoyo a los alumnos que aban-

donan los estudios. Hoy, el alumno que deja de asistir al liceo pier-

de todo contacto con el sistema educacional, y no hay ningún tipo

de esfuerzo institucional destinado a hacerlo volver a clases. Otros

países, como Estado Unidos, utilizan un sistema de tutorías perso-

nalizadas realizadas por los mismos profesores, sistema que podría

adaptarse para la realidad chilena.

• Mejorar la pertinencia del sistema educacional para enfrentar el ti-

po de realidad que espera a los jóvenes que no acceden a estudios

superiores, que son la mayoría. Muchos jóvenes abandonan la

educación media, y son incentivados por sus padres a hacerlo, por-

que sienten que esta no les sirve en términos prácticos para enfre n-

tar la vida que les espera. La re f o rma educacional aborda este pro-

blema a través de cambios curriculares y del mejoramiento de la en-

señanza media técnico-profesional. Sin embargo, sería necesario to-

mar medidas adicionales. De partida, se debería cambiar el nombre

a la educación media por uno que dé cuente del hecho de que esta
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es muchas veces terminal. En segundo lugar, habría que abrir el pro-

ceso educativo de los últimos años hacia el mundo externo, incluido

el mundo del trabajo y la política, para hacer del egreso un pro c e s o

gradual y acompañado, no un salto en el vacío como es hoy. 

Mujeres 

La condición de las mujeres jóvenes es claramente más desfavorable que

la de los hombres. Con igual escolaridad, estas enfrentan niveles de desem-

pleo mucho mayores. En segundo lugar, en el caso de las jóvenes de esca-

sos recursos, los altos niveles de embarazo adolescente les cortan la posi-

bilidad continuar los estudios y reducen sus alternativas ocupacionales,

además de estigmatizarlas socialmente. Hoy no existen políticas adecuadas

para enfrentar estos problemas, lo que abre un amplio margen de acción.

Entre las alternativas a contemplar están:

• Modificar la normativa laboral sobre apoyo a la maternidad. Hoy

solo existe acceso a salas cuna para las trabajadoras de empresas

con más de 8 mujeres. Eso deja sin cobertura a quienes trabajan en

empresas más pequeñas e incentiva a los empleadores a contratar

menos mujeres, especialmente si estas están en edad fértil. 

• El sistema debiera modificarse estableciendo canales alternativos

para acceder al cuidado de niños mediante, por ejemplo, salas cu-

na municipales en las comunas más pobres, donde el empleo in-

formal y el autoempleo son más comunes. Por otra parte, se podría

estudiar un cambio en la ley que reconozca un derecho universal

al cuidado infantil para padres y madres. Con ello, el riesgo que re-

presenta la maternidad para el empleador dejaría de recaer exclu-

sivamentre en las mujeres y la protección se haría extensiva a to-

dos los empleos. Hay estudios que plantean que dicho sistema po-

dría financiarse por un aporte tripartita entre empleadores, trabaja-

dores y Estado.

• Intensificar y mejorar la preparación para la vida sexual activa que

se desarrolla en el sistema educacional. Hoy esto se realiza a través

de las “Jornadas de Conversación sobre Afectividad y Sexualidad”,

que son eventos especiales en que participa toda la comunidad es-

colar para abordar estas materias. Sin embargo, se requiere un tra-

tamiento menos excepcional y    engorroso para que la temática de

la sexualidad sea parte de la formación escolar como un aspecto

cotidiano y accesible. La sexualidad debiera estar incorporada co-

mo un contenido transversal del currículum, y podría fomentarse la

suscripción de convenios entre los liceos y organismos especializa-

dos que brinden asesoría e información a los estudiantes. 
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Dificultad de combinar estudio y trabajo

Hoy en día, estudio y trabajo se presentan como dos opciones excluyen-

tes para los jóvenes, sea en el caso de los estudios secundarios como de

los superiores. De hecho, las estadísticas indican que es muy bajo el núme-

ro de jóvenes que realiza ambas actividades. Quienes deciden estudiar di-

fícilmente pueden trabajar y si lo hacen es mediante empleos informales,

donde no hay normativas que los protejan y regulen sus derechos. Al con-

trario, el joven que se incorpora a la vida laboral tiene pocas opciones de

retomar sus estudios porque la organización del trabajo está hecha pensan-

do en la dedicación exclusiva. La incompatibilidad de estas dos actividades

perjudica principalmente a los jóvenes de menores recursos, que son los

que tienen mayor necesidad de comenzar a trabajar antes de terminar los

estudios. 

La idea del trabajador estudiante, que es tan común en los países desa-

rrollados, podría instalarse en Chile como una oportunidad más que como

una desgracia, que es como se la ve hoy en día. Para avanzar en ese sen-

tido se pueden emprender las siguientes vías de acción: 

• Lo prioritario es permitir que los jóvenes que deben comenzar a tra-

bajar antes de terminar el ciclo escolar no abandonen sus estudios

por ese motivo. La realidad del estudiante-trabajador debe incorpo-

rarse como algo natural en el mundo del liceo. El joven que traba-

ja no puede sentir que está viviendo en dos realidades completa-

mente escindidas, que se desconocen mutuamente, y el liceo es el

primer lugar donde su situación debería ser reconocida, tratada con

normalidad y dadas las facilidades para poder combinar ambas ac-

tividades sin mayores traumas. 

• Desde la perspectiva del empleo, se puede estimular la continua-

ción de los estudios ampliando el uso de la franquicia tributaria pa-

ra capacitación para fomentar el pago de cursos de recuperación de

estudios secundarios. 

• Entre las alternativas de más compleja realización está la posibili-

dad de establecer legalmente regulaciones e incentivos para el tra-

bajo part-time , que beneficiarían también a las mujeres con hijos.

Además, se podrían otorgar facilidades y flexibilidades laborales

para los trabajadores-estudiantes (tales como derecho a licencia con

motivo de los exámenes como existe en algunos países desarrolla-

dos). En la administración pública y las municipalidades podrían fi-

jarse cuotas de trabajo part-time y de contratación de estudiantes. 
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Acceso a oportunidades de educación superior

Como lo vimos en su momento, la educación superior, sea universitaria

o técnico-profesional, ofrece hoy pocas oportunidades a los jóvenes de es-

casos recursos. Esto, además de comprometer sus posibilidades de incorpo-

rarse al mundo del trabajo con mejores perspectivas, tiene un efecto cultu-

ral de exclusión social. Un joven que siente de antemano que las opciones

de educación superior no son para él asume una identidad de excluido que

difícilmente se alterará después. El solo hecho de tener la opción, aunque

esta después no se realice, cambia profundamente la actitud para mirar ha-

cia el futuro y la manera en que un joven se ubica respecto de la sociedad.

Ampliar significativamente las oportunidades de acceso a la educación

superior pasa por varias cuestiones:

• En el caso de la universidad, hay barreras académicas y económi-

cas que deben removerse. Las segundas se enfrentan fundamental-

mente aumentando los recursos destinados a créditos y becas, y ex-

pandiendo las ayudas estudiantiles a las universidades privadas que

aportan una porción creciente de la matricula universitaria total. 

• Las barreras académicas, en cambio, son de más largo tratamiento

porque tienen que ver con la calidad de la educación escolar. Aquí

hay que señalar que este problema no se resolverá por el mejora-

miento general de la calidad educativa mientras no haya avances

sustantivos en reducir las brechas entre los colegios de mejor ren-

dimiento (privados pagados) y los de peor rendimiento (municipa-

lizados). Mientras las brechas se mantengan, los mejoramientos de

la calidad no harán más que elevar los estándares de selección, pe-

ro no ampliarán las oportunidades de los estudiantes de menores

recursos. Por ello es tan importante que la reforma educacional

ponga un mayor acento en equidad, focalizando mayores recursos

en los liceos más pobres y atendiendo los problemas que más afec-

tan a los estudiantes de menores recursos: retención escolar, aten-

ción a la familia, programas educacionales para indígenas. 

Por de pronto, y a la espera de los efectos de la reforma educacional, el

Estado puede motivar la apertura de un sistema de selección paralelo al

realizado a través de la Prueba de Aptitud Académica. Dicho sistema pue-

de basarse en la apertura de un determinado número de cupos universita-

rios para alumnos destacados de provenientes de liceos pobres. De lo que

se trata es de abrir oportunidades de acceso a la universidad a esos jóve-

nes, independientemente de sus resultados en la mencionada Prueba, asu-

miendo que su buen rendimiento escolar es evidencia suficiente de su ca-

pacidad y voluntad de aprender.



En lo que se refiere a la formación técnico-profesional, el sistema com-

pleto debe ser fortalecido para mejorar su calidad y pertinencia y abrir más

oportunidades de acceso para jóvenes de bajos recursos. Entre las medidas

que debieran adoptarse está, primero, el establecimiento de un sistema de

certificación que permita acreditar y evaluar calidad acompañado de cam-

pañas comunicacionales para fomentar la valorización y aumentar el pres-

tigio de las carreras técnicas; segundo, la creación de un observatorio del

empleo, tal como lo plantea el programa MECE-Sup, con participación del

sector productivo y el mundo empresarial que analice la pertinencia de los

contenidos y profesiones impartidos; y, por último, acceso de los estudian-

tes de este sector a recursos públicos para becas y créditos de estudio.

Baja participación política

Analizamos en el capítulo correspondiente lo que parece ser un divor-

cio entre los jóvenes y la política. Para los jóvenes de escasos recursos, da-

do que tienen cerradas otras oportunidades de participación en la sociedad

y de influencia en las decisiones que los afectan, los canales democráticos

son los principales medios disponibles para constituirse como actores so-

ciales y políticos. Renunciar (o no tener acceso) a ellos, por lo tanto, termi-

na por configurar un cuadro de exclusión y marginalidad permanente. 

Más allá de las interpretaciones más o menos complejas acerca de las ra-

zones por las que los jóvenes están lejanos de la política, está claro que es-

ta se revertiría en gran medida si al menos fueran un actor electoral. Al res-

pecto, cabe plantearse las siguientes opciones: 

• La baja inscripción electoral de los jóvenes depende en gran parte

del sistema imperante hoy en Chile. Si se estableciera un sistema de

inscripción automática para todos los mayores de 18 años, el pro-

blema se resolvería y ello tendría un gran impacto político porq u e

p roduciría el ingreso al cuerpo electoral de un millón y medio de

jóvenes. Sin duda, esto tendría un efecto en términos de incre m e n-

tar el peso político y social de los jóvenes en elevar el interés y la

prioridad que hoy se le entrega a las temáticas juveniles.

Las formas de organización juveniles deben recibir un reconocimiento y

respaldo mayor. No habrá participación juvenil mientras no haya interlocu-

ción entre los liderazgos juveniles, como quiera que estos se expresen, y

las autoridades y representantes públicos. La participación juvenil no se lo-

gra estableciendo “canales” sino reconociendo las vocerías y liderazgos

existentes y las organizaciones que los  jóvenes reconocen como legítimas.

Por este motivo, sería de gran valor reimpulsar la ley de asociacionismo

juvenil u otra iniciativa similar, que otorgue reconocimiento a las
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organizaciones existentes y les de acceso a determinados recursos para lle-

var a cabo sus iniciativas. 

En el mundo de los partidos, la imagen tradicional del joven militante,

comprometido y solidario ya no tiene ningún asidero en la realidad. En la

práctica, los únicos jóvenes que pesan políticamente son los que se some-

ten a la protección de algún líder adulto, perdiendo, como consecuencia,

toda autonomía. Por ello, los jóvenes cercanos a la política son mal vistos

por el resto del mundo juvenil y por la opinión pública en general. Rever-

tir esto no es un puro problema de imagen, sino que implica modificar el

modo en que se generan y potencian los liderazgos juveniles dentro de la

política. Se podrían ofrecer alternativas de formación y preparación políti-

ca para jóvenes a través de universidades o de instituciones de prestigio, y

producir instancias de encuentro y debate para plantearse el problema de

la participación política desde la juventud. Iniciativas de este tipo tendrían

además la virtud de servir como espacios de encuentro e intercambio ge-

neracional, de modo de darle mayor identidad y fuerza a la participación

de jóvenes en la actividad política.

Estigmatización

No es posible avanzar sustantivamente en la integración social de los jó-

venes si no es sobre la base de un cambio progresivo en su imagen social.

Con esto nos estamos refiriendo a diversas situaciones: primero, la imagen

general de la juventud popular que transmiten los medios de comunicación,

poniendo énfasis en aspectos como la droga, la delincuencia y la violencia

callejera; segundo, la visión que tienen los empleadores respecto de los  jó-

venes como potenciales trabajadores, donde priman los juicios negativos

acerca de su formación y su falta de hábitos laborales; tercero, el rol que

se les asigna a los jóvenes en la política, entendiéndolos como activistas ins-

trumentales al mundo adulto y no como sujetos con opinión y voz propia. 

Cambiar estas concepciones no es nada sencillo, pero hay instrumentos

que pueden ayudar:

• Las campañas para promover el empleo juvenil no pueden basarse

en la necesidad de justicia social o de solidaridad, sino en la opor-

tunidad que los jóvenes representan para la empresa y para la eco-

nomía del país por su mayor flexibilidad y capacidad de adaptarse

al cambio tecnológico.

• Se deben promover comunicacionalmente las acciones que realizan

los jóvenes en campos como la solidaridad social, la protección del

medio ambiente o el deporte. Estas actividades son mucho más ma-

sivas que la delincuencia o la drogadicción, pero están menos inte-

gradas en la imagen comunicacional de los jóvenes. La posibilidad

241



de darlas a conocer puede ampliarse dándoles acceso a recursos

para crear sus propias formas de difusión y, también, entregándo-

les apoyo comunicacional a través de organismos como las muni-

cipalidades, que tienen un contacto más directo con el mundo ju-

venil y tienen también acceso a la prensa. 

• Por último, si hay algo que afecta la autoimagen de los jóvenes y

la percepción que tiene de ellos el resto de la comunidad es el he-

cho de que no cuenten con espacios propios para sus actividades,

y tengan que recurrir a la calle o a la utilización de lugares degra-

dados, que nadie quiere utilizar. La ciudad no contempla la crea-

ción de espacios públicos para los jóvenes, los que hay están dedi-

cados a los niños o los ancianos, y los locales comunitarios, como

las juntas de vecinos, son poco accesibles a los jóvenes porque

siempre existe el temor y la sospecha respecto de sus actividades.

La creación de espacios para la juventud pasa por el establecimien-

to de la figura “espacio juvenil” dentro de la normativa que regula

la creación de áreas públicas y sedes sociales. 

Para concluir

El objetivo de este trabajo era analizar los mecanismos de exclusión so-

cial que operan respecto de los jóvenes chilenos. Desde esa aproximación

se ha presentado una gran cantidad de antecedentes cuantitativos y cuali-

tativos, se ha diagnosticado su impacto en términos de producir o no ex-

clusión social, se han revisado las principales políticas comprometidas en

cada área y se han elaborado conclusiones y recomendaciones. 

Hay, sin embargo, un segundo propósito en este estudio y consiste en

definir si el enfoque desde la exclusión social implica efectivamente un

aporte distinto a los estudios sociales clásicos. Al respecto hay que señalar

que el enfoque de exclusión social utilizado aporta, desde nuestro punto

de vista, cuatro cosas fundamentales:

Primero, permite ver cosas que otro tipo de estudios no contemplan. Así,

por ejemplo, en nuestro caso, pudimos tratar el tema de la estigmatización

o la participación política de los jóvenes como aspectos que inciden en las

oportunidades de integración social. Estos aspectos suelen ser secundarios

o ser considerados solo como contexto en otro tipo de estudios y el enfo-

que de exclusión social permite incorporarlos como elementos centrales del

análisis.

Aporta una mirada integral acerca de la situación de un determinado

grupo social, en este caso los jóvenes. Así, las carencias, las barreras, los re-

cursos, las relaciones, son vistas como partes de un todo más complejo que

es la vida de los individuos y su desarrollo como sujetos sociales. En este
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sentido, es importante dar un salto respecto a la visión de integralidad que

ha dominado en los últimos años en la elaboración de políticas contra la

pobreza. Desde esa visión se han propuesto programas sociales que bus-

can dar respuesta integral a una situación de pobreza o marginalidad, in-

corporando una multiplicidad de factores simultáneamente. La verdad es

que la integralidad no se logra haciendo “intervenciones integrales”, sino

permitiendo que los sujetos sean el centro de las intervenciones, que es

otra cosa. Quien debe reunir y darles coherencia a las distintas políticas son

los propios beneficiarios de estas. La integralidad no está en los programas

o las políticas, sino en la posibilidad que estos dan para que los individuos

o comunidades los utilicen como parte de sus estrategias. Lo importante es

que dichos programas o políticas estén diseñadas a partir de una visión in-

tegral de los destinatarios y de los procesos que les generan exclusión. 

Desde este punto de vista, la utilización del concepto de exclusión so-

cial puede ser de gran utilidad para pensar políticas y programas que ac-

túen no sobre carencias específicas, sino sobre la situación global que im-

pide la integración social de los sujetos.

El enfoque de exclusión social pone en evidencia los procesos que con-

ducen a los sujetos a empobrecerse o les impiden pro g re s a r. Desde una mi-

rada tradicional se, utilizan indicadores estáticos, que permiten retratar la si-

tuación de un determinado grupo pero no entender cómo se llegó a generar

dicha situación. La ventaja de abordar la pobreza como proceso es que se

pueden elaborar estrategias más efectivas, que intervengan en las dinámicas

que generan pobreza o la perpetúan y no solo en los síntomas de la misma. 

Por último, la perspectiva de la exclusión social resulta particularmente

útil para tratar la problemática juvenil. En efecto, un enfoque de pobreza

centrado en indicadores de ingresos o de satisfacción de necesidades bási-

cas no permite diferenciar la situación del joven de la condición de su fa-

milia de origen, de la cual todavía depende, y no saca a relucir los meca-

nismos por los cuales ese joven reproducirá o superará su situación fami-

liar. Desde una perspectiva de exclusión social, en cambio, se pueden ana-

lizar las diversas variables que actúan en ese particular proceso que es la

juventud, donde se define la forma en que los sujetos se incorporan a la vi-

da adulta y pasan a tener un lugar propio en la sociedad.

La juventud es en sí misma un proceso marcado por una alta vulnerabi-

lidad porque suceden muchos cambios que traen incertidumbre y riesgo así

como oportunidades. Aplicar el concepto de exclusión social respecto de

ese universo particular tiene la gran ventaja de que permite apreciar el pro-

ceso que está en curso, el paso de la infancia a la edad adulta, y descubrir

cuáles son los hitos que impiden o facilitan la integración social. 

Así como la óptica de la exclusión es muy potente para analizar la

realidad y definir estrategias para actuar sobre ella, la perspectiva de la



integración puede ser también muy interesante como concepto político y

como objetivo de política pública. En el caso de la juventud, esa visión ha

estado ausente en Chile y ello se traduce en una política segmentada y dis-

persa, sin un horizonte claro.

En un país como Chile, donde existen todavía importantes de desigual-

dades sociales, no puede decirse que los niños enfrentan la vida en igual-

dad de condiciones: los contextos familiares son diversos, el entorno am-

biental y urbano también, las posibilidades educacionales, etc. Sin embar-

go, la sociedad ha establecido algunos límites a las desigualdades acepta-

bles respecto de la infancia, y por ello ha creado un sistema de cuidado

médico para el recién nacido, de alimentación para los primeros años de

vida y de educación obligatoria hasta el 8vo. año básico. Las diferencias

existen, no cabe duda, pero hay consenso social en que debe asegurarse

de que ningún niño quede excluido de ciertos estándares básicos de servi-

cios y oportunidades de desarrollo. 

Con la juventud no ocurre lo mismo. En esa etapa explotan las desigual-

dades y no hay nada que las contenga. La mayoría termina la educación

media, pero un 15% queda en el camino. A los 18 años las vidas de los jó-

venes alejan definitivamente: algunos pueden optar a una formación uni-

versitaria o técnica, otros inician la vida laboral, otros intentan iniciarla pe-

ro se topan con el desempleo y otros más quedan en tierra de nadie, sin

perspectivas ni planes, esperando que llegue la edad adulta que los obliga-

rá a incorporarse al mundo del trabajo como sea. 

La sociedad no es acogedora hacia esos jóvenes que quedan fuera de

las oportunidades. Más que solidaridad y apoyo, ellos son recibidos con

desconfianza, prejuicios y temores por parte del mundo adulto. La posibi-

lidad de mejorar su situación influyendo en las decisiones que los afectan

se ve lejana e improbable. La democracia está llena de amarres y el deba-

te político evade los temas que a ellos les interesan. 

No hay referentes ni ideologías que los agrupen y los representen, ni

creen en la utilidad de encontrarlos. Más bien, optan por construir peque-

ñas complicidades respecto de asuntos puntuales, de un tema de interés,

de una iniciativa concreta. Saben, en el fondo, que están profundamente

solos y que la familia, que es el espacio desde donde viven este proceso,

ya no puede ofrecerles más de lo que les dio.

Cuando termina la juventud, esos jóvenes ya están marcados: están den-

tro o están fuera. Al decirlo no hay ningún fatalismo, las oportunidades de

superar la pobreza y de integrarse siguen existiendo. Sin embargo, en un

país como Chile que está en pleno proceso de crecimiento y desarrollo y

se propone avanzar en la superación de la pobreza vale la pena preguntar-

se si no es mejor prevenir la exclusión social en los jóvenes que revertir la

pobreza cuando ya está instalada en las familias. 
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EXCLUSIÓN SOCIAL, GÉNERO,

Y ESTRATEGIA CONTRA LA POBREZA:

UN CUESTIONAMIENTO SOBRE MÉTODOS

Y PRIORIDADES DEL GOBIERNO DE CHILE

CARINE CLERT1

Los instrumentos de diagnóstico  deberían captar las desigualdades en su

completa multidimensionalidad. Los actuales instrumentos... entregan una

limitada  información con respecto a  formas de desigualdad que no sean

las relacionadas con la distribución del ingreso... En segundo lugar, esos

mismos instrumentos deberían permitir captar los procesos acumulativos

para la falta de oportunidades sociales ... (CNSP, 1996:126) 

INTRODUCCIÓN

En este documento se aplica un marco de exclusión social para analizar

la percepción y los impactos que tienen las particulares opciones de políti-

ca social en una determinada municipalidad pobre del área metro p o l i t a n a

de Santiago en Chile. Esta investigación  exploratoria se enfoca en tres prin-

cipales tipos de unidades de análisis: a) los instrumentos de política, median-

te un estudio de documentos y discursos oficiales sobre política; b) el per-

sonal del Gobierno Central y de los gobiernos locales que está involucrado

en la reducción de la pobreza, en cualquiera de los niveles del aparato del

Estado; c) los ciudadanos comunes  de un área urbana marginal de Santia-

go, por medio de un microestudio realizado en la c o m u n a de Huechuraba.

En este documento se intenta comparar los  hallazgos de un microestu-

dio (basado en las condiciones y percepciones de los pobladores sobre su

1. Especialista en Política Social. Comentarios y sugerencias pueden ser enviados a

C.A.CLERT@lse.ac.uk. Este trabajo se inspira en una investigación doctoral desarrollada en el

departamento de Política Social de la London School of Economics. En tal condición, quisiera

agradecer a la Dra. Jo Beall por su penetrante e inspiradora supervisión. También agradezco al

Centro de Análisis de Políticas Públicas de la Universidad de Chile, el que, en diversas ocasiones,

desde febrero de 1996, me ha acogido como investigadora visitante. 
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exclusión en diversas áreas), con los actuales instrumentos de política y con

los métodos y prioridades oficiales. Como este es un estudio exploratorio,

las implicaciones sobre políticas que de ello surgen no pretenden ser pres-

cripciones. En vez de eso, ellas tienden a despertar los comentarios y esti-

mular el debate. El documento finaliza argumentando que si el gobierno

chileno decidiera adoptar un enfoque de exclusión social, ello representa-

ría un serio desafío a algunos de los métodos y prioridades que actualmen-

te forman parte de su propia estrategia de reducción de la pobreza. 

En términos conceptuales, el documento da cuenta de los múltiples usos

y comprensiones del concepto de exclusión social. Y utiliza la perspectiva

de la exclusión social como un marco analítico que complementa otras no-

ciones  [sobre las] desventajas sociales, como las de pobreza o vulnerabili-

dad (Véase la Sección 1). 

Los métodos utilizados para realizar esta investigación incluyeron una

investigación empírica llevada a cabo en Santiago entre diciembre de 1997

y junio de 1998, la revisión de datos secundarios y otros estudios de caso,

así como un trabajo de consultoría previamente desarrollado por la autora.

A diferencia de los estudios europeos sobre exclusión social2, los estudios

empíricos que existen en los países en desarrollo -especialmente en los del

cono sur de América Latina-, y que se ocupan de las implicaciones de po-

lítica de un enfoque de exclusión social, han descuidado enormemente la

experiencia y percepciones de los actores centrales involucrados en la lu-

cha contra la desventaja social, y al primero de todos esos actores: los pro-

pios pobres. Este último enfoque es el que aquí se desarrolla. 

Es importante destacar que la perspectiva de exclusión social no consti-

tuye un sustituto para el análisis de género ni de otro tipo de enfoques me-

todológicos que se ocupan de la vulnerabilidad. No obstante, diversos tra-

bajos analíticos y empíricos existentes han insistido en que la exclusión so-

cial sea reconocida como una experiencia “de género” (Jackson, 1999; Clert,

1998, 1996). 

La Sección Uno de esta monografía presenta información antecedente

básica y el marco conceptual que aquí se desarrolla. Las Secciones Dos y

Tres presentan los hallazgos en dos áreas que suelen ser los focos de los

estudios convencionales sobre pobreza: exclusión del mercado laboral, y

de las calificaciones sociales3.  Las Secciones Cuatro y Cinco abren la inves-

tigación a algunas áreas menos tangibles que suelen estar ausentes en los

estudios convencionales sobre pobreza: exclusión de  los derechos y el sis-

tema juducial (Sección Cuatro), y exclusión de los recursos institucionales

(Sección Cinco), La Sección Seis se ocupa de la capacidad para brindar

atención que las diferentes personas y los agentes colectivos perciben, y sus

2. Véase, por ejemplo, Paugam (1993).

3. La calificación social cubre los servicios sociales excepto los beneficios sujetos a verificación.
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implicaciones para políticas de inclusión social. Las conclusiones con que fi-

naliza el documento se presentan en términos de implicaciones de política.

FUNDAMENTOS Y MARCO: UNA VISIÓN GENERAL

El contexto chileno

El regreso a la democracia de Chile (1990) ha sido caracterizado como

un período de sostenido crecimiento económico4, y sobre todo de reduc-

ción de la pobreza (MIDEPLAN, 1999). Entre 1990 y 1998, el porcentaje de

población por debajo de la línea de pobreza decayó desde el 38,6% al

21,7%. De manera similar, el porcentaje de gente por debajo de la línea de

‘indigencia’ -extrema pobreza-  se redujo desde el 12,9% al 5,6%.

Sin embargo, un análisis más cercano de los datos y de los estudios exis-

tentes muestra la reaparición de algunos de los problemas sociales hereda-

dos del régimen militar.

• El ritmo y la composición de la reducción del nivel de pobreza de-

jan ver diferencias entre segmentos de la población, dependiendo

de la edad, zona de residencia5, género y posición en la familia. Por

ejemplo, información disponible (Clert, 1996) sugiere que las mu-

jeres no se han beneficiado igualitariamente de la reducción de la

pobreza desde 1990. Esto se ejemplifica por el grado de pobreza en

las familias, el cual varía según el género de quien sea el jefe de fa-

milia. La proporción de familias con jefatura femenina que viven en

extrema pobreza pasó del 22,9% en 1992 al 25% en 1994, mientras

que la incidencia de la pobreza en las familias con jefe masculino

disminuyó en 7% (Venegas, 1996).

• Si bien la mayoría de las tasas de pobreza han decrecido, la pobre-

za [fundamental] (estructural) continúa siendo difícil de reducir. En-

tre 1990 y 1992, el porcentaje de personas en situación de pobreza

extrema disminuyó desde 12,9% a 8,8%, pero solo desde 8,8% a

7,6% en 1994. En 1996, el porcentaje volvió a decaer hasta el 5,8%,

pero permaneció en 5,6% en 1998 (MIDEPLAN, 1999).

• Han persistido altos niveles de desigualdad. No se ha modificado la

distribución desigual del ingreso (World Bank, 1997). Entre 1990 y

1998, el coeficiente de Gini ha permanecido en 0,586 (MIDEPLAN,

1999).

4. Entre 1990 y 1997, la tasa promedio anual de crecimiento económico había alcanzado el 7,8%

(MIDEPLAN, 1999:7). La reducción del ritmo de crecimiento solo comenzó en la seguntad mitad

de 1998 (ibid:6).

5. Incluyendo regiones y comunas urbanas y rurales (MIDEPLAN, 1999).
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• Las tasas diferenciales de participación en el mercado laboral tam-

bién han persistido. En el decil de los más pobres, la tasa de de-

sempleo triplica la tasa promedio nacional. (Urmeneta, 1997:111;

MIDEPLAN, 1999:9). La evidencia también muestra que dentro de

los segmentos pobres, los especialmente afectados por el desem-

pleo son las mujeres y los jóvenes. (Venegas, 1996).

• Finalmente, y a pesar de los mejoramientos en la calidad de los ser-

vicios públicos, un amplio volumen de conocimiento y evidencias

permite aseverar la persistencia de la exclusión y las desigualdades

en el acceso a la educación y los servicios de salud. (UNECLAC,

1997b:113,141; Mac Clure, 1995; Urmeneta, 1997, Tohá en esta mis-

ma publicación).  

La Comuna de Huechuraba, Santiago

Huechuraba (Mapa 1) es un pequeño municipio urbano (comuna ) de

80.000 habitantes, ubicado en el Norte de Santiago. Dos fueron las razones

para escogerlo en esta investigación. En primer lugar, a pesar de la reduc-

ción general de la pobreza a escala nacional y regional, la presencia de po-

breza y de extrema pobreza en esta comuna continúan siendo altas duran-

te el período desde 1992. No obstante las deficiencias en los datos estadís-

ticos6, la evidencia provista por la encuesta CASEN (Encuesta de Caracteri -

zación Socioeconómica Nacional ) indica que, entre 1992 y 1994, el nivel de

pobreza se mantuvo sin cambios, con un valor de 38,4% en 1994, y que el

nivel de extrema pobreza se duplicó alcanzando el 14,2% (en comparación

con el 21,3% y el 4,7%, respectivamente, en el Gran Santiago). Además, en

1998, una encuesta municipal7 -implementada sobre la base de un amplio

estudio CAS (Ficha CASII), utilizada para establecer programas sociales pa-

ra los pobres-  encontró que la proporción total de pobres era de 44%. 

En segundo lugar, toda el área refleja tendencias crecientes de diferen-

ciación social a nivel local.  Familias acomodadas se han venido a estable-

cer en la comuna , la que hasta hace poco tiempo se componía de preca-

ristas que se quedaron después de las invasiones de terrenos. Al mismo

tiempo, se encuentra en desarrollo un gran complejo industrial, reflejando

la polarización de la estructura social y productiva de Huechuraba.  

6. La encuesta CASEN de 1996 no incluyó a Huechuraba en su muestra de comunas, y la fórmula de

verificación de CAS sólo cubre a aproximadamente el 70% de la población de ella.

7. Fuente: Informante clave, mayo 1999.
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El Marco Analítico: El Enfoque de Exclusión Social

Aspectos principales, términos y referentes

Este trabajo se concentra en la perspectiva de exclusión social como un

marco analítico flexible orientado a la comprensión de la desventaja social.

Este marco constituye un intento de construir una lente que facilite la iden-

tificación y comprensión de las formas y procesos de exclusión social en

un contexto de espacio-tiempo específico. La perspectiva de exclusión so-

cial distingue entre dos niveles de análisis interrelacionados: a) ‘multidi-

mensionalidad’ y; b) procesos dinámicos.

La m u l t i d i m e n s i o n a l i d a dno se re f i e re a una clasificación compre h e n s i-

va de las diferentes modalidades o formas de exclusión social. Más bien, su-

g i e re la necesidad de comprender cómo interactúan estas dimensiones, y

cómo estas interacciones mantienen o arrastran a una persona a una situa-

ción de desventaja social, a través de un proceso acumulativo. No obstante,

las principales dimensiones de exclusión pueden ser descritas de la siguien-

te manera: a) material/distribucional, b) sociocultural, y c) política. Un en-

foque de exclusión social reconoce a cabalidad la importancia de  las di-

mensiones ingreso-distribucionales y materiales de la pobreza, tales como la

incapacidad para generar un ingreso s u f i c i e n t ey e s t a b l e, y para lograr acce-

so a servicios sociales de calidad , con el fin de satisfacer necesidades bási-

cas. Sin embargo, también incorpora otras dimensiones que pertenecen al

dominio relacional/simbólico, el socio organizacional cultural y el político.

Mapa 1

Comuna de Huechuraba, Gran Santiago, Chile



La dimensión Socio-organizacional refiere a la carencia de, o precaria

inserción en las redes sociales extrafamiliares. Las redes incluyen contactos

estrechos con los parientes o vecinos, y también incluyen la participación

en organizaciones sociales y de la sociedad civil. Esta dimensión incluye

igualmente la precariedad de las relaciones entre las personas y las institu-

ciones sociales, como las municipalidades y los proveedores de servicios

públicos. Entre los jóvenes, puede reflejarse a través de un sentimiento de

rechazo por parte del sistema educativo, o a través de la ignorancia de las

instituciones sobre las necesidades individuales o la falta de accesibilidad a

tales instituciones ya sea por razones geográficas o cualquier otro tipo de

restricciones. Esta dimensión también tiene que ver con la relación entre

aquellos que viven la desventaja social y los agentes que laboran para las

instituciones que proveen servicios sociales.

La dimensión cultural se refiere al círculo de acción cultural, como la

no-pertenencia a la cultura dominante de la sociedad (i.e. valores, actitu-

des, idioma). Más que todo, aquí es donde una identidad estigmatizada de-

bería situarse. Este tema es particularmente relevante en contextos donde

coexisten varias culturas y grupos étnicos. Un ejemplo típico consiste en las

dificultades que los niños indígenas deben enfrentar en sus procesos de

aprendizaje, debido a su falta de familiaridad con el idioma dominante. Pro-

movida en la literatura étnica y de género, la formación de estereotipos ads-

critos a algunos elementos de la identidad tales como raza, género y disca-

pacidad -a menudo insuficientemente reportados-está asociada a la cons-

trucción y evaluación social de la identidad como un mecanismo de exclu-

sión  (Rodgers et al., 1995:30-32).

La dimensión política de la exclusión social abarca derechos y desigual-

dades entre los miembros de una sociedad. Considera derechos civiles y

políticos y por supuesto los socioeconómicos básicos, tales como el acce-

so a la educación y al trabajo. También se refiere al derecho a tener acce-

so a la información y a participar y tener representación política en los pro-

cesos de toma de decisiones. 

Como ya se sugirió en otro trabajo (Clert, 1996b:11,1997,1998), la incor-

poración de dimensiones no materiales, per se,no es nueva. El principal va-

lor agregado del enfoque de exclusión social en este trabajo reside en su

segundo principal nivel de análisis, en que están involucradas las institucio-

nes y los agentes (De Haan,forthcoming:7).  Y como De Haan lo propone,

este nivel pregunta ‘quién y qué está provocando la exclusión’.  Puede re-

ferirse, entre otros, a las formas en que los mercados, los reglamentos,

las organizaciones cerradas u otros agentes interactúan para generar o

combatir procesos de desventaja social. Dependiendo del contexto o del

problema bajo estudio, diferentes tipos de procesos pueden combinarse:

procesos económicos, con su potencial impacto de cambios en la estrate-
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gia de desarrollo o en el funcionamiento del mercado laboral; modificacio-

nes institucionales en el sistema sociopolítico; o prácticas excluyentes o in-

cluyentes de parte de algunos agentes.  La fuerza analítica del enfoque de

exclusión social consiste en juntar los dos niveles en un marco coherente.

La distinción entre los dos niveles es solo para propósitos de clarificación.

En otras palabras, el segundo nivel de análisis dirige explícitamente la aten-

ción a los procesos y prácticas de exclusión o inclusión que determinan,

habilitan o restringen el acceso a los diferentes materiales y bienes simbó-

licos sugeridos.

Por medio de la combinación de estos dos aspectos analíticos (multidi-

mensionalidad y procesos), el enfoque de exclusión social tiene en cuenta

la acción recíproca de estructura y agencia8 en la explicación de la desven-

taja social y la desigualdad9. Por un lado, cuando observa a las personas o

grupos que viven en desventaja social, el enfoque reconoce la capacidad

de creatividad de las personas y de ser agentes humanos ingeniosos. Y tam-

bién reconoce las acciones y relaciones que ellos desarrollan con el fin de

modificar su situación. Un aspecto específico en este sentido es la hipóte-

sis de que la disposición de bienes tangibles e intangibles10 incrementa la

capacidad de transformación de las personas y grupos y su espacio de con-

trol en las relaciones de poder.

Al mismo tiempo, se ha subrayado que lo que limita las oportunidades

de algunos para superar la desventaja social es la desigualdad en la distribu-

ción de esos bienes. Cuando se investigan las fuentes de tal desigualdad, un

enfoque de exclusión social desafía al recurso de las explicaciones indivi-

dualistas de la desventaja social, en la medida que relaciona a las personas

y los grupos con el sistema más amplio en que ellos viven, y en el cual in-

teractúan con otras personas y grupos. El acceso a los bienes tangibles e in-

tangibles está encajado en, y se entrelaza con los ordenamientos institucio-

nales y las prácticas de otros agentes. Esos ordenamientos y prácticas pue-

den ser excluyentes y por lo tanto reducir el espacio de los agentes huma-

nos para maniobrar en relaciones de poder desiguales. Podría ser que aque-

llas fueran incluyentes y contribuyeran a mitigar los desbalances de poder.

En suma, si bien un enfoque de exclusión social enfatiza los temas de

importancia relacional, los aspectos distributivos no se descartan. Un bajo

nivel de ingreso es considerado como un factor importante de exclusión, y

así es particularmente en sociedades en que el intercambio de mercado

8. Agencia refiere a la ‘acción’ que ‘comprende intervenciones en eventos de la realidad, producien-

do resultados definidos’ (Giddens, 1979).

9. El desarrollo que sigue no pretende ofrecer una simple explicación teórica de la exclusión social.

Solo clarifica ideas teóricas asociadas con la agencia, la estrucutura y el poder (Giddens;1979).

Estas fortalecen la perspectiva analítica definida más arriba, y son confirmadas en esta investi-

gación.  

10. Algunos de estos bienes eran presentados dentro del aspecto de multidimensionalidad.
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juega un papel crucial en los procesos de inclusión social. En este mismo

sentido, y como Lapeyre and Bhalla (1997:417) lo proponen, la dimensión

distributiva refleja las oportunidades para lograr ‘funcionamientos valoriza-

bles’ y, por lo tanto no debería ser considerada como unidimensional.

Finalmente, un enfoque de exclusión social se aparta del análisis ‘ines-

pacial’ de la desventaja social11. Los procesos espaciales afectan las activi-

dades de las personas y sus relaciones con otras, y por lo tanto juegan un

rol importante en la creación de la exclusión/inclusión. Por ejemplo, las for-

mas del ambiente espacial –como la arquitectura– influyen en el desarrollo

de las redes y contactos sociales a nivel del barrio.

Ubicando el enfoque de exclusión social dentro de otras ideas

Utilizado en forma aislada, el enfoque de exclusión social solo ofrecería

una limitada ayuda al análisis social y por lo tanto al diseño de políticas.

Aun cuando es sensible al tema de género, no se envuelve en un examen

cuidadoso de las dinámicas intrafamiliares, ni en las más  amplias sobre re-

laciones de género. Género es, en sí mismo, un proceso de exclusión y dis-

criminación12 que se intersecta con las dimensiones y procesos de un enfo-

que de exclusión social, así como con sus aspectos relacionales y espacia-

les. Además –como lo argumenté en otro trabajo (Clert, 1998)–, un enfoque

de exclusión social es incapaz de aplicarse al estudio de los costos psico-

lógicos de las estrategias de supervivenvia. Puede observar la inserción de

una persona en una red informal de cuidados, pero no puede ocuparse de

la presión ejercida sobre esa fuente de cuidados. Por el otro lado, el análi-

sis de género, por sí mismo, no podría considerar todas las dimensiones

planteadas por un enfoque de exclusión social.

De modo inverso, un enfoque de exclusión social complementa el estu-

dio de lo que Chambers denomina el ‘margen externo de la vulnerabilidad’.

Plantea inquietudes acerca de quién y qué es lo que hace que algunas per-

sonas (o grupos) sean más vulnerables que otros. Por ejemplo, un enfoque

de vulnerabilidad –esencialmente enfocado en las posesiones– identifica a

un cuerpo saludable como una posesión física crucial en el proceso de

11. En los enfoques francés y europeo, una de las implicaciones política de tal perspectiva ha sido el

cambio del tratamiento separado alrededor de categorías sociales para la territorialización de las

acciones desde un estricto grupo focal, hasta un enfoque basado en el área [Delarue,1994;

Berghman, 1995:15]. 

12. Cuando me refiero a ‘dimensiones y,o, procesos de exclusión’, entiendo a la exclusión como la

acción ejecutada por alguien, o algo, que impide el acceso a recursos, mercados o instituciones

‘valorizables’ y ‘valorizadas’.  Entiendo la discriminación como el acto de dificultar el acceso a los

recursos, mercados o instituciones ya mencionadas.. Es sobre la preferencia o la distinción que se

hace sobre la base de ciertos elementos, como la raza o el status socioeconómico, los que tienen

el efecto de anular o descompensar la igualdad de oportunidades o de tratamiento en el proceso

de acceso a esos recurso, mercados e instituciones (Clert, a publicar).
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acceso al mercado laboral. Un enfoque de exclusión social reconoce este

hecho, pero como agregado se enfoca sobre la construcción social del cuer-

po y de la apariencia física como un poderoso mecanismo de exclusión en

el mercado laboral. (Véase Sección Dos).

La Figura 1 ilustra, esquemáticamente, la ubicación de un enfoque de

exclusión social dentro de algunas de las diversas ideas que forman parte

del manojo de herramientas que los planificadores y observadores pueden

utilizar en el análisis de la desventaja social. El esquema sugiere un círculo

vicioso de desventaja social en el cual los marcos dejan ver diferentes preo-

cupaciones. Una idea clave es que las personas o grupos no son necesaria-

mente vulnerables a la pobreza por razón de ‘características inherentes’, si-

no que se convierten en vulnerables por procesos de exclusión. A su vez,

la pobreza conduce a un reforzamiento de los procesos de exclusión. Los

procesos incluyentes y no discriminatorios aparecen como una vía central

en el rompimiento de este círculo vicioso.

Esto nos lleva a las implicaciones generales de política planteadas por el

enfoque de exclusión social. Y regresando al conjunto de herramientas de

los diversos marcos de desventaja social, Beall (1997:59) útilmente nos re-

cuerda que marcos conceptuales y analíticos diferentes pueden conducir a

distintas formas de medición y evaluación, las que, a su vez, dan origen a

diferentes enfoques de política. Esto, sin embargo, ‘puede ser complemen-

tario en el contexto de un marco de política que reconoce la desventaja so-

cial como multidimensional’.

Figura 1

Exclusion Social como complemento

de otros esquemas de desventaja 

(Fuente: Clert, trabajo a publicar)
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EXCLUSIÓN DEL MERCADO LABORAL13

La exclusión del mercado laboral ha sido considerablemente bien repor-

tada, medida y analizada, tanto por el gobierno chileno como por el sector

académico. Por esta razón, en el presente proceso de investigación, reali-

zado en el nivel más local, se ha prestado menos atención a ello en com-

paración con otras áreas de información (ILO, 1998; World Bank, 1997). Sin

embargo, dada su gran importancia en la desventaja social, y en la estrate-

gia antipobreza del gobierno chileno, es útil presentar algunos hallazgos re-

lacionados con el fenómeno de exclusión del mercado, sus causas y sus

asociadas implicaciones de política.

El fenómeno de exclusión del mercado de trabajo:

Hechos e implicaciones de política

Los datos cuantitativos del estudio de Huechuraba mostraron dos gran-

des modalidades de exclusión del mercado laboral: a) el desempleo y; b)

el empleo precario.

El Desempleo

En términos generales, la tasa de desempleo de la población mayor de

14 años que fue encuestada, fue de 14,1%. Con respecto a género, el estu-

dio sugirió (Casilla 3) que las mujeres experimentan mayor dificultad en el

acceso al mercado laboral, tendencia que se observa tanto en los estudios

con alcance regional así como nacional (Clert, 1996b:14-16). Se encontró

que un cuarto de las mujeres económicamente activas buscaban trabajo, en

comparación al 7,5% de los hombres.

En términos de edad, la población encuestada no se desvió significati-

vamente de otras encuestas sobre Huechuraba y el Gran Santiago, con res-

pecto a la prevalencia del desempleo juvenil. En efecto, el 26,4% del gru-

po de edad entre 15 y 24 años se encontraba desempleado, en compara-

ción con el 14,7% de aquellos del grupo entre 25 y 44 años. 

Con todo, las cifras obtenidas para el grupo de edad entre 45 y 64 años

merecen una mención especial. La tasa de desempleo que se encontró pa-

ra este grupo resultó ser relativamente baja, el 4,1%. Sin embargo, esta ci-

fra tiene que ser contrastada con la alta proporción de aquéllos que no ha-

bían trabajado, y que no eran ni retirados ni estudiantes, pero que declara-

ron que no habían estado activamente buscando trabajo. Esto podría signi-

ficar dos cosas. Primero, que la pregunta de la encuesta relacionada con la

13. Los nombres de los entrevistados, en todo este documento, han sido alterados por razones de con-

fidencialidad.
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distinción ‘ha estado buscando trabajo o no’, estuvo débilmente formulada

y consultada, lo que condujo a una confusión del entrevistado. Alternativa-

mente, podría sugerir que una importante proporción de aquellas personas

que no buscaron activamente trabajo ya no esperaban encontrar alguno,

debido a que fueron fuertemente desmotivados por las experiencias pre-

vias. Esta última interpretación fue apoyada por las entrevistas cualitativas,

en las que los consultados manifestaron sentimientos de una decepción tan

alto que les había llevado a dejar de visitar la oficina de trabajo, al trabaja-

dor social, los sitios de la construcción, y ni siquiera contestar los avisos del

periódico. (Sobre los factores importantes detrás de esta desmotivación,

véase 2.2).  Algunas personas simplemente se relegaron a su hogar, mien-

tras que otros aceptaban cualquier clase de empleo casual que apareciera

en su camino14.  Estos hallazgos sugieren que un enfoque exclusivo sobre

los jóvenes por parte de las políticas sociales relacionadas con el empleo,

descuida otros segmentos importantes de la fuerza de trabajo.

Empleo Casual y Empleo Precario

Tres hallazgos fueron particularmente decisores. Primero, 22% de la po-

blación trabajadora encuestada solo había encontrado trabajo casual, inclu-

yendo trabajo por día, puestos temporales, o tareas domésticas (todos, a

menudo denominados ‘pololos’)15.  Segundo, alrededor del 35% de los tra-

bajadores asalariados no habían firmado un contrato de trabajo.  Tercero,

el bajo nivel de salarios era sorprendente, y constantemente reportado por

informantes claves así como por contestadores de la encuesta familiar. Los

salarios medios para los trabajos obtenidos a través de la Oficina Municipal

de trabajo se situaban entre un mínimo de salario mensual de US$150

($70.000 pesos) y US$200 ($100.000 pesos)16.  Un salario bajo significaba un

círculo vicioso de pobreza, vulnerabilidad, y exclusión de los derechos so-

ciales: ingresos insuficientes para satisfacer necesidades básicas; una gran

exposición a las deudas, y acceso restringido a los servicios sociales tales

como la atención en salud.

En relación con género, la encuesta cuantitativa sugirió la mayor expo-

sición de las mujeres al empleo precario. En el caso de las trabajadoras do-

mésticas, por ejemplo, una categoría exclusivamente femenina, solo una

mujer de cada siete había gestionado la firma de un contrato. De todas las

14. En el momento de la encuesta, ni siquiera este tipo de trabajos se había presentado desde los dos

meses anteriores a ella. 

15. Algunos ejemplos incluyen, en el caso de los hombres, pequeñas reparaciones en las casas de los

vecinos, en el caso de las mujeres, el lavado de ropa en hogares acomodados, o el cuidado de los

niños de otra gente.

16. Posteriores indicadores significativos del bajo nivel de los salarios fueron la alta proporción de la

población encuestada que tenía una ‘tarjeta de indigencia’ para la salud, y el tipo de ocupación

principal.
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mujeres trabajadoras, el 29,1% se habían involucrado en empleo casual, en

comparación al 18,4% de los trabajadores hombres. Es notable el hecho de

que la proporción de hombres que se implicaban en empleos casuales fue-

ra muy alta, aunque más baja que aquella de las mujeres. (Los trabajadores

masculinos en el sector de la construcción estaban particularmente expues-

tos a este problema, debido a las características cíclicas de la actividad).

Procesos conducentes a la exclusión del mercado de trabajo

Una compleja interacción de los procesos culturales

y estructurales de exclusión

La utilización simultánea del enfoque de género y del enfoque de exclu-

sión social exige un acercamiento integrado y dinámico al análisis de ex-

clusión del mercado laboral. En este marco, los procesos socioculturales

asociados con género se mantienen firmes. Esto puede resumirse de la si-

guiente manera: Primero, la construcción social de las identidades, roles y

tareas de los hombres y las mujeres ha conducido a un diferenciado acce-

so a, y control de, los recursos17.  Esos recursos pueden incluir el ingreso

generado por la familia, el poder de la toma de decisiones, o los recursos

productivos, tales como la educación y la capacitación vocacional. Segun-

do, las relaciones de género tienen una influencia decisiva sobre las posi-

bilidades de las mujeres que entran al mercado laboral. Estudios cualitati-

vos tanto en zonas rurales como urbanas de Chile (Valdés, 1996; Sabatini,

995), plantean que los que son la pareja masculina evidencian actitudes

mezcladas con respecto a la participación femenina en la fuerza de traba-

jo, mostrando aceptación y oposición al mismo tiempo. Tercero, en Chile -

así como en la mayoría de los restantes países latinoamericanos-,  el cuida-

do de los niños recae, casi siempre, exclusivamente en las mujeres, en la

medida que la disponibilidad de servicios de bajo costo para ello son muy

raros. (Cleary, 1995). Con mucha frecuencia, las restringidas oportunidades

de las madres las conducen a abandonar los empleos de tiempo completo,

y aceptan trabajos, y/o condiciones de trabajo, de tiempo parcial (Valenzue-

la, en SERNAM, 1996:89).

El informe de 1996 sobre pobreza femenina en Chile mostró cómo otros

procesos de exclusión e inclusión interactúan con género (Clert, 1996b). Ta-

les procesos han implicado principalmente las dinámicas del ciclo familiar,

de las instituciones de trabajo, la particpación en, o la exclusión de, los con-

tactos y redes de trabajo, la calidad de la vivienda y del hábitat, el papel de

los agentes fundamentales, tales como las empresas y los cambios econó-

micos. Un estudio de Abramo y Armijo (1994) mostró que las oportunida-

17. (Beall, 1993).



des para las mujeres en las empresas industriales permanecían siendo las

mismas o, incluso, habían decrecido. En las industrias del calzado por ejem-

plo, la introducción de maquinaria altamente tecnificada para el corte del

cuero ha conducido a que los hombres estén siendo empleados en traba-

jos tradicionalmente ocupados por mujeres. Y ahora, los jóvenes son más

preferidos debido a que se presume que ellos soportan, mucho mejor que

las mujeres, el acelerado ritmo de las nuevas máquinas. No obstante, es im-

portante hacer notar que hay otras industrias que utilizan alta tecnología

(electrónica) en que las mujeres son preferidas en vez de los hombres.

Esa interacción entre factores culturales y estructurales ha sido en gene-

ral bien revisada por diversos estudios. Por tal razón, nuestro microestudio

no los incluyó en la encuesta. Sin embargo, en las entrevistas con planifi-

cadores centrales, y particularmente con antiguos funcionarios del Ministe-

rio de la Mujer sí se incorporaron en sus preocupaciones por respuesta de

políticas. Después de referirse a la fundamental importancia de temas co-

mo el derecho al trabajo, nivel de salarios y trabajo de temporadas, una an-

tigua funcionaria del Programa Social Nacional para Mujeres Jefas de Fami-

lia, comentó:

‘Hay áreas en donde la discriminación es muy fuerte y donde las

políticas sociales carecen de impacto... Nosotros preparamos el in-

greso de las mujeres en el mercado laboral, generamos condicio-

nes, proveemos herramientas, redes, y contactos institucionales. Pe-

ro al final del día el único que contrata es el empresario, y  el úni-

co que fija el nivel de los salarios es el empresario en un marco de

leyes laborales que deja muy desprotegidas a las mujeres trabajado-

ras.’ (Comunicación personal).

En su visión, el programa ha sido mayormente deficiente en términos de

la calidad de la inserción de las mujeres en el mercado laboral debido a

que ha sido incapaz de modificar las restricciones estructurales que existen

en ese mercado.

Hallazgos adicionales: Procesos sutiles de exclusión

El estudio piloto hizo un intento por develar procesos oscuros de exclu-

sión de las oportunidades de trabajo. La encuesta familiar encontró que la

entrega de alguna razón formal sobre el rechazo de postulantes a un traba-

jo solo raras veces les era dada a los postulantes. En un pequeño número

de casos cuando alguna explicación fue explícitamente brindada, ella se re-

fería al nivel de las expectativas de salario del postulante, o a aspectos de

género tales como el estado civil, o a la presencia de hijos en el caso de
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las mujeres. Evidencia cuantitativa y cualitativa más profunda reveló dos

posibles fuentes principales de exclusión del mercado laboral.

Primero, las percepciones de los encuestados mostraron que el rechazo

estaba significativamente vinculado a algunos prerrequisitos exigidos por

los empleadores potenciales, tales como el requerimiento, al postulante, de

presentar referencias, recomendaciones, lo mismo que un certificado de

inexistencia de registro criminal. Aunque las recomendaciones eran igual-

mente requeridas para candidaturas femeninas y masculinas, el certificado

de antecedentes afectaba adversamente a los hombres, principalmente

(Véase Sección 4).

Segundo, otras percepciones sutiles de exclusión se relacionaban a  al-

gunos elementos de la identidad de los encuestados, tales como la edad, la

apariencia física, el lugar de residencia y alguna discapacidad. El estudio

mostró que tanto los hombres como las  mujeres podían ser afectados. Se-

gún los encuestados en el grupo de edad entre 45 y 64 años, la discrimina-

ción basada en la edad, tanto para contratar como para despedir, afectaba

categorías femeninas de ocupación, tales como las trabajadoras domésticas,

y categorías dominadas por hombres, como la construcción.  Los estereoti-

pos sobre la “adecuada” apariencia física afectaban especialmente a las mu-

jeres, pero también a los jóvenes. En ese mismo sentido, todos los residen-

tes en el Sector Pincoya de la comuna de Huechuraba se sentían discrimi-

nados en contra, debido a la reputación del área como una zona rústica y

peligrosa, poblada por gente deshonesta. (Véase Casilla 1).
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Casilla 1

Procesos sutiles de exclusión y discriminación en el

mercado laboral. Hallazgos de la encuesta de la submuestra,

desarrollada en Huechuraba, Santiago

La importancia de las reglas no escritas de selección. José, trabajador de la construc-

ción, desempleado en el momento de la encuesta:

‘ Salgo a caminar buscando sitios, Yo me presento, ¿Entiende? Yo soy carpintero

y necesito algún trabajo. Entonces ellos me dicen ‘¿qué educación tiene usted? -

Te rcer año, primaria (corresponde a primaria incompleta). ‘¿Usted tiene antece-

dentes?’ y entonces ya me puedo ir porque ese fue el final de todo.

Lugar de re s i d e n c i a . José vivía en el sector de la Pincoya y reportó como sigue:

‘...Me preguntaron de cuál comuna venía yo,. Huechuraba.  ¿Y dónde está eso?

Nada más, pero ellos me miraron de una manera, con un  gesto, como si qui-

sieran decir ... Ah,ahí es donde uno tiene que entrar de espaldas para que la

gente crea que estás saliendo.’

Discriminación basada en la edad.  Mujeres.  Margarita, de 52, había trabajado toda

su vida como empleada doméstica, pero fue despedida por su empleador dos años

antes del momento de la encuesta. Desempleada desde entonces, en el momento

de la encuesta:

‘(...) una va a algún lugar y la oferta dice ‘Se necesita empleada  doméstica ma-

yor de 25 hasta, digamos, 40’.  Entonces; ¿que es lo que pasa?  Aquellas de no-

sotras que tenemos alrededor de 50, ¿no tenemos derecho a trabajar?  

Y Hombre s . Manuel, de 53, era un trabajador calificado semi capacitado, un solda-

d o r. Él había trabajado durante muchos años en la misma compañía constructora. Al

finalizar uno de los trabajos de construcción, repentinamente la empresa dejó de en-

viarlo a nuevos sitios de construcción. Prácticas excluyentes similares ocurrían en el

p roceso de contratación, como después Manuel describió su búsqueda de trabajo:

‘Fui a diferentes empresas ... Me mantenía tocando puertas.  Me las arreglé pa-

ra trabajar en dos o tres lugares, pero de nuevo ocurrió lo mismo. Me decían

‘entonces, hasta luego, ‘ya no te necesitamos’. Y así, simplemente, en muchas

partes,ni siquiera me dieron el trabajo. Me miraban de arriba a abajo. Ahí esta-

ba el anuncio del trabajo, pero ellos decían ‘no, ya contratamos a alguien’.  Y

yo también usaba el teléfono, Les telefoneaba desde afuera del lugar, y enton-

ces respondían que aún necesitaban gente, y yo recién había hablado con ellos.

Entonces, así es como uno se da cuenta que es discriminado en contra’. 

Apariencia física. A pesar de la naturaleza ‘tabú’ que tiene este tema, un informan-

te clave de la oficina de trabajo en la municipalidad admitió que las calificaciones

no eran el único factor en una entrevista por trabajo. 

-:’’El empleador pesa ciertos criterios: ‘buena presencia, experiencia, conocimiento.....

Autor: ¿Qué entiende usted por buena presencia?

-: la apariencia, hay cosas en los detalles. Por ejemplo,  For instance, usted tie-

ne gente que viene aquí con su cola de caballo, sus aretes...

Autor: ¿Y estos son criterios importantes?

-: Por supuesto, aquí la presentación cuenta para el 25%.  Pero es verdad que

ellos les dirán ‘Ya hemos contratado a otra persona’.  Ellos no dirán ‘No lo to-

mamos debido a que usted se ve muy feo.

Fuente: Clert (a publicar). Informantes claves y Encuesta de Submuestra / Dic1997 y Mayo 98
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EXCLUSIÓN DE LAS CALIFICACIONES

SOCIALES; PRINCIPALES HALLAZGOS

Esta sección se inicia con un resumen de hallazgos con respecto a la ex-

clusión de los calificaciones sociales (social entitlement), lo que es seguido

por un enfoque en los principales procesos que conducen a la exclusión. 

La exclusión y la baja calidad de los servicios sociales públicos

Los informes disponibles sobre pobreza y exclusión social en Chile han

hecho notar el desigual acceso a servicios sociales básicos de calidad, tales

como la salud o la vivienda, a pesar de los considerables mejoramientos lo-

grados en la infraestrucutra social  (Mac Clure, 1994; Urmeneta and Mac

Clure, 1995). A este respecto, el estudio realizado en Huechuraba necesita

que los indicadores de acceso ya utilizados por la Encuesta Familiar CASEN

sean suplementados con otros indicadores de exclusión, como se ilustra en

el área de salud (véase Casilla 7).

Con respecto a las dimensiones de género, los reportes disponibles han

tendido a resaltar la falta de conciencia de género por parte de los ministe-

rios sociales, y los impactos que ello tiene en la exclusión de las mujeres chi-

lenas de los derechos sociales. En el sector de la salud,  por ejemplo, el an-

t e r i o rmente citado informe de 1996 (Clert, 1996b:28-29) destaca tres aspec-

tos principales: a) La limitada recolección de información relacionada con

g é n e ro; b) El persistente énfasis que los sistemas públicos de salud ponen

en la salud re p roductiva de las mujeres, en detrimento de su salud ocupa-

cional; y c) La ignorancia de las relaciones de género, en la medida en que

los hombres continúan estando abrumadoramente ausentes de los pro g r a-

mas que se ocupan de la planificación familiar y de la salud sexual de las

m u j e re s .

Existe evidencia de que la pobre calidad de los servicios sociales, en sí

misma, se suma a la carga de trabajo de las mujeres, que es en quienes re-

cae el bienestar general de la familia.

Procesos que conducen a la exclusión de los derechos sociales

El impacto de los costos de los servicios sociales

El efecto de exclusión que producen los mecanismos de recuperación

de costos –o  en general, un sistema de tarifa por servicio–, ya fue repor-

tado con respecto a la atención en salud y al acceso a la educación supe-

rior. Con relación a la salud, el estudio cuantitativo encontró que un tercio

de las personas que no habían recibido atención indicó que ello era
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Casilla 2

La Exclusión de la salud

Los límites de los indicadores cuantitativos disponibles

La encuesta cuantitativa del estudio piloto realizado en Huechuraba,

Santiago, utilizó indicadores complementarios de acceso a aquellos de la

encuesta de ‘hogares’. Los hallazgos sugirieron las limitaciones de la pre-

gunta de CASEN ‘¿Recibió usted atención médica?’, en cuatro aspectos

principales:

a) No reflejaba el proceso para obtener acceso a la atención médica, ni

las dificultades que se encontraban en el camino. Los informantes cla-

ves y las entrevistas semiestructuradas confirmaron la importancia de

las filas, los largos tiempos de espera antes de los exámenes o de las

operaciones, y el riesgo de quedarse sin un número en el centro de

salud.

b) El indicador cuantitativo por sí mismo nada decía sobre la calidad de

la atención que se recibía. En este sentido, muchos encuestados con-

firmaron, a través  de sus experiencias, la frecuencia de errores co-

metidos durante la atención. En algunos casos, los errores o la defec-

tuosa atención durante operaciones había incluso resultado en una

incapacidad física permanente de los pacientes.

c) Frecuentemente, los pacientes sentían que eran discriminados en

contra por el modo en que eran tratados. Algunos pacientes sentían

que recibían un tratamiento inferior debido a que ellos portaban una

tarjeta de indigencia.

d) Este indicador no especifica si el paciente era realmente atendido en

el sistema público de salud en el cual él/ella se encontraba registra-

do. El estudio investigó sobre la exclusión de un servicio público de

salud de calidad, mediante el examen de la cantidad de personas que

habían tenido que buscar atención privada a pesar de encontrarse re-

gistradas en el sistema público. La encuesta cuantitativa encontró que

entre las 58 personas registradas en el sistema  público que sí habían

recibido alguna atención, una fue privada, y 5 (8,6%) fueron de am-

bas, privada y en el sistema público. En un estudio posterior se hizo

evidente que estos pacientes eran presionados a buscar atención pri-

vada debido a las deficiencias en el servicio público.

Fuente: Clert (a publicar) Encuestas de Hogares, Enero-Junio 1998.



266

‘debido a que no podían pagar por ella’.  En cuanto a aquellas personas

que se las habían agenciado para obtener atención, las entrevistas semies-

tructuradas sugieren que las restricciones financieras eran a veces tan ex-

tremas que la misma vida de los pacientes estuvo puesta en peligro18.  Es-

tos hallazgos sugieren una importante conclusión para la comprensión de

la desventaja social, enfocada en una perspectiva social. Un bajo nivel de

ingreso permanece como un factor esencial e irrefutable en la persistencia

de la exclusión de los derechos sociales. A pesar de los mejoramientos en

la infraestructura humana y físico-social, el acceso a servicios sociales de

calidad -y de ahí, la posibilidad de superar las desventajas-  se encuentra

entrabada, si no impedida, por los mecanismos de recuperación de costos.

Interacciones de género

El estudio dejó ver dos hallazgos fundamentales con respecto a la inte-

racción de género y el ordenamiento financiero institucional del sistema de

políticas sociales. En primer lugar, las mujeres eran, con frecuencia, finan-

cieramente excluidas, debido los roles de género, como se ilustró en el ca-

so de la educación.

Si bien la encuesta cuantitativa no mostró diferencias en el nivel de edu-

cación entre hombres y mujeres mayores de 14 años, las entrevistas cuali-

tativas sugieren que los papeles de género tradicionales tienden a excluir a

la mujer de los servicios de financiamiento y de la educación, especialmen-

te de la educación de adultos. Así lo explicaba Carla:

‘Yo dejé de estudiar cuando era joven debido a que mi madre de-

pendía de sí misma. Yo tenía que quedarme en la casa para cuidar

de mis dos hermanos mientras mi mamá trabajaba. Y después de

eso, yo me casé y tuve hijos. Hoy día, a mí  me gustaría volver a

estudiar. Pero ahora el problema es que no tengo el dinero suficien-

te para estudiar. Podría tomar clases de noche, pero nada es gratis.

Y también está la preocupación por los niños, el pago de los gas-

tos de su escuela. Y aquí, en la casa, cuidando de que no falte na-

da. Mis estudios serían un nuevo gasto. Así es que prefiero no es-

tudiar y comprar otras cosas.

En segundo lugar, las regulaciones institucionales del sistema de políti-

cas sociales para acceder a los beneficios y servicios tendía a estar fuerte-

mente sesgado en contra de las mujeres que no encuadraban dentro de

18. Mayor evidencia de apoyo, más allá del estudio piloto, puede ser encontrada en la prensa chile-

na.  Los recientes y constantes reportes de muertes de niños pequeños que no fueron atendidos

oportunamente debido a que sus padres no pudieron cumplir los requisitos; es decir, no podían

pagar los costos de la atención, ni proveer un cheque en blanco, ni habían sido calificados para

atención gratuita a través de la posesión de una ‘tarjeta de indigencia’.
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ciertas categorías de estado civil. Mientras que a las mujeres solteras jefas de

familia generalmente se les da 10 puntos adicionales en su aplicación para

una vivienda social, aquellas que estuvieron casadas, y cuyo exmarido po-

see una casa, no están calificadas para postular a vivienda social debido a

que los beneficios del gobierno solo se otorgan una vez, y a la familia.

El bajo nivel de información:

Cuestionamiento de la estrategia de comunicación 

El saber que uno tiene derecho a determinados servicios o beneficios es

una cuestión crítica, así como lo es el saber cómo reclamarlos. La encues-

ta familiar sugirió que la baja calidad o la carencia de información podían

jugar un papel importante en la exclusión de los derechos sociales. Se pue-

den subrayar tres hallazgos principales19.  Primero, independientemente de

la clase de derecho social, la proporción de encuestados que declaró no ha-

ber oído del todo sobre los derechos presentados en el cuestionario repre-

sentó un 51%. Segundo, esta proporción variaba dependiendo del tipo de

derechos sociales. Por una parte, se incrementaba -en algunos casos hasta

el 74%- cuando se trataba de beneficios tales como los de los programas

municipales de salud y educación, los que proveen redes de seguridad ta-

les como la entrega gratuita de medicinas, y asistencia económica para la

compra de los requeridos uniformes escolares. 

Con respecto a un particularmente importante programa de gobierno

para aliviar la pobreza femenina -el Programa de Mujeres Jefas de Familia-

el 70% de 70 mujeres de Huechuraba encuestadas respondió que nada ha-

bían oído de él.  Por otra parte, mucho más baja era la proporción de en-

cuestados desinformados con respecto a fondos sociales -los que son usual-

mente muy bien publicitados por la radio y la TV-, y con respecto a cursos

de capacitación vocacional, lo que siempre ha constituido una alta priori-

dad de los gobiernos central y locales. Tercero, aun en el caso de aquellos

encuestados que sí habían oído acerca de los derechos sociales, una impor-

tante proporción de ellos declaró que no estaban seguros sobre el cómo

tener acceso a tales beneficios. Por ejemplo, un 50% de los encuestados que

declararon haber escuchado sobre cursos de capacitación vocacional, no

sabían cómo postular para ellos.

Una manera de entender las causas de la reducida información fue la de

considerar las vías a través de las cuales los encuestados ‘informados’ ha-

bían obtenido su conocimiento. Tomando el ejemplo de las transferencias

gubernamentales de dinero (subsidios monetarios), el análisis de los

19. En esta sección, es muy difícil extraer porcentajes desagregados basados en género. Las preguntas

relacionadas con la información sobre las calificaciones sociales solo fueron hechas a 88 encues-

tados, de los cuales 70 eran mujeres y 18 eran hombres.
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mecanismos existentes indica cuatro vías a través de las cuales se transmi-

tió la información: a) el medio más frecuente de información (43%) era al-

gún contacto ‘cercano’, como los amigos, la familia y los vecinos; b) El por-

centaje siguiente (37%) correspondió a actores oficiales, tales como traba-

jadores sociales municipales, o el centro de salud; de estos, solo el 10% de

los casos se produjo por medio de una visita directa del trabajador social al

hogar del encuestado; c) Las organizaciones sociales tales como las asocia-

ciones de vecinos solo representaron el 6%; e) Finalmente, medios de in-

formación distantes, como los afiches y la radio, solo representaron la pro-

porción más pequeña, 5%.

Tres factores explicaron los resultados mostrados. Primero, el aislamien-

to de las redes sociales como la familia o los vecinos podría influir negati-

vamente en el acceso a la información.  Segundo, la falta de, o la irregula-

ridad de, las visitas a la municipalidad también pueden constituir un factor

negativo. Tercero, aquellas personas que no reciben la visita de los traba-

jadores sociales en el hogar durante campañas de extensión (‘barridos’ )20,

pueden ver reducidas sus oportunidades de informarse acerca de los bene-

ficios disponibles para ellos. Aunque este estudio no pudo recabar víncu-

los causales conclusivos, sí pudo plantear preocupaciones sobre la movili-

dad de los actores, como los trabajadores sociales, los que necesitan estar

en estrecho contacto con la gente que experimenta el aislamiento y la des-

ventaja social.

Parecía como si los encuestados tuvieran que ir al lugar en que se en-

contraba la información, más que la información tuviera que llegar hasta

ellos. Estos hallazgos plantean interrogantes acerca de la eficacia de la es-

trategia de comunicación de la municipalidad. Por ejemplo, ninguna men-

ción fue hecha sobre el boletín municipal como una fuente significativa de

información. Este aspecto fue más tarde investigado a través de observacio-

nes y entrevistas con los funcionarios municipales, llegando a revelar varios

elementos de complejidad.

• Ninguna estrategia de comunicación institucional existía sobre de-

rechos sociales; las entrevistas con informantes claves re v e l a ron que

los medios móviles de información se disponían esporádicamente,

y no sistemáticamente.  Más aún, los avisos y los signos que indi-

caban la infraestrucutra social existente y los servicios eran pobre s .

• El flujo de información entre los programas del nivel central -como

el de CHILEJOVEN, o del Ministerio de la Vivienda- con las autori-

dades y organizaciones del nivel local es muy problemático.

• Los canales de comunicación existentes eran inadecuados o insufi-

cientes. La mayoría de los departamentos restringía la difusión de

información a las organizaciones sociales y, dentro de ellas, a sus

20. Un ‘barrido’ es una cobertura general del área.



líderes, incluyendo volantes, etc. Por ejemplo, la Unidad de la Mu-

jer se relacionaba principalmente con las mujeres líderes. Se supo-

nía que ella, naturalmente, circularía la información entre las afilia-

das a su organización y a la comunidad en general.

• La difusión de información con respecto a a las transferencias de

dinero del Estado y a las redes de seguridad social municipal en sa-

lud y educación, era pobre. Las municipalidades procuran promo-

ver la autogestión de la gente y alejarse del paternalismo, del mis-

mo modo que tratan de evitar la creación de expectativas entre pos-

tulantes futuros, ya que el número de transferencias asignadas a la

comuna por el nivel central era extremadamente bajo.

Considerando los procesos de exclusión espacial

Un aspecto fundamental del enfoque de exclusión social es que toma en

cuenta la dimensión social.  Este enfoque reconoce que las relaciones so-

ciales tienen lugar en un espacio que no es neutral y que, por esa razón,

ello puede contribuir al proceso de exclusión. Con respecto a distancia, el

estudio confirmó otros estudios latinoamericanos, al revelar que las comu-

nas periféricas, como Huechuraba, no tenían acceso igualitario a los servi-

cios sociales. Por esto, la gente que vivía en Huechuraba tiene que viajar

largas distancias para acceder a esos servicios, viaje que representa un cos-

to económico para las familias pobres, así como una exigencia a su tiempo

productivo.  Los resultados del estudio mostraron que en Huechuraba, por

ejemplo, solo hay dos centros de atención primaria en salud, no hay ni una

escuela primaria especial para escolares con dificultades de aprendizaje, y

no existen facilidades para los mayores.

El estudio sugirió que el acceso diferenciado a los servicios dentro de

las áreas pobres no debería ser pasado por alto en las políticas de inclu-

sión. En este sentido, la comuna de Huechuraba era muy ilustrativa, en la

medida en que se caracterizaba por la concentración geográfica de las ofi-

cinas y servicios sociales municipales en un sector, el oriental, la zona más

antigua. Para los habitantes del sector occidental, la falta de infraestructura

vial significaba que ellos quedaban pobremente vinculados al resto de la

comuna, y que el acceso a los servicios y oficinas acarreaba inmensos cos-

tos en términos de dinero y tiempo. Esto afectaba a los más pobres de los

residentes de la zona occidental, los que no tenían otra opción que ir al

centro de atención primaria de salud municipal. Otros residentes, con me-

jores planes de salud, ya fuera dentro o fuera de los servicios públicos de

salud, podían ir a algún lugar de su escogencia.

El género también interactúa con el espacio. Las mujeres son más afec-

tadas que los hombres por los procesos espaciales, en la medida en que son
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ellos los que tienden a ser los principales usuarios de los servicios públicos.

El lugar de residencia interactúa con la construcción de los roles y re l a c i o-

nes de género, ya que la atención de salud familiar y la aplicación para be-

neficios tendía a ser principalmente una tarea de la mujer. Y también, el

tiempo de transporte re p resenta un esfuerzo adicional, dada la carga de tra-

bajo que sobrellevan, mientras que la falta de cercanos centros subsidiados

de cuidado infantil reduce sus posibilidades para entrar al mercado laboral.

La necesidad de ordenamientos más flexibles

El estudio sugirió que la disposición de las horas de trabajo de las insti-

tuciones calificadoras, tales como las oficinas o servicios municipales, debe-

rían acomodarse a las personas, mediante una mayor flexibilidad. En la en-

cuesta familiar desarrollada en Huechuraba, los ordenamientos sobre hora-

rio apare c i e ron como un obstáculo para los beneficiarios, lo que se pre s e n-

taba en el caso de dos de las mayores prioridades tanto del Gobierno Cen-

tral como de los gobiernos locales: el Programa de Mujeres Jefas de Familia,

y los Cursos de Capacitación Vocacional.  En estos casos, la encuesta mos-

tró que un tercio de los encuestados interesados en el primer tema, y que

casi la mitad de ellos interesados sobre el segundo, citaron el horario como

un factor. Las autoridades municipales re c o n o c i e ron esto como un desafío

importante. Sin embargo, el responder positivamente involucraría la movili-

zación de mayores recursos humanos y financieros, y una mejor gestión de

estos últimos, de manera tal que se pudieran acomodar a los re s i d e n t e s .

Cuestionamiento de los métodos de focalización

El examen de las implicaciones de los recursos, de las negociaciones o

de los costos y beneficios de los enfoques de selección de [beneficiarios]

escapa al alcance de este artículo. Si bien los instrumentos utilizados (Fi-

cha CASII) ayudan a seleccionar a los pobres, simultáneamente lesionan los

derechos universales de los pobres con la pesada carga de la calificación

comprobatoria.  En este sentido, tanto la encuesta familiar como las entre-

vistas con los funcionarios municipales21 mostraron cómo los medios de

prueba y los enfoques de selección por sí mismos conducían a segregar en-

tre aquellos que pueden probar que ellos son pobres y aquellos que pue-

den pagar por un servicio, ignorando las necesidades e intereses de la gen-

te que no se ajusta dentro de categorías rígidas. Y también es importante

indicar que el instrumento mismo, para ser más eficaz en la selección de

los pobres, tendría que ser revisado para reflejar los cambios que han

21. Tales como los trabajadores sociales y encuestadores a cargo de la aplicación del principal instru-

mento de verificación, la ficha CAS.



tenido lugar en los patrones de consumo y en los servicios disponibles pa-

ra los pobres en Chile al final del siglo.

Medios de verificación

El estudio confirma que los rechazos de las aplicaciones de los postu-

lantes a diferentes beneficios sociales resultaban de la obtención de una

inadecuada cantidad de puntos con el instrumento verificador. Así fue in-

formado por una mayoría de encuestados que habían solicitado, sin éxito,

una o más de las siguientes calificaciones sociales: a) la ‘tarjeta de indigen-

cia’, la que habilita para acceso gratuito a los medios de la salud pública;

b) pensiones; c) vivienda de bajo costo; d) exención del impuesto por re-

colección de basuras; e) acceso a los centros de cuidado infantil.  En fun-

ción de los temas de género, la atención pública de los niños constituye un

ejemplo ilustrativo de la contradicción entre la prioridad asignada a la in-

serción de la mujer en el mercado laboral y el uso de los mecanismos de

selección de beneficiarios por parte de la Institución Pública para el Cuida-

do Infantil en Chile, la JUNJI.

Otras muestras de esta clase de contradicciones incluyen el rechazo de

aplicaciones para pensiones por invalidez que eran hechas por mujeres jefas

de familia, sobre la base del nivel de sus bienes materiales (Casilla 3). Otro

ejemplo es la exclusión de los beneficios maternales que sufrían las adoles-

centes embarazadas (Casilla 4), bajo el supuesto de que las adolescentes ten-

drían el apoyo de sus padres. Este supuesto es de la mayor preocupación en

el contexto chileno, tanto que diversos estudios han destacado la fuerte es-

tigmatización adherida al embarazo adolescente (Latorre et al., 1 9 9 6 ) .

En función de las implicaciones de políticas, los hallazgos mostraban la

necesidad de serios cambios en los instrumentos de medios de prueba (ficha

CASII), y en sus aplicaciones. Primero, se requeriría una menor focalización

en los bienes materiales, tales como televisor a color, re f r i g e r a d o r, calidad del

techo y otros parecidos. Segundo, para fortalecer y validar su poder, se de-

bería dar mayor énfasis a: a) las circunstancias actuales vividas por los pos-

tulantes (i.e. pérdida de un trabajo o enfermedad repentina); b) el grado de

p recariedad del empleo, y sobre sus implicaciones en la inestabilidad del in-

g reso de los postulantes; c) reconocimiento de la pobreza y desigualdad in-

t r a f a m i l i a r, prestando atención a las necesidades individuales en la familia; e)

una capacitación más adecuada de quienes solicitan el instrumento.
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Casilla 3

Medios de Prueba:

cuestionamiento del alto énfasis en las posesiones 

María, de 52, se encontraba en una situación muy vulnerable cuando se

dio su entrevista con el encuestador de CAS. Ella carecía de toda fuente

de ingreso que no fuera la ayuda de sus hijos. Una enfermedad re p e n t i-

na en su columna le impidió trabajar por sí misma. Separada de su es-

poso, ella no pudo obtener una pensión de él. Ella era responsable tan-

to de su hija mayor –la que padecía de una enfermedad psiquiátrica– co-

mo del hijo de aquélla. Ella solicitó una pequeña pensión, pero el pun-

taje que alcanzó con el test de tamizaje  se consideró que era muy alto.

‘El doctor me dio un papel para que yo pudiera tener atención gra-

tuita en el hospital y en el centro de salud. Yo vivo enferma. Estoy en-

ferma de los huesos, y él también me dio un papel para que la visita-

dora pudiera darme una pensión, ya que no puedo volver a trabajar.

Aún menos, ya que a mi toca cuidar de mi hija y su bebé... Ellos vi-

nieron a  verme, ella me preguntó si acaso yo tenía una máquina la-

vadora -Sí, le contesté, ‘¿tiene usted una máquina centrífuga?’ - Sí -, ¿re-

frigerador?,  - Sí -, Muy bien señora, dijo ella, usted no tiene ningún

derecho a una pensión’.

María constituía un ejemplo de los postulantes que no estaban en con-

diciones de generar algún ingreso. Y como otras, ella se estaba convirtien-

do en peligrosamente vulnerable a causa de su enfermedad. En térm i n o s

de compromisos de políticas, este evento propio de la vida justificaba el

apoyo externo y ayuda, con el fin de impedir que ella fuera a hacer en la

p o b reza. Sin embargo, las reglas y los métodos de selección de beneficia-

rios la excluyeron del apoyo externo debido a que sus condiciones per-

sonales sólo fueron medidas en la forma de posesiones materiales.

Fuente: Clert (a publicar) Encuesta de Hogares en Submuestra.

Entrevista semiestructurada. Mayo 1998
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Grupos prioritarios

Otro hallazgo fundamental del estudio consistió en que muchos postu-

lantes podían ser rechazados porque no correspondían al grupo específico

que estaba siendo seleccionado. Esto planteaba serias implicaciones para la

focalización del gobierno en ciertos grupos ‘vulnerables’, lo que conduce a

ignorar la vulnerabilidad de otros. Tanto las mujeres como los hombres

eran afectados, aunque de maneras diferentes.

La mayoría de los encuestados que habían postulado para los cursos de

capacitación vocacional inform a ron sobre estas formas de exclusión, incluyén-

dose entre ellos, principalmente, a los hombres mayores de 40 años, la ma-

yoría desempleados, a quienes se les dijo que los cupos de los cursos que a

Casilla 4

Métodos de medios de prueba, exclusión de los

beneficios familiares y adolescentes embarazadas

Las adolescentes embarazadas, futuras madres adolescentes solteras,

que todavía viven en la misma unidad residencial de sus padres, como

allegadas, debido a que no están en condiciones de encontrar un lugar

para sí mismas obtienen un alto nivel de puntaje en la ficha CAS, en la

medida en que se les supone que se benefician del ingreso total de sus

padres. En muchos casos, esto las excluye directamente de los benefi-

cios maternales. Como dos funcionarios municipales lo expresaron:

Es difícil decirle a una jovencita de 14 ó 15 que el ingreso de su papá

y su mamá la perjudican, que ella no puede obtener el beneficio ma-

ternal ...Y es aún más difícil cuando usted oye en los discursos que las

adolescentes embarazadas tienen derecho a esto y aquello. Las mucha-

chas se sienten realmente mal cuando se dan cuenta que no obtendrán

el beneficio. 

Autor: ¿Por qué ellas no pueden  obtener el beneficio maternal?

Porque ellas son clasificadas como dependientes. Así en la encuesta

CAS, ellas son sumadas como parte de la ‘unidad familiar’ ( el grupo

familiar).  Bien, esto es verdad, pero estamos hablando de una niña

embarazada que necesita un poco de apoyo aquí ...! Y es justo, sus

padres podrían ayudarla un poco, de alguna manera, algunas veces.

Pero algunas veces, sus padres también las rechazan, les dicen fuera

y así. Entonces, las muchachas vienen aquí, a nosotros, buscando

ayuda, a la municipalidad, pero aquí tampoco hay apoyo ...

Fuente: Clert (a publicar). Entrevistas semiestructuradas

con funcionarios municipales. Junio, 1998.
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ellos les interesaban estaban reservados para los jóvenes. Esto conducía a una

situación absurda en la cual  las personas del grupo de edades entre 40 y 50

años eran excluidas del mercado laboral por las empresas, debido a la estig-

matización de la edad, por una parte, y de los programas de capacitación vo-

cacional del Estado, por la otra. Esto también planteó el tema de prioridades

c o n f l i c t i v a s, en la medida en que la exclusión de los hombres de cuare n t a s

con respecto a los cursos de capacitación vocacional no re p resentaba un buen

p resagio para el énfasis del gobierno en el capital humano y en la inserc i ó n

en el mercado laboral, ambas, partes de su estrategia contra la pobre z a .

En cuanto a las mujeres, inquietaban principalmente las mujeres casadas

que postulaban sin éxito al Programa para Mujeres Jefas de Familia. Esto

planteaba un crucial debate sobre políticas, el que aplicaba a Chile, pero

también a otros países de América Latina. La focalización de la pobreza en

las mujeres jefas de familia parecía ignorar que la pobreza femenina tam-

bién podía afectar a mujeres viviendo en familias con jefe masculino. Y al-

go interesante, las entrevistas con los funcionarios del SERNAM sugieren

que el gobierno se está dando cuenta de la importancia de estos aspectos,

y está considerando extender de alguna manera el Programa.

EXCLUSIÓN DE LOS DERECHOS Y DEL SISTEMA DE JUSTICIA

Negación de Derechos y Desventaja Social

Un enfoque de exclusión social requiere observar a aquellos que expe-

rimentan la desventaja social como personas que están dotadas de derechos

así como de necesidades22. El análisis de la desventaja social desde tal pers-

pectiva multidimensional obligó a romper la acostumbrada separación –evi-

dente en tantos reportes oficiales de desarrollo–  entre pobreza y negación

de derechos, entre los aspectos socioeconómicos y los político-legales. En

el caso de Chile, el proceso de democratización contribuyó a –y permitió-

que el tema de la ciudadanía y el del acceso desigual al sistema de justicia

regresaran a la agenda. La administración de Aylwin (1990-1993) estableció

un programa nacional de pequeña escala, dentro del Ministerio de Justicia

–el Programa de Acceso a la Justicia (PAJ)–, dirigido a mejorar la informa-

ción de los pobres sobre sus derechos y la asistencia judicial23.  La Admi-

nistración Frei, en su primer trienio (1993-1996), incorporó al PAJ en el Plan

Nacional para la Erradicación de la Pobreza (PNSP) y extendió su cobertu-

ra. Sin embargo, la desaparición del PNSP en el segundo trienio, y un én-

fasis muy fuerte en el componente de inserción al mercado laboral, como

22. Para una discusión analítica sobre exclusión social y ciudadanía en el contexto latinoamericano,

véase Sojo en este volumen.

23. Apoyado la más de las veces en intervenciones móviles, el PAJ ha compensado útilmente las defi-

ciencias en los centros legales público, especialmente en las áreas rurales.
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parte de la estrategia de reducción de la pobreza, significó el detrimento de

otras áreas, entre ellas los aspectos judiciales. En el Programa Nacional pa-

ra Mujeres Jefas de Familia, esto se manifestó en la relegación del compo-

nente legal y judicial al nivel local. Esto significó que el SERNAM solo pu-

diera brindar su apoyo allí donde las municipalidades daban consideración

al tema de la asistencia legal y judicial24.

Considerando los reportes existentes (Clert, 1996b:32-33; Correa et al.,

1993) y sobre todo los recientes hallazgos obtenidos en la comuna de Hue-

churaba, este artículo sugiere la importancia de mantener el tema del acce-

so al sistema judicial en la agenda contra la pobreza.  Un argumento cen-

tral es que la negación de derechos que conduce a la injusticia a menudo

pareció tener un poderoso impacto en la desventaja social de las víctimas,

como lo sugirieron las historias personales de los entrevistados. Con rela-

ción a los temas del trabajo, tanto hombres como mujeres comúnmente re-

portaron injusticias generadas por las prácticas de los empleadores. Pagos

injustos, mucho más abajo que el salario mínimo, vacaciones impagas y

despidos injustos, entre las más mencionadas.

En función de los temas de género, la evidencia sugiere que la asime-

tría de las relaciones de poder era más extrema en el caso de las mujeres.

En cuanto al área de las pensiones alimentarias, los funcionarios involucra-

dos en los centros públicos de ayuda legal informaron sobre casos ilustra-

tivos en que las mujeres jefas de familia nunca podían obtener un pago

adecuado de la pensión alimentaria debido a que no tenían los medios pa-

ra sostener una acción legal. Como consecuencia, ellas no solo habían te-

nido que enfrentar una gran pobreza inmediatamente después de la sepa-

ración, sino que habían llegado a convertirse en vulnerables en el largo pla-

zo. El frecuente reporte de violación de los derechos a la pensión alimen-

taria confirmó la importancia del tema de la desventaja social de la mujer,

como se subrayaba en otros informes (Clert, 1996b:32-33). Además, y debi-

do a los existentes estereotipos sobre género, el marido había tenido el tá-

cito apoyo de la policía para tomar todas las posesiones de la familia, des-

pués de la separación de la pareja (Clert, 1996a, 1996b).

Con respecto al trabajo, algunas experiencias específicas basadas en gé-

nero deben ser subrayadas. Por ejemplo, los despidos injustos por razón de

edad afectan tanto a la mujeres como a los hombres, pero los despidos in-

justos debidos al embarazo afectan específicamente a las mujeres jóvenes.

Informantes claves confirmaron la violencia física y sexual infligida a las

mujeres por sus parejas masculinas o por los miembros de su familia, al

mismo tiempo que el estudio descubrió un área subinformada: la violencia

24. Fuente: informantes claves y entrevistas semiestructuradas.
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practicada, principalmente sobre los hombres, por los Carabineros 25 y por

la Policia de Investigaciones.

Formas y factores de exclusión

En cuanto al acceso a los tribunales, los encuestados no identificaron co-

mo factor de exclusión a la falta de acceso a ellos, ni a los gratuitos “servi-

cios legales 26. El centro legal27 sí tenía métodos de selección de beneficia-

rios sobre la base de medios de prueba, pero los criterios que allí se utili-

zaban eran más flexibles que los del formulario C.A.S.  Los informantes cla-

ves y las entrevistas semiestructuradas identificaron tres factores principales

para no emprender acciones legales contra los autores de alguna injusticia:

• desaliento y resignación ante la cantidad de formularios a comple-

tar y requisitos a cumplir asociados con la máquina judicial, y con

respecto a la complejidad y duración esperada del correspondien-

te proceso;

• las deficiencias de las mismas leyes chilenas, lo que hace imposi-

ble a cualquier juicio; y esto ocurría principalmente en el ámbito la-

boral;

• Las asimétricas relaciones de poder entre víctimas y autores de la

injusticia. El emprender acciones legales contra carabineros no só-

lo se veía como dificultoso e irrealista sino que también como pe-

ligroso, por miedo a las represalias. En el caso de las instituciones

de gobierno o entidades privadas que habían cometido errores con

perjuicios, el centro legal había recomendado a los encuestados

conformarse desde el principio, debido a las “dificultades para re-

colectar de evidencias”.

Para aquellos que habían logrado acceder a los tribunales, el aspecto crí-

tico era la pobre calidad del acceso.  Más del 50% de los encuestados que

habían sido víctimas de alguna injusticia habían podido abrir un expedien-

te de juicio en contra de sus ofensores. Sin embargo, los datos cualitativos

sugirieron la necesidad de tomar en cuenta a otros indicadores, tales como

la eficiencia de la judicatura, particularmente en lo que se refiere a las tar-

danzas28, y a su imparcialidad . Los entrevistados e informantes claves

también dieron informaciones precisas acerca de la corrupción de los

25. Policía.

26. Los que cubren asistencia y servicios judiciales; i.e. asistencia de un abogado y concurrencia al tri-

bunal si es necesario.  Una modalidad alternativa de intervención era provista a través del arbitraje.

27. Corporación de Asistencia Judicial .  Estos centros legales dependen del Ministerio de Justicia, pero

son independientes de los PAJ, los que no estaban implementados en Huechuraba.

28. Los largos procesos judiciales incluían, entre otros, el mínimo de un año para cualquier demanda

contra empleadores y reclamos sobre pensión alimentaria, y dos años, mínimo, para los casos en

juzgados del crimen.
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abogados de los demandantes o de funcionarios públicos influidos por

acaudalados acusados. Adicionalmente, los abogados que el centro legal

suministraba gratuitamente eran caracterizados como poco confiables. Esto

tenía que ver con el contexto más amplio de configuración del personal del

centro legal, el que principalmente se componía de practicantes con nin-

gún incentivo para un buen desempeño. 

Dentro de este desolado cuadro, las mujeres reportaron algunas pocas

experiencias positivas. Mientras la ley lo permitía, la experiencia descrita en

la casilla 5 muestra cómo el positivo rol de instituciones contraactuantes, ta-

les como los centros de asistencia legal o el servicio de Inspección del Tra-

bajo podía compensar los desbalances en las relaciones de poder y prote-

ger a los ciudadanos en algunos casos. Más recursos en estas instituciones

y adecuados incentivos junto a reformas legales podrían generar una dife-

rencia decisiva. 

Casilla 5

Compensando desbalances en las relaciones

de poder en el proceso judicial 

Mariana, una mesera de 25 años, fue despedida por su empleador cuan-

do ella le contó que estaba embarazada. Su cuñada le recomendó que fue-

ra a la Inspección del Trabajo, donde recibió información y apoyo.

“Ellos me hablaron sobre mis derechos como trabajadora y como mu-

jer embarazada. Entonces yo empecé a defenderme por mí misma, ya

que vi que la Inspección... me apoyaba. La inspectora me ayudó con

todos los trámites y formularios. Ella gestionó mi reintegro al trabajo

hasta que salí por mi “prenatal”.

Cuando ella regresó al trabajo, su empleador empezó a perseguirla,

tratando de hacer que renunciara, y hasta la acusó de ladrona. Esta vez

ella necesitaba la asistencia del centro legal, el que le suministró un abo-

gado. No se pudo obtener ninguna evidencia en contra de ella y enton-

ces ganó el caso, y también una indemnización. Su excepcional caso

mostró la exitosa combinación de apoyos de dos instituciones públicas,

la Inspección del Trabajo y el Centro Legal. Más que nada, los derechos

de Mariana estaban protegidos por la ley de licencia maternal, sin la cual

su caso no habría podido ni siquiera ser intentado.

Fuente: Clert (a publicar). Entrevistas Semiestructuradas, Mayo 1998.
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EXCLUSIÓN DE LAS ORGANIZACIONES SOCIALES

Desventaja social y acceso a las organizaciones

El acceso a las organizaciones puede tener un impacto directo sobre la

pobreza y sobre el aislamiento social. Primero, permite el acceso a los re-

cursos simbólicos. La evidencia existente sugiere que la participación en las

organizaciones ejerce un efecto psicológico positivo sobre las mujeres. El

compartir problemas y preocupaciones eleva la autoestima, reduce el aisla-

miento, y tiende a promover temas no necesariamente vinculados con los

objetivos del grupo, tales como  la violencia familiar (Clert, 1996b:35). Se-

gundo, puede ayudar a la gente a dar un paso adelante en su experiencia

de desventaja social.  Al conjuntar sus conocimientos y esfuerzos, ellos po-

drían tener grandes oportunidades de que sus intereses se reconozcan y se

satisfagan sus necesidades, esta idea ha sido particularmente enfatizada,

desde 1990, por el Gobierno chileno, lo mismo que por muchas municipa-

lidades, la de Huechuraba entre ellas. Con respecto a la política social, es-

te enfoque subraya la importancia que los mecanismos orientados por la

demanda tienen en la provisión de beneficios, ya sea a través de fondos so-

ciales o programas localmente financiados, como aquellos para los mayo-

res o los incapacitados. Sin embargo, para ser eficaz, este enfoque exige a

las personas que se conviertan en parte de grupos organizados y, en lo po-

sible, legalmente reconocidos, con el fin de aplicar para ayudas financieras.

Más aún, hay evidencias que sugieren que las personas enfrentan un acce-

so desigual a las organizaciones sociales y, por lo mismo, a los recursos ma-

teriales que ellas pueden proveer.

Formas y procesos de exclusión

Estudios realizados han apuntado hacia los específicos obstáculos de gé-

n e ro para el acceso de las mujeres a las organizaciones sociales. Tales obs-

táculos incluyen, principalmente, restricciones de tiempo y espacio debidas

a las múltiples actividades de las mujeres y/o, a la oposición de la pare j a

m a s c u l i n a2 9.  Si bien este artículo no niega la importancia de tales re s t r i c c i o-

nes de género, las evidencias obtenidas en el microestudio desarrollado en

Huechuraba llaman a prestar más atención a los procesos que pueden ex-

cluir tanto a hombres como mujeres de los recursos de las org a n i z a c i o n e s .

Los datos cuantitativos del estudio de Huechuraba sugieren que el acce-

so diferencial a las organizaciones sociales estaba marcado por variables dis-

tintas de las de género, como por ejemplo la condición de propiedad de la

29. Véase  Sabatini (1995: 43) y su énfasis en el factor machismo.
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vivienda. En tanto que un significativo número de propietarios participaba

en varias organizaciones, muy pocos arrendatarios lo hacían en org a n i z a c i o-

nes formales tales como las asociaciones vecinales, o las junstas de padre s

y madres. Los arrendatarios tendían a involucrarse, particularmente, en aso-

ciaciones de autoayuda, y dentro de aquellas, en los comités de a l l e g a d o s.

De manera más amplia, los datos cualitativos proveyeron una cantidad

de posibles factores explicativos detrás de la exclusión de las organizacio-

nes sociales. Una pequeña fracción de encuestados, que no participaba en

ninguna organización, manifestó un general ‘desencanto’ con la participa-

ción, aunque esto no fue posteriormente explorado en el estudio. Otros, y

especialmente los encuestados más viejos, expresaron simplemente una ca-

rencia de tiempo y la gran carga que la partipación añadiría a sus rutinas

diarias. Más adelante, el estudio indagó, dentro de un tema subreportado,

las maneras en las cuales las organizaciones por sí mismas pueden excluir

y discriminar.  Las entrevistas semiestructuradas con los líderes sociales y

miembros de las familias apuntó hacia dos actitudes y prácticas discrimina-

torias principales: a) el establecimiento de requisitos financieros y a los pro-

cesos más invisibles de discriminación o exclusión por medio de la estig-

matización. (Casilla 6).
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Casilla 6

Requisitos financieros y exclusión de las organizaciones sociales:

Los Comités de Allegados

Los Comités de Allegados (personas o familias viviendo con otras fami-

lias bajo acuerdos precarios) es más probable que tengan éxito en la obten-

ción de viviendas de bajo costo para sus miembros si todos ellos tienen la

misma capacidad de ahorro. Julia, una secretaria de un Comité de allegados,

sugirió que algunas directivas (organismos de gobierno) les presionaban a

ellos para no dejar entrar a aquellas personas con insuficiente o precaria ca-

pacidad de ahorro. Todo el proceso de selección de membresía merece ser

citado en extenso:

V: Hay un mínimo que obtener en el esquema, nosotros éramos alrede-

dor de 50, pero esto era inútil debido a que estas personas ya sea que no

tenían el dinero o no estaban en condiciones de obtenerlo, (...).  Por lo

tanto, comenzamos a eliminar gente.

Autor : Y, entonces, ¿Cómo seleccionaban ustedes a su gente?

V: Empezábamos por pedir dinero, ellos tenían que darnos una cierta

cantidad de dinero, en un determinado plazo.  Ibamos a cada una de las

direcciones que teníamos, explicábamos lo que estábamos haciendo (...).

Y al final, solo mantuvimos a 15 de los 50. Ellos fueron aquellos que real-

mente tenían el dinero y todos sus papeles en orden.”

Autor: ¿Cuánto necesitaban ellos para ser seleccionados?

V: Nosotros pusimos un mínimo de $300.000 (US$600)*.

El status con respecto a la vivienda parecía ser el fundamento más fuerte pa-

ra la exclusión  Algunos líderes sociales exhibieron actitudes discriminatorias

hacia los no-propietarios, por ejemplo, los arrendatarios, los allegados o los

cuidadores;  Pedro lo puntualiza así:

‘En la villa, muchos permanecían como inquilinos. Este es el por qué es-

ta población nunca avanzará, debido a que hay muchos cuidadores y

arrendatarios. El que es inquilino no le importa nada. (...).  Lotes de alle-

gados, a ellos no les importa.  Ellos no son propietarios, no vale la pena

trabajar para ellos.’

Al mismo tiempo, algunos arrendatarios se sentían discriminados en contra,

como Jorge y María:

J: Yo creo que ellos nos miran como inferiores (nos miran de menos),

porque ellos (la Junta ) dice ‘ellos son jóvenes, ellos ya deberían tener su

propia casa (...)’.

M. E. ...No, yo nunca requerí de la Junta, pero es porque tampoco tuve

acceso a ella.  Una Junta de Vecinos nunca tomará en cuenta a los arren-

datarios, ellas solo atienden a los propietarios’

(*) Más de cuatro veces el salario mínimo.

Fuente: Clert (a publicar)
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PERCEPCIÓN DE LAS RELACIONES:
IMPLICACIONES PARA LOS AGENTES DE LAS

POLÍTICAS DE INCLUSIÓN SOCIAL30

Esta sección final examina la experiencia y percepción de los participan-

tes con respecto a su distancia de las redes, los actores, las instituciones, to-

dos los cuales se suponejuegan un papel importante en la reducción de su

desventaja social, conforme a la estrategia del Gobierno Central para la re-

ducción de la pobreza. Los apremios para este documento hacen imposi-

ble la presentación de un recuento detallado y comprehensivo de los ha-

llazgos. No obstante, a continuación se sintetizan los hallazgos críticos, y

sus relacionadas implicaciones de política.

El Hogar y los ‘Contactos Cercanos’

Se podría argumentar que la exclusión de las redes horizontales, tales

como los ‘contactos cercanos’ choca con la exclusión respecto de otros re-

cursos más tangibles como los de las calificaciones sociales. Cuando la pro-

tección y asistencia del Estado es denegada, podría asumirse que, para la

satisfacción de sus necesidades, las personas se apoyarán en otros, ya sea

entre los de su familia o de su ‘comunidad’.  Sin embargo, la evidencia del

microestudio realizado en Huechuraba no encontró antecedentes fuertes

sobre las virtudes inclusivas comúnmente atribuidas a tales redes horizon-

tales. Algunos casos sugieren que el aislamiento social genera grandes difi-

cultades en el estar al frente de la diaria lucha por la supervivencia. No obs-

tante, el significado y naturaleza de las relaciones no puede entenderse co-

mo garantizado. En este sentido, esta investigación confirmó los hallazgos

sobre redes sociales realizadas en otros países latinoamericanos31 cuando

subrayan la importancia y también las limitaciones de los así denominados

contactos cercanos, como los de parentesco, y los de parentesco ficticio,

como los amigos.
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30. Las evidencias en esta sección fueron parcialmente extraídas de la encuesta cuantitativa, pero de

manera más significativa de las entrevistas semiestructuradas y del ejercicio participativo del

Diagrama de Venn.  Derivado de los métodos de Evaluación de la Participación Rural (P.R.A., según

siglas en inglés), y basado en la esquematización de círculos, este ejercicio pregunta si existen

actores o instituciones diferentes que sean relevantes para los participantes en términos de su

capacidad de ayuda y/o, atención para ellos en períodos de problemas. Y también permite inda-

gar al interior de la atención percibida y de la capacidad de ayuda de estos actores e instituciones.  

31. González de la Rocha (1993;1994); Roberts (1993).
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Las relaciones de hogar

La encuesta cuantitativa ilustró sobre las formas en que los hogares po-

dían dar respuesta a las necesidades insatisfechas, tales como la atención

de los niños o de los adultos enfermos. El 24% de los encuestados señaló

que otros miembros del hogar, distintos de ellos, se encargaban de los adul-

tos que requerían asistencia. El 29% de los encuestados con niños menores

de ocho años indicó que ellos confiaban en los miembros de la casa para

el cuidado de los niños. Y por contraste, solo el 8% dijo confiar en los cen-

tros de atención infantil, y únicamente el 6% refirió a los vecinos o amigos.

La mayoría de las personas entrevistadas consideraba a las relaciones en el

hogar -i.e. la pareja, el niño de mayor edad, o algún pariente allegado- co-

mo la fuente más importante y accesible de ayuda. Para la mayor parte de

los entrevistados con pareja, independientemente del género, la pareja era

usualmente la primera elección, mientras que para los encuestados solteros

o divorciados, la primera elección era algún pariente próximo allegado.

Familia, Parentesco ficticio, y Amistad

Los hallazgos asociados a las relaciones de familia fuera del hogar de-

mostraron serias limitaciones en sus capacidades de brindar cuidados. Si

bien los parientes no residentes en el hogar mantenían un relativo lugar de

importancia en la mente de muchos de los participantes, y aunque a veces

su apoyo era crucial para ellos, un tercio de los participantes aún conside-

raban a los miembros de la familia como distanciados y no confiables en

períodos de necesidad. Los hallazgos cuestionaron los supuestos sobre la

familia como un ambiente armonioso e indiferenciado.

Con respecto a la amistad, la mayoría de las percepciones de los encues-

tados sobre tales relaciones era que ellas dejaban de ser confiables en tiem-

pos de problemas32.  Además, en varios casos, las limitaciones estaban sin-

gularmente diferenciadas según el género. Las restricciones de movilidad y

tiempo de las mujeres, debido a sus múltiples tareas, restringían el tiempo

para las amistades. Como Margarita, una costurera, lo expone: ‘Para mí, es

del trabajo a la casa. Mi mundo está aquí adentro. Lavar, planchar (...) y

después solo el deseo de irme a la cama...’

Las relaciones con los vecinos

Los hallazgos sugirieron una reevaluación de las relaciones espaciales

como un factor para facilitar la inclusión social. La mayoría de los partici-

32. Por ejemplo, Ximena no tenía amigos y argumentaba: ’Cuando de lo que se trata es pasarlo bien,

tú tienes muchos amigos. Cuando tú estás en problemas, simplemente los pierdes’.
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pantes no consideraban a los vecinos en su constelación de relaciones, y

cuando sí lo hacían, generalmente las caracterizaban como distantes y sin

importancia. Algunos de los factores que explican tal percepción eran la fal-

ta de unidad en la comunidad, la vergüenza de pedir ayuda, y las care n c i a s .

Las carencias parecían limitar la capacidad de los vecinos para cooperar in-

f o rmalmente entre sí, en la medida en que ellos se encontraban sobre c a r-

gados con las pesadas demandas de sus propias familias. Este hecho se da-

ba claramente en los vecindarios más deprivados de Huechuraba; esto es,

en los campamentos y en las poblaciones con viviendas de bajo costo.

Las Asociaciones de la Sociedad Civil

Organizaciones territoriales, organizacines de autoayuda,

y otros grupos sociales

Las asociaciones de vecinos (Juntas de vecinos) son frecuentemente con-

sideradas como un ‘espacio natural’ de reunión y participación comunitaria

por parte de los tomadores de decisiones, y más de la mitad de los partici-

pantes sí integraban la ‘Junta’ en su constelación de relaciones. Aun así, una

gran mayoría de estos encuestados consideraban a esta organización como

alejada de ellos, y de poca importancia en lo personal33 (véase los diagra-

mas de Venn).  El estudio mostró una clara coincidencia entre las experien-

cias y percepciones de discriminación destacadas en la Sección 4 y las per-

cepciones de lejanía de las instituciones. Otros factores tenían que ver con

las percepciones de los encuestados acerca de la inutilidad de las Juntas.

Las asociaciones de autoayuda, tales como los Comités deAllegados, fue-

ron escasamente mencionadas por los participantes, pero varios pequeños

grupos sociales sí fueron referidos como fuentes de ayuda. Tal era princi-

palmente el caso de los participantes que habían sufrido el rechazo social

de otras asociaciones. Esto quedaba claramente visible en el caso de los dis-

capacitados34.

Tiempo libre y organismos religiosos

Las asociaciones de tiempo libre no fueron del todo mencionadas como

fuentes de ayuda. En lo que se refiere a las asociaciones religiosas, la ayu-

da material real brindada por los cuerpos religiosos era variada, tanto en

33. La minoría de los encuestados que consideraron cercana a la Junta y que calificaron mejor su

capacidad de atención eran, ya sea, o parientes de algún miembro o del presidente de la Junta, o

eran ellos mismos líderes sociales de alguna otra organización social. 

34. Por ejemplo el caso de Luis, presidente de un pequeño grupo de adultos físicamente discapacita-

dos. Ilustró el círculo virtuoso de una alta posición en una organización, el acceso a la informa-

ción, redes y calificaciones sociales.
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términos de importancia como de acceso35. La asistencia material incluía

contactos para trabajos ocasionales (pololitos), y, en el caso de la Iglesia Ca-

tólica, la recepción de cajas de víveres durante la Navidad. Para aquellas

personas que se encontraban en una situación desesperada, este tipo de

ayuda era vista como de gran importancia, aunque todos lamentaban su

irregularidad e informalidad. 

ONG, fundaciones y organismos de caridad

Los hallazgos sugirieron que debía tenerse cuidado con la confianza en

Estados que no fueran de bienestar, a través de las ONG y los org a n i s m o s

de caridad. Estas instituciones fueron escasamente mencionadas como fuen-

tes de ayuda en tiempos de problemas. Entre los posibles factores que man-

tienen esta ausencia, el estudio destacó la pequeña presencia de las ONG

en la c o m u n a, pero también de la existencia de prácticas financieras discri-

minatorias en algunas de ellas. Otro de los temas señalados por los intre-

vistados fue la vergüenza. Algunos de los encuestados consideraban la ayu-

da de la municipalidad como una autorización, un derecho del ciudadano

(véase Sección Cuatro), mientras que el recurrir a la caridad lo veían como

una disminución de dignidad y status.  No obstante, las ONG y las funda-

ciones parecían tener una particular importancia para aquellas personas o

parientes que habían sufrido exclusión –más allá de sus distinciones–, y que

no podían acceder fácilmente al sistema formal del Estado, como es el ca-

so de los discapacitados. 

Organismos Estatales: La importancia del Trabajador Social

como un hallazgo clave  

Los trabajadores sociales no gozan de preocupación en el discurso del

gobierno chileno sobre reducción de la pobreza, en parte debido a que se

les asocia con un enfoque ‘paternalista’ que el mismo gobierno procura su-

perar. Ellos son con frecuencia ignorados y, consecuentemente, quedan

fuera de las asignaciones de recursos.

Sin embargo, el estudio realizado en Huechuraba sugirió una reconside-

ración de esas percepciones y prioridades. Conforme a las percepciones de

los entrevistados, captadas en los Diagramas de Venn, el trabajador social

representaba la fuente de ayuda más importante y accesible para la mitad

de los participantes, y esto a la manera de un significativo miembro del ho-

gar.  Evidencias de esa importancia fueron también indirectamente indica-

das por la encuesta cuantitativa, las que mostraron que el principal motivo

para visitar la municipalidad era el de concurrir al Departamento de

35. Solo ocho de los 24 participantes representaban organismos católicos y evangélicos en un círculo.



Figura 2

Motivos para visitar la municipalidad

1) Pregunta planteada a 52 encuestados de 88 

2) Información, postulatión a beneficios sociales, ayuda social en general.

Fuente: Clert (a publicar) Encuesta de Hogares

Atención social (véase la Figura 2). El personal de esta unidad se compone

esencialmente de trabajadores sociales, los que se ocupan principalmente

de la información y postulaciones a los beneficios sociales. No obstante, de-

be enfatizarse que el trabajador social era el intermediario entre el benefi-

ciario potencial y los beneficios sociales.

No se pudo alcanzar conclusiones definidas acerca de la influencia de

género sobre las percepciones de los trabajadores sociales. Por cierto, algu-

nas parejas mostraron claras diferencias de percepción, en la que los hom-

bres experimentaban más renuencia a tratar con cualquier procedimiento

burocrático relacionado con el bienestar de la familia. Sin embargo, en otras

parejas, los hombres –y especialmente aquellos que se encontraban desem-

pleados– se sentían más cercanos al trabajador social que lo que se sentía

su pareja femenina. Y algo muy importante, la accesibilidad a los trabaja-

dores sociales fue subrayada por muchas de las personas que enfrentaban

el aislamiento y situaciones extremas de desventaja social. Estas personas

se sentían escuchadas, tratadas y orientadas con respeto. Más aún, los tra-

bajadores sociales a menudo constituían un puente, un vínculo entre ellos

y las instituciones calificadoras.

Con respecto a las más altas autoridades locales (los funcionarios muni-

cipales y la alcaldesa), ellos aparecen como distantes y desligados de los

encuestados, en agudo contraste con la percepción sobre los trabajadores

sociales. Algunos de los encuestados sí reconocían el poder de decisión de

la alcaldesa y por tanto su importancia. Aun así, la mayoría simplemente la

veía como ‘inalcanzable’

Con todo, algunos casos sugieren que la membresía en, o el liderazgo de

una organización social hacían más accesibles a este tipo de agentes, y, de

ahí, potencialmente más útil. Ilustrativa fue la comparación entre el esquema

77%
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de los presidentes de campamentos y los comunes pobladores del campa-

mento.  Y algo muy interesante es que hallazgos similares se obtuvieron

con respecto a las autoridades centrales, en la medida en que los líderes

sociales reconocieron que ellos enfrentaban menos barreras que sus com-

pañeros residentes de Huechuraba.

CONCLUSIONES E IMPLICACIONES DE POLÍTICAS

Temas Analíticos

Este artículo ha entregado evidencia empírica obtenida de datos cuanti-

tativos y cualitativos que contribuyen al entendimiento de tres cuestiones

principales:

• La naturaleza multidimensional del enfoque de exclusión social. La

falta de acceso a los bienes tangibles (e intangibles), combinada

con una identidad social estigmatizada, las limitadas oportunidades

de inserción en el mercado de trabajo, y el precario acceso a la in-

formación, y la limitada participación en organizaciones, son todos

factores que interactúan en el principio del proceso de exclusión

social.

• Los hallazgos resaltan la importancia de los aspectos institucionales

en lo que hace a la exclusión social. La investigación identificó me-

canismos institucionales que van desde los reglamentos formales

–como los procedimientos de definición de beneficiarios– hasta re-

glas no escritas para la selección en la entrevista de trabajo.

• Al mismo tiempo, el estudio identificó las prácticas discriminativas

y excluyentes por parte de las organizaciones sociales, incluyendo

a las asociaciones de autoayuda y a los agentes del Estado. Otro as-

pecto importante de la agencia apuntó a las percepciones de los

participantes con respecto a la distancia de otros actores e institu-

ciones que se suponía que debían jugar un rol importante en la

atención y protección de ellos. De manera muy significativa, las

prácticas excluyentes de los agentes, y las desiguales relaciones de

poder en las interacciones personales, a menudo parecían estar en-

clavadas en procesos institucionales estructurales dados por la le-

gislación, desde la pobre composición del personal de los centros

legales hasta los métodos de política social, tales como la aplica-

ción de rígidas reglas de definición de beneficiarios.

286
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Conclusiones Generales sobre Políticas

Las conclusiones sobre políticas planteaban serios desafíos para la estra-

tegia del gobierno chileno contra la desventaja social. Tales conclusiones

no solo cuestionaban ciertos métodos y prioridades aplicados a políticas so-

ciales, sino que también a algunas de las percepciones y supuestos que se

habían mantenido como los más importantes hasta entonces. Ya se habían

alcanzado logros muy serios en la reducción de todos los niveles de pobre-

za. A pesar de ello, la lucha por una mayor igualdad y la inclusión social

requeriría reformas adicionales.

Con relación a los temas de género, esta monografía sugiere que las po-

líticas de inclusión social tienen que reconocer la heterogeneidad que se da

entre las mujeres que están sometidas a procesos de exclusión y discrimi-

nación. Se mostró que la exclusión basada en género interactúa con el ba-

jo nivel de ingreso y con la estigmatización, unida a otros elementos de la

identidad social, tales como la condición de la vivienda, el lugar de residen-

cia, la apariencia física y la edad.

Al apuntar a las reglas y prácticas excluyentes que convierten a la mu-

jer en más vulnerable a la pobreza, este artículo ha destacado las limitacio-

nes de un enfoque de grupo-objetivo para afrontar la desventaja social fe-

menina. Se mostró cómo las más amplias reformas en las instituciones del

mercado de trabajo, en la calidad de los servicios sociales públicos y en el

sistema judicial podrían promover un verdadero cambio para las mujeres

que viven en desventaja social. Si los diseñadores de políticas y sus ejecu-

tores adoptaran un marco integrado de exclusión social, ellos podrían avan-

zar más allá de los programas sociales que se focalizan en las mujeres, co-

mo si ellas fueran la solución del problema.

Sin embargo, tal oportunidad se perdería si se asumiera a una perspec-

tiva de exclusión social como un substituto de un riguroso análisis de gé-

nero. Las experiencias en Chile y en otros países latinoamericanos han mos-

trado cuánto más prometedor es pensar en los hombres y las mujeres que

enfrentan la exclusión como cuestiones ‘de género’,  que pensar en ellas

como cuestiones ‘neutrales’.

Conclusiones de políticas específicas

Repensando las políticas de inclusión basadas en el trabajo

Se pueden destacar cuatro temas de políticas relevantes. Primero, el es-

tudio sugiere que no era eficaz definir en categorías rígidas a los beneficia-

rios de los programas de inclusión social basados en el trabajo. Y también

llama a una mayor consideración sobre el precario empleo de los hombre s ,
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y respecto a la discriminación basada en la edad de las mujeres y hombre s

en el grupo etáreo de 45 a 64 años. Segundo, sugiere claramente que las po-

líticas de inclusión basadas en el trabajo solo pueden promover el cambio

social cuando se focalizan en la c a l i d a d de la inserción en el mercado labo-

ral, como es el caso en el Programa Nacional para Mujeres Jefas de Familia3 6.

Te rc e ro, los bajos salarios mínimos, el extendido empleo casual -negaciones

de los derechos al trabajo y prácticas de contratación excluyentes- ponen en

cuestión los enfoques residuales hacia políticas sociales en esta área. Cuar-

to, la falta de atención a los sutiles procesos de exclusión relacionados con

los modelos de apariencia física, lugar de residencia o edad, subrayaron la

necesidad de campañas de información y de incentivos para las empre s a s ,

en un intento de actuar en contra de los procesos de estigmatización en las

prácticas de contratación.

Mejorando el acceso a Servicios Sociales de Calidad y Redes de Seguridad

En el nivel urbano, las políticas de inclusión social deberían reconocer

el diferenciado acceso a los servicios sociales no solo entre el área metro-

politana y las áreas periféricas, sino que también dentro de las áreas peri-

féricas. El reto para las autoridades urbanas locales involucra mayor movi-

lidad en la actual dispensa de servicios. El combate a la exclusión social re-

quiere estar más cerca de la gente. En el largo plazo, la planificación urba-

na local debería asignar prioridad a las interconexiones de las comunas pe-

riféricas. Otras recomendaciones adicionales sobre políticas, para las auto-

ridades locales incluyen: a) la implementación de una eficaz estrategia de

comunicación, ya que la falta de  información apareció como un gran fac-

tor de exclusión; b) horarios más flexibles del tiempo de trabajo en las ins-

tituciones calificadoras, como las oficinas o servicios municipales, de mane-

ra que se acomoden a las personas, en vez de forzarlas. 

La investigación también destacó desafíos estructurales. Primero, las po-

líticas de inclusión social deberían incluir el mejoramiento de la calidad de

los servicios sociales públicos, sobre un piso tanto de justicia social como

de igualdad de género. Las mujeres tienden a ser las víctimas primarias de

los pobres servicios, debido a su gran involucramiento en el bienestar de

la familia. Con todo, debería crearse la convicción de que los mejoramien-

tos en la calidad no llegarán muy lejos si la conciencia de género no es pro-

movida entre los ministerios sociales.

Segundo, debería promoverse mayor interés en las prevenciones contra

la pobreza y en sus correspondientes implicaciones de políticas. La asigna-

ción de prioridad hacia los extremadamente pobres parece conducir al

36. Para un examen posterior del Programa de Mujeres Jefas de Hogar a la luz del enfoque de

exclusión social, véase Clert (1996a; 1998).



descuido de aquellos que caen justo sobre la línea, pero que permanecen

expuestos a serios procesos de exclusión, tales como los excluyentes siste-

mas de tarifa por servicio en el ámbito de la salud. Las prioridades deben

ser cuidadosamente revisadas de manera de prevenir su caída en un círcu-

lo vicioso de daños, debido a la falta de atención médica, en vez de consi-

derarlas en sus riesgos subsecuentes. 

Tercero, la investigación ilustró algunos de los inconvenientes de los

medios de prueba y de la definición de beneficiarios cuando ellos no son

utilizados con otros instrumentos de política que aseguren la inclusión so-

cial. Esto también planteó un debate crucial sobre políticas con respecto a

la calificación para los servicios sociales y la necesidad de asignar recursos

con más eficiencia y justicia.   

Mejoramiento del acceso al sistema judicial

La evidencia presenta aquí exigencias para una reconsideración de la

importancia que se le da al acceso al sistema judicial dentro de de la estra-

tegia antipobreza del gobierno. La negación de derechos que conduce a la

injusticia, con frecuencia parece tener un fuerte impacto en la desventaja

social de las víctimas. En términos de género, tanto las mujeres como los

hombres estaban sujetos a estos procesos, pero de manera diferente, como

en el caso de las disputas sobre pensiones alimentarias para las mujeres. La

evidencia también sugiere que la asimetría en las relaciones de poder en-

tre las víctimas y los responsables de las injusticias se ve a menudo refor-

zada en el caso de las mujeres. Este artículo presiona por acciones más

fuertes del Estado dirigidas a mejorar el acceso a los tribunales. El positivo

rol de las instituciones que contraactúan, como los centros legales o el ser-

vicio de inspección del trabajo, mostraron cómo pueden ellas compensar el

desbalance de las relaciones de poder y proteger a los ciudadanos en algu-

nos casos. Más recursos en estas instituciones, incentivos apropiados y re-

formas legales podrían contribuir al cambio.

Dando más consideración a las posibles desviaciones

del enfoque orientado a la demanda 

La evidencia primaria sugirió la necesidad de una cuidadosa reconside-

ración del enfoque orientado por la demanda según se practica, ya que de-

ja pocas opciones a las personas que, ya sea que estaban impedidas de ac-

ceso a las organizaciones sociales debido a las prácticas excluyentes de esas

organizaciones, o debido a que las mismas personas carecían del capital so-

cial requerido para participar.

289



290

Cuestionando los supuestos sobre la capacidad

de atención de los agentes para la inclusión social

Este ensayo cuestionó los supuestos del gobierno sobre la importancia

de ciertos agentes, y la subsecuente prioridad asignada a ellos en la lucha

contra las desventajas. Y esto se refiere tanto a la importancia como a las

limitaciones de los así llamados contactos cercanos,  tales como los de los

parientes allegados o los de los amigos. El papel de las redes de  autoayu-

da y de apoyo mutuo también fue cuestionado. Además, sugirió tener

cuidado con la confianza en estados carentes de bienestar a través de las

ONG y los organismos de caridad.

Con respecto a los funcionarios del Estado, el ensayo propone una re-

consideración sobre las percepciones y prioridades asociadas a los trabaja-

dores sociales. Su importancia y accesibilidad en períodos problemáticos

fue un factor subrayado por la mayoría de las personas que encaraban un

aislamiento y situaciones extremas de desventaja social. Más aún, frecuen-

temente ellos constituían un puente entre las personas y las instituciones

calificadoras.

Aspectos metodológicos

La combinación de indicadores de exclusión tanto cuantitativos como

cualitativos probó ser esencial en la captación de las múltiples dimensiones

de la exclusión social y de sus complejas interacciones. La triangulación de

los datos a través de la encuesta de diferentes unidades de análisis también

fue muy útil. Debe hacerse notar que el potencial de la perspectiva de ex-

clusión social se confirmó por las entrevistas en el nivel del gobierno cen-

tral: los entrevistados destacaron la necesidad de marcos más amplios de

análisis para diseñar e implementar políticas y programas sociales más in-

clusivos.
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ANEXO

PERCEPCIÓN DE LA IMPORTANCIA Y ACCESIBILIDAD

DE LOS DIVERSOS AGENTES DIAGRAMAS DE VENN

DE ARTICIPANTES SELECCIONADOS

APENDICE 1

IMPORTANCIA PERCIBIDA Y

ACCESIBILIDAD DE LOS DISTINTOS AGENTES

DIADRAMAS VENN DE PARTICIPANTES SELECCIONADOS

Lista

D1. Gonzalo

D2. Mariana

D3. Teresa

D4. Myriam, Campamento Jesús Obrero

Simbología: 

Agentes estatales, instituciones

Miembos de la familia

Familiares fuera del hogar
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CONCLUSIONES

POBREZA Y EXCLUSIÓN SOCIAL

EN AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE

ESTANISLAO GACITÚA

CARLOS SOJO

Los trabajos incluidos en este volumen contribuyen a definir con mayor

precisión qué se entiende por exclusión social y cuál es su relevancia con-

ceptual y analítica.  Al respecto, lo primero que debe enfatizarse es que la

exclusión social no debe ser entendida solo como una categoría o un esta-

do en el que ciertos grupos sociales se encuentran o pueden llegar.  Más

bien, los trabajos aquí presentados nos señalan que la exclusión social de-

be ser conceptualizada como un proceso.  Esto es, su valor radica en que

permite entender cómo se concatenan diversos factores de riesgo  (econó-

micos, político-institucionales y socioculturales) que llevan a que ciertos

grupos sociales se encuentren en una situación de clara desventaja y desi-

gualdad social y, por lo tanto, permite evaluar y diseñar instrumentos de

política social en una forma más integral.  

Un segundo elemento que se desprende de lo anterior es la diferencia-

ción que se debe hacer entre los conceptos de “marginalidad”, “pobreza” y

“exclusión social”.  Convencionalmente, la pobreza se ha definido como

una situación de carencia de ingresos 1.  Por otra parte, la noción de margi-

nalidad hace referencia a una situación en la cual un grupo social debido

a condicionantes históricas estructurales no puede participar en aquellas es-

feras de acción que le competen como grupo social de acuerdo con ciertas

normas y/o principios definidos para esa sociedad.  Es decir, un grupo so-

cial es marginal cuando no tiene acceso a ciertos ámbitos de acción social,

1. Aquí se considera que la persona es pobre cuando los ingresos que percibe no le permiten alcan-

zar un nivel de consumo dado por una canasta básica de alimentos (nutrientes), bienes y servicios

mínimos.  Para ver cómo se calculan las líneas de pobreza e indigencia o pobreza extrema y otros

indicadores que pueden utilizarse para estimar niveles de pobreza cuando no se cuenta con líneas

de pobreza consultar los trabajos de Martin Ravallion (1992) Poverty Comparisons.A guide to Con-

cepts and Methods, The World Bank LSMS Working Paper 88, Jesko Hentchel y Peter Lanjouw

(1996) Constructing and Indicator of Consumption for the Analysis of Poverty, The World Bank

LSMS Working Paper 124. Para una discusión más amplia sobre el tema véase The World Bank

(1993) Poverty Reduction Handbook.
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económica, cultural o política.  Sin embargo, la marginalidad no involucra

necesariamente la acumulación de estos fenómenos; esto es, se puede ser

marginal sin necesariamente ser pobre (o tener que llegar a ser pobre)2.

La noción de exclusión social como ya hemos visto es más amplia que

el concepto de pobreza3, en cuanto no solo considera la dimensión econó-

mica (acceso a mercados y niveles de ingresos).  Sin embargo, los resulta-

dos de los trabajos aquí expuestos indican que más allá de entender la dis-

tinción entre ambos conceptos, es importante comprender que la utilidad

cognitiva de la noción de exclusión radica en que permite desarrollar un

modelo multidimensional y dinámico para explicar cómo interactúan una

serie de factores que pueden resultar, entre otras cosas, en pobreza, desi-

gualdad y marginalidad.  Así, también, provee un prisma para evaluar y di-

señar políticas de Estado tendientes a una mayor inclusión social.

Aspectos Conceptuales y Metodológicos

Resumiendo, desde el punto de vista conceptual, una de las ventajas de

utilizar la perspectiva de la exclusión social como un instrumento de análi-

sis es su multidimensionalidad y que permite entender cómo se van acu-

mulando riesgos.  Es decir, permite mapear procesos sociales, económicos,

culturales y político-institucionales que llevan a un grupo social a una con-

dición de empobrecimiento y marginalidad o, que le impiden salir de ella. 

El concepto de exclusión permite incorporar en el análisis la noción de

vulnerabilidad, o heterogeneidad social frente a la susceptibilidad, que es

el riesgo que corre un grupo social a sufrir cierto efecto cuando es expues-

to a un factor determinado. En este contexto, el concepto de riesgo indica

un peligro conocido, y que por tanto se puede controlar y medir dentro de

ciertos límites, lo que indica que existe una estructura institucional destina-

da a controlar el peligro o a reducir sus daños.  El análisis de exclusión so-

cial apunta precisamente a identificar cuáles son las estructuras y factores

que pueden exponer a un grupo social a sufrir un impacto y al mismo tiem-

po identificar los ámbitos de intervención en los cuales se requieren deci-

siones para prevenir o mitigar la ocurrencia del impacto.

Otro elemento que los trabajos resaltan desde el punto de vista de la de-

finición de modelos, es que la perspectiva de la exclusión se fundamenta

2. En esta definición seguimos el concepto de marginalidad desarrollado inicialmente por Gino Ger-

mani (1979) en Marginality . New Brunswick, NJ: Transaction Books

3. Es importante clarificar que existen perspectivas que extienden el concepto de pobreza y lo con-

sideran como un fenómeno multidimensional. Un ejemplo de lo anterior es el Indice de Pobreza

Humana (IPH) utilizado por el PNUD.  Para ver otros casos en donde se utiliza el concepto de po-

breza en forma amplia, vease los trabajos de Ian Gough y Gunnar Olofsson (Editores) Capitalism

and Social Cohesion: Essays on Exclusion and Integration (1999) y A. S. Bhalla y Frederic Lapey-

re (Editores) Poverty and Exclusion in a Global World (1999).  
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en una causalidad circular; es decir, en la interacción de las distintas dimen-

siones, más que en la primacía de una de ellas.  Esto implica que al pro-

poner modelos se debe tomar en cuenta que las variables indicadoras de

las distintas dimensiones de la exclusión social deben ser tratadas como va-

riables exógenas cuyas interacciones no se pueden descomponer en facto-

res independientes.  Lo anterior significa que, desde el punto de vista con-

ceptual, es esencial al formular modelos identificar con claridad cuáles se-

rán consideradas como variables exógenas y sobre esa base comenzar a

pensar en las distintas interacciones que se pueden dar y en el concadena-

miento de estos factores con otras variables que puedan ayudar a explicar

la situación de pobreza y marginalidad de un grupo determinado4.

Sin embargo, los trabajos ilustran algunas de las dificultades que conlle-

va desarrollar y utilizar un modelo como el propuesto.  En primer lugar,

existen un serio problema en la definición y operacionalización de las va-

riables e indicadores que reflejan las distintas dimensiones de la exclusión.

Por una parte, es difícil definir variables primarias en cada una de las di-

mensiones.  Por otra, una vez que se han identificado y definido las varia-

bles, se enfrenta el problema de que los indicadores de dichas variables

pueden ser múltiples y complejos, lo que requiere de la construcción de ín-

dices en los cuales se ponderen los distintos indicadores. 

Por otra parte, los trabajos expuestos demuestran que el análisis de la

exclusión social requiere tanto de la utilización de métodos cuantitativos

como cualitativos.  Hasta la fecha, gran parte de los trabajos sobre exclu-

sión social en la región se han concentrado en la definición conceptual del

fenómeno y en el análisis de la situación ya sea a través de información se-

cundaria o por medio de estudios de casos en donde predomina el análi-

sis más bien de tipo cualitativo.  Uno de los desafíos planteados por los au-

tores es precisamente la definición de modelos que puedan ser informados

a partir de estudios de casos, probados a través de análisis que permitan

cuantificar los impactos de las distintas variables, e interpretados a la luz de

la percepción de los sujetos para así poder identificar estrategias de inter-

vención e instrumentos de política. 

Opciones de Política

Los resultados presentados por los autores evidencian que la región está

experimentando un incremento en las diferencias económicas y sociales, aun

en aquellos casos en los que ha existido una disminución de la pobreza.  Lo

4. Como se discute más adelante, esto tiene una consecuencia práctica muy importante al momento

de evaluar o pensar en instrumentos de política.  Si desde el punto de vista conceptual y analíti-

co no se pueden descomponer los efectos de las distintas dimensiones de la exclusión social, tam-

poco es posible ni efectivo desde la perspectiva de la intervención social pensar solo en instru-

mentos de política muy estrechamente definidos desde el punto de vista sectorial.



anterior es particularmente claro cuando se analiza la situación de ciertos gru-

pos vulnerables como son los jóvenes o las mujer en los segmentos de me-

n o res ingresos.  Al mismo tiempo, los casos analizados nos indican que tan

importante como la posición económica que se experimenta es el tema de co-

mo los sujetos (re) construyen esa exclusión y cuáles son las re p e rc u s i o n e s

que eso tiene en términos de la capacidad de acción que ese sujeto social tie-

ne para intentar modificar las condiciones que generan su situación actual.

Los resultados apuntan a cuatro grandes procesos que resumen los ha-

llazgos en las distintas dimensiones que han sido analizadas.  En primer lu-

gar, desde la perspectiva económica, más allá de la constatación de la po-

breza existente, los resultados indican que hay grupos sociales que están

sujetos a limitaciones estructurales en el acceso y participación en los mer-

cados que les descalifican e imposibilitan obtener un nivel de vida acorde

con los estándares propios de la sociedad de la que forman parte.

En segundo lugar, los resultados indican que existen mecanismos institu-

cionales que no están funcionando como deberían para prevenir o curar la

o c u r rencia de eventos que impactan negativamente a grupos vulnerables.  Es

d e c i r, los arreglos institucionales existentes y las opciones de política que se

toman por estas instituciones presentan problemas y/o limitaciones que au-

mentan la exposición al riesgo y la vulnerabilidad de ciertos grupos sociales.

Tercero, junto a lo anterior, los mecanismos de reproducción cultural do-

minantes dificultan que ciertos sujetos sociales logren articular y proyectar

a la sociedad su identidad.  Como consecuencia de lo anterior, existe una

marginación de ciertos grupos y una pérdida de capital social para el con-

junto de la sociedad.  

Asociado a lo anterior, los resultados demuestran que los mecanismos

de participación social tradicionales presentan limitaciones en cuanto a la

representación de los intereses de grupos vulnerables se refiere.  En gene-

ral, las grandes organizaciones representativas (ya sean corporativas o par-

tidistas) muchas veces no reflejan la heterogeneidad de actores que existe

en su interior, en cuanto a su vulnerabilidad e intereses se refiere.  Esto lla-

ma al fortalecimiento de organizaciones sociales que se fundamenten en ac-

tividades o núcleos de identidad más próximos a los sectores vulnerables.

Desde el punto de vista de los instrumentos de política que se han uti-

lizado en la región y de las opciones que pueden existir, los trabajos pre-

sentados apuntan en tres conclusiones generales.

Primero, los trabajos apuntan a una conclusión central con relación al

rol del Estado como garante de derechos fundamentales que aseguren el

acceso a ciertos umbrales de bienestar (recursos, servicios, participación,

representación).  Los resultados indican que la exclusión que grupos socia-

les experimentan es el resultado de la presencia de instituciones y prácti-

cas que discriminan o erosionan la satisfacción de ciertos derechos básicos.
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En general, los Estados no han sido lo suficientemente activos en compen-

sar por las desigualdades que existen en la participación de distintos secto-

res sociales en los mercados, lo que se ha traducido en la imposibilidad pa-

ra ciertos sectores sociales de realizar sus derechos económicos.  Similar-

mente, a nivel de la representación y expresión cultural, el Estado no ha

asegurado por igual a todos los grupos sociales la posibilidad de desarro-

llar y proyectar su identidad, cultura e intereses políticos y económicos en

la construcción de la nación.  Dado lo anterior, desde la perspectiva insti-

tucional, la superación de la exclusión social requiere la participación del

Estado como ordenador, financiador y monitor de ciertos derechos (tanto

civiles y políticos como económicos sociales y culturales).  Por otra parte,

desde el punto de vista operativo, el Estado tiene que asegurar la tipicidad

normativa como los procedimientos existentes para su exigibilidad por par-

te de los ciudadanos (justiciabilidad) con el objeto de relacionar determina-

dos niveles o umbrales de verificación de tales derechos (acceso a recursos

materiales y simbólicos).

Segundo, desde el punto de vista analítico, la aplicación del modelo de

exclusión social para el análisis y diseño de políticas sociales permite ob-

servar cómo distintos regímenes de riesgo operan y son alterados por los

instrumentos de política analizados.  Esto es, permite analizar la interacción

entre los distintos factores (económicos, político-institucionales, culturales,

sociales, territoriales) que afectan los resultados de una intervención públi-

ca, específicamente en lo que se refiere a su sustentabilidad institucional y

social5.  Por una parte, se analiza un instrumento de política específico en

relación con otras intervenciones que pueden o no estar presentes para ata-

car el nodo generado por la acumulación de los riesgos identificados (que

por definición son multi-sectoriales).  Por otra parte, se analiza el impacto

que tiene en los programas la capacidad de accionar de los sujetos; es de-

cir, tanto la percepción que estos tienen como la forma en que responden

a los servicios provistos.  De lo anterior se deduce que los instrumentos de

política deberían considerar en su diseño las potenciales interacciones en-

tre los diferentes factores que generan exclusión social y dar prioridad a

aquellas acciones que apuntan a disminuir la vulnerabilidad y exposición a

los factores de riesgo de los grupos afectados.

Te rc e ro, asociado al punto anterior, los trabajos indican que para el diseño

de políticas sociales incluyentes se hace necesario una revisión de tres elemen-

tos básicos: (i) los objetivos e instrumentos de las políticas; (ii) el tipo y cali-

dad de las actividades y; (iii) la dimensión espacial y la participación social.

5. Un ejemplo de la aplicación de este modelo en el análisis de políticas sociales aparece en el Tra-

bajo de CERFE/SIEMPRO “Análisis y Medición de La Exclusión Social a Nivel Municipal Argenti-

na”.  Buenos Aires, Diciembre de 1998. En dicho trabajo se propone un modelo de análisis de po-

líticas y programas sociales que comprende el desarrollo de una matriz de factores de riesgo so-

cial a partir de la cual se evalúa el impacto de las intervenciones.
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Provisión de Umbrales Sociales y Focalización

Los trabajos muestran que, en general, las políticas sociales que se han

desarrollado recientemente en la región se han concentrado solo en aten-

der a aquellos sectores que no han logrado insertarse en el modelo, los que

se van quedando atrás, sin ver las causas estructurales que explican por qué

ciertos grupos no pueden participar en igualdad de condiciones en el sis-

tema.  En ese contexto se han perfeccionado políticas sectoriales e instru-

mentos de focalización en grupos objetivos.  Sin embargo, como lo seña-

lan los resultados presentados, la sectorialización y focalización de las po-

líticas sociales no han resuelto dos grandes problemas.  Por una parte, la

evidencia indica que las políticas sociales tienden a ignorar en su diseño los

factores estructurales que generan los síntomas que tratan de paliar.  Por

otra, como ya lo indicamos anteriormente, las políticas sociales no dan

cuenta de un problema más amplio: de los derechos que tienen todos los

individuos a ciertos umbrales de bienestar.

En este sentido, las políticas sociales y los instrumentos utilizados para

su ejecución, dejan fuera aquellos individuos que no están en riesgo máxi-

mo.  Lo anterior podría ser correcto si las políticas sociales se utilizan solo

como un mecanismo de compensación que asegura que aquellos más vul-

nerables logren llegar al umbral mínimo de satisfacción de sus derechos6.

Sin embargo, ello presupondría la existencia de mecanismos institucionales

universales que garantizaran a toda la población (en particular aquella en

riesgo) la satisfacción del derecho.  No obstante, como lo han señalado en

los distintos casos analizados, dichos mecanismos no están presentes o no

están operando satisfactoriamente.  En consecuencia, las políticas sociales

deben considerar tanto la satisfacción universal de los mínimos sociales re-

queridos, como instrumentos focalizados que permitan que aquellos secto-

res que no pueden acceder a satisfacer ese umbral por sí mismos puedan

recibir los bienes y servicios que se derivan de dichos derechos.

Políticas Sociales Inclusivas e Integrales

La evidencia presentada en los trabajos indica que a pesar del crecimien-

to económico, la acción del Estado no ha sido apropiada para superar la

exclusión social de segmentos importantes de nuestras sociedades.  Por una

6. Ordóñez en este volumen plantea que el desafío anterior significa que se propongan cuales serían

dichos umbrales y los indicadores que se deberían ulitizar para su operacionalización y evalua-

ción.  Al respecto, la Fundación Nacional Para la Superación de la Pobreza (FNSP), en Chile, ha

elaborado una propuesta en la cual se indican ciertos mínimos sociales en vivienda, salud, educa-

ción e ingresos (subsidios monetarios) para el caso de Chile. Ver el documento Una Propuesta pa-

ra la Futura Política Social preparado por la FNSP (1999).
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parte, se ha privilegiado una estrategia de alivio de pobreza, que no consi-

dera o reconoce la complejidad de factores que intervienen en la genera-

ción de exclusión social.  Por otra, los instrumentos de política social que

se han utilizado para atender a los “necesitados” han tenido un carácter

eminentemente sectorialista, que no ha contribuido a la articulación de pro-

puestas integrales de intervención.

Se necesitan políticas sociales no solo para atender puntualmente a las

necesidades y demandas sociales de los pobres y marginados sino también

para anticipar y desactivar los factores y procesos que generan exclusión

social.  Esto se traduce en que se deben formular programas pertinentes e

integrales, que abarquen todas las dimensiones antes señaladas, que no so-

lo entreguen un servicio sino que generen condiciones institucionales que

disminuyan la vulnerabilidad y el riesgo de los sectores beneficiados.  Es

importante entender las políticas sociales deben tener no solo objetivos si-

no también un sentido, que es la generación de las capacidades sociales pa-

ra que los ciudadanos puedan asegurar la satisfacción de los umbrales so-

ciales ya mencionados.  

Territorialidad y Participación

Desde el punto de vista de la ejecución de políticas sociales, la eviden-

cia señala que en el pasado la dimensión territorial solo se ha concebido

como una unidad político administrativa, en el mejor de los casos descen-

tralizada, con la responsabilidad de recopilar información y focalizar la en-

trega de ciertos servicios.  Sin embargo, en los trabajos presentados se asig-

na a la dimensión espacial un rol central en el diseño, articulación e imple-

mentación de políticas sociales.  

La exclusión social es un fenómeno con una dimensión espacial.  La ex-

posición a riesgos y la vulnerabilidad frente a ellos cambia según la ubica-

ción espacial de los grupos sociales7.  Existen ciertas características físicas del

medio que aumentan la peligrosidad de un riesgo (como, por ejemplo, la ubi-

cación de grupos vulnerables en áreas de alto riesgo ambiental, como son la-

deras de quebradas, o tierras de escaso valor productivo, como en el caso de

grupos indígenas).  Al mismo tiempo, la dimensión espacial tiene re p e rc u s i o-

nes institucionales (como lo señala la distribución desigual de infraestructura

y servicios públicos y privados).  En resumen, el territorio modifica la vulne-

rabilidad de ciertos grupos sociales y condiciona la forma en que estos gru-

pos pueden interactuar entre sí y con las instituciones del Estado.

7. A nivel macro, un ejemplo de lo anterior está dado por las diferencias inter-regionales que se ob-

servan en los niveles de pobreza, acceso a servicios entre distintas regiones de Chile (Al respecto

véase el reciente estudio del Banco Mundial “Chile - Poverty and income distribution in a high-
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Lo anterior tiene consecuencias para la forma en que se conciben los ins-

trumentos de política como también en la forma en que se implementan.  En

cuanto a la formulación de programas sociales, de los trabajos se despre n-

de que estos deberían considerar al espacio local como una unidad de aná-

lisis que re q u i e re instrumentos de intervención especializados de acuerd o

con las características específicas del territorio.  Es decir, se deben diseñar

p rogramas territoriales en los cuales se ataquen los factores de riesgo más

relevantes para los sectores vulnerables que habitan en ese espacio.  Es ne-

cesario indicar que el territorio al que hacemos re f e rencia no corre s p o n d e

necesariamente o se limita a una unidad político-administrativa, como po-

drían ser intendencias, gobernaciones y municipios.  Si bien pueden coinci-

d i r, se necesita asegurar que unidades territoriales homogéneas no queden

divididas en unidades administrativas que pueden contener grupos sociales

h e t e rogéneos, prioridades distintas y acceso a recursos difere n c i a d o s .

Finalmente, en relación con el cómo se implementan políticas sociales

que sean incluyentes, los trabajos remarcan que se debe promover la par-

ticipación social a nivel local.  Políticas sociales incluyentes deberían servir

para asegurar a nivel local una mayor participación de la ciudadanía en la

coordinación de los procesos que involucra la gestión y control de un pro-

grama determinado.  Los casos analizados sugieren que en la ejecución de

las políticas se mantiene tendencias verticales y asistencialistas8 con las co-

munidades y los gobiernos locales.  Contrariamente, se necesitan instru-

mentos y formas de operar que hagan uso de las capacidades de los suje-

tos sociales para intervenir y transformar los riesgos que enfrentan y su ni-

vel de vulnerabilidad, no solo en cuanto a su potencial contribución en tra-

bajo y/o capital para la ejecución de los programas, sino más bien en tér-

minos de su participación en la gestión de los recursos y la toma de deci-

siones.  En este contexto, parece que una forma de asegurar la apropiación

territorial de las políticas sociales incluyentes sería complementar los

programas de carácter nacional, tendientes a proveer los umbrales sociales

mínimos, con recursos que fortalecieran la capacidad de gestión y asegura-

ran la autonomía funcional de gobiernos locales y/o unidades territoriales

en las que se pudiesen definir programas sociales locales.

growth economy : 1987-1995” .  A nivel micro, los ejemplos provistos por Clert en este volumen

en relación cómo el lugar de origen de un postulante a un trabajo afecta sus posibilidades de ob-

tener dicho puesto, demuestran la importancia de la consideración espacial en el análisis.

8. Se debe tener en cuenta que pueden existir instrumentos que, temporalmente debido a la urgencia y

p rofundidad del problema social, sean asistencialistas en su ejecución inicial, pero no en su diseño.
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